
SUMARIO

B
O

J
A

Bo
le

tín
 O

fic
ia

l d
e 

la
  

Miércoles, 31 de diciembre de 2008 Año XXX Número 259 (1 de 2)
Edita: Servicio de Publicaciones y BOJA
CONSEJERIA DE LA PRESIDENCIA
Secretaría General Técnica.
Dirección: Apartado Oficial Sucursal núm. 11. Bellavista.
41014 SEVILLA
Talleres: Servicio de Publicaciones y BOJA 

Teléfono: 95 503 48 00* 
Fax: 95 503 48 05

Depósito Legal: SE 410 - 1979
ISSN: 0212 - 5803

Formato: UNE A4

Número formado por dos fascículos

1.  Disposiciones generales
PÁGINA

PRESIDENCIA

Ley 3/2008, de 23 de diciembre, del Presupuesto 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el 
año 2009. 2

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA Y HACIENDA

Orden de 18 de diciembre de 2008, por la que se 
aprueban los coeficientes aplicables al valor catas-
tral para estimar el valor real de determinados bie-
nes inmuebles urbanos a efectos de la liquidación 
de los hechos imponibles de los impuestos sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados y sobre Sucesiones y Donaciones 
que se devenguen en el año 2009, se establecen 
las reglas para la aplicación de los mismos y se 
publica la metodología seguida para su obtención. 26

CONSEJERÍA DE MEDIO AMBIENTE

Orden de 23 de diciembre de 2008, por la que se 
convocan subvenciones en las áreas de influencia 
socioeconómica del Parque Nacional de Doñana y 
del Parque Nacional de Sierra Nevada para el año 
2008, al amparo de la Orden que se cita. 37

5.  Anuncios

5.2.  Otros anuncios

CONSEJERÍA DE VIVIENDA  
Y ORDENACIÓN DEL TERRITORIO

Anuncio de 15 de septiembre de 2008, de la Dele-
gación Provincial de Córdoba, de Certificación del 
Acuerdo y Normas Urbanísticas del Plan General 
de Ordenación Urbanística en el municipio de 
Luque (Expediente P-27/06). 40



Página núm. 2 BOJA núm. 259 Sevilla, 31 de diciembre 2008

1.  Disposiciones generales

 PRESIDENCIA

LEY 3/2008, de 23 de diciembre, del Presupuesto de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2009.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA A TODOS LOS 
QUE LA PRESENTE VIEREN, SABED

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en 
nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la Consti-
tución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publi-
cación de la siguiente

LEY DEL PRESUPUESTO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE ANDALUCÍA PARA EL AÑO 2009

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

Comienza la VIII Legislatura con un panorama económico 
algo incierto. En el último año han confluido varios aconteci-
mientos con una gran relevancia económica: un incremento 
de los precios de las materias primas, un endurecimiento de 
las condiciones financieras y, sobre todo, las fuertes turbulen-
cias que ha sufrido el sistema financiero mundial. Todo ello 
ha dado lugar a un deterioro de la actividad económica, que 
también ha afectado a la economía andaluza, cada vez más 
integrada en los mercados internacionales.

En un escenario de crisis, la austeridad se convierte en la 
característica principal del Presupuesto de 2009. Austeridad sig-
nifica modificar el orden de prioridades y ahorrar y contener el 
gasto en algunas partidas y asignarlo a otros fines que pasan a 
ocupar el centro de la estrategia presupuestaria. Precisamente 
la gestión prudente y con visión anticíclica del Presupuesto ha 
dotado a la Comunidad Autónoma de un ahorro y una capacidad 
de endeudamiento que en coyunturas de caída de los ingresos 
tributarios pueden actuar como palanca y sustento de la acción 
del Gobierno andaluz en la dirección señalada.

En este escenario, el Presupuesto de 2009 plantea una 
movilización de los recursos de la Comunidad Autónoma en 
forma no solo de gasto público, sino también de aportación de 
liquidez y de respaldo con un objetivo primordial: contribuir a 
reconducir la economía andaluza a una senda de elevado cre-
cimiento, proporcionando apoyo al mismo tiempo a los colecti-
vos y sectores más vulnerables a la crisis. Es un Presupuesto 
diseñado para que familias, Pymes y Corporaciones Locales 
afronten la crisis y salgan de ella con mayor fortaleza.

Sin embargo, el Presupuesto de 2009 no solo no aban-
dona, sino que aborda decididamente los grandes retos a me-
dio plazo que tiene planteados la economía andaluza y que se 
encaminan a conseguir un modelo equilibrado y sostenible de 
crecimiento en un contexto de igualdad de oportunidades, en 
especial, en materia de género. En esta tarea, la Administra-
ción no se encuentra sola: el vigente Acuerdo de Concertación 
Social constituye un activo fundamental para superar las difi-
cultades en el que colaboran todos los agentes económicos de 
la Comunidad Autónoma.

El apoyo desde la Comunidad Autónoma a las familias se 
traduce en un aumento del gasto social. Este constituye un 
mecanismo fundamental de solidaridad y apoyo a los colecti-
vos más afectados por la crisis, y en particular a las familias, 
mitigando el riesgo de exclusión que se incrementa notable-
mente en los períodos de bajo crecimiento. Además, resulta 
evidente la capacidad del gasto social como instrumento de 

estabilización de las oscilaciones cíclicas de la economía. Se 
trata de un incremento sustentado en tres pilares: ampliación 
y mejora de las prestaciones sanitarias, implantación y con-
solidación de los servicios derivados de la Ley de Promoción 
de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situa-
ción de dependencia, y consolidación de una oferta educativa 
de calidad y en estrecha vinculación con las necesidades de 
nuestras empresas.

Entre los diversos componentes del gasto social destacan 
los destinados a la atención a las personas en situación de 
dependencia. Hay que señalar que continúa su curso la im-
plantación de la citada Ley de Promoción de la Autonomía Per-
sonal y Atención a las personas en situación de dependencia, 
ampliándose los beneficiarios de los servicios y prestaciones a 
las personas valoradas como dependientes severos de nivel 1, 
que se unen a los ya acogidos por el sistema: los grandes de-
pendientes y los dependientes severos de nivel 2.

Por lo que se refiere a la protección de la salud, en 2009 
tiene continuidad el programa de mejora de las infraestructuras 
sanitarias, en particular aquellas que acercan a los que no vi-
ven en las grandes ciudades la atención especializada. Junto 
a las infraestructuras, se amplían las prestaciones públicas, 
incluyéndose aspectos como la ayuda bucodental a niños y a 
mujeres embarazadas o la gratuidad de medicamentos para 
niños menores de un año.

La acumulación de capital humano es un requisito del 
nuevo modelo de crecimiento basado en la productividad y la 
competitividad. La nueva Ley de Educación y el Modelo de Fi-
nanciación de las Universidades constituyen la referencia para 
la política educativa durante la presente Legislatura. En 2009, 
además, debe destacarse la extensión a toda la enseñanza 
obligatoria (primaria y secundaria) de la gratuidad de los li-
bros de texto y la ampliación de los centros que cuentan con 
servicios de comedor y aula matinal, con el fin de contribuir a 
la conciliación de la vida laboral y familiar.

Otras de las áreas de gasto que concentran los esfuer-
zos presupuestarios en 2009 son las de empleo y vivienda. 
La primera de ellas recibe un fuerte impulso derivado del in-
cremento del desempleo y de la consecuente necesidad de 
favorecer la recolocación de las personas que han perdido su 
puesto de trabajo. La clave está en mejorar la empleabilidad 
y la adaptabilidad mediante el desarrollo de políticas activas 
basadas en la orientación y la formación.

Por lo que se refiere a la política de vivienda, esta también 
registrará un avance destacado. La crisis actual está afectando 
de forma particularmente intensa al sector de la construcción, 
a lo que hay que unir que persisten las dificultades de numero-
sas personas para acceder a una vivienda digna. En el Presu-
puesto de 2009 se da cobertura financiera al Plan Concertado 
de Vivienda y Suelo de Andalucía 2008-2012, cuyas actuacio-
nes responden al consenso alcanzado entre los agentes eco-
nómicos y sociales, la Federación Andaluza de Municipios y 
Provincias y las entidades financieras. A ello se añaden otras 
acciones en materia de rehabilitación y dotación de suelo para 
vivienda protegida y las actuaciones de entidades como la Em-
presa Pública de Suelo de Andalucía (EPSA).

Las Corporaciones Locales andaluzas no permanecen 
ajenas a la crisis, de forma que el apoyo financiero a las Enti-
dades Locales desde el Presupuesto se destina sobre todo a 
mejorar su suficiencia financiera. El esfuerzo en esta dirección 
es muy significativo: la financiación incondicionada destinada 
a los ayuntamientos aumenta un 25%, cuando el gasto total lo 
ha ce en un 5,6%.

El otro gran pilar de apoyo público a la economía andaluza 
está constituido por la inversión y la inyección de financiación 
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al tejido productivo. La inversión es la variable macroeconó-
mica que sufre los mayores recortes en tiempos de crisis, lo 
que menoscaba el crecimiento a largo plazo; el presupuesto 
público puede reequilibrar el efecto de la reducción en la in-
versión privada y mejorar, simultáneamente, las posibilidades 
de las empresas de acceder a la financiación en tiempos de 
escasez de recursos.

Dada la importancia de la inversión pública como ele-
mento dinamizador de la economía, merece destacarse es-
pecialmente la política de infraestructuras. La mejora de las 
infraestructuras de transporte y comunicaciones tiene una 
repercusión directa sobre la competitividad de las empresas, 
facilitando el acceso a los mercados nacionales e internaciona-
les y el intercambio de tecnología. Pero también las inversio-
nes en este ámbito tienen un efecto explícito sobre el empleo, 
en particular sobre el del sector de la construcción, precisa-
mente el más afectado por la crisis.

El comportamiento de las finanzas públicas de la Junta de 
Andalucía en los ejercicios anteriores, con un riguroso cumpli-
miento de la normativa de estabilidad presupuestaria, ha propi-
ciado la generación de un importante volumen de ahorro que se 
destinará en 2009 a incrementar el apoyo financiero a las em-
presas andaluzas. Así, con el fin de favorecer la inversión pro-
ductiva, en el Presupuesto de 2009 se han incluido fondos des-
tinados a la financiación de empresas bajo la forma de activos 
financieros, dado su carácter reembolsable. Siguiendo las reco-
mendaciones de la Unión Europea, se ha optado por desplazar 
progresivamente la política de incentivos a través de subvencio-
nes hacia otras fórmulas de financiación que pueden reutilizarse 
como préstamos, garantías, capital riesgo, etc., lo que dota a 
los fondos públicos de un mayor efecto multiplicador.

Precisamente, la sólida posición financiera de la Junta de 
Andalucía, con un peso del endeudamiento sobre el PIB sensi-
blemente inferior a la media de las Comunidades Autónomas, 
permite acomodar sin tensiones el déficit previsto para financiar 
una parte de las inversiones del Presupuesto. Conviene recordar 
que la Ley General de Estabilidad Presupuestaria autoriza a las 
Comunidades Autónomas a presentar un déficit del 0,75% del 
PIB si el crecimiento económico previsto es inferior al 2%, y otro 
0,25% para financiar programas de inversiones productivas.

Por último, el objetivo central del Presupuesto de 2009, el 
estímulo al crecimiento, no ha de hacer olvidar que la crisis no 
puede ser una excusa para abandonar el camino de la igualdad 
entre hombres y mujeres. Conviene recordar que, en aras de la 
eficiencia, la plena e igualitaria participación de la mujer en el 
mercado de trabajo es un factor indispensable, que puede con-
tribuir a la recuperación de la actividad y a alcanzar el objetivo 
de convergencia con las economías más avanzadas de nuestro 
entorno.

I I

El texto articulado consta de cuarenta y cinco artículos, 
distribuidos en siete Títulos, que se completan en su parte fi-
nal con catorce disposiciones adicionales, dos disposiciones 
transitorias y diez disposiciones finales.

Es de destacar, en primer lugar, que es el primer ejercicio 
en que se aplica la terminología de la Ley de la Administra-
ción de la Junta de Andalucía a la Ley del Presupuesto, en la 
que, no habiéndose cumplido aún el plazo establecido por la 
primera para la adaptación de las entidades ya existentes, se 
usa conjuntamente la terminología de la misma y de la Ley 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía.

Por lo que se refiere al articulado, el Título I, «De los cré-
ditos iniciales y sus modificaciones», regula en su artículo 1 el 
ámbito del Presupuesto de la Comunidad Autónoma, siendo 
novedad en este ejercicio la incorporación de los presupuestos 
de las agencias de régimen especial y de los fondos sin perso-

nalidad jurídica a que se refiere el apartado 4 del artículo 6 bis 
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.

Continúa este Título con la aprobación de los estados de 
gastos e ingresos de la Junta de Andalucía y de sus agencias 
administrativas o sus organismos autónomos de carácter ad-
ministrativo; los presupuestos de explotación y capital de las 
agencias públicas empresariales, de las entidades de derecho 
público del artículo 6.1.b) de la Ley General de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, de las so-
ciedades mercantiles de participación mayoritaria directa, y 
de aquellos consorcios y fundaciones en los que la aportación 
de la Junta de Andalucía se hace mediante transferencia de 
financiación, incluyéndose como novedad los de las Áreas de 
Transporte de Almería y Jaén, de nueva creación.

El artículo 4 recoge la dotación para 2009 para las opera-
ciones financieras de los fondos sin personalidad jurídica, cuya 
figura se introduce mediante la disposición final segunda en el 
articulado de la Ley General de la Hacienda Pública de la Co-
munidad Autónoma de Andalucía, sometiéndola al mismo ré-
gimen de control financiero y elaboración de presupuestos de 
explotación y capital que los consorcios, fundaciones y otros 
entes con personalidad jurídica propia. Sus presupuestos for-
man parte del Presupuesto de la Comunidad y corresponde 
a la Intervención General aprobar las normas de contabilidad 
que les serán aplicables.

Se incluye, siguiendo el mandato del artículo 190.2 del 
Estatuto de Autonomía, la cifra de beneficios fiscales. Se esta-
blecen también normas especiales de vinculación para deter-
minados créditos y aquellos créditos que tendrán la condición 
de ampliables para el ejercicio 2009.

Por último, se mantiene la regulación de ejercicios ante-
riores del régimen presupuestario del Servicio Andaluz de Sa-
lud, en base a la formulación de un contrato-programa.

En el Título II, «De los créditos de personal», se estable-
cen una serie de normas referidas al régimen de las retribucio-
nes del personal al servicio del sector público andaluz.

Las modificaciones en este ámbito vienen en gran medida 
impuestas por la Ley de Presupuestos Generales del Estado, 
que se declara normativa básica en la materia. Así, se incluyen 
la limitación de las plazas de nuevo ingreso al 30% de la tasa 
de reposición de efectivos, el incremento del 2% de las retribu-
ciones del personal del sector público, la percepción del com-
plemento específico en catorce pagas iguales, doce ordinarias 
y dos adicionales, y la congelación de las retribuciones de los 
altos cargos. Además, se homogeneiza la petición de informes 
para la determinación o modificación de retribuciones, siendo 
necesarios para todo el sector público tanto el informe previo 
a las negociaciones como el informe previo a la formalización 
y firma de acuerdos con anterioridad a su consideración por el 
órgano decisorio de la entidad.

Sin perjuicio de lo anterior, se mantienen las modificacio-
nes en este Título debidas a la necesidad de adaptación a la 
Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado 
Público, en particular al artículo 76, en el que se establece 
una nueva clasificación del personal funcionario de carrera, y 
a la Disposición Transitoria Tercera, sobre entrada en vigor de 
la misma, manteniendo en ocasiones las referencias en este 
Título a la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación 
de la Función Pública de la Junta de Andalucía, atendiendo a 
la permanencia de su vigencia hasta que se dicte una nueva 
Ley de Función Pública en desarrollo del Estatuto Básico, y en 
virtud de lo dispuesto en la Disposición Final Cuarta de la Ley 
7/2007.

El Título III, dedicado a la gestión y control presupuesta-
rios, recoge las competencias del Consejo de Gobierno para 
la autorización de determinados gastos y contratos en función 
de su cuantía o duración, la generación de créditos de las 
agencias administrativas u organismos autónomos, normas 
especiales en materia de subvenciones, las transferencias de 
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crédito relativas a subvenciones cuyos beneficiarios últimos 
sean personas físicas, la financiación complementaria en los 
conciertos educativos de régimen singular, la creación y adqui-
sición de participaciones en entidades privadas y el régimen 
de financiación de la actividad de las empresas de la Junta 
de Andalucía, destacando, como novedad, la inclusión de un 
nuevo artículo dedicado en exclusiva a la regulación, hasta 
ahora dispersa, de la figura de la encomienda de gestión.

Por último, se regula la contratación del personal laboral 
temporal y el nombramiento de personal inte rino por exceso 
o acumulación de tareas y por la ejecución de acciones de 
carácter temporal durante el año 2009.

En el Título IV, relativo a las operaciones financieras, se 
regula, entre otras materias, el importe máximo de los avales 
a prestar por la Junta de Andalucía durante el ejercicio 2009, 
tanto a Corporaciones Locales e instituciones que revistan es-
pecial interés para la Comunidad Autónoma como a las entida-
des que conforman el sector público empresarial.

Distintos a estos avales, aparece por primera vez en la 
legislación presupuestaria andaluza la regulación de los avales 
para garantizar valores de renta fija emitidos por fondos de 
titulización de activos, regulados en el artículo 76 bis de la Ley 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, como medida para mejorar la actividad produc-
tiva de las empresas y de impulso del sector de la vivienda y 
como solución de los problemas de acceso a la financiación 
de las pequeñas y medianas empresas y de los ciudadanos 
con menos recursos.

Asimismo, se establecen en este Título, entre otras medi-
das, la posibilidad de efectuar pagos anticipados de tesorería 
a las Corporaciones Locales, la autorización para establecer 
operaciones de endeudamiento, tanto de la Junta de Andalu-
cía como de sus empresas, así como la autorización para rea-
lizar operaciones financieras activas.

Se regula la posibilidad de establecer sistemas de gestión 
centralizada de los saldos en cuenta del sector público y de 
las operaciones de endeudamiento del mismo, como nuevos 
instrumentos de gestión de la Tesorería y de auxilio del sector 
público empresarial, principalmente de las empresas de me-
nor tamaño, con el fin de optimizar los recursos.

Por otra parte, en el Título V se prevé el incremento del 
importe de las tasas de cuantía fija de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía en un 2% sobre la cantidad exigible para el 
ejercicio 2008.

Los Títulos VI y VII hacen referencia al traspaso y delega-
ción de competencias, funciones y servicios entre la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía y las Entidades Locales de su 
territorio, y a la información y documentación que debe remi-
tirse al Parlamento de Andalucía, respectivamente.

Las disposiciones adicionales completan el marco jurídico 
presupuestario. En ellas se establece el límite de las obliga-
ciones reconocidas en el ejercicio, la autorización a la Conse-
jería de Economía y Hacienda para efectuar las adaptaciones 
que procedan como consecuencia de reorganizaciones admi-
nistrativas y la absorción de los complementos personales y 
transitorios por los incrementos retributivos de cualquier clase 
que se produzcan a lo largo del ejercicio, excluyéndose, entre 
otros, el incremento general de las retribuciones establecido 
en el Título II de la Ley.

Se incluye como novedad la financiación de la Agencia 
Tributaria de Andalucía mediante transferencia de financia-
ción a través de la Consejería de Economía y Hacienda, es-
tableciendo la obligación de remisión de sus presupuestos a 
la citada Consejería una vez aprobados por sus órganos de 
gobierno. Además, se faculta a la citada Agencia, previa auto-
rización de la persona titular de la Consejería de Economía y 
Hacienda, a efectuar operaciones de endeudamiento a corto 
plazo una vez se constituya efectivamente mediante la entrada 
en vigor de sus estatutos.

Mediante las disposiciones adicionales sexta a décima se 
crean los fondos sin personalidad jurídica cuya dotación figura 
en el artículo 4. Estos son el Fondo de apoyo a las pequeñas 
y medianas empresas agroalimentarias, el Fondo de apoyo a 
las pequeñas y medianas empresas turísticas y comerciales, 
el Fondo de apoyo a las pequeñas y medianas empresas de 
industrias culturales, el Fondo para la internacionalización de 
la economía andaluza y el Fondo de contingencia de operacio-
nes financieras a sectores productivos. Respecto de cada uno 
de ellos, la Ley establece su sometimiento a la Ley General de 
la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía, la Consejería encargada de la aportación de su dotación 
para operaciones financieras, la regulación de su composi-
ción, organización y gestión por el Consejo de Gobierno, y la 
obligación de remisión de sus presupuestos a la Consejería 
de Economía y Hacienda, una vez aprobados por los órganos 
competentes, para su posterior remisión a la Comisión de Eco-
nomía y Hacienda del Parlamento de Andalucía.

Por otra parte, se regulan los Fondos de Cartera con 
destino a las pequeñas y medianas empresas (al amparo de 
la iniciativa JEREMIE) y de desarrollo urbano (al amparo de 
la iniciativa JESSICA), dos nuevas iniciativas que la Comisión 
Europea ha puesto en marcha para el actual período de pro-
gramación (2007-2013), que permiten la combinación de sub-
venciones con instrumentos financieros, consiguiendo, de esta 
forma, un mejor aprovechamiento de los fondos.

La disposición transitoria primera establece, como en 
ejercicios anteriores, las retribuciones complementarias del 
personal al servicio de la Administración de Justicia, y la se-
gunda, la autorización a la Consejería de Economía y Hacienda 
para la reestructuración de programas presupuestarios de la 
Agencia Andaluza del Agua que sea motivada por la asunción 
de nuevas competencias.

Por último, entre las disposiciones finales, destaca la mo-
dificación de distintos artículos de la Ley General de la Ha-
cienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, la 
mayoría como consecuencia de la inclusión de la figura de los 
fondos sin personalidad jurídica, así como de la adaptación de 
la misma a normativa básica, como la reguladora de la contra-
tación del sector público, o a otras normas andaluzas, como la 
Ley de Fundaciones.

La constante introducción de modificaciones de la Ley 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía en sucesivas Leyes del Presupuesto o de apro-
bación de medidas fiscales y administrativas hace necesario, 
por otra parte, autorizar al Consejo de Gobierno para la apro-
bación de un texto refundido de la misma en la disposición 
final tercera.

De otra parte, se habilita a la Consejería de Economía y 
Hacienda para dictar las normas necesarias para la expedición 
de facturas por medios electrónicos cuando los destinatarios 
sean la Administración de la Junta de Andalucía o sus enti-
dades vinculadas o dependientes, así como para efectuar las 
adaptaciones técnicas necesarias en caso de que se adopte 
un nuevo Sistema de Financiación Autonómica o se regule por 
ley la participación de las Entidades Locales en los tributos 
de la Comunidad Autónoma, al amparo del artículo 192.1 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía.

Se establece asimismo la autorización al Consejo de Go-
bierno para elevar la cifra de endeudamiento ya autorizada en 
el artículo 34 de la Ley, hasta el límite que permita el nuevo 
objetivo de estabilidad presupuestaria que el Consejo de Polí-
tica Fiscal y Financiera pueda determinar para la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, en el supuesto de que el Gobierno 
de la Nación decida revisar el objetivo de estabilidad presu-
puestaria para el conjunto de las Comunidades Autónomas o 
autorice un plan de saneamiento al amparo de la normativa en 
materia de estabilidad presupuestaria.
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Otras disposiciones finales establecen la autorización 
para el desarrollo normativo de la Ley, la vigencia de la misma 
y su entrada en vigor.

TÍTULO I

DE LOS CRÉDITOS INICIALES Y SUS MODIFICACIONES

Artículo 1. Ámbito del Presupuesto de la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía.

El Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
para el ejercicio 2009 está integrado por:

a) El estado de ingresos y de gastos de la Junta de An-
dalucía.

b) Los estados de ingresos y de gastos de las agencias 
administrativas u organismos autónomos.

c) Los presupuestos de explotación y capital de las agen-
cias públicas empresariales, entidades de derecho público, 
sociedades mercantiles de participación mayoritaria directa 
por la Junta de Andalucía o por sus agencias administrativas u 
organismos autónomos, y entidades asimiladas que perciben 
transferencias de financiación.

d) Los presupuestos de las agencias de régimen especial.
e) Los presupuestos de los fondos a que se refiere el 

apartado 4 del artículo 6 bis de la Ley General de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 2. Aprobación de los gastos e ingresos referidos 
al artículo 1 de la presente Ley.

1. Para la ejecución de los programas integrados en los 
estados de gastos mencionados en las letras a) y b) del artícu-
lo 1 de esta Ley, se aprueban créditos por importe de treinta y 
tres mil setecientos sesenta y cuatro millones cuarenta y tres 
euros (33.764.000.043 €). La agrupación por funciones de 
los créditos de estos programas es la siguiente: 

FUNCIONES Euros

0.1 Deuda Pública 1.237.662.464

1.1 Alta Dirección de la Junta de Andalucía 108.374.277

1.2 Administración General 132.389.222

1.4 Justicia 460.666.995

2.2 Seguridad y Protección Civil 98.250.537

3.1 Seguridad y Protección Social 1.998.133.321

3.2 Promoción Social 1.197.024.857

4.1 Sanidad 9.736.685.219

4.2 Educación 7.271.836.753

4.3 Vivienda y Urbanismo 510.013.691

4.4 Bienestar Comunitario 695.912.974

4.5 Cultura 355.569.382

4.6 Deporte 171.577.776

5.1 Infraestructuras Básicas y Transportes 1.850.953.274

5.2 Comunicaciones 205.577.604

5.4 Investigación, Innovación y Sociedad 
del Conocimiento 728.627.152

6.1 Regulación Económica 366.669.891

6.3 Regulación Financiera 6.134.761

7.1 Agricultura, Ganadería y Pesca 2.622.746.091

7.2 Fomento Empresarial 670.202.885

7.3 Energía y Minería 117.104.659

7.5 Turismo 279.549.571

7.6 Comercio 111.351.374

8.1 Relaciones con las Corporaciones 
Locales 2.719.426.715

8.2 Relaciones con la Unión Europea 
y Ayudas al Desarrollo 111.558.598

TOTAL 33.764.000.043

 2. En los estados de ingresos referidos en las letras a) y b) del artículo 1 de esta Ley se recogen las estimaciones de los dere-
chos económicos que se prevén liquidar durante el ejercicio presupuestario. La distribución de su importe consolidado se detalla a 
continuación: 

 JUNTA DE ANDALUCÍA AGENCIAS ADMINISTRATIVAS 
U ORGANISMOS AUTÓNOMOS TOTAL

 Euros Euros Euros

CAP. I a VII
Ingresos no Financieros 30.484.292.663 220.841.632 30.705.134.295

CAP. VIII
Activos Financieros 571.272.526 — 571.272.526

CAP. IX
Pasivos Financieros 2.487.593.222 — 2.487.593.222

TOTAL 33.543.158.411 220.841.632 33.764.000.043
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3. En los estados de gastos referidos en las letras a) y b) del artículo 1 de esta Ley se incluyen créditos con un importe conso-
lidado que tiene el siguiente desglose:

JUNTA DE ANDALUCÍA AGENCIAS ADMINISTRATIVAS 
U ORGANISMOS AUTÓNOMOS TOTAL

Euros Euros Euros

CAP. I a VII
Gastos no Financieros 21.455.751.064 10.865.383.231 32.321.134.295

CAP. VIII
Activos Financieros 615.556.761 95.000 615.651.761

CAP. IX
Pasivos Financieros 827.213.987                              — 827.213.987

TOTAL 22.898.521.812 10.865.478.231 33.764.000.043

4. Los estados de ingresos y gastos de las agencias administrativas u organismos autónomos tienen el siguiente detalle:

AGENCIAS ADMINISTRATIVAS U ORGANISMOS AUTÓNOMOS INGRESOS
Euros

GASTOS
Euros

Instituto de Estadística de Andalucía 13.870.886 13.870.886
Agencia de Defensa de la Competencia de Andalucía 3.978.798 3.978.798
Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acreditación Universitaria 4.206.174 4.206.174
Instituto Andaluz de Administración Pública 14.591.874 14.591.874
Servicio Andaluz de Empleo 1.008.172.319 1.008.172.319
Instituto Andaluz de Prevención de Riesgos Laborales 7.600.000 7.600.000
Instituto Andaluz de Reforma Agraria 27.886.542 27.886.542
Instituto Andaluz de Investigación y Formación Agraria, Pesquera, Alimentaria 
y de la Producción Ecológica 75.478.035 75.478.035

Servicio Andaluz de Salud 8.982.575.984 8.982.575.984
Agencia Andaluza de Evaluación Educativa 5.042.477 5.042.477
Instituto Andaluz de Enseñanzas Artísticas Superiores 1.670.285 1.670.285
Instituto Andaluz de la Mujer 34.784.368 34.784.368
Instituto Andaluz de la Juventud 42.363.546 42.363.546
Patronato de la Alhambra y Generalife 24.333.595 24.333.595
Centro Andaluz de Arte Contemporáneo 6.078.211 6.078.211
Agencia Andaluza del Agua 612.845.137 612.845.137

Artículo 3. Agencias públicas empresariales, entidades de derecho público del artículo 6.1.b) de la Ley General de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, sociedades mercantiles mayoritarias y entidades asimiladas.

1. Los presupuestos de explotación y capital de las agencias públicas empresariales, entidades de derecho público del artículo 
6.1.b) de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía y sociedades mercantiles mayoritarias 
participadas directamente por la Junta de Andalucía serán los siguientes:

AGENCIAS PÚBLICAS EMPRESARIALES PRESUPUESTOS 
DE EXPLOTACIÓN

PRESUPUESTOS 
DE CAPITAL TOTAL

Euros Euros Euros
Agencia Pública Empresarial de la Radio y Televisión de Andalucía (RTVA) 247.324.814 19.992.000 267.316.814
Agencia Andaluza de Cooperación Internacional para el Desarrollo 100.589.042 500.276 101.089.318
Instituto Andaluz de Patrimonio Histórico 8.728.872 — 8.728.872
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ENTIDADES DE DERECHO PÚBLICO DEL ARTÍCULO 6.1.b) DE LA LGHP PRESUPUESTOS 
DE EXPLOTACIÓN

PRESUPUESTOS 
DE CAPITAL TOTAL

Euros Euros Euros
Agencia de Innovación y Desarrollo de Andalucía 238.975.641 699.985.887 938.961.528
Agencia Andaluza de la Energía 16.100.514 89.666.588 105.767.102
Agencia Pública de Puertos de Andalucía 46.034.132 105.104.509 151.138.641
Ferrocarriles de la Junta de Andalucía 60.174.804 110.102.926 170.277.730
Empresa Pública de Suelo de Andalucía (EPSA) 464.669.131 368.027.687 832.696.818
Empresa Pública Hospital de la Costa del Sol 140.954.968 7.000.000 147.954.968
Empresa Pública Hospital de Poniente de Almería 113.595.272 25.578.594 139.173.866
Empresa Pública Hospital Alto Guadalquivir 109.257.795 20.611.803 129.869.598
Empresa Pública Sanitaria Bajo Guadalquivir 49.716.611 3.052.000 52.768.611
Empresa Pública de Emergencias Sanitarias (EPES) 106.866.903 4.431.908 111.298.811
Ente Público Andaluz de Infraestructuras y Servicios Educativos 234.330.135 488.623.192 722.953.327
Empresa Pública de Gestión de Programas Culturales 66.579.689 2.615.000 69.194.689

SOCIEDADES MERCANTILES DE PARTICIPACIÓN MAYORITARIA DIRECTA
PRESUPUESTOS 
DE EXPLOTACIÓN

PRESUPUESTOS 
DE CAPITAL TOTAL

Euros Euros Euros
Agencia Andaluza de Promoción Exterior, S.A. (EXTENDA) 32.143.178      — 32.143.178
Cartuja 93, S.A. 2.783.100 38.393 2.821.493
Gestión de Infraestructuras de Andalucía, S.A. (GIASA) 33.821.247 335.560 34.156.807
Empresa Pública de Deporte Andaluz, S.A. (EPDASA) 28.135.602 2.700.000 30.835.602
Turismo Andaluz, S.A. (TURASA) 108.454.127 2.675.000 111.129.127
Empresa Pública para el Desarrollo Agrario y Pesquero de Andalucía, S.A. 
(DAPSA) 115.128.863 7.796.998 122.925.861

Escuela Andaluza de Salud Pública, S.A. (EASP) 21.868.244 1.018.349 22.886.593
Empresa Andaluza de Gestión de Instalaciones y Turismo Juvenil, S.A. 
(INTURJOVEN) 32.211.342 6.500.000 38.711.342

Empresa de Gestión Medioambiental, S.A. (EGMASA) 333.665.871 4.324.705 337.990.576

2. Los presupuestos de explotación y capital de los consorcios de transporte metropolitano participados por la Junta de Anda-
lucía, del Consorcio Sanitario Público del Aljarafe, de la Fundación Andaluza de Servicios Sociales y de la Fundación Andaluza para 
la Integración Social del Enfermo Mental, a los que les será de aplicación lo dispuesto en el artículo 25 de la presente Ley, sujetán-
dose, asimismo, a lo establecido en los artículos 56 a 60 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía y en sus normas de desarrollo, serán los siguientes:

ENTIDADES ASIMILADAS
PRESUPUESTOS 
DE EXPLOTACIÓN

PRESUPUESTOS 
DE CAPITAL TOTAL

Euros Euros Euros
Consorcio Metropolitano de Transportes de la Bahía de Cádiz 7.331.730 1.841.120 9.172.850
Consorcio de Transportes del Área de Granada 9.142.752 2.509.106 11.651.858
Consorcio de Transportes del Área de Málaga 7.452.820 1.177.218 8.630.038
Consorcio de Transportes del Área de Sevilla 15.960.569 853.850 16.814.419
Consorcio de Transporte Metropolitano del Campo de Gibraltar 945.727 498.500 1.444.227
Consorcio de Transporte Metropolitano del Área de Almería 1.683.117 343.160 2.026.277
Consorcio de Transporte Metropolitano del Área de Jaén 814.549 529.000 1.343.549
Consorcio Sanitario Público del Aljarafe 51.905.084      — 51.905.084
Fundación Andaluza de Servicios Sociales 264.970.607 4.754.216 269.724.823
Fundación Andaluza para la Integración Social del Enfermo Mental 39.329.420 1.124.924 40.454.344



Página núm. 8 BOJA núm. 259 Sevilla, 31 de diciembre 2008

Artículo 4. Fondos sin personalidad jurídica.
La dotación para operaciones financieras de los fondos regulados en el apartado 4 del artículo 6 bis de la Ley General de la 

Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía será la siguiente:

FONDOS EUROS
Fondo de apoyo a las pymes agroalimentarias 120.000.000
Fondo de apoyo a las pymes turísticas y comerciales 70.000.000
Fondo de apoyo a las pymes de industrias culturales 10.000.000
Fondo para la internacionalización de la economía andaluza 10.000.000
Fondo de contingencia de operaciones financieras a sectores productivos 40.000.000

 Artículo 5. Beneficios fiscales.
Los beneficios fiscales que afectan a los tributos, tanto 

propios como cedidos, de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía ascienden a mil novecientos ochenta y dos millones se-
tecientos cincuenta y ocho mil cuatrocientos cincuenta y dos 
euros (1.982.758.452 €).

Artículo 6. Vinculación de los créditos.
En el ejercicio 2009, tendrán carácter vinculante con el 

nivel de desagregación con el que figuren en los programas de 
gastos, además de los reseñados en el artícu lo 38 de la Ley 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, los siguientes créditos:

– Retribuciones del personal para sustituciones.
— Retribuciones del personal laboral eventual.
– Atención continuada de los servicios sanitarios.
–  Honorarios y compensaciones que se perciban por en-

comienda de gestión y recaudación de ingresos.
– Información, divulgación y publicidad.
–  Transferencias de financiación, tanto corrientes como 

de capital.

Artículo 7. Créditos ampliables.
Se declaran ampliables, durante el ejercicio 2009, los cré-

ditos para satisfacer:

a) Las cuotas de la Seguridad Social y las aportaciones 
de la Junta de Andalucía y de sus agencias administrativas u 
organismos autónomos y de las agencias de régimen especial 
al régimen de previsión social de su personal.

b) Los trienios o antigüedad derivados del cómputo del 
tiempo de servicios realmente prestados a la Administración.

c) Los sexenios del personal docente.
d) Los haberes del personal laboral, en cuanto precisen 

ser incrementados como consecuencia de aumentos salariales 
impuestos por normas legales, de la aplicación del convenio co-
lectivo laboral o de resolución administrativa o judicial firmes.

e) Los honorarios y compensaciones que deban perci-
bir las personas y entidades a quienes la Junta de Andalucía 
encomiende la gestión y recaudación de sus ingresos, en la 
medida en que dichas compensaciones vayan asociadas a la 
efectiva liquidación o recaudación de dichos ingresos.

f) Los intereses, amortizaciones del principal y gastos de-
rivados de deuda emitida por la Junta de Andalucía u opera-
ciones de crédito concertadas. Los pagos indicados se imputa-
rán, cualquiera que sea el vencimiento al que correspondan, a 
los respectivos créditos del ejercicio económico corriente.

g) Las obligaciones derivadas de quebrantos de operacio-
nes de crédito avaladas por la Junta de Andalucía.

h) Las transferencias para la financiación de las agencias 
administrativas u organismos autónomos y de las agencias de 
régimen especial, en la medida en que se autoricen ampliacio-
nes de créditos en los mismos.

i) Los gastos de farmacia.
j) La devolución de las cantidades depositadas en con-

cepto de fianzas de arrendamientos y suministros.

k) Los que tengan este carácter de acuerdo con la legisla-
ción procesal del Estado.

l) Las subvenciones o ayudas para el Programa de Solida-
ridad de los Andaluces.

m) Los fondos destinados a la subvención de las instala-
ciones de energía renovable y ahorro energético.

n) Los gastos financiados con cargo a transferencias del 
FEAGA.

ñ) Los gastos de gratuidad de los libros de texto.
o) Los gastos por prestaciones por dependencia.

Artículo 8. Régimen presupuestario de la sanidad.
1. La Consejería de Salud formulará un contrato-pro-

grama con el Servicio Andaluz de Salud y con las agencias 
públicas empresariales y entidades de derecho público del ar-
tículo 6.1.b) de la Ley General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía que tenga adscritas, en 
el que se fijarán las directrices de actuación, los objetivos a 
alcanzar y los recursos que para ello se asignan.

Una vez formulado cada contrato-programa, el Servicio 
Andaluz de Salud y las agencias públicas empresariales y enti-
dades de derecho público del artículo 6.1.b) de la Ley General 
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía desarrollarán en consonancia los contratos-programas con 
sus centros o unidades de gestión, de acuerdo con su organi-
zación respectiva, mediante los que se establecerán sus pro-
pios objetivos internos, así como la asignación de recursos.

En dichos contratos-programas se establecerán, a su vez, 
los indicadores necesarios que posibiliten el seguimiento del 
grado de realización de los objetivos definidos. Igualmente de-
berá señalarse el carácter limitativo de los créditos asignados.

2. A los centros dependientes del Servicio Andaluz de Sa-
lud que cuenten con gestión desconcentrada les serán asigna-
dos los créditos iniciales de los distintos programas que sean 
necesarios para el desarrollo de su actividad, conforme a la 
propuesta de distribución formulada por la Consejería de Sa-
lud a la Consejería de Economía y Hacienda.

3. La Consejería de Salud deberá dar cuenta a la Conse-
jería de Economía y Hacienda, con carácter mensual, del nivel 
de ejecución de los créditos distribuidos, así como del grado 
de cumplimiento de los objetivos señalados y, en su caso, de 
las desviaciones producidas.

Asimismo, se deberá dar cuenta mensual de la ejecución 
del presupuesto de ingresos del Servicio Andaluz de Salud, 
con detalle de cada uno de los centros gestores de ingresos.

En el caso de que se produzcan desviaciones, en el in-
forme mensual se deberán concretar las medidas que vayan 
a adoptarse, dentro de los treinta días siguientes, para su co-
rrección, dando cuenta de su implantación a la Consejería de 
Economía y Hacienda en el siguiente informe mensual.

4. La persona titular de la Consejería de Economía y Ha-
cienda podrá generar créditos en el presupuesto del Servicio 
Andaluz de Salud por los ingresos recaudados por prestación 
de servicios que superen las previsiones del estado global de 
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ingresos del organismo, para su destino, al menos en un 55%, 
a gastos de inversión.

A los efectos de cálculo se tendrá en cuenta la recauda-
ción efectiva producida durante el primer semestre del ejerci-
cio, sumándole la del último semestre del ejercicio anterior.

5. En el ámbito del Servicio Andaluz de Salud, será re-
quisito indispensable, para el reconocimiento de la obligación 
correspondiente a facturas por bienes entregados o servicios 
prestados a los centros asistenciales del organismo, que dichas 
facturas se encuentren previamente registradas en el Registro 
de Facturas del centro de que se trate, que entregará a los pro-
veedores un documento acreditativo de la fecha de registro.

A los efectos previstos en el párrafo anterior, el Servicio 
Andaluz de Salud anunciará en el Boletín Oficial de la Junta 
de Andalucía la fecha a partir de la cual se pondrá en marcha 
el Registro de Facturas en cada uno de los centros de nueva 
creación, y empezará a aplicarse, por tanto, lo previsto en el 
presente artículo.

6. Los fondos destinados a compensar los gastos por la 
asistencia a residentes extranjeros y accidentes y enfermeda-
des profesionales, no cubiertas por mutuas, financiarán cré-
ditos de gastos de los centros del sistema sanitario público 
andaluz, en la medida en que efectivamente vayan recepcio-
nándose, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo se-
gundo del artículo 32.1 de esta Ley.

TÍTULO II

DE LOS CRÉDITOS DE PERSONAL

Artículo 9. Retribuciones del personal.
1. A efectos de lo establecido en este Título, constituyen 

el sector público andaluz:

a) La Administración de la Junta de Andalucía y sus insti-
tuciones, agencias administrativas u organismos autónomos.

b) Las agencias de régimen especial.
c) Las agencias públicas empresariales, entidades de de-

recho público del artículo 6.1.b) de la Ley General de la Ha-
cienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, so-
ciedades mercantiles del sector público andaluz, consorcios, 
fundaciones y demás entidades a que se refieren los artícu-
los 6 y 6 bis de la Ley General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía.

d) Las Universidades de titularidad pública competencia 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. Con efectos de 1 de enero de 2009, las retribuciones 
del personal al servicio del sector público andaluz, incluidas 
las que correspondan en concepto de pagas extraordinarias, 
experimentarán un incremento global del 2% con respecto a 
las del año 2008, en términos de homogeneidad para los dos 
períodos de comparación, tanto por lo que respecta a efecti-
vos de personal como a la antigüedad del mismo.

Adicionalmente a lo previsto en el párrafo primero de este 
apartado, la masa salarial de los funcionarios en servicio activo 
a los que resulte de aplicación el régimen retributivo de la Ley 
6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la Función Pú-
blica de la Junta de Andalucía, así como la del resto del personal 
sometido a régimen administrativo y estatutario, experimentará 
un incremento del 1%, que se destinará al aumento del comple-
mento específico, o concepto equivalente, con el objeto de que 
permita su percepción en catorce pagas al año, doce ordinarias 
y dos adicionales en los meses de junio y diciembre.

Asimismo, la masa salarial del personal laboral experi-
mentará el incremento necesario para hacer posible la apli-
cación al mismo de una cuantía anual equivalente a la que 
resulte para los funcionarios públicos, de acuerdo con lo dis-
puesto en el párrafo anterior.

3. Con efectos de 1 de enero de 2009, las cuantías de 
los componentes de las retribuciones del personal del sector 

público andaluz, excepto el sometido a la legislación laboral, 
experimentarán el siguiente incremento con respecto a la es-
tablecida para el ejercicio 2008:

a) Las retribuciones básicas de dicho personal, así como 
las complementarias de carácter fijo y periódico asignadas a 
los puestos de trabajo que desempeñe, experimentarán un in-
cremento del 2%, sin perjuicio de lo establecido en el párrafo 
segundo del apartado 2 de este artículo y, en su caso, de la 
adecuación de dichas retribuciones complementarias cuando 
sea necesario para asegurar que las asignadas a cada puesto 
de trabajo guarden la relación procedente con el contenido de 
especial dificultad técnica, dedicación, incompatibilidad, res-
ponsabilidad, peligrosidad o penosidad del mismo.

Las pagas extraordinarias, que se percibirán en los me-
ses de junio y diciembre, serán de una mensualidad de sueldo, 
trienios, en su caso, y complemento de destino o concepto 
equivalente en función del régimen retributivo de los colectivos 
a los que este apartado resulte de aplicación.

b) El conjunto de las restantes retribuciones complemen-
tarias tendrá, asimismo, un crecimiento del 2%, sin perjuicio 
de las modificaciones que se deriven de la variación del nú-
mero de efectivos asignados a cada programa, del grado de 
consecución de los objetivos fijados para el mismo y del resul-
tado individual de su aplicación.

4. El incremento contemplado en el apartado 2 de este 
artículo no será de aplicación a los complementos personales 
y transitorios y retribuciones de carácter análogo reconocidos 
al personal funcionario y al resto del personal sometido a régi-
men administrativo y estatutario, así como al personal laboral.

5. Estos incrementos serán revisados con base en los 
acuerdos que se alcancen en la Mesa General de la Función 
Pública. Todo ello, con respeto a lo dispuesto en la legislación 
básica del Estado en materia de retribuciones del personal al 
servicio de las Administraciones Públicas.

6. Los acuerdos, convenios o pactos que impliquen cre-
cimientos retributivos superiores a los que se establecen en 
este artículo o en las normas que lo desarrollen deberán ex-
perimentar la oportuna adecuación, deviniendo inaplicables, 
en caso contrario, las cláusulas que se opongan al presente 
artículo.

Artículo 10. Oferta de Empleo Público 2009 u otro ins-
trumento similar de gestión de la provisión de necesidades de 
personal.

1. Durante el año 2009 las plazas de nuevo ingreso del 
personal del sector público andaluz serán, como máximo, igua-
les al 30% de la tasa de reposición de efectivos y se concentra-
rán en los sectores, funciones o categorías profesionales que 
se consideren prioritarios o que afecten al funcionamiento de 
los servicios públicos de carácter esencial.

La limitación establecida en el párrafo anterior no será de 
aplicación para aquellos supuestos determinados en la legisla-
ción básica del Estado o en una norma de rango legal para la 
cobertura de las nuevas funciones o servicios.

2. En cualquier caso, la contratación de personal en pues-
tos o plazas de las agencias de régimen especial, las agencias 
públicas empresariales, las entidades de derecho público y las 
sociedades mercantiles de participación mayoritaria directa, 
consorcios, fundaciones y demás entidades a que se refiere 
el artículo 6 bis de la Ley General de la Hacienda Pública de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía deberá ser preceptiva 
y favorablemente informada por las Consejerías de Economía 
y Hacienda y de Justicia y Administración Pública en el plazo 
de quince días desde la recepción de la correspondiente docu-
mentación.

Artículo 11. Retribuciones de los altos cargos.
1. Continúan vigentes para 2009 las retribuciones de 

los altos cargos de la Junta de Andalucía, de las agencias 
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administrativas u organismos autónomos y de las agencias de 
régimen especial en los términos y cuantías establecidas en 
los apartados 1 a 6 del artículo 11 de la Ley 24/2007, de 26 
de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía para el año 2008.

2. Los créditos correspondientes al complemento de pro-
ductividad, a que hace referencia el artículo 11.3 de la citada 
Ley 24/2007, no experimentarán incremento en relación con 
los establecidos para 2008, en términos homogéneos.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anterio-
res de este artículo, se percibirá en catorce mensualidades 
la retribución por antigüedad que pudiera corresponder de 
acuerdo con la normativa vigente. Asimismo, mantendrán la 
categoría y rango que les corresponda de conformidad con la 
normativa vigente.

4. Las retribuciones de las personas titulares de la Presi-
dencia, Vicepresidencia y, en su caso, Direcciones Generales 
o Direcciones Gerencia y asimilados, cuando les corresponda 
el ejercicio de las funciones ejecutivas de máximo nivel, de las 
agencias públicas empresariales, de las agencias de régimen 
especial, de las sociedades mercantiles del sector público an-
daluz, de las entidades de derecho público del artículo 6.1.b) 
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, y de los consorcios, fundaciones y 
demás entidades a que se refieren los artículos 6 y 6 bis de 
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía, seguirán siendo las autorizadas para 
2008.

Las retribuciones de los cargos a que se refiere el párrafo 
anterior que deban autorizarse por primera vez en 2009 lo 
serán por la persona titular de la Consejería a la que se en-
cuentren adscritos y requerirán el informe previo y favorable 
de las Consejerías de Justicia y Administración Pública y de 
Economía y Hacienda.

5. Quienes por razón del cargo o puesto formen parte de 
consejos de administración, ejecutivos o rectores o de cuales-
quiera órganos colegiados de las agencias o de las entidades 
instrumentales privadas pertenecientes al sector público an-
daluz, se sujetarán a lo dispuesto en la Ley 3/2005, de 8 de 
abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de la Administra-
ción de la Junta de Andalucía y de Declaración de Actividades, 
Bienes e Intereses de Altos Cargos y otros Cargos Públicos.

Artículo 12. Retribuciones del personal funcionario.
1. La cuantía del sueldo y de los trienios del personal fun-

cionario, referida a doce mensualidades, será la siguiente, en 
euros: 

GRUPO/SUBGRUPO 
Ley 7/2007 SUELDO TRIENIOS

A1 13.893,84 534,12
A2 11.791,68 427,44
B 10.233,72 372,48
C1 8.790,12 321,00
C2 7.187,40 214,56

E y Agrupaciones Profesionales 6.561,84 161,04

 2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, las 
retribuciones a percibir por los funcionarios públicos se refe-
rencian a los Grupos de clasificación profesional establecidos 
en el artículo 76 y Disposición Transitoria Tercera de la Ley 
7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Pú-
blico, de acuerdo con las siguientes equivalencias: 

Grupo A Ley 6/1985 Subgrupo A1 Ley 7/2007
Grupo B Ley 6/1985 Subgrupo A2 Ley 7/2007

 3. Las pagas extraordinarias serán dos al año, y se de-
vengarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 50.2 de la 
Ley 6/1985. El importe de cada una de dichas pagas será de 
una mensualidad del sueldo, los trienios y el complemento de 
destino.

4. Cuando el personal funcionario hubiera prestado una 
jornada de trabajo reducida durante los seis meses inmediatos 
anteriores a los meses de junio o diciembre, los importes de 
la paga extraordinaria y de la paga adicional experimentarán la 
correspondiente reducción proporcional.

5. La cuantía del complemento de destino correspon-
diente a los distintos niveles de puestos de trabajo será la si-
guiente en euros, referida a doce mensualidades: 

NIVEL IMPORTE
30 12.200,04
29 10.943,04
28 10.482,96
27 10.022,64
26 8.792,88
25 7.801,32
24 7.341,12
23 6.881,16
22 6.420,72
21 5.961,12
20 5.537,40
19 5.254,68
18 4.971,72
17 4.688,88
16 4.406,76
15 4.123,56
14 3.841,08
13 3.558,00
12 3.275,16

Grupo C Ley 6/1985 Subgrupo C1 Ley 7/2007
Grupo D Ley 6/1985 Subgrupo C2 Ley 7/2007

Grupo E Ley 6/1985 Agrupaciones Profesionales 
Ley 7/2007

 6. El complemento específico que, en su caso, esté asig-
nado al puesto que se desempeñe experimentará un incre-
mento del 2% con respecto a la cuantía aprobada para el año 
2008, sin perjuicio de lo previsto en la letra a) del apartado 3 
del artículo 9 de esta Ley.

Asimismo, en aplicación de lo dispuesto en el párrafo se-
gundo del apartado 2 del artículo 9 de esta Ley, el comple-
mento específico será incrementado de forma que el importe 
anual resultante de ambos incrementos se percibirá en ca-
torce pagas iguales. De ellas, doce serán de percibo mensual 
y dos adicionales, del mismo importe que una mensual, en los 
meses de junio y diciembre, respectivamente.

7. El complemento de productividad, regulado en el ar-
tículo 46.3.c) de la Ley 6/1985, se concederá por la persona 
titular de la Consejería u órgano al que se hayan asignado cré-
ditos globales para su atención, de acuerdo con los criterios 
objetivos técnicos aprobados por el Consejo de Gobierno, a 
propuesta de las Consejerías de Economía y Hacienda y de 
Justicia y Administración Pública, en los términos previstos en 
la Ley 7/2007.
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2. En los casos de adscripción durante el año 2009 de 
personal funcionario sujeto a un régimen retributivo distinto 
del correspondiente al puesto de trabajo al que se le adscribe, 
dicho personal percibirá las retribuciones que correspondan al 
puesto de trabajo que desempeñe, previa la oportuna homolo-
gación que autorice la Consejería de Justicia y Administración 
Pública, a propuesta de la Consejería interesada.

A los efectos de la homologación a que se refiere el 
párrafo anterior, la Consejería de Justicia y Administración 
Pública podrá autorizar que la cuantía de la retribución por 
antigüedad sea la que proceda de acuerdo con el régimen re-
tributivo de origen del citado personal.

Estas autorizaciones serán comunicadas por la Conse-
jería de Justicia y Administración Pública a la Consejería de 
Economía y Hacienda para su conocimiento.

No obstante, el personal estatutario de la Seguridad Social 
que, provisionalmente, ocupe plazas de Administración sanita-
ria, en la Relación de Puestos de Trabajo de la Administración 
General de la Junta de Andalucía correspondiente a la Conse-
jería de Salud y al Servicio Andaluz de Salud, podrá percibir 
las retribuciones que por su condición de personal estatutario 
pudieran corresponderle, excepto las de servicios extraordina-
rios y de atención continuada de los servicios sanitarios.

3. El personal al servicio de la Junta de Andalucía y altos 
cargos de la misma percibirán las indemnizaciones por razón 
del servicio en las cuantías que se fijen, de conformidad con lo 
establecido en su normativa específica.

4. Los responsables de los órganos unipersonales de 
gobierno de las agencias públicas empresariales, de las en-
tidades de derecho público del artículo 6.1.b) de la Ley Ge-
neral de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía y de las sociedades mercantiles del sector público 
andaluz ceñirán sus indemnizaciones, por razón del servicio, 
a las mismas normas que rigen para los altos cargos de la 
Administración andaluza.

Las personas titulares de puestos que compongan equipo 
de dirección, según los organigramas de las respectivas agen-
cias públicas empresariales, entidades de derecho público del 
artículo 6.1.b) de la Ley General de la Hacienda Pública de la Co-
munidad Autónoma de Andalucía y sociedades mercantiles del 
sector público andaluz, percibirán por los mismos conceptos las 
indemnizaciones fijadas en los convenios colectivos que resulten 
de aplicación y, en su defecto, las cantidades fijadas por la Junta 
de Andalucía para su personal de Administración general.

5. Para facilitar una adecuada organización y utilización 
de los recursos sanitarios, educativos y de la Administración 
de Justicia en materia de personal, el Servicio Andaluz de Sa-
lud, la Consejería de Educación y la Consejería de Justicia y 
Administración Pública, en los nombramientos de personal in-
terino y sustituto, podrán fijar horarios de trabajo inferiores a 
los establecidos con carácter general. En estos supuestos, las 
retribuciones, tanto básicas como complementarias, se redu-
cirán proporcionalmente.

6. Cuando, con sujeción a la normativa vigente, el perso-
nal funcionario y el personal estatutario realicen jornadas infe-
riores a las fijadas para los puestos de trabajo que ocupen, se 
reducirán sus retribuciones en la proporción correspondiente.

7. Las referencias a retribuciones contenidas en los artícu-
los y apartados anteriores se entenderán siempre hechas a retri-
buciones íntegras.

Las retribuciones de cualquier clase que hayan de abo-
narse con carácter retroactivo deberán hacerse efectivas por 
el organismo o centro en el que el personal afectado haya de-
vengado las mismas, proporcionalmente al tiempo de servi-
cios prestados.

La Consejería de Economía y Hacienda podrá determinar 
los supuestos que, por su especial naturaleza, deban ser ex-
cluidos del criterio anteriormente expuesto.

Este complemento se asignará, con iguales criterios, al 
personal funcionario interino.

En ningún caso las cuantías asignadas por complemento 
de productividad durante un período de tiempo originarán nin-
gún tipo de derecho individual respecto de las valoraciones o 
apreciaciones de períodos sucesivos. Las cantidades percibi-
das en concepto de complemento de productividad serán de 
conocimiento público por el resto del personal del departa-
mento u organismo interesado, así como por las representa-
ciones sindicales.

8. Las cuantías señaladas en este artículo serán revisadas 
en base a los acuerdos que se alcancen en la Mesa General 
de la Función Pública. Todo ello, con respeto a lo dispuesto en 
la legislación básica del Estado en materia de retribuciones del 
personal al servicio de las Administraciones Públicas.

Artículo 13. Retribuciones del personal laboral.
1. Con efectos de 1 de enero de 2009, la masa salarial 

del personal laboral al servicio del sector público andaluz 
no podrá experimentar un incremento global superior al 2% 
respecto a la correspondiente al año 2008, comprendido en 
dicho porcentaje el de todos los conceptos, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el párrafo tercero del apartado 2 y en el apar-
tado 5 del artículo 9 de esta Ley, y del que pudiera derivarse 
de la consecución de los objetivos asignados mediante el in-
cremento de la productividad o modificación de los sistemas 
de organización y mejora de las condiciones de trabajo o clasi-
ficación profesional.

Lo previsto en el párrafo anterior representa el límite 
máximo de la masa salarial, cuya distribución y aplicación indi-
vidual se producirá a través de la negociación colectiva.

2. Se entenderá por masa salarial, a los efectos de esta 
Ley, el conjunto de las retribuciones salariales y extrasalariales 
y los gastos de acción social devengados durante el año 2008 
por el personal laboral afectado, con el límite de las cuantías 
informadas favorablemente por la Consejería de Economía y 
Hacienda para dicho ejercicio presupuestario, exceptuándose, 
en todo caso:

a) Las prestaciones e indemnizaciones de la Seguridad 
Social.

b) Las cotizaciones al sistema de la Seguridad Social a 
cargo del empleador o empleadora.

c) Las indemnizaciones correspondientes a traslados, 
suspensiones o despidos.

d) Las indemnizaciones o suplidos por gastos que hubiera 
de realizar el trabajador o trabajadora.

e) Las prestaciones derivadas de incapacidad temporal 
con cargo al empleador o empleadora.

Las variaciones de la masa salarial bruta se calcularán 
en términos de homogeneidad para los dos períodos objeto de 
comparación, tanto en lo que respecta a efectivos de perso-
nal laboral y antigüedad del mismo como al régimen privativo 
de trabajo, jornada, horas extraordinarias efectuadas y otras 
condiciones laborales, computándose por separado las canti-
dades que correspondan a las variaciones en tales conceptos. 
Con cargo a la masa salarial así obtenida para el año 2009 
deberán satisfacerse la totalidad de las retribuciones del per-
sonal laboral derivadas del correspondiente acuerdo, y todas 
las que se devenguen a lo largo del expresado año.

Las indemnizaciones o suplidos de este personal no po-
drán experimentar crecimientos superiores a los que se esta-
blezcan con carácter general para el personal no laboral.

Artículo 14. Disposiciones especiales.
1. El Consejo de Gobierno adecuará el sistema retributivo 

del personal funcionario de los cuerpos de sanitarios locales 
que prestan servicio en partidos sanitarios, zonas básicas 
de salud, hospitales municipales o casas de socorro a lo dis-
puesto en la Ley 6/1985.
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Artículo 15. Requisitos para la determinación o modifica-
ción de retribuciones.

1. Con carácter previo al comienzo de negociaciones re-
lativas a retribuciones y demás mejoras de las condiciones de 
trabajo que impliquen modificaciones retributivas del personal 
perteneciente al sector público andaluz, deberá solicitarse, por 
el órgano competente en materia de personal, informe de la 
Consejería de Economía y Hacienda sobre los componentes 
retributivos así como sobre los parámetros que permitan valo-
rar la incidencia financiera de las actuaciones en las que debe 
enmarcarse la negociación.

Para la emisión de dicho informe, el órgano solicitante 
remitirá una memoria, donde se hagan constar los aspectos 
señalados anteriormente, con estimación detallada del coste 
que, en su caso, pudiera derivarse de cada uno de los paráme-
tros o componentes retributivos, así como de una valoración 
global y de un análisis pormenorizado relativo a la adecuación 
de la propuesta a las prescripciones que sobre gastos de per-
sonal del sector público se establecen en la presente Ley. Este 
informe se emitirá en un plazo de quince días, a contar desde 
la recepción del proyecto y su valoración.

Asimismo, cuando el objeto de las negociaciones en los 
sectores docentes no universitario y sanitario afecte en gene-
ral a las condiciones de trabajo, será también preceptivo el 
informe de la Consejería de Justicia y Administración Pública.

2. Con anterioridad a la formalización y firma de los 
acuerdos, se remitirá a la Consejería de Economía y Hacienda 
el correspondiente proyecto, acompañado de la valoración de 
todos sus aspectos económicos y, en su caso, repercusión 
en ejercicios futuros, a fin de que por la misma se emita in-
forme vinculante, que versará sobre todos aquellos extremos 
de los que se deriven consecuencias directas o indirectas en 
materia de gasto público, e, igualmente, sobre su adecuación 
al informe a que se hace referencia en el apartado anterior. 
Este segundo informe se emitirá en un plazo de quince días, 
a contar desde la recepción del proyecto y su valoración, y, en 
cualquier caso, con carácter previo a su consideración por el 
órgano decisorio de la agencia pública empresarial, entidad de 
derecho público, sociedad mercantil, fundación o entidad de 
que se trate.

Tratándose de personal sanitario y docente no universita-
rio, se requerirá, además, informe de la Consejería de Justicia 
y Administración Pública, que habrá de emitirse en el plazo y 
con los efectos señalados en el párrafo anterior.

Además, con el mismo carácter y plazo de emisión, será 
necesario el informe previo de la Consejería de Justicia y Ad-
ministración Pública, a través de la Secretaría General para la 
Administración Pública, para la aprobación y modificación del 
régimen retributivo del personal de las entidades a que se re-
fiere el artículo 6 bis de la Ley General de la Hacienda Pública 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, siempre que tengan 
atribuidas potestades administrativas.

3. La determinación y modificación de las condiciones 
retributivas del personal directivo de las agencias de régimen 
especial, de las agencias públicas empresariales, de las enti-
dades de derecho público del artículo 6.1.b) de la Ley General 
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, y de las sociedades mercantiles de participación mayo-
ritaria directa y fundaciones del sector público andaluz serán 
autorizadas por la persona titular de la Consejería a la que se 
encuentren adscritas y requerirán el informe previo favorable 
de las Consejerías de Justicia y Administración Pública y de 
Economía y Hacienda.

4. Respecto a las indemnizaciones que pudiesen corres-
ponder al personal de alta dirección de las agencias públi-
cas empresariales, de las entidades de derecho público del 
artículo 6.1.b) de la Ley General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, de las agencias de régi-
men especial y de las sociedades mercantiles de participación 
mayoritaria directa y fundaciones del sector público andaluz, 

por extinción del contrato, se estará a las cuantías que se esta-
blecen en defecto de pacto en el Real Decreto 1382/1985, de 
1 de agosto, por el que se regula la relación laboral de carác-
ter especial del personal de alta dirección. En ningún caso, las 
cuantías de las indemnizaciones podrán ser pactadas por las 
empresas y los órganos de dirección.

Esta disposición será de aplicación para los contratos del 
resto de personal directivo de las entidades citadas en el pá-
rrafo anterior cuya formalización se produzca a partir de la 
entrada en vigor de la presente Ley.

5. Serán nulos de pleno derecho los acuerdos adoptados 
en esta materia con omisión de los informes previstos en este 
artículo, así como los pactos que impliquen crecimientos sala-
riales para ejercicios sucesivos contrarios a los que determi-
nen las futuras leyes del Presupuesto.

Artículo 16. De la plantilla presupuestaria.
1. Constituye la plantilla presupuestaria el conjunto de 

puestos de trabajo dotados en el Presupuesto de la Junta de 
Andalucía y sus agencias administrativas u organismos autó-
nomos y agencias de régimen especial, con las modificaciones 
que se aprueben en la misma conforme a los procedimientos 
que se establezcan.

El coste económico de la plantilla presupuestaria, con sus 
modificaciones, no podrá exceder del importe total de los cré-
ditos consignados para retribuciones en el capítulo I del presu-
puesto de cada Consejería o de las agencias administrativas u 
organismos autónomos y agencias de régimen especial.

Los créditos de personal no implicarán, en ningún caso, 
reconocimiento de derechos ni modificaciones de plantillas 
presupuestarias.

2. La plantilla presupuestaria para el ejercicio 2009 con-
templará exclusivamente las vacantes imprescindibles para la 
prestación de nuevos servicios, garantizar su homogeneiza-
ción y la movilidad indispensable en la reorganización de las 
actividades y funciones atribuidas a los diferentes programas 
presupuestarios, todo ello en el marco de la Oferta Pública de 
Empleo.

3. Por las Consejerías de Economía y Hacienda y de Justi-
cia y Administración Pública se establecerán los procedimientos 
de modificación y seguimiento de las plantillas presupuestarias.

Las personas titulares de Consejerías, agencias admi-
nistrativas u organismos autónomos y, en su caso, agencias 
de régimen especial podrán aprobar los expedientes de mo-
dificación de sus plantillas presupuestarias, dentro de los lími-
tes de crédito que conforman sus respectivas consignaciones 
para la financiación de la plantilla en el capítulo I.

4. Durante el ejercicio 2009 no se tramitarán expedientes 
de ampliación de la plantilla presupuestaria, salvo las concre-
tas excepciones que se relacionan a continuación:

a) Las originadas por una nueva transferencia de compe-
tencias; las que deriven de una sentencia judicial, reincorpora-
ción al servicio activo o reorganización, y las financiadas con 
créditos globales consignados como «Otros gastos de perso-
nal» en el programa presupuestario «Modernización y Gestión 
de la Función Pública», que se aprobarán conjuntamente por 
las Consejerías de Economía y Hacienda y de Justicia y Admi-
nistración Pública.

b) Las que sean consecuencia de lo establecido expresa-
mente en una norma de rango legal, en cuyo caso serán apro-
bados por el Consejo de Gobierno, a propuesta de la Conseje-
ría de Economía y Hacienda, previo informe de la Consejería 
de Justicia y Administración Pública.

5. Las plantillas presupuestarias correspondientes al per-
sonal de los órganos judiciales dependiente de la Consejería 
de Justicia y Administración Pública, al personal docente no 
universitario dependiente de la Consejería de Educación y al 
personal dependiente del Servicio Andaluz de Salud y de sus 
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instituciones sanitarias, estarán sometidas al régimen gene-
ral establecido en los apartados anteriores de este artículo, 
aun cuando, atendiendo a las peculiaridades de su gestión, los 
procedimientos de modificación y seguimiento sean objeto de 
regulación específica.

6. El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería 
de Economía y Hacienda, previo informe de la Consejería de 
Justicia y Administración Pública, podrá modificar la plantilla 
presupuestaria entre las diferentes secciones presupuestarias, 
siempre que no suponga un incremento de efectivos o créditos 
en términos globales.

Asimismo, el Consejo de Gobierno podrá ampliar la planti-
lla presupuestaria en función de las necesidades y excedentes 
detectados en cada uno de los programas presupuestarios.

La adecuación de los créditos de gastos entre las distin-
tas secciones o programas presupuestarios que sean precisos 
se considerará como una reorganización administrativa de las 
previstas en la disposición adicional segunda de esta Ley.

Artículo 17. Autorización de los costes de personal de las 
Universidades de titularidad pública, competencia de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 81.4, pá-
rrafo segundo, de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciem-
bre, de Universidades, se autorizan los costes de personal de 
las Universidades de titularidad pública, competencia de la Co-
munidad Autónoma de Andalucía, por los siguientes importes, 
en euros: 

UNIVERSIDADES P. Docente
Funcionario

P. Docente
Contratado

Complemento 
Asistencial

P.A.S.
Funcionario

P. Laboral
Fijo

P. Laboral
Eventual

TOTAL
COSTES

ALMERÍA 28.112.567 9.507.975 – 10.193.271 9.718.455 416.109 57.948.378
CÁDIZ 46.824.885 14.829.930 1.173.533 17.455.200 12.796.861 1.604.088 94.684.498
CÓRDOBA 48.174.937 13.823.090 1.596.600 15.012.034 13.354.974 485.002 92.446.638
GRANADA 133.817.496 54.282.504 3.100.000 36.292.684 48.657.316 4.500.000 280.650.000
HUELVA 21.582.822 12.142.340 – 10.262.006 5.161.980 1.616.903 50.766.051
JAÉN 31.265.499 16.070.331 – 12.234.390 7.625.876 539.263 67.735.359
MÁLAGA 75.770.604 23.997.175 1.546.497 23.809.463 19.159.459 6.827.465 151.110.663
PABLO OLAVIDE 10.619.296 21.954.481 – 12.728.748 2.966.863 346.929 48.616.317
SEVILLA 137.470.953 54.707.510 3.203.189 45.704.876 47.104.474 2.070.505 290.261.507
INTERNACIONAL 
ANDALUCÍA 181.133 – – 5.003.733 945.540 721.497 6.851.904

TOTAL COSTES 
PERSONAL 533.820.193 221.315.334 10.619.821 188.696.406 167.491.799 19.127.761

 Artículo 18. Retribuciones del personal al servicio de la 
Administración de Justicia, competencia de la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía.

1. El personal funcionario al servicio de la Administración 
de Justicia, perteneciente a los Cuerpos y Escalas de Médicos 
Forenses, de Secretarios de Justicia de Paz, de Gestión Proce-
sal y Administrativa, de Tramitación Procesal y Administrativa y 
de Auxilio Judicial, correspondiente al ámbito competencial de 
la Comunidad Autónoma, percibirá, durante el año 2009, las 
retribuciones básicas y el complemento general de puesto pre-
visto en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para di-
cho ejercicio por los importes que en la misma se dispongan.

2. La cuantía del complemento específico se fijará a tra-
vés de la aprobación, por el Consejo de Gobierno, de las co-
rrespondientes relaciones de puestos de trabajo.

3. Corresponde a la Consejería de Justicia y Administra-
ción Pública fijar la distribución y determinación del comple-
mento de productividad y de las gratificaciones en los térmi-
nos establecidos en el artículo 519.4 y 5 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial.

4. El personal funcionario interino de los Cuerpos al 
servicio de la Administración de Justicia percibirá, en tanto se 
proceda a regularizar su situación, al amparo de la disposición 
transitoria decimotercera de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 
de diciembre, las retribuciones establecidas en el artículo 6 
del Real Decreto 1714/2004, de 23 de julio, por el que se fija 
para el año 2004 el régimen retributivo de los funcionarios de 
los Cuerpos de Gestión Procesal y Administrativa, Tramitación 
Procesal y Administrativa, Auxilio Judicial y de los Técnicos Es-
pecialistas y Ayudantes de Laboratorio del Instituto Nacional 
de Toxicología y Ciencias Forenses, incrementadas en el 2% 
respecto de las cuantías previstas para el año 2008.

TÍTULO III

DE LA GESTIÓN Y CONTROL PRESUPUESTARIOS

Artículo 19. Competencias del Consejo de Gobierno para 
la autorización de gastos.

1. Se requerirá acuerdo del Consejo de Gobierno para 
autorizar cualquier tipo de expediente de gastos cuyo im-
porte global sea igual o superior a doce millones de euros 
(12.000.000 €).

Del mencionado régimen de autorización quedarán exclui-
dos los expedientes de gastos que se tramiten para la ejecución 
de los créditos incluidos en la Sección 32, «A Corporaciones Lo-
cales por participación en ingresos del Estado», del estado de 
gastos del Presupuesto, así como las transferencias de finan-
ciación a favor de las agencias administrativas u organismos 
autónomos, agencias de régimen especial, agencias públicas 
empresariales, entidades de derecho público del artículo 6.1.b) 
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía, sociedades mercantiles del sector público 
andaluz y entidades asimiladas a que se refiere el artículo 3 de 
esta Ley y Universidades públicas andaluzas.

2. Asimismo, se requerirá acuerdo del Consejo de Go-
bierno para la autorización de gastos de carácter plurianual 
cuando se modifiquen los porcentajes o el número de anuali-
dades a los que se refiere el artículo 39 de la Ley General de 
la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía, así como para la autorización de contratos cuyo pago se 
concierte mediante el sistema de arrendamiento financiero o 
mediante el sistema de arrendamiento con opción de compra, 
y el número de anualidades supere el de cuatro años a partir 
de la adjudicación del contrato.
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3. Los citados acuerdos, que cuando se produzcan en 
materia contractual deberán concurrir antes de la aprobación 
de los expedientes de contratación, llevarán implícita la apro-
bación del gasto correspondiente.

4. El Consejo de Gobierno deberá autorizar previamente 
los contratos y cualquier otra operación que pretendan cele-
brar las agencias de régimen especial, agencias públicas em-
presariales, entidades de derecho público del artículo 6.1.b) 
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía y sociedades mercantiles del sector 
público andaluz, y entidades previstas en el artículo 6 bis de 
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, en los mismos términos y cuantías previs-
tos en los apartados anteriores.

Cuando el Consejo de Gobierno deba pronunciarse pre-
viamente, en cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 1, 
para autorizar la encomienda de gestión, la subvención o la 
actuación administrativa de que se trate, el acuerdo que se 
adopte podrá, simultáneamente, otorgar la autorización pre-
vista en este apartado.

Artículo 20. Generaciones de créditos de las agencias ad-
ministrativas u organismos autónomos y de las agencias de 
régimen especial.

1. La persona titular de la Consejería de Economía y 
Hacienda podrá generar créditos en los presupuestos de las 
agencias administrativas u organismos autónomos y de las 
agencias de régimen especial por los ingresos efectivamente 
recaudados por prestaciones de servicios que superen las pre-
visiones del estado global de ingresos de los mismos.

2. A los efectos del cálculo, se tendrá en cuenta la recau-
dación efectiva producida durante el primer semestre del ejer-
cicio, sumándole la del último semestre del ejercicio anterior.

Artículo 21. Normas especiales en materia de subvenciones.
1. Como excepción a la regla general de abono de las 

subvenciones cuya justificación se efectúe con posterioridad 
al cobro de las mismas, podrá abonarse, en el marco del ca-
lendario de pagos aprobado por la Consejería de Economía y 
Hacienda, hasta el 100% del importe de las siguientes subven-
ciones:

a) Las concedidas a entidades sin ánimo de lucro que de-
sarrollen programas relacionados con el Plan Andaluz sobre 
Drogas y Adicciones, Plan Andaluz para la Inclusión Social, 
Minorías Étnicas, Inmigrantes, Grupos con Graves Problemas 
Sociales, Atención al Menor, Personas con Discapacidad, Pri-
mera Infancia, Mayores, Emigrantes Andaluces Retornados, 
Comunidades Andaluzas, Emigrantes Temporeros Andaluces 
y Programas de Cooperación al Desarrollo, Acciones para la 
Igualdad y la Promoción de las Mujeres, Fondo de Emergencias 
y las subvenciones a las primas por la contratación de seguros 
agrarios reguladas en el Decreto 63/1995, de 14 de marzo. A 
estos efectos, las Consejerías interesadas y la de Economía y 
Hacienda coordinarán sus respectivas actuaciones en el pro-
ceso de concesión de la subvención para que el abono de la 
misma se haga antes del 1 de septiembre del año 2009.

b) Las concedidas a personas físicas beneficiarias del In-
greso Mínimo de Solidaridad.

c) Aquellas que determine el Consejo de Gobierno, a pro-
puesta de la persona titular del órgano concedente.

2. Las subvenciones que se concedan a centros docentes 
concertados se justificarán dentro de los tres meses siguien-
tes al término del curso escolar en que fueron concedidas, 
mediante aportación, por la persona titular del centro, de la 
certificación del acuerdo del Consejo Escolar aprobatorio de 
las cuentas.

3. El Consejo de Gobierno podrá establecer que las sub-
venciones a las Corporaciones Locales se justifiquen mediante 

un certificado del Interventor o Interventora de la entidad acre-
ditativo del empleo de las cantidades a la finalidad para la que 
fueron concedidas.

4. La efectiva distribución de los créditos prevista en el 
concepto presupuestario 741, del programa 42J, de la sec-
ción 11, se realizará de acuerdo con el procedimiento reglado 
que al efecto se establezca mediante Orden de la Consejería 
de Innovación, Ciencia y Empresa.

Artículo 22. Transferencias de créditos relativas a subven-
ciones cuyos beneficiarios últimos sean las personas físicas.

Las personas titulares de las diversas Consejerías y agen-
cias administrativas u organismos autónomos podrán autori-
zar, previo informe favorable de la Intervención competente, 
las transferencias entre créditos de un mismo programa a su 
cargo respecto de aquellas transferencias y subvenciones, 
tanto corrientes como de capital, así como las financiadas con 
fondos de la Unión Europea o transferencias finalistas, cuyos 
beneficiarios últimos sean las personas físicas, en aquellos 
supuestos que determine la Consejería de Economía y Ha-
cienda.

La Consejería de Economía y Hacienda, a propuesta de 
la Consejería o agencia administrativa u organismo autónomo 
responsable y previo informe de la Dirección General de Presu-
puestos, acordará los supuestos y alcance de la autorización 
mencionada en el párrafo anterior.

Artículo 23. Financiación complementaria en los concier-
tos educativos de régimen singular.

La cantidad a percibir del alumnado en concepto de finan-
ciación complementaria a la proveniente de los fondos públicos 
que se asignen al régimen de conciertos singulares, suscritos 
para enseñanzas de niveles no obligatorios, y en concepto ex-
clusivo de enseñanza reglada, es de 18,03 euros por alumno o 
alumna y mes durante diez meses, en el período comprendido 
entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2009.

A efectos del cálculo correspondiente, se tomará el nú-
mero máximo de alumnos y alumnas por unidad fijado para 
cada nivel educativo en el Real Decreto 1004/1991, de 14 de 
junio, por el que se establecen los requisitos mínimos de los 
centros que impartan enseñanzas de régimen general no uni-
versitarias.

Para el caso de aquellos centros que tengan matriculados 
un número de alumnos y alumnas por unidad inferior al esta-
blecido en el párrafo anterior, previa acreditación documental, 
se procederá a la regularización correspondiente.

La financiación obtenida por los centros, consecuencia 
del cobro al alumnado de estas cantidades, tendrá el carácter 
de complementaria a la abonada directamente por la Admi-
nistración para la financiación de los «Otros Gastos», de tal 
modo que la financiación total de dicho componente por uni-
dad concertada no supere en ningún caso lo establecido en el 
módulo económico fijado en la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado para los respectivos niveles de enseñanza.

Artículo 24. Creación de entidades privadas y adquisición 
de participaciones en las mismas.

Las operaciones que conlleven la creación de entidades 
privadas, así como la adquisición, enajenación o transmisión 
de participaciones en las mismas, que supongan participación 
mayoritaria o minoritaria, directa o indirecta, de la Comuni-
dad Autónoma, habrán de ser comunicadas a la Consejería 
de Economía y Hacienda en el plazo de un mes desde su for-
malización.

Artículo 25. Régimen de financiación de la actividad de 
las agencias públicas empresariales, entidades de derecho 
público del artículo 6.1.b) de la Ley General de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, sociedades 
mercantiles del sector público andaluz y entidades asimiladas, 
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con cargo a aportaciones de la Junta de Andalucía, sus agen-
cias administrativas u organismos autónomos.

1. La financiación de la actividad de las agencias públicas 
empresariales, de las entidades de derecho público del artículo 
6.1.b) de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía, de las sociedades mercantiles del 
sector público andaluz y de las entidades asimiladas, con cargo 
a aportaciones del Presupuesto, podrá realizarse a través de 
los siguientes instrumentos:

a) Transferencias de financiación, de explotación o de capital.
b) Transferencias con asignación nominativa, financiadas 

con fondos europeos u otras transferencias finalistas.
c) Subvenciones.
d) Encomiendas de gestión de actuaciones de competen-

cia de las Consejerías o sus agencias administrativas u orga-
nismos autónomos, conforme a lo establecido en el siguiente 
artículo.

e) Ejecución de contratos de los que puedan resultar ad-
judicatarias.

f) Ingresos que puedan percibir por cualquier otro medio.

2. Las transferencias de financiación se identificarán a fa-
vor de la entidad de que se trate, de acuerdo con su naturaleza 
económico-presupuestaria, mediante una codificación especí-
fica en la clasificación económica de los estados de gastos 
del Presupuesto, y se abonarán en función del calendario de 
pagos aprobado por la Consejería de Economía y Hacienda.

3. Las partidas de gastos en las que se incluyan las trans-
ferencias de financiación podrán ser objeto de modificación, 
de acuerdo con las siguientes reglas:

a) Cuando la modificación comporte una alteración que 
incremente o disminuya en más del 20% el presupuesto de 
explotación o de capital de la entidad, la modificación presu-
puestaria deberá acordarla el Consejo de Gobierno.

b) En caso contrario, se aplicará el régimen ordinario de 
competencias en materia de modificaciones presupuestarias.

c) El órgano que apruebe la modificación deberá pronun-
ciarse sobre la alteración que la misma provoca en el corres-
pondiente presupuesto de explotación o de capital y en el pro-
grama de actuación, inversión y financiación de la entidad.

4. Las transferencias a que se refiere la letra b) del apar-
tado 1 de este artículo, que deberán ir dirigidas a financiar 
actuaciones contempladas en los programas de actuación, in-
versión y financiación de las agencias públicas empresariales, 
entidades de derecho público del artículo 6.1.b) de la Ley Ge-
neral de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, sociedades mercantiles del sector público andaluz 
y entidades asimiladas a que se refiere el apartado 1, que-
darán fuera del ámbito de aplicación del Título VIII de la Ley 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, rigiéndose por la normativa específica que le 
sea de aplicación a la fuente de financiación de que se trate 
y por las condiciones fijadas en la resolución administrativa o 
convenio que las establezca. Supletoriamente, se regirán por 
las normas reguladoras de las transferencias de financiación, 
sin que les sea de aplicación lo dispuesto en el apartado 3 de 
este artículo.

5. La concesión de subvenciones a favor de las entidades 
a las que se refiere este artículo se realizará de acuerdo con la 
normativa aplicable en la Comunidad Autónoma de Andalucía 
en materia de subvenciones.

Artículo 26. Encomiendas de gestión de actuaciones com-
petencia de las Consejerías, de sus agencias y del resto de en-
tidades que deban ser consideradas poderes adjudicadores.

1. Las Consejerías, sus agencias y el resto de entida-
des que deban ser consideradas poderes adjudicadores, en 
el ámbito de sus competencias, podrán ordenar al resto de 

entidades instrumentales del sector público andaluz cuyo capi-
tal, aportación constitutiva o participación pertenezca íntegra-
mente a entes de dicho sector y que realicen la parte esencial 
de su actividad para la Junta de Andalucía, la realización, en el 
marco de sus estatutos y en las materias que constituyen su 
objeto social o fundacional, de los trabajos y actuaciones que 
precisen, siempre que ejerzan sobre ellas un control análogo 
al que ejercen sobre sus propios servicios.

2. La encomienda, en la que la entidad del sector público 
actuará por cuenta y bajo la supervisión y control de la Con-
sejería o agencia u otra entidad encomendante, se regirá en 
su otorgamiento y ejecución por lo dispuesto en la resolución 
que la establezca, sometiéndose en todo caso a las siguientes 
condiciones y trámites:

a) Se formalizará mediante resolución dictada por la per-
sona competente de la entidad encomendante, que deberá 
incluir, además de los antecedentes que procedan, la determi-
nación de las actuaciones a realizar, la forma y condiciones de 
realización de los trabajos, su plazo de ejecución, su importe, 
la aplicación presupuestaria a la que, en su caso, se imputa el 
gasto, así como sus anualidades y los importes de cada una 
de ellas, la persona designada para dirigir la actuación a reali-
zar y, finalmente, los compromisos y obligaciones que deberá 
asumir la entidad que reciba la encomienda, justificándose, en 
todo caso, la necesidad o conveniencia de realización de los 
trabajos a través de esta figura.

b) La determinación de su importe se efectuará según la 
valoración económica que figure en el correspondiente pro-
yecto o presupuesto técnico en que se definan los trabajos 
o actuaciones objeto del encargo, que deberá representar su 
coste de realización material.

No obstante lo anterior, se aplicarán las tarifas aprobadas 
por la Administración para la determinación de dicho importe 
en el caso de entidades que, de acuerdo con su régimen jurí-
dico, las tengan establecidas. Este mismo sistema de tarifas 
también será aplicable para presupuestar dichas actuaciones.

Las tarifas y precios que las entidades apliquen en las en-
comiendas de gestión serán autorizados por la persona titular 
de la Consejería, agencia o entidad que realice la misma, salvo 
que estuvieran ya aprobados, con carácter general, por la per-
sona titular de la Consejería a la que estén adscritas.

c) La resolución de encomienda de cada actuación se co-
municará formalmente a la entidad que reciba la encomienda, a 
la que también le será facilitado el proyecto o presupuesto téc-
nico al que se refiere la letra anterior, así como, en su caso, el 
programa de los trabajos o actuaciones a realizar. La comunica-
ción encargando una actuación supondrá la orden para iniciarla.

3. Las entidades instrumentales de la Administración de 
la Junta de Andalucía tendrán la consideración de medio pro-
pio y servicio técnico de la Administración de la Junta de An-
dalucía, de sus agencias y demás poderes adjudicadores de-
pendientes de aquella, a los efectos de la ejecución de obras, 
trabajos y prestación de servicios que se les encomienden.

4. En ningún caso podrá ser objeto de encomienda de 
gestión la contratación de suministros.

5. Las entidades que reciban las encomiendas realizarán 
sus actuaciones conforme al documento de definición que la 
entidad ordenante les facilite y siguiendo las indicaciones de la 
persona designada para dirigir cada actuación, la cual podrá 
supervisar en cualquier momento la correcta realización del 
objeto de la encomienda y, especialmente, verificar la correcta 
ejecución de los contratos que para el cumplimiento de dicha 
finalidad se concierten.

6. El pago del importe de los trabajos realizados se efec-
tuará con la periodicidad establecida en la resolución por la 
que se ordene la encomienda y conforme a la actuación efec-
tivamente realizada, una vez expedida certificación de confor-
midad por la persona designada para dirigir la actuación y se 
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apruebe la misma y/o el documento que acredite la realización 
total o parcial de la actuación de que se trate. También se 
deberán acreditar los costes reales incurridos en la realización 
de la actuación, bien mediante la relación detallada y certifi-
cada de las facturas que deba abonar la entidad instrumental, 
bien mediante el análisis de costes imputados directamente 
a la misma, excepto cuando se aplique el régimen de tarifas 
previsto en la letra b) del apartado 2 de este artículo, en cuyo 
caso bastara certificación en la que conste la aplicación de 
las tarifas aprobadas a los trabajos ejecutados. En el caso de 
actuaciones financiadas con fondos procedentes de la Unión 
Europea, deberá asegurarse la posibilidad de subvencionar 
estos gastos de acuerdo con lo establecido en la normativa 
comunitaria.

No obstante, en las condiciones y con los requisitos que 
se determinen por el órgano competente para efectuar la en-
comienda de gestión, este podrá autorizar pagos en concepto 
de anticipo, cuya cuantía no deberá superar, con carácter ge-
neral, el límite del 50% del importe total del encargo, debiendo 
quedar justificado el anticipo antes de los tres meses siguien-
tes a la finalización del plazo de ejecución de la encomienda 
y, en todo caso, con anterioridad al último pago que proceda. 
En las encomiendas de gestión que tengan por objeto la ejecu-
ción de contratos de obra, solo podrá efectuarse un anticipo 
de hasta el 10% de la primera anualidad.

Los gastos generales y corporativos de las entidades que 
reciban las encomiendas podrán ser imputados al coste de las 
actuaciones encomendadas, hasta un máximo de un 6% de 
dicho coste.

7. Los contratos que deban celebrarse por las entidades 
que reciban las encomiendas, para la ejecución de las mismas, 
quedarán sometidos a la legislación de contratos del sector 
público en los términos que sean procedentes de acuerdo con 
la naturaleza de la entidad que los celebre y el tipo o cuantía 
de los mismos, y, en todo caso, cuando se trate de contratos 
de obras, servicios o suministros cuyas cuantías superen los 
umbrales establecidos por dicha legislación para su someti-
miento a regulación armonizada, las entidades de Derecho Pri-
vado deberán observar para su preparación y adjudicación las 
reglas que procedan.

8. Las actuaciones que se realicen en virtud de las en-
comiendas serán de la titularidad de la Junta de Andalucía, 
adscribiéndose, en aquellos casos en que sea necesario, a la 
Consejería, agencia o entidad ordenante de su realización.

9. Cuando sea necesario introducir alguna modificación 
en el encargo, deberá acordarse mediante resolución, sobre 
la base de la propuesta técnica de la persona designada para 
dirigir la actuación, integrada por los documentos que justifi-
quen, describan y valoren dicha modificación.

10. Cuando por retraso en el comienzo de la ejecución 
de la encomienda sobre lo previsto al iniciarse el expediente, 
modificaciones en la misma o por cualesquiera otras razones 
de interés público debidamente justificadas se produjese des-
ajuste entre las anualidades establecidas en la resolución en 
que se formalizó la encomienda y las necesidades reales en 
el orden económico que el normal desarrollo de los trabajos 
y actuaciones exija, la persona titular de la Consejería o de la 
presidencia o dirección de la agencia que efectuó el encargo 
procederá a reajustar las anualidades, siempre que lo permi-
tan los créditos presupuestarios.

En las encomiendas de gestión que cuenten con pro-
grama de trabajo, cualquier reajuste de anualidades exigirá 
su revisión, para adaptarlo a los nuevos importes anuales, 
debiendo ser aprobado por el órgano ordenante el nuevo pro-
grama de trabajo resultante.

Artículo 27. Contratación de personal laboral temporal du-
rante el año 2009.

1. Solo en casos excepcionales, y para cubrir necesidades 
urgentes que no puedan ser atendidas por el personal laboral 

fijo, podrá contratarse personal laboral por un plazo máximo 
de doce meses, durante el ejercicio 2009, para programas es-
pecíficos o relativos a necesidades estacionales.

2. Los contratos de este tipo finalizarán:

a) Al vencer su plazo temporal, si es inferior a doce me-
ses y no se ha producido su prórroga.

b) Al vencer su plazo máximo improrrogable de doce meses.

3. Las contrataciones, así como las prórrogas, en su caso, 
que se efectuarán con cargo al capítulo I del presupuesto de 
gastos de la Junta de Andalucía, requerirán autorización de la 
Consejería de Justicia y Administración Pública, con informe 
previo favorable de la Consejería de Economía y Hacienda.

Artículo 28. Nombramiento de personal funcionario in-
terino por razones expresamente justificadas de necesidad y 
urgencia.

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 10.1.d) 
de la Ley 7/2007, de 12 de abril, podrá efectuarse el nombra-
miento de personal funcionario interino por causas expresa-
mente justificadas de necesidad y urgencia originadas por ex-
ceso o acumulación de tareas, con las siguientes condiciones:

a) La duración del nombramiento no podrá ser superior a 
seis meses dentro de un período de doce meses.

b) Los nombramientos, que se efectuarán con cargo al 
capítulo I del Presupuesto, requerirán autorización de la Con-
sejería de Justicia y Administración Pública, con informe pre-
vio favorable de la Consejería de Economía y Hacienda.

c) El personal funcionario interino nombrado por este mo-
tivo no ocupará plazas de la relación de puestos de trabajo.

2. Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
10.1.c) de la Ley 7/2007 podrá efectuarse el nombramiento 
de personal funcionario interino para la ejecución de acciones 
de carácter temporal cuya financiación provenga de fondos de 
la Unión Europea, con las siguientes condiciones:

a) La duración del nombramiento no podrá exceder la de 
la ejecución de la acción a la que se adscriba y, en todo caso, 
no superará el plazo de dos años.

b) Los nombramientos, que se efectuarán con cargo a la 
aplicación presupuestaria que financie el programa afectado, 
requerirán autorización de la Consejería de Justicia y Adminis-
tración Pública, previo informe favorable de la Consejería de 
Economía y Hacienda.

c) El personal funcionario interino nombrado por este mo-
tivo no ocupará plazas de la relación de puestos de trabajo.

3. Las retribuciones básicas y las complementarias asig-
nadas al personal al que se refieren los apartados anteriores 
de este artículo serán equivalentes a las de un puesto base, 
con factor de responsabilidad, correspondiente a su Grupo o 
Subgrupo, conforme a lo previsto en el artículo 12 de esta Ley. 
Asimismo, podrán percibir las indemnizaciones por razón del 
servicio en las cuantías que se fijen, de conformidad con lo 
establecido en su normativa específica.

TÍTULO IV

DE LAS OPERACIONES FINANCIERAS

Artículo 29. De los avales.
1. El importe de los avales a prestar por la Junta de An-

dalucía, durante el ejercicio 2009, por operaciones de crédito 
concedidas por entidades crediticias a Corporaciones Locales 
e instituciones que revistan especial interés para la Comuni-
dad Autónoma, no podrá exceder de treinta millones de euros 
(30.000.000 €).
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No podrán concurrir en una misma Corporación Local o 
institución que revista especial interés para la Comunidad Au-
tónoma garantías que superen el 10% del importe consignado 
en este apartado.

2. Se autoriza la concesión de garantía por la Junta de 
Andalucía durante el año 2009 a sus agencias públicas em-
presariales, entidades de derecho público del artículo 6.1.b) 
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía y sociedades mercantiles del sector 
público andaluz, por operaciones de endeudamiento por plazo 
superior a un año, hasta un importe máximo de sesenta y ocho 
millones de euros (68.000.000 €) más gastos financieros.

Dentro del importe autorizado en el párrafo anterior se 
incluye:

a) La garantía de la Junta de Andalucía a la Empresa 
Pública de Suelo de Andalucía por operaciones de endeuda-
miento, hasta un importe máximo de quince millones de euros 
(15.000.000 €) más gastos financieros, para sus programas 
de promoción de suelo y vivienda.

b) La garantía de la Junta de Andalucía a la Agencia de 
Innovación y Desarrollo de Andalucía para operaciones de en-
deudamiento, hasta un importe máximo de cincuenta millones 
de euros (50.000.000 €) más gastos financieros.

c) La garantía de la Junta de Andalucía a las restantes 
agencias públicas empresariales, entidades de derecho pú-
blico del artículo 6.1.b) de la Ley General de la Hacienda Pú-
blica de la Comunidad Autónoma de Andalucía y sociedades 
mercantiles del sector público andaluz, por operaciones de 
endeudamiento, hasta un importe máximo de tres millones de 
euros (3.000.000 €) más gastos financieros, para el cumpli-
miento de sus fines.

3. La autorización de los avales contemplados en los 
apartados anteriores corresponderá al Consejo de Gobierno, 
a propuesta conjunta de la persona titular de la Consejería de 
Economía y Hacienda y de la persona titular de la Consejería 
competente por razón de la materia.

4. En caso de modificación, refinanciación o sustitución 
de operaciones de endeudamiento de las agencias públicas 
empresariales, de las entidades de derecho público del artículo 
6.1.b) de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía y de las sociedades mercantiles 
del sector público andaluz que tengan el aval de la Comunidad 
Autónoma, se autoriza a la persona titular de la Consejería de 
Economía y Hacienda para que modifique las condiciones del 
mismo, adaptándolo a las nuevas características de la opera-
ción, siempre que no supongan un incremento del riesgo vivo.

5. Durante el ejercicio 2009, el importe máximo de los 
avales a prestar por la Agencia de Innovación y Desarrollo de 
Andalucía, bien directamente o a través de sus sociedades, 
por operaciones de crédito concertadas por empresas, será 
de dieciocho millones de euros (18.000.000 €).

Cada aval individualizado no representará una cantidad 
superior al 10% de la citada cuantía global.

No podrán concurrir en una misma empresa avales que 
superen el 25% del importe consignado en este apartado.

6. La Agencia de Innovación y Desarrollo de Andalucía 
comunicará trimestralmente a la Dirección General de Tesore-
ría y Deuda Pública de la Consejería de Economía y Hacienda 
el importe y las características principales de los avales que 
otorgue, así como las variaciones que en los mismos se pro-
duzcan.

Artículo 30. Avales para garantizar valores de renta fija 
emitidos por fondos de titulización de activos.

1. Durante el ejercicio 2009, la Junta de Andalucía po-
drá, en virtud de lo previsto en el artículo 76 bis de la Ley 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, otorgar avales hasta una cuantía máxima de mil 

quinientos millones de euros (1.500.000.000 €), con el objeto 
de garantizar valores de renta fija emitidos por fondos de tituli-
zación de activos constituidos al amparo de los convenios que 
suscriba la Consejería de Economía y Hacienda con las socie-
dades gestoras de los fondos de titulización de activos inscri-
tas en la Comisión Nacional del Mercado de Valores y con las 
entidades de crédito cedentes de los derechos de crédito a los 
fondos de titulización.

En concreto, existirán dos líneas de avales:

a) Línea de avales con destino a los fondos de titulización 
de activos cuyo objeto es mejorar la financiación de la activi-
dad productiva empresarial en Andalucía.

b) Línea de avales con destino a los fondos de titulización 
de activos cuyo objeto es mejorar la financiación de la vivienda 
protegida en Andalucía.

2. El límite máximo del importe vivo acumulado de todos 
los avales otorgados por la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía a valores de renta fija emitidos por los fondos de tituliza-
ción de activos a 31 de diciembre de 2009 no podrá exceder 
del importe máximo establecido en el apartado anterior.

3. Las líneas de avales contempladas en el apartado 1 del 
presente artículo se destinarán a títulos de renta fija emitidos 
por fondos de titulización de activos, que incorporen présta-
mos o créditos concedidos por las entidades de crédito a las 
empresas, particularmente Pymes, que cuenten con centros 
operativos en Andalucía, o bien que incorporen préstamos 
hipotecarios concedidos a particulares para la adquisición de 
vivienda protegida en Andalucía, sin perjuicio de que puedan 
incorporarse otras modalidades de préstamos o créditos acor-
des con el objetivo de mejorar la financiación de la actividad 
productiva empresarial o de la vivienda en Andalucía.

Las entidades de crédito que concedan los préstamos o 
créditos referidos en el párrafo anterior estarán obligadas a 
reinvertir la liquidez obtenida, como consecuencia del proceso 
de titulización, en financiación a Pymes andaluzas o que cuen-
ten con centros operativos en Andalucía y en financiación de 
vivienda protegida en Andalucía, conforme a los criterios que 
se determinen.

4. La autorización de los avales contemplados en los apar-
tados anteriores de este artículo corresponderá al Consejo de 
Gobierno, a propuesta de la persona titular de la Consejería de 
Economía y Hacienda, previa iniciativa de la persona titular de 
la Consejería competente por razón de la materia. Los avales 
serán documentados en la forma que determine la norma re-
guladora dictada al amparo de la habilitación establecida en 
el apartado 8 del presente artículo, y serán firmados por la 
persona titular de la Consejería de Economía y Hacienda.

5. Los avales otorgados al amparo de la presente norma 
devengarán a favor de la Tesorería de la Comunidad Autónoma 
la comisión que para cada operación determine el acuerdo del 
Consejo de Gobierno que autorice su concesión.

6. La Comunidad Autónoma de Andalucía garantiza, con 
renuncia al beneficio de excusión establecido en el artículo 
1830 del Código Civil, el pago de las obligaciones derivadas de 
los títulos correspondientes a la serie y tramos que se avalen, 
en concepto de principal e intereses, solo en el caso de no 
cumplir tales obligaciones los deudores principales.

7. Las sociedades gestoras de fondos de titulización de 
activos y las entidades de crédito cedentes de los derechos 
de crédito deberán remitir a la Consejería de Economía y Ha-
cienda toda la información necesaria para que la Junta de An-
dalucía pueda realizar el control del riesgo asumido en virtud 
de los avales otorgados, en particular la referente al volumen 
total del principal pendiente de amortizar de los valores de 
renta fija emitidos por los fondos de titulización de activos y a 
la tasa de activos impagados de la cartera titulizada.

8. En cumplimiento de lo establecido en el artículo 76 bis 
de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Au-
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tónoma de Andalucía, se habilita a la persona titular de la Con-
sejería de Economía y Hacienda para determinar los requisitos 
de los convenios a que se refiere el apartado 1 del presente 
artículo, la composición de las comisiones de evaluación que 
se constituyan, de las que formarán parte representantes de 
la Consejería afectada por razón de la materia, y los modelos 
de solicitudes y de remisión de datos e información por parte 
de las sociedades gestoras de los fondos y de las entidades 
de crédito a la Consejería de Economía y Hacienda y, en ge-
neral, para dictar cuantas normas resulten necesarias para el 
desarrollo y ejecución de las líneas de avales previstas en el 
presente artículo.

9. Las cantidades que como consecuencia de la presta-
ción de los avales contemplados en el presente artículo haya 
de percibir la Comunidad Autónoma, por su formalización, su 
mantenimiento, su quebranto o cualquier otra causa, tendrán 
la consideración de ingresos de Derecho Público.

Artículo 31. Incumplimiento de obligaciones frente a la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria, a la Tesorería Ge-
neral de la Seguridad Social y otras Administraciones Públicas.

1. La minoración de ingresos como consecuencia de 
compensaciones de deudas efectuadas por la Administra-
ción General del Estado con cargo a las obligaciones de pago 
no atendidas a su vencimiento, y cuya recaudación se lleve 
a cabo por la Agencia Estatal de Administración Tributaria o 
por la Tesorería General de la Seguridad Social u otras Admi-
nistraciones Públicas, en virtud de cualquier concepto, será 
imputada antes del fin del ejercicio en que se produzca al pre-
supuesto de gastos de la Consejería, agencia administrativa u 
organismo autónomo o agencia de régimen especial que dio 
origen a la compensación.

2. El incumplimiento por parte de las Universidades públi-
cas andaluzas de obligaciones asumidas en virtud de los con-
venios suscritos con la Junta de Andalucía, respecto a deudas 
con la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o con 
la Tesorería General de la Seguridad Social, dará lugar a una 
retención de créditos en aquellos pagos que hubieran de efec-
tuarse a la Universidad en cuestión por parte de la Junta de 
Andalucía, y por idéntica cuantía a la obligación incumplida, 
hasta tanto no se subsane la incidencia que le dio origen.

3. La Consejería de Economía y Hacienda podrá satisfa-
cer las deudas contraídas por órganos de la Junta de Andalu-
cía, de sus agencias administrativas u organismos autónomos 
o de sus agencias de régimen especial, por obligaciones tri-
butarias o con la Seguridad Social, sin perjuicio de su imputa-
ción al Presupuesto de la correspondiente Consejería, agencia 
administrativa u organismo asimilado o agencia de régimen 
especial.

Artículo 32. Créditos afectados por tasas y otros ingresos.
1. Con cargo a créditos que figuren en los estados de 

gastos de la Junta de Andalucía, de sus agencias administra-
tivas u organismos autónomos o de sus agencias de régimen 
especial, correspondientes a servicios cuyo volumen de gastos 
tenga correlación con el importe de tasas, cánones y precios 
públicos liquidados por los mismos, o que por su naturaleza o 
normativa aplicable deban financiarse total o parcialmente con 
unos ingresos específicos y predeterminados, tales como los 
provenientes de transferencias finalistas, subvenciones ges-
tionadas o convenios con otras Administraciones, solo podrán 
gestionarse gastos en la medida en que vaya asegurándose su 
financiación.

A tal efecto, la Consejería de Economía y Hacienda deter-
minará los conceptos presupuestarios y el procedimiento de 
afectación para cada caso.

2. En aquellas agencias administrativas u organismos au-
tónomos y agencias de régimen especial cuyo estado de gas-
tos esté financiado en más de un 90% con cargo al importe 
de tasas, cánones y precios públicos correlacionados con los 

servicios prestados por la entidad, no será aplicable el régi-
men de afectación establecido en el apartado anterior.

No obstante, la Consejería de Economía y Hacienda, una 
vez transcurrido el primer semestre y conforme a la evolución 
de la recaudación por tales conceptos, establecerá, en su 
caso, las medidas que aseguren la financiación de los gastos 
presupuestados.

Artículo 33. Anticipos a Corporaciones Locales.
1. El Consejo de Gobierno, previo informe de la Federa-

ción Andaluza de Municipios y Provincias sobre las solicitudes 
presentadas por las Corporaciones Locales, podrá excepcio-
nalmente autorizar pagos anticipados de tesorería a estas, a 
cuenta de recursos que hayan de percibir con cargo al Presu-
puesto por participación en tributos del Estado.

El importe total de los anticipos a conceder no podrá 
rebasar los cincuenta millones de euros (50.000.000 €). Su 
amortización, mediante deducción efectuada al pagar las co-
rrespondientes participaciones, se calculará de forma que el 
anticipo quede reintegrado dentro del plazo de un año a partir 
de la recepción del mismo.

2. El importe del anticipo no podrá sobrepasar, para cada 
Corporación, el 25% del total de las entregas a cuenta de par-
ticipación en los tributos del Estado del ejercicio en el cual 
se solicite, ni ser superior a dos millones quinientos mil euros 
(2.500.000 €).

No podrá concederse a aquella Corporación que hubiese 
obtenido un anticipo anteriormente, en tanto no transcurra un 
año, a contar desde la fecha de su concesión y siempre que 
haya sido reintegrado en su totalidad.

3. Con independencia de la obligación establecida en el 
artículo 45 de esta Ley, la Consejería de Economía y Hacienda 
deberá dar cuenta de estas operaciones, trimestralmente, al 
Consejo Andaluz de Concertación Local.

4. La Consejería de Economía y Hacienda podrá solicitar 
la aportación de documentos y certificaciones que acrediten la 
necesidad urgente de un anticipo y la imposibilidad de acudir 
a los recursos ordinarios que se establecen por la legislación 
de Haciendas Locales para cubrir necesidades transitorias de 
tesorería.

Artículo 34. De la Deuda Pública y de las operaciones de 
crédito.

1. Se autoriza, previa propuesta de la persona titular de la 
Consejería de Economía y Hacienda, al Consejo de Gobierno a 
establecer las siguientes operaciones de endeudamiento:

a) Emitir Deuda Pública amortizable, fijando sus carac-
terísticas, o concertar operaciones de crédito, cualquiera que 
sea la forma en la que se documenten, tanto en operaciones 
en el interior como en el exterior, hasta el límite de dos mil 
cuatrocientos dieciséis millones doscientos trece mil novecien-
tos ochenta y siete euros (2.416.213.987 €), previstos en el 
estado de ingresos del Presupuesto, con destino a la financia-
ción de inversiones.

La emisión o, en su caso, la formalización de las operacio-
nes de crédito podrá realizarse íntegra o fraccionadamente en 
los ejercicios de 2009 ó 2010, en función de las necesidades 
de tesorería.

b) Acordar operaciones de refinanciación, canje, reem-
bolso anticipado o prórroga relativas a las operaciones de 
endeudamiento existentes con anterioridad o concertadas a 
partir de la entrada en vigor de la presente Ley, ampliándose 
incluso el plazo inicialmente concertado, con la finalidad de 
obtener un menor coste financiero, una mejor distribución de 
la carga financiera o prevenir los posibles efectos negativos 
derivados de las fluctuaciones en las condiciones del mer-
cado. Asimismo, puede acordarse la adquisición, en el mer-
cado secundario de valores negociables, de Deuda Pública 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía con destino a su 
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amortización. Dichas adquisiciones, así como las operaciones 
de canje, podrán tener igualmente como objetivo el dotar de 
mayor liquidez a determinadas emisiones en circulación o po-
sibilitar la emisión de nuevos tipos de activos más adecuados 
a las actuales condiciones de los mercados financieros. Las 
operaciones de refinanciación habrán de contabilizarse de 
forma extrapresupuestaria.

c) Solicitar de la Administración General del Estado anticipos 
a cuenta de recursos que se hayan de percibir por la Junta de 
Andalucía cuando, como consecuencia de las diferencias de ven-
cimiento de los pagos e ingresos derivados de la ejecución del 
Presupuesto, se produzcan desfases transitorios de tesorería.

d) Acordar la realización de operaciones de crédito, por 
plazo no superior a un año, con el fin de cubrir necesidades 
transitorias de tesorería. El límite de endeudamiento vivo por 
operaciones de esta naturaleza, sea cual fuere la forma en 
la que se documenten, será como máximo el establecido en 
el artículo 72 de la Ley General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía.

2. Se faculta a la persona titular de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda para concertar operaciones financieras que 
por su propia naturaleza no incrementen el volumen de en-
deudamiento, destinadas a asegurar o disminuir el riesgo o el 
coste de la deuda a largo plazo, existente con anterioridad o 
formalizada a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, 
tales como permutas financieras, opciones, contratos sobre 
futuros y cualquier otra operación de cobertura de tipos de 
cambios o de interés, pudiendo delegar esta facultad en la 
persona titular de la Dirección General de Tesorería y Deuda 
Pública de la Consejería de Economía y Hacienda.

3. Con carácter excepcional durante el ejercicio 2009, 
para garantizar que el endeudamiento neto se mantenga en 
las cuantías fijadas en esta Ley, se podrá incrementar el límite 
previsto en la letra a) del apartado 1 de este artículo, por el im-
porte necesario para satisfacer la totalidad de las amortizacio-
nes del principal de deuda emitida por la Junta de Andalucía u 
operaciones de crédito concertadas.

Artículo 35. De las operaciones de crédito de las agencias 
públicas empresariales, entidades de derecho público del ar-
tículo 6.1.b) de la Ley General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía y sociedades mercantiles 
del sector público andaluz.

1. Durante el año 2009, se autoriza a la persona titular 
de la Consejería de Economía y Hacienda a establecer las si-
guientes operaciones de endeudamiento:

a) Facultar a la Agencia de Innovación y Desarrollo de An-
dalucía para contraer préstamos con entidades financieras pú-
blicas o privadas y para emitir obligaciones o títulos similares, 
en los términos del artículo 5 de la Ley 3/1987, de 13 de abril, 
y hasta un importe máximo de cincuenta millones de euros 
(50.000.000 €).

b) Facultar a la Empresa Pública de Suelo de Andalucía 
para contraer préstamos con entidades financieras públicas o 
privadas, de conformidad con lo previsto en el artículo 17, le-
tra e), de sus Estatutos, aprobados por Decreto 113/1991, de 
21 de mayo, hasta el límite de doscientos veinticinco millones  
de euros (225.000.000 €), para el cumplimiento de sus fines.

c) Facultar a la Agencia Pública de Puertos de Andalu-
cía para contraer préstamos con entidades financieras públi-
cas o privadas, de conformidad con lo previsto en el artículo 
25.1.d) de sus Estatutos, aprobados por Decreto 235/2001, 
de 16 de octubre, hasta el límite de cuarenta y dos millones 
ciento setenta y seis mil quinientos ochenta y cinco euros 
(42.176.585 €), para el cumplimiento de sus fines.

d) Facultar a la Agencia Pública de Puertos de Andalucía, 
a Ferrocarriles de la Junta de Andalucía, a la Empresa Pública 
Hospital de la Costa del Sol, a la Empresa Pública Hospital 

de Poniente de Almería, a la Empresa Pública Hospital Alto 
Guadalquivir, a la Empresa Pública Sanitaria Bajo Guadal-
quivir, a la Empresa Pública de Emergencias Sanitarias, a la 
Agencia de Innovación y Desarrollo de Andalucía, a la Agencia 
Andaluza de la Energía, a la Empresa Pública de Gestión de 
Programas Culturales, a la Agencia Andaluza de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo, al Instituto Andaluz de Patri-
monio Histórico, al Ente Público Andaluz de Infraestructuras 
y Servicios Educativos y a la Agencia Pública Empresarial de 
la Radio y Televisión de Andalucía (RTVA) y sus sociedades 
filiales Canal Sur Televisión, Sociedad Anónima, y Canal Sur 
Radio, Sociedad Anónima, para realizar operaciones de crédito 
por plazo inferior a un año, con objeto de cubrir sus necesida-
des transitorias de tesorería. El límite de endeudamiento vivo 
por operaciones de esta naturaleza, sea cual fuera la forma en 
la que se documenten, será como máximo del 12% del con-
junto de sus presupuestos de explotación.

2. Las sociedades mercantiles, los consorcios y las fun-
daciones del sector público andaluz deberán solicitar autoriza-
ción previa de la persona titular de la Consejería de Economía 
y Hacienda para concertar operaciones de endeudamiento, 
cuando, de conformidad con la normativa aplicable en materia 
de estabilidad presupuestaria, se clasifiquen dentro del sector 
de las Administraciones Públicas y su endeudamiento conso-
lide con el de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

El resto de entidades no incluidas en las categorías refe-
ridas en el apartado anterior, aun cuando no formando parte 
del sector público se clasifiquen dentro del sector de las Ad-
ministraciones Públicas de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía y su endeudamiento consolide con el de la Comunidad, 
estarán obligadas, igualmente, a solicitar autorización previa 
de la persona titular de la Consejería Economía y Hacienda 
para concertar operaciones de endeudamiento.

3. El volumen máximo a autorizar por la Consejería de 
Economía y Hacienda para las operaciones contempladas en 
los apartados 1 y 2 anteriores para aquellas sociedades mer-
cantiles, fundaciones, consorcios y demás entidades cuyo en-
deudamiento consolide con el de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía estará den tro de los límites del Programa Anual de 
Endeudamiento acordado entre la Junta de Andalucía y la Admi-
nistración General del Estado. Excepcionalmente, cuando exis-
tan razones que así lo justifiquen, podrá autorizarse durante el 
ejercicio un volumen de endeudamiento superior al contemplado 
en el Programa, si bien al cierre del ejercicio, necesariamente, la 
deuda viva deberá situarse dentro de dichos límites.

4. Deberán remitir a la Dirección General de Tesorería y 
Deuda Pública de la Consejería de Economía y Hacienda, con 
carácter trimestral, información relativa a la situación de su 
endeudamiento:

a) Las agencias de régimen especial, las entidades de 
derecho público y las agencias públicas empresariales de la 
Administración de la Junta de Andalucía.

b) Las sociedades mercantiles del sector público andaluz.
c) Los consorcios y las fundaciones del sector público an-

daluz.
d) Las sociedades mercantiles, fundaciones, consorcios y 

demás entidades a las que se refiere el párrafo final del apar-
tado 2 de este artículo, cuando conforme a lo establecido en 
el mismo estén obligadas a solicitar autorización previa para 
concertar operaciones de endeudamiento.

e) Las Universidades públicas andaluzas.

Artículo 36. Gestión centralizada de saldos en cuentas del 
sector público andaluz.

1. La Tesorería de la Comunidad Autónoma, con el ob-
jeto de optimizar los recursos financieros del sector público 
andaluz, podrá establecer, sin perjuicio de lo establecido en 
el artículo 51 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Ad-
ministración de la Junta de Andalucía, un sistema de gestión 
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centralizada de los saldos en cuentas abiertas en entidades de 
crédito del conjunto de las agencias de la Junta de Andalucía, 
los organismos autónomos, las entidades de derecho público 
del artículo 6.1.b) de la Ley General de la Hacienda Pública de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía, las sociedades mer-
cantiles de participación mayoritaria directa y las fundaciones 
del sector público andaluz.

2. La Consejería de Economía y Hacienda establecerá el 
diseño de los procedimientos necesarios para la puesta en fun-
cionamiento del sistema de gestión centralizada de la Tesorería.

Artículo 37. Gestión centralizada de las operaciones de 
endeudamiento de las entidades del sector público andaluz.

La Consejería de Economía y Hacienda ejercerá la coor-
dinación de la ejecución de la política de endeudamiento de 
la Administración de la Junta de Andalucía y de sus entidades 
instrumentales, conforme a lo dispuesto en la normativa de 
aplicación en materia de estabilidad presupuestaria.

Con el objeto de optimizar las condiciones financieras de 
las operaciones de endeudamiento de las entidades del sector 
público andaluz, la Consejería de Economía y Hacienda, dentro 
de los límites establecidos en la presente Ley, podrá asumir de 
forma centralizada las funciones de contratación y gestión de 
las operaciones de endeudamiento de las agencias de régimen 
especial, de las agencias públicas empresariales, de las entida-
des de derecho público del artículo 6.1.b) de la Ley General de 
la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
de las sociedades mercantiles de participación mayoritaria di-
recta y de las fundaciones del sector público andaluz cuando, 
de conformidad con la normativa de aplicación en materia de 
estabilidad presupuestaria, se clasifiquen dentro del sector de 
las Administraciones Públicas y su endeudamiento consolide 
con el de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

La Consejería de Economía y Hacienda establecerá el di-
seño de los procedimientos internos necesarios para la puesta 
en funcionamiento del mecanismo de gestión centralizada del 
endeudamiento.

Artículo 38. Operaciones financieras activas.
Se autoriza a la Consejería de Economía y Hacienda para 

concertar operaciones financieras activas que tengan por ob-
jeto rentabilizar fondos que, ocasionalmente o como conse-
cuencia de la programación de los pagos de la Tesorería Gene-
ral, pudiesen estar temporalmente inmovilizados.

Artículo 39. Información de los activos y pasivos del sec-
tor público andaluz.

Las agencias de régimen especial, las agencias públicas 
empresariales, las entidades de derecho público del artículo 
6.1.b) de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía, las sociedades mercantiles, los 
consorcios y fundaciones del sector público andaluz, así como 
las entidades determinadas en el párrafo segundo del apar-
tado 2 del artículo 35 de la presente Ley, dentro de los quince 
primeros días de cada semestre, pondrán en conocimiento de 
la Consejería de Economía y Hacienda la situación de sus ac-
tivos y pasivos financieros correspondiente a 30 de junio y 31 
de diciembre de cada año.

Asimismo, comunicarán la situación de sus activos y pasi-
vos financieros cuando así les sea requerido por la Consejería 
de Economía y Hacienda.

TÍTULO V

DE LAS NORMAS TRIBUTARIAS

Artículo 40. Tasas.
Se eleva, para el año 2009, el importe de las tasas de 

cuantía fija de la Comunidad Autónoma de Andalucía hasta la 
cantidad que resulte de la aplicación del coeficiente 1,02 a la 
cuantía exigible para el año 2008.

TÍTULO VI

DEL TRASPASO Y DELEGACIÓN DE COMPETENCIAS, FUNCIONES 
Y SERVICIOS ENTRE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA 

Y LAS ENTIDADES LOCALES DE SU TERRITORIO

Artículo 41. Atribución y delegación de competencias a 
las Entidades Locales.

1. Se autoriza al Consejo de Gobierno, a propuesta de la 
persona titular de la Consejería de Economía y Hacienda, para 
que realice, en el Presupuesto de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, las adaptaciones precisas, transfiriendo los créditos 
procedentes a favor de las Diputaciones Provinciales, en los 
supuestos en que se concreten las partidas y cuantías en los 
correspondientes decretos de traspaso de servicios a que se 
refiere la disposición adicional cuarta de la Ley 11/1987, de 
26 de diciembre, Reguladora de las Relaciones entre la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía y las Diputaciones Provinciales 
de su territorio.

2. Corresponde al Consejo de Gobierno, a propuesta de 
la Consejería de Economía y Hacienda, la aprobación de las 
transferencias y minoración de créditos inherentes al traspaso 
de servicios a las Diputaciones Provinciales.

3. En los traspasos de los servicios por delegación de 
competencias a Diputaciones Provinciales, se aplicarán las 
mismas normas de los apartados anteriores.

4. En el marco de la Concertación Local y para articular 
su desarrollo, se autoriza a la persona titular de la Consejería 
de Economía y Hacienda a realizar en el Presupuesto de la Co-
munidad Autónoma de Andalucía las adaptaciones que sean 
necesarias para transferir a favor de las Entidades Locales las 
partidas y cuantías que correspondan en los procesos de tras-
paso y delegación de competencias, siempre que las mismas 
queden expresamente determinadas en los correspondientes 
acuerdos.

De no quedar determinadas, corresponderá al Consejo 
de Gobierno, a propuesta de la Consejería de Economía y Ha-
cienda, la aprobación de las transferencias y minoraciones de 
créditos correspondientes.

Artículo 42. Asunción de nuevas competencias.
El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería co-

rrespondiente, y previo informe de la Consejería de Economía 
y Hacienda, podrá autorizar la habilitación de créditos en los 
conceptos y por las cuantías que se determinen en los decre-
tos aprobatorios de traspaso de competencias de una Diputa-
ción Provincial del territorio andaluz a la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, de conformidad con el artículo 27 de la Ley Re-
guladora de las Relaciones entre la Comunidad Autónoma de 
Andalucía y las Diputaciones Provinciales de su territorio, una 
vez se realice la asunción material de los correspondientes 
servicios.

Artículo 43. Abono de liquidación.
Las cantidades que se deban satisfacer por la Comuni-

dad Autónoma de Andalucía a las Diputaciones Provinciales 
y demás Entidades Locales de su territorio, y viceversa, dima-
nantes del traspaso de servicios previsto en la Ley Reguladora 
de las Relaciones entre la Comunidad Autónoma de Andalucía 
y las Diputaciones Provinciales de su territorio, así como las 
derivadas de la Concertación Local, se determinarán mediante 
liquidaciones trimestrales. En estas liquidaciones se tendrán 
en cuenta, para su compensación, los créditos a favor y en 
contra de una u otras entidades, derivados del traspaso o de-
legación de competencias, funciones y servicios que se acre-
diten. El saldo resultante será abonado dentro del primer mes 
siguiente al trimestre de referencia.



Sevilla, 31 de diciembre 2008 BOJA núm. 259 Página núm. 21

Artículo 44. Compensación de las deudas de las Entida-
des Locales a favor de la Hacienda Pública de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.

Las deudas de las Entidades Locales a favor de la Ha-
cienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía se 
compensarán preferentemente con cargo a los créditos que 
tuvieran reconocidos por transferencias incondicionadas de la 
Junta de Andalucía.

TÍTULO VII

DE LA INFORMACIÓN AL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA

Artículo 45. Información al Parlamento de Andalucía.
1. El Consejo de Gobierno remitirá trimestralmente a la Co-

misión de Economía y Hacienda del Parlamento de Andalucía:

a) Relación de expedientes de modificaciones presupues-
tarias aprobados de acuerdo con lo establecido en el artículo 
48 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.

b) Relación de los gastos de inversiones reales y de las 
autorizaciones para contratar que por razón de la cuantía co-
rrespondan al Consejo de Gobierno.

c) Relación de avales que haya autorizado en el período, 
en la que se indicará singularmente la entidad avalada, im-
porte del aval y condiciones del mismo.

d) Los expedientes de modificación de plantillas presu-
puestarias aprobados en virtud de lo previsto en el apartado 3 
del artículo 16 de esta Ley.

2. La Consejería de Economía y Hacienda deberá remitir 
a la Comisión de Economía y Hacienda del Parlamento de An-
dalucía la siguiente información:

a) Con carácter trimestral se comunicarán:

– Los expedientes de modificaciones presupuestarias 
aprobados de acuerdo con lo establecido en el artículo 47 de 
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía.

– Las operaciones financieras activas a que se refiere el 
artículo 38 de esta Ley para rentabilizar fondos.

– Situación de endeudamiento, remitida por las agencias 
de régimen especial, por las agencias públicas empresariales, 
por las entidades de derecho público del artículo 6.1.b) de la 
Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía y por las sociedades mercantiles del sec-
tor público andaluz, las Universidades públicas andaluzas, los 
consorcios y las fundaciones a dicha Consejería, en virtud de 
lo previsto en el apartado 4 del artículo 35 de esta Ley.

– Los anticipos concedidos a Corporaciones Locales a 
cuenta de los recursos que hayan de percibir con cargo al Pre-
supuesto por participación en tributos del Estado.

b) Igualmente, se dará traslado a dicha Comisión de los 
siguientes asuntos:

– Acuerdos de emisión de Deuda Pública que se adopten 
en el ejercicio, especificando la cuantía de la deuda y las con-
diciones de amortización.

– Operaciones de refinanciación, canje, reembolso antici-
pado o prórroga de emisiones de deuda previstas en la letra b) 
del apartado 1 del artículo 34 de esta Ley.

– Informes previstos en el artículo 15 de esta Ley, que 
contemplen incremento de retribuciones para el personal al 
servicio de la Junta de Andalucía, sus agencias administrativas 
u organismos autónomos y, en su caso, agencias de régimen 
especial, Universidades de titularidad pública de competencia 
de la Comunidad Autónoma y agencias públicas empresaria-

les, entidades de derecho público del artículo 6.1.b) de la Ley 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía y sociedades mercantiles del sector público andaluz.

3. Asimismo, y a los efectos de un mejor conocimiento, 
por parte del Parlamento, de la actividad de la Administración 
autonómica, las Consejerías, agencias administrativas u orga-
nismos autónomos y, en su caso, agencias de régimen espe-
cial, agencias públicas empresariales, entidades de derecho 
público del artículo 6.1.b) de la Ley General de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía y socieda-
des mercantiles del sector público andaluz y otras entidades, 
órganos o servicios dependientes de los anteriores, remitirán 
un ejemplar de todas las publicaciones unitarias o periódicas 
editadas por los mismos a los Servicios de Biblioteca y Docu-
mentación y Archivo del Parlamento, así como a los diferentes 
Grupos parlamentarios.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Límite de las obligaciones reconocidas.
El conjunto de las obligaciones reconocidas en el año 

2009, con cargo al Presupuesto de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, no podrá superar la cuantía total de los dere-
chos reconocidos en el ejercicio.

El resultado de la operación regulada en el párrafo ante-
rior se hallará excluyendo los ingresos de carácter finalista y 
los créditos financiados con los mismos.

Segunda. Reorganizaciones administrativas.
Se autoriza a la Consejería de Economía y Hacienda a 

efectuar en las secciones de gastos de la Junta de Andalucía y 
de sus agencias administrativas u organismos autónomos y, en 
su caso, agencias de régimen especial, las adaptaciones técni-
cas que procedan como consecuencia de reorganizaciones ad-
ministrativas, mediante la creación de secciones, programas, 
servicios, proyectos de inversión y conceptos presupuestarios, 
así como de entes públicos, y para realizar las modificaciones 
de créditos correspondientes.

Ninguna de estas operaciones dará lugar a incremento 
en los créditos del Presupuesto ni a variación de la naturaleza 
económica del gasto.

Tercera. Complementos personales y transitorios.
Los complementos personales y transitorios y cualquier 

otro concepto retributivo distinto de los previstos en el artículo 
46 de la Ley 6/1985 que, con otra denominación, cumpla una 
función análoga a aquellos, incluidos los complementos tran-
sitorios de antigüedad, serán absorbidos por los incrementos 
retributivos de cualquier clase que se produzcan a lo largo del 
ejercicio presupuestario y los derivados del cambio de puesto 
de trabajo o de la modificación en los complementos de des-
tino o específicos del mismo.

A los efectos anteriores, no se considerarán el incremento 
general del 2% establecido en el Título II de esta Ley, los trie-
nios, el complemento de productividad ni las gratificaciones 
por servicios extraordinarios.

No obstante lo dispuesto en el párrafo primero de esta 
disposición adicional y a los efectos de la absorción prevista 
para el ejercicio 2009, el incremento de retribuciones que pu-
diera derivarse, en su caso, de lo establecido en el apartado 5 
del artículo 9 de esta Ley, solo se computará en el 50% de su 
importe.

Cuarta. Asignaciones complementarias.
La previsión que figura en el estado de ingresos relativa 

a las asignaciones complementarias para asegurar el nivel 
mínimo de los servicios transferidos, a que se refiere la dis-
posición adicional segunda del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía, tiene la consideración de liquidación parcial de la 
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cuantía que para las mismas se acuerde en la Comisión co-
rrespondiente.

Quinta. Agencia Tributaria de Andalucía.
1. La Agencia Tributaria de Andalucía, para el desarrollo 

de las actividades y funciones que le son atribuidas en la Ley 
23/2007, de 18 de diciembre, por la que se crea la Agencia 
Tributaria de Andalucía y se aprueban medidas fiscales, será 
financiada en el ejercicio 2009, a través de la Consejería de 
Economía y Hacienda, mediante una transferencia para opera-
ciones corrientes de treinta y tres millones novecientos setenta 
y un mil quinientos ochenta y nueve euros (33.971.589 €) y 
una transferencia para operaciones de capital de cuatro mi-
llones dos mil ciento cuarenta y nueve euros (4.002.149 €), 
destinando un millón quinientos setenta y dos mil doscientos 
sesenta y tres euros (1.572.263 €) a gastos de personal.

2. El presupuesto de la Agencia Tributaria de Andalucía 
para el ejercicio 2009, en tanto se apruebe el contrato de ges-
tión y el plan de acción anual en los términos previstos en 
el artículo 4 de la Ley 23/2007, una vez elaborado por sus 
órganos de gobierno, se enviará a la Consejería de Economía y 
Hacienda para que esta compruebe su adecuación a las previ-
siones presupuestarias establecidas en la presente Ley, y, sin 
más trámite, lo remita a la Comisión de Economía y Hacienda 
del Parlamento de Andalucía para su conocimiento.

3. Se faculta a la Agencia Tributaria de Andalucía, previa 
autorización de la persona titular de la Consejería de Econo-
mía y Hacienda, para realizar operaciones de crédito por plazo 
inferior a un año con los fines y límites establecidos en los 
apartados 1.d) y 3 del artículo 35 de la presente Ley, una vez 
se haya producido la constitución efectiva de la misma me-
diante la entrada en vigor de su Estatuto.

4. La Consejería de Economía y Hacienda podrá estable-
cer las medidas provisionales, en relación con el régimen eco-
nómico y presupuestario, que aseguren un eficaz despliegue y 
desarrollo de las actividades y funciones asignadas a la Agen-
cia Tributaria de Andalucía.

Sexta. Fondo de apoyo a las Pymes agroalimentarias.
1. Se crea el Fondo de apoyo a las Pymes agroalimenta-

rias, para facilitar la financiación de sus inversiones.
2. El Fondo de apoyo a las Pymes agroalimentarias tendrá 

una dotación para operaciones financieras, que será aportada 
por la Consejería de Agricultura y Pesca.

3. El Fondo, carente de personalidad jurídica, ajustará su 
régimen a lo establecido en el apartado 4 del artículo 6 bis de 
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía.

4. La composición, organización y gestión del Fondo será 
establecida por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalu-
cía, a propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda.

5. El presupuesto del Fondo para el ejercicio 2009, una 
vez aprobado por el órgano que tenga atribuida tal potestad, 
se enviará a la Consejería de Economía y Hacienda para que 
esta compruebe su adecuación a las previsiones presupuesta-
rias y, sin más trámite, lo remita a la Comisión de Economía y 
Hacienda del Parlamento de Andalucía para su conocimiento.

Séptima. Fondo de apoyo a las Pymes turísticas y comer-
ciales.

1. Se crea el Fondo de apoyo a las Pymes turísticas y co-
merciales, para facilitar la financiación de sus inversiones.

2. El Fondo de apoyo a las Pymes turísticas y comerciales 
tendrá una dotación para operaciones financieras, que será 
aportada por la Consejería de Turismo, Comercio y Deporte.

3. El Fondo, carente de personalidad jurídica, ajustará su 
régimen a lo establecido en el apartado 4 del artículo 6 bis de 
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía.

4. La composición, organización y gestión del Fondo será 
establecida por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalu-
cía, a propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda.

5. El presupuesto del Fondo para el ejercicio 2009, una 
vez aprobado por el órgano que tenga atribuida tal potestad, 
se enviará a la Consejería de Economía y Hacienda para que 
esta compruebe su adecuación a las previsiones presupuesta-
rias y, sin más trámite, lo remita a la Comisión de Economía y 
Hacienda del Parlamento de Andalucía para su conocimiento.

Octava. Fondo de apoyo a las Pymes de industrias culturales.
1. Se crea el Fondo de apoyo a las Pymes de industrias 

culturales, para facilitar la financiación de sus inversiones.
2. El Fondo de apoyo a las Pymes de industrias culturales 

tendrá una dotación para operaciones financieras, que será 
aportada por la Consejería de Cultura.

3. El Fondo, carente de personalidad jurídica, ajustará su 
régimen a lo establecido en el apartado 4 del artículo 6 bis de 
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía.

4. La composición, organización y gestión del Fondo será 
establecida por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalu-
cía, a propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda.

5. El presupuesto del Fondo para el ejercicio 2009, una 
vez aprobado por el órgano que tenga atribuida tal potestad, 
se enviará a la Consejería de Economía y Hacienda para que 
esta compruebe su adecuación a las previsiones presupuesta-
rias y, sin más trámite, lo remita a la Comisión de Economía y 
Hacienda del Parlamento de Andalucía para su conocimiento.

Novena. Fondo para la internacionalización de la econo-
mía andaluza.

1. Se crea el Fondo para la internacionalización de la eco-
nomía andaluza, al objeto de promover la internacionalización 
de la actividad de las empresas andaluzas y, en general, de la 
economía andaluza.

2. El Fondo para la internacionalización de la economía 
andaluza tendrá una dotación para operaciones financieras, 
que será aportada por la Consejería de Economía y Hacienda.

3. El Fondo, carente de personalidad jurídica, ajustará su 
régimen a lo establecido en el apartado 4 del artículo 6 bis de 
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía.

4. La gestión del Fondo corresponderá a la Agencia Anda-
luza de Promoción Exterior, S.A. (EXTENDA). La composición, 
organización y gestión del mismo será establecida por el Con-
sejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, a propuesta de la 
Consejería de Economía y Hacienda.

5. El presupuesto del Fondo para el ejercicio 2009, una 
vez aprobado por el órgano que tenga atribuida tal potestad, 
se enviará a la Consejería de Economía y Hacienda para que 
esta compruebe su adecuación a las previsiones presupuesta-
rias y, sin más trámite, lo remita a la Comisión de Economía y 
Hacienda del Parlamento de Andalucía para su conocimiento.

Décima. Fondo de contingencia de operaciones financie-
ras a sectores productivos.

1. Se crea el Fondo de contingencia de operaciones finan-
cieras a sectores productivos, como fondo de reserva con la 
finalidad de atender la asunción de obligaciones por la Tesorería 
General de la Comunidad Autónoma derivadas de las contingen-
cias que puedan producirse en aplicación de las operaciones 
financieras, contempladas en el Presupuesto de la Comunidad 
Autónoma para el presente ejercicio, destinadas a la potencia-
ción y apoyo de los sectores productivos y de vivienda.

2. El Fondo de contingencia de operaciones financieras 
a sectores productivos tendrá una dotación para operaciones 
financieras, que será aportada por la Consejería de Economía 
y Hacienda.
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3. El Fondo, carente de personalidad jurídica, ajustará su 
régimen a lo establecido en el apartado 4 del artículo 6 bis de 
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía.

4. La gestión del Fondo corresponderá a la Tesorería Ge-
neral de la Comunidad Autónoma, que deberá aplicar las nor-
mas de gestión que establezca el Consejo de Gobierno de la 
Junta de Andalucía, a propuesta de la Consejería de Economía 
y Hacienda.

5. El presupuesto del Fondo para el ejercicio 2009, una 
vez aprobado por el órgano que tenga atribuida tal potestad, 
se enviará a la Consejería de Economía y Hacienda para que 
esta compruebe su adecuación a las previsiones presupuesta-
rias y, sin más trámite, lo remita a la Comisión de Economía y 
Hacienda del Parlamento de Andalucía para su conocimiento.

Undécima. Fondo de Cartera con destino a las Pymes al 
amparo de la iniciativa Joint European Resources for Micro to 
Medium Enterprises.

1. De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1 y 3 de 
la Ley 3/1987, de 13 de abril, de creación del Instituto de 
Fomento de Andalucía (IFA), posteriormente modificada me-
diante la Ley 2/2004, de 28 de diciembre, pasando a denomi-
narse Agencia de Innovación y Desarrollo de Andalucía (IDEA), 
y atendiendo a su naturaleza, funciones, experiencia y estruc-
tura y al personal cualificado con el que cuenta, se designa 
a la Agencia de Innovación y Desarrollo de Andalucía (IDEA) 
como gestora del Fondo de Cartera del instrumento financiero 
recogido en la subvención global Innovación-Tecnología-Em-
presa de Andalucía 2007-2013 incluida en el Programa Opera-
tivo FEDER de Andalucía 2007-2013, al amparo de la iniciativa 
comunitaria Joint European Resources for Micro to Medium 
Enterprises (JEREMIE).

2. Esta designación se realiza de acuerdo con lo estable-
cido en el artículo 44.b.ii del Reglamento (CE) núm. 1083/2006, 
del Consejo, de 11 de julio de 2006.

3. El Fondo de Cartera tendrá como objetivo catalizar el 
acceso a la financiación de las Pymes de una manera sosteni-
ble y se constituirá como un bloque independiente de recursos 
financieros en el seno de la Agencia de Innovación y Desarrollo 
de Andalucía (IDEA), de acuerdo con la normativa comunitaria 
de aplicación.

4. En todo caso, las normas de ejecución específicas del 
Fondo, sus mecanismos y objetivos, se desarrollarán en el 
acuerdo de financiación que deberán firmar la Dirección Ge-
neral de Fondos Europeos de la Consejería de Economía y Ha-
cienda, como organismo intermedio del Programa Operativo 
FEDER de Andalucía 2007-2013, y la Agencia de Innovación y 
Desarrollo de Andalucía (IDEA), como gestora del Fondo.

Duodécima. Fondo de Cartera de desarrollo urbano al 
amparo de la iniciativa Joint European Support for Sustainable 
Investment in City Areas.

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 267 del Tra-
tado constitutivo de la Comunidad Europea, en consonancia 
con las directrices adoptadas por el Consejo de la Unión Eu-
ropea y atendiendo a su naturaleza, funciones, experiencia y 
estructura y al personal cualificado con el que cuenta dicha 
institución, se designa al Banco Europeo de Inversiones (BEI) 
como gestor del Fondo de Cartera del instrumento financiero 
recogido en el Programa Operativo FEDER de Andalucía 2007-
2013, al amparo de la iniciativa comunitaria Joint European 
Support for Sustainable Investment in City Areas (JESSICA).

2. Esta designación se realiza de acuerdo con lo estable-
cido en el artículo 44.b.i del Reglamento (CE) núm. 1083/2006, 
del Consejo, de 11 de julio de 2006.

3. El Fondo de Cartera tendrá como objetivo implemen-
tar inversiones reembolsables en zonas urbanas a través de 
proyectos inscritos dentro de un plan integrado de desarrollo 
urbano sostenible, y se constituirá como un bloque indepen-

diente de recursos financieros en el seno del Banco Europeo 
de Inversiones (BEI), de acuerdo con la normativa comunitaria 
de aplicación.

4. En todo caso, las normas de ejecución específicas 
del Fondo, sus mecanismos y objetivos, se desarrollarán en 
el acuerdo de financiación que deberán firmar la Dirección 
General de Fondos Europeos de la Consejería de Economía y 
Hacienda, como organismo intermedio del Programa Opera-
tivo FEDER de Andalucía 2007-2013, y el Banco Europeo de 
Inversiones (BEI), como gestor del Fondo.

Decimotercera. Contratación de las entidades de Derecho 
Público.

A los efectos de la Ley de Contratos del Sector Público, 
tienen la consideración de Administración Pública las siguien-
tes entidades de Derecho Público:

a) Las agencias administrativas y los organismos autóno-
mos que subsisten con carácter transitorio al amparo de la 
disposición transitoria única de la Ley 9/2007, de 22 de octu-
bre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

b) Las agencias de régimen especial y las entidades de 
derecho público del artículo 6.1.b) de la Ley 5/1983, de 19 de 
julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, que subsisten con carácter transitorio al 
amparo de la disposición transitoria citada en la letra anterior, 
que cumplan alguna de las características siguientes:

1.ª Que su actividad principal no consista en la produc-
ción en régimen de mercado de bienes y servicios destinados 
al consumo individual o colectivo, o que efectúen operaciones 
de redistribución de la renta y de la riqueza, en todo caso sin 
ánimo de lucro.

2.ª Que no se financien mayoritariamente con ingresos, 
cualquiera que sea su naturaleza, obtenidos como contrapar-
tida a la entrega de bienes o a la prestación de servicios.

Decimocuarta. Régimen de los suelos de titularidad auto-
nómica en Las Aletas.

1. Tendrán carácter de dominio público de la Comunidad 
Autónoma los bienes de titularidad de la misma incluidos en el 
área de Las Aletas, término municipal de Puerto Real (Cádiz), 
comprendidos en el triángulo formado por la autovía A-4 (va-
riante Los Puertos) al Norte y al Este, por la autopista de peaje 
AP-4 al Sur, y por la línea de ferrocarril Cádiz-Sevilla-Córdoba-
Madrid al Oeste.

2. Dichos bienes quedan afectados al cumplimiento de 
los fines de interés público establecidos en el proyecto de In-
terés Autonómico declarado por la disposición adicional quinta 
de la Ley 21/2007, de 18 de diciembre, de Régimen Jurídico y 
Económico de los Puertos de Andalucía.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera. Régimen transitorio de las retribuciones del per-
sonal al servicio de la Administración de Justicia.

Hasta tanto se produzca la definitiva implantación del 
nuevo modelo de oficina judicial, y se complete la aplicación 
del nuevo modelo retributivo correspondiente, los funcionarios 
al servicio de la Administración de Justicia percibirán las retri-
buciones complementarias que en el período transitorio se ha-
yan liquidado en el ejercicio 2008, por los importes previstos 
en el mismo para el año 2009.

Segunda. Reestructuración de los programas presupues-
tarios de la Agencia Andaluza del Agua.

La Consejería de Economía y Hacienda, a propuesta de 
la Consejería de Medio Ambiente, efectuará en la sección de 
gastos de la Agencia Andaluza del Agua las adaptaciones téc-
nicas en su estructura presupuestaria, programas, servicios, 
centros, proyectos de inversión y conceptos presupuestarios, 
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que procedan, con motivo de la asunción de nuevas compe-
tencias por este organismo, así como las modificaciones de 
créditos que sean necesarias.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Autorización de endeudamiento.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 34 de esta 

Ley, se autoriza al Consejo de Gobierno, previa propuesta de 
la persona titular de la Consejería de Economía y Hacienda, 
a emitir Deuda Pública amortizable o concertar operaciones 
de crédito, así como a la asignación de estos recursos a los 
gastos de capital correspondientes, en el supuesto de que el 
Gobierno de la Nación modifique el objetivo de estabilidad pre-
supuestaria para el conjunto de las Comunidades Autónomas 
o autorice la realización de las consideradas actuaciones en 
virtud de lo dispuesto en la legislación de estabilidad presu-
puestaria.

La autorización para el endeudamiento podrá alcanzar 
hasta el límite de déficit que se determine de acuerdo con lo 
establecido en la citada normativa.

2. El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Conseje-
ría de Economía y Hacienda, y sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 35 de esta Ley, podrá autorizar a las agencias 
públicas empresariales y entidades de derecho público del 
artículo 6.1.b) de la Ley General de la Hacienda Pública de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía para que concierten 
nuevas operaciones de endeudamiento en el marco y con los 
límites establecidos en la normativa vigente sobre estabilidad 
presupuestaria.

3. De las operaciones realizadas en virtud de esta dis-
posición final se dará traslado a la Comisión de Economía y 
Hacienda del Parlamento de Andalucía.

Segunda. Modificación de la Ley 5/1983, de 19 de julio, 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía.

La Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, queda mo-
dificada como sigue:

Uno. El apartado 1 del artículo 6 bis queda redactado del 
siguiente modo:

«1. Los consorcios y demás entidades con personalidad 
jurídica propia no incluidas en los artículos anteriores, en los 
que sea mayoritaria la representación, direc ta o indirecta, de 
la Administración de la Junta de Andalucía, así como las fun-
daciones del sector público, según lo establecido en el artículo 
55 de la Ley 10/2005, de 31 de mayo, de Fundaciones de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, sin perjuicio de la legis-
lación específica que les sea de aplicación, se sujetarán a los 
efectos de esta Ley al régimen siguiente:

a) Quedarán sometidos al control financiero previsto en el 
artículo 85 de esta Ley y deberán obtener autorización de la 
Consejería de Economía y Hacienda para la apertura de cual-
quier clase de cuenta en una entidad de crédito y ahorro.

b) Si percibieran subvenciones corrientes, elaborarán un 
presupuesto de explotación. Asimismo formarán un presu-
puesto de capital si la subvención fuera de esa clase.

Se entenderá que existe representación mayoritaria en las 
citadas entidades cuando más de la mitad de los miembros 
de los órganos de administración, dirección o vigilancia sean 
nombrados por la Administración de la Junta de Andalucía o 
por sus organismos autónomos y empresas.

Los consorcios, fundaciones y demás entidades con per-
sonalidad jurídica propia que, aunque no cumplan los requisi-
tos establecidos en el primer párrafo de este apartado, tengan 
una financiación mayoritaria de la Junta de Andalucía, podrán 
quedar sometidos igualmente al control financiero previsto en 

el artículo 85 de esta Ley cuando, mediando razones justifi-
cadas para ello, así lo acuerde el Consejo de Gobierno, a pro-
puesta de la persona titular de la Consejería de Economía y 
Hacienda.»

Dos. Se añade un nuevo apartado al artículo 6 bis, con la 
siguiente redacción:

«4. Los fondos carentes de personalidad jurídica cuya do-
tación se efectúe mayoritariamente desde el Presupuesto de 
la Comunidad Autónoma, sin perjuicio de la legislación espe-
cífica que les sea de aplicación, se sujetarán a los efectos de 
esta Ley al régimen establecido en los apartados anteriores.»

Tres. Se añade una nueva letra f) al apartado 2 del artícu-
lo 32, con la siguiente redacción:

«f) Los presupuestos de los fondos carentes de perso-
nalidad jurídica a los que hace referencia el apartado 4 del 
artículo 6 bis de esta Ley, determinándose expresamente las 
operaciones financieras.»

Cuatro. Se modifica la regla quinta del artículo 34, que-
dando redactada como sigue:

«QUINTA. Como documentación anexa al anteproyecto de 
Ley del Presupuesto se cursará al Consejo de Gobierno:

a) La cuenta consolidada del Presupuesto.
b) La Memoria explicativa de su contenido y de las princi-

pales modificaciones que presente el anteproyecto comparado 
con el Presupuesto vigente.

c) La liquidación del Presupuesto del año anterior y un 
avance de la del ejercicio corriente.

d) Un informe económico y financiero.
e) La clasificación por programas del Presupuesto.
f) Informe de Impacto de Género.
g) Anexo de Inversiones.
h) Anexo de Personal.»

Cinco. Se modifica el apartado 3 del artículo 39, que 
queda redactado como sigue:

«3. El número de ejercicios a los que pueden aplicarse 
los gastos referidos en las letras a), b), e) y g) del apartado 
anterior no será superior a cuatro.

El límite de crédito correspondiente a los ejercicios futu-
ros y la ampliación del número de anualidades serán determi-
nados por el Consejo de Gobierno, a propuesta de la persona 
titular de la Consejería de Economía y Hacienda.

En los contratos de obra de carácter plurianual, con ex-
cepción de los realizados bajo la modalidad de abono total del 
precio, se efectuará una retención adicional de crédito del 10 
por 100 del importe de adjudicación, en el momento en que 
esta se realice. Esta retención se aplicará al ejercicio en el 
que finalice el plazo fijado en el contrato para la terminación 
de la obra o al siguiente, según el momento en que se pre-
vea realizar el pago de la certificación final. Estas retenciones 
computarán dentro del límite de crédito correspondiente a los 
ejercicios futuros a que se refiere el párrafo anterior.»

Seis. Se modifica el apartado 1 del artículo 46, que queda 
redactado como sigue:

«1. Las personas titulares de las diversas Consejerías u 
organismos autónomos podrán autorizar, con el informe favo-
rable de la Intervención competente, las transferencias entre 
créditos del mismo o distintos programas a su cargo, dentro 
de una misma sección, siempre que no afecten a:

a) Los financiados con fondos de la Unión Europea.
b) Los declarados específicamente como vinculantes, 

salvo en los supuestos de transferencias entre los distintos 
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programas de las mismas clasificaciones económicas declara-
das específicamente como vinculantes y pertenecientes a los 
Capítulos I y II.

c) Los de operaciones de capital.
d) Los gastos de personal, salvo que el saldo neto de la trans-

ferencia entre las aplicaciones del Capítulo I sea igual a cero.
e) Los destinados a “Otros gastos de personal” incluidos en 

el programa “Modernización y Gestión de la Función Pública”.

Las personas titulares de las diversas Consejerías podrán 
autorizar, además, con las limitaciones e informes favorables 
establecidos en el párrafo primero de este apartado, las trans-
ferencias entre créditos de un mismo programa y diferente 
sección, cuando resulten afectados tanto la Consejería a su 
cargo como cualquiera de sus agencias administrativas u orga-
nismos autónomos dependientes. Las competencias previstas 
para autorizar transferencias comportan la de creación de las 
aplicaciones presupuestarias pertinentes, de acuerdo con la 
clasificación económica vigente.»

Siete. Se añade una nueva letra e) al apartado 1 del artícu-
lo 81, con la siguiente redacción:

«e) Los gastos correspondientes a los depósitos previos y 
a las indemnizaciones por rápida ocupación, derivados de las 
expropiaciones forzosas a que dé lugar la realización de una 
obra o finalidad determinada en las que se declare urgente la 
ocupación de los bienes afectados.»

Ocho. Se añade un apartado 4 al artículo 85 ter, con la 
siguiente redacción:

«4. La Intervención General de la Junta de Andalucía rea-
lizará anualmente la auditoría de las cuentas anuales de las 
fundaciones del sector público de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía obligadas a auditarse por su normativa específica.»

Nueve. Se añaden dos nuevas letras e) y f) al artículo 89, 
con la siguiente redacción:

«e) Aprobar las normas de contabilidad aplicables a los fon-
dos regulados en al apartado 4 del artículo 6 bis de esta Ley.

f) Determinar las entidades del sector público de la Co-
munidad Autónoma que quedarán sujetas a la obligación de 
remisión de información relacionada con el cumplimiento de 
las leyes de Estabilidad Presupuestaria.»

Tercera. Delegación legislativa en materia de Hacienda 
Pública.

1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 109 del Esta-
tuto de Autonomía para Andalucía, se autoriza al Consejo de 
Gobierno para que, en el plazo máximo de un año desde la 
entrada en vigor de la presente Ley, apruebe un texto refun-
dido de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda 
Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, que incluya, 
además de las modificaciones introducidas por esta Ley, las 
efectuadas por las siguientes:

– Ley 9/1987, de 9 de diciembre, de Modificación de de-
terminados artículos de la Ley General de la Hacienda Pública 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

– Ley 10/1988, de 29 de diciembre, de Presupuesto de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía para 1989.

– Ley 2/1990, de 2 de febrero, del Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía para 1990.

– Ley 6/1990, de 29 de diciembre, de Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía para 1991.

– Ley 3/1991, de 28 de diciembre, del Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía para 1992.

– Ley 7/1996, de 31 de julio, del Presupuesto de la Co-
munidad Autónoma de Andalucía para 1996.

– Ley 9/1996, de 26 de diciembre, por la que se aprue-
ban Medidas Fiscales en materia de Hacienda Pública, Contra-
tación Administrativa, Patrimonio, Función Pública y Asistencia 
Jurídica a Entidades de Derecho Público.

– Ley 7/1997, de 23 de diciembre, del Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía para 1998.

– Ley 8/1997, de 23 de diciembre, por la que se aprueban 
medidas en materia tributaria, presupuestaria, de empresas 
de la Junta de Andalucía y otras entidades, de recaudación, de 
contratación, de función pública y de fianzas de arrendamien-
tos y suministros.

– Ley 11/1998, de 28 de diciembre, por la que se aprue-
ban medidas en materia de Hacienda Pública, de introducción 
al euro, de expropiación forzosa, de contratación, de Función 
Pública, de tasas y precios públicos de Universidades, Juegos 
y Apuestas y Empresa Pública para el Desarrollo Agrario y 
Pesquero de Andalucía, S.A.

– Ley 17/1999, de 28 de diciembre, por la que se aprue-
ban medidas fiscales y administrativas.

– Ley 1/2000, de 27 de diciembre, del Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2001.

– Ley 15/2001, de 26 de diciembre, por la que aprueban 
medidas fiscales, presupuestarias, de control y administrativas.

– Ley 10/2002, de 21 de diciembre, por la que se aprue-
ban normas en materia de tributos cedidos y otras medidas 
tributarias, administrativas y financieras.

– Ley 18/2003, de 29 de diciembre, por la que se aprue-
ban medidas fiscales y administrativas.

– Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tributa-
rias, Administrativas y Financieras.

– Ley 11/2006, de 27 de diciembre, de Presupuesto de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2007.

– Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de 
la Junta de Andalucía.

– Ley 23/2007, de 18 de diciembre, por la que se crea la 
Agencia Tributaria de Andalucía y se aprueban medidas fiscales.

– Ley 24/2007, de 26 de diciembre, del Presupuesto de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2008.

– Ley 1/2008, de 27 de noviembre, de medidas tribu-
tarias y financieras de impulso a la actividad económica de 
Andalucía, y de agilización de procedimientos administrativos.

2. La autorización para refundir se extiende, además, a 
la regularización y armonización de los textos legales que se 
refunden, epigrafiando, en su caso, los títulos, capítulos y artí-
culos del texto refundido.

Cuarta. Modificación de la Ley 18/2003, de 29 de diciem-
bre, por la que se aprueban medidas fiscales y administrativas.

El apartado 1 del artículo 8 de la Ley 18/2003, de 29 de 
diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales y adminis-
trativas, queda redactado como sigue:

«1. Los Registradores de la Propiedad y Mercantiles con 
destino en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía deberán remitir a la Consejería de Economía y Ha-
cienda, en la primera quincena de cada trimestre, una decla-
ración comprensiva de la relación de los documentos relativos 
a actos o contratos sujetos al Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones o al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales 
y Actos Jurídicos Documentados que se presenten a inscrip-
ción en los citados registros. Dicha declaración irá referida al 
trimestre anterior.»

Quinta. Facturación electrónica.
Se habilita a la Consejería de Economía y Hacienda para 

dictar las disposiciones normativas que regulen la forma de 
prestar el consentimiento, el procedimiento de remisión, el 
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sistema de archivo y conservación, las condiciones técnicas 
y los demás requisitos necesarios para la expedición de fac-
turas por medios electrónicos, cuando los destinatarios de las 
mismas sean la Administración de la Junta de Andalucía o sus 
entidades vinculadas o dependientes.

La obligatoriedad del uso de las facturas electrónicas po-
drá establecerse por dicha Consejería de manera gradual en 
atención a las características de las personas físicas o jurídicas 
que deban expedirlas o del tipo de contrato de que se trate.

Sexta. Adaptaciones técnicas.
Se autoriza a la Consejería de Economía y Hacienda a 

efectuar en el estado de ingresos del Presupuesto las adap-
taciones técnicas que sean necesarias, para la correcta clasi-
ficación y cuantificación de las estimaciones de los derechos 
económicos que se prevén liquidar, una vez que la Comuni-
dad Autónoma adopte como propio, en el seno de la Comisión 
Mixta de Asuntos Económicos y Fiscales Estado-Comunidad 
Autónoma, un nuevo Sistema de Financiación Autonómica y 
se proceda a fijar los importes correspondientes a cada uno 
de sus instrumentos.

Séptima. Participación de las Entidades Locales en los tri-
butos de la Comunidad Autónoma.

Se autoriza al Consejo de Gobierno a efectuar en las sec-
ciones de gastos de la Junta de Andalucía y de sus agencias 
administrativas u organismos autónomos las adaptaciones 

 CONSEJERÍA DE ECONOMÍA Y HACIENDA

ORDEN de 18 de diciembre de 2008, por la que se 
aprueban los coeficientes aplicables al valor catastral 
para estimar el valor real de determinados bienes in-
muebles urbanos a efectos de la liquidación de los he-
chos imponibles de los impuestos sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y sobre 
Sucesiones y Donaciones que se devenguen en el año 
2009, se establecen las reglas para la aplicación de los 
mismos y se publica la metodología seguida para su 
obtención.

Los artículos 10 del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1993, de 
24 de septiembre, y 9 de la Ley 29/1987, de 18 de diciem-
bre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, establecen 
que la base imponible de estos impuestos estará constituida 
por el valor real de los bienes y derechos transmitidos. A este 
respecto, el artículo 57.1.b) de la Ley 58/2003, de 17 de di-
ciembre, General Tributaria, establece que el valor de las ren-
tas, productos, bienes y demás elementos determinantes de la 
obligación tributaria podrá ser comprobado por la Administra-
ción tributaria mediante estimación por referencia a los valo-
res que figuren en los registros oficiales de carácter fiscal.

En virtud de las competencias normativas atribuidas a 
la Comunidad Autónoma por la Ley 19/2002, de 1 de julio, 
del régimen de cesión de tributos del Estado a la Comunidad 
Autónoma de Andalucía y de fijación del alcance y condicio-
nes de dicha cesión, el artículo 23.2 de la Ley del Parlamento 
de Andalucía 10/2002, de 21 de diciembre, por la que se 
aprueban normas en materia de tributos cedidos y otras me-
didas tributarias, administrativas y financieras, en la redacción 

que procedan en el Presupuesto, para desarrollar la partici-
pación de las Entidades Locales en los tributos de la Comu-
nidad Autónoma que se regule por ley, a través de un fondo 
de nivelación de carácter incondicionado, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 192.1 del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía.

Octava. Desarrollo normativo.
Se autoriza al Consejo de Gobierno para que, a propuesta 

de la persona titular de la Consejería competente en cada 
caso, dicte las disposiciones necesarias para el desarrollo y 
ejecución de cuanto se previene en esta Ley.

Novena. Vigencia.
Todos los artículos y disposiciones de esta Ley tendrán 

vigencia exclusiva para el año 2009, excepto las disposiciones 
adicionales sexta a duodécima, la disposición adicional deci-
mocuarta y las disposiciones finales segunda y cuarta, que 
tendrán vigencia indefinida.

Décima. Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día 1 de enero de 2009.

Sevilla, 23 de diciembre de 2008

MANUEL CHAVES GONZÁLEZ
Presidente de la Junta de Andalucía 

Ver PRESUPUESTO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA PARA EL AÑO 2009  

en fascículo 2 de 2 de este mismo número

dada por el artículo 7 de la Ley del Parlamento de Andalucía 
3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias, Admi-
nistrativas y Financieras, establece que cuando se utilice el 
medio referido en el artículo 57.1.b) de la Ley General Tributa-
ria, el valor real de los bienes inmuebles de naturaleza urbana 
se podrá estimar a partir del valor catastral que figure en el 
correspondiente registro fiscal. A tal efecto, al valor catastral 
actualizado a la fecha de realización del hecho imponible se 
le aplicará un coeficiente multiplicador que tendrá en cuenta 
el coeficiente de referencia al mercado establecido en la nor-
mativa reguladora del citado valor y la evolución del mercado 
inmobiliario desde el año de aprobación de la ponencia de va-
lores. Asimismo, el artículo 23.2 de la citada Ley 10/2002, de 
21 de diciembre, establece que la Consejería de Economía y 
Hacienda publicará anualmente los coeficientes aplicables al 
valor catastral y la metodología seguida para su obtención. 

En virtud de lo dispuesto en dicho precepto legal, la pre-
sente Orden aprueba los coeficientes aplicables al valor catas-
tral a efectos de la liquidación de los hechos imponibles que 
se devenguen en el año 2009, establece las reglas para su 
aplicación y, asimismo, publica la metodología seguida para 
su obtención, dando cumplimiento al mandato contenido en el 
antes citado artículo 23.2 de la Ley 10/2002, de 21 de diciem-
bre, cuyo contenido fue refrendado especialmente por la nueva 
redacción otorgada al artículo 57.1.b) de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, por el artículo 5.6 de la 
Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la pre-
vención del fraude fiscal, que sigue refiriéndose al medio de 
comprobación consistente en estimación por referencia a los 
valores que figuran en los registros oficiales de carácter fiscal, 
pero introduciendo a continuación un nuevo párrafo que atañe 
directamente a la regulación de la presente Orden señalando: 
«Dicha estimación por referencia podrá consistir en la aplica-
ción de los coeficientes multiplicadores que se determinen y 
publiquen por la Administración tributaria competente, en los 
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términos que se establezcan reglamentariamente, a los valo-
res que figuren en el registro oficial de carácter fiscal que se 
tome como referencia a efectos de la valoración de cada tipo 
de bienes. Tratándose de bienes inmuebles, el registro oficial 
de carácter fiscal que se tomará como referencia a efectos de 
determinar los coeficientes multiplicadores para la valoración 
de dichos bienes será el Catastro Inmobiliario».

Asimismo, tiene en cuenta lo dispuesto en el Reglamento 
General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e 
inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de 
los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por 
el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, cuyo artículo 158.1 
establece que, en caso de aplicación del medio de valoración 
establecido en el articulo 57.1.b) de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, se exigirá que «la metodología 
técnica utilizada para el cálculo de los coeficientes multiplica-
dores, los coeficientes resultantes de dicha metodología y el 
periodo de tiempo de validez hayan sido objeto de aprobación 
y publicación por la Administración tributaria que los vaya a 
aplicar».

Para el cálculo de los coeficientes multiplicadores del valor 
catastral aplicables en el año 2009 se ha incorporado el aná-
lisis de la información disponible de las compraventas de bie-
nes inmuebles urbanos procedentes de las fichas resúmenes 
enviadas por los notarios en cumplimiento de la Orden de la 
Consejería de Economía y Hacienda de 22 de marzo de 2007, 
por la que se regula la ficha resumen de los elementos básicos 
de las escrituras notariales a efectos del impuesto sobre Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

En un primer paso se ha calculado el coeficiente multipli-
cador del valor catastral (CMVC), para el año 2009, dividiendo 
el coeficiente de variación del mercado inmobiliario (CVMI), 
desde el año de aprobación de la ponencia de valores hasta el 
año 2008, por el resultado de multiplicar el coeficiente de re-
ferencia al mercado (RM) y el coeficiente de actualización del 
valor catastral (CAVC) desde el año de aplicación de la última 
revisión catastral hasta el año 2009.

En un segundo paso se ha obtenido un valor medio para 
cada municipio a partir de la información de las fichas resu-
men enviadas por los notarios de las operaciones de compra-
venta de bienes inmuebles urbanos, de los valores de referen-
cia o medios de mercado utilizados por la Gerencia Regional 
de Catastro en Andalucía como representativos de cada mu-
nicipio en la coordinación de las ponencias de valores totales, 
del valor medio de venta en el municipio según las estadísti-
cas publicadas por el Departamento de la Administración del 
Estado competente en materia de vivienda y de la información 
disponible sobre precios medios de mercado en el Sistema 
Unificado de Recursos (SUR) de la Consejería de Economía y 
Hacienda.

En un tercer paso se han comparado los valores resul-
tantes de la aplicación de los coeficientes multiplicadores del 
valor catastral y el valor medio obtenido para cada municipio 
y se ha realizado un reajuste de los coeficientes, a la alza o a 
la baja, con el fin de homogeneizar la relación entre ambos 
en los distintos municipios, considerando la variación de valor 
que suponen con respecto a 2008, en porcentaje y valor abso-
luto, y la relación entre el valor resultante de los coeficientes y 
el valor medio obtenido.

Los cálculos, metodología y consideraciones aplicadas 
para la definición de los coeficientes multiplicadores que sir-
ven de fundamento a la presente Orden para aprobar los coefi-
cientes, permiten alcanzar los siguientes objetivos:

Desarrollar el medio de comprobación de valores de 
bienes inmuebles establecido en el artículo 57.1.b) de la Ley 

58/2003, de 17 de diciembre, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 23.2 de la Ley 10/2002, de 21 de diciembre.

Facilitar a los interesados el valor de los bienes inmuebles 
objeto de adquisición o transmisión para hacer efectivo el ejer-
cicio del derecho reconocido en los artículos 34.1.n) de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, y 24 de la Ley 10/2002, de 21 
de diciembre.

De esta manera, la presente Orden establece los coefi-
cientes aplicables al valor catastral para estimar el valor real 
de determinados bienes inmuebles de naturaleza urbana co-
rrespondientes a cada municipio de Andalucía para aquellos 
hechos imponibles que se devenguen en el año 2009.

En su virtud, de acuerdo con el Consejo Consultivo y en 
uso de las atribuciones que me han sido conferidas

D I S P O N G O

Artículo 1. Objeto.
La presente Orden tiene por objeto aprobar los coeficien-

tes aplicables al valor catastral para estimar, por referencia 
al mismo, el valor real de determinados bienes inmuebles de 
naturaleza urbana radicados en el territorio de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, a efectos de la liquidación de los he-
chos imponibles de los impuestos sobre Transmisiones Patri-
moniales y Actos Jurídicos Documentados y sobre Sucesiones 
y Donaciones que se devenguen en el año 2009, y establecer 
las reglas para la aplicación de los citados coeficientes.

Asimismo, tiene por objeto publicar la metodología em-
pleada para su obtención, que figura en el Anexo I de la pre-
sente Orden.

Artículo 2. Coeficientes.
Se aprueban los coeficientes aplicables al valor catastral 

para estimar, por referencia al mismo, el valor real de determi-
nados bienes inmuebles de naturaleza urbana radicados en el 
territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, a efectos 
de la liquidación de los hechos imponibles de los impuestos 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen-
tados y sobre Sucesiones y Donaciones, que se devenguen en 
el año 2009. Dichos coeficientes figuran en el Anexo II de la 
presente Orden para cada municipio de Andalucía.

Artículo 3. Reglas para la aplicación de los coeficientes y 
efectos.

1. La estimación del valor de los bienes inmuebles de 
naturaleza urbana, excepto los bienes de interés cultural, con 
construcciones cuyas tipologías constructivas sean de los si-
guientes usos: Residencial (viviendas y anexos), oficinas, alma-
cenamiento, comercial (excepto mercados y supermercados) e 
industrial (excepto industrias fabriles y servicios de transpor-
tes), se realizará aplicando los coeficientes aprobados en el 
artículo anterior al valor catastral actualizado a la fecha del 
hecho imponible.

2. La validez de la aplicación de los coeficientes, como 
medio de comprobación de valores previsto en el artícu-
lo 57.1.b) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, estará condicionada a la correspondencia de la re-
ferencia catastral con la identidad del bien inmueble objeto de 
declaración.

3. Cuando el valor declarado por el contribuyente sea 
igual o superior al valor estimado conforme al apartado 1 de 
este artículo, prevalecerá aquél y no se procederá a la compro-
bación de valores, de acuerdo con lo establecido en el artícu-
lo 134 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre.

4. Tratándose de bienes inmuebles de naturaleza urbana 
a los que no sea de aplicación lo dispuesto en el apartado 1 
de este artículo, la Administración podrá estimar su valor apli-
cando los coeficientes aprobados en el artículo anterior al va-
lor catastral actualizado a la fecha del hecho imponible, una 
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vez comprobada la coincidencia de las características físicas, 
económicas y legales de las bases de datos catastrales con 
las reales del mismo.

Artículo 4. Información sobre valores.
A los efectos establecidos en los artículos 34.1.n) de la 

Ley 58/2003, de 17 de diciembre, y 24 de la Ley 10/2002, 
de 21 de diciembre, por la que se aprueban normas en ma-
teria de tributos cedidos y otras medidas tributarias, adminis-
trativas y financieras, los interesados en conocer el valor que 
la Administración tributaria asigna a los bienes inmuebles de 
naturaleza urbana objeto de adquisición o transmisión, podrán 
calcular dicho valor en la forma establecida en el artículo ante-
rior para los bienes especificados en su apartado 1.

Los valores así obtenidos podrán consignarse en las de-
claraciones y autoliquidaciones tributarias de los impuestos 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados y sobre Sucesiones y Donaciones, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el apartado 3 del artículo anterior.

Disposición adicional única. Habilitación para su ejecución.
Se autoriza a la Dirección General de Financiación y Tribu-

tos de la Consejería de Economía y Hacienda, en el ámbito de 
su competencia, para realizar cuantas actuaciones sean nece-
sarias en ejecución de lo dispuesto en la presente Orden.

Disposición final única. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día 1 de enero de 

2009.

Sevilla, 18 de diciembre de 2008

JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ
Vicepresidente Segundo de la Junta de Andalucía

y Consejero de Economía y Hacienda

ANEXO I

METODOLOGÍA EMPLEADA PARA LA OBTENCIÓN DE LOS 
COEFICIENTES MULTIPLICADORES ESTABLECIDOS EN EL 
ANEXO II CONFORME A LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 23.2 

DE LA LEY 10/2002, DE 21 DE DICIEMBRE

Para la obtención de los coeficientes multiplicadores del 
valor catastral aplicables en el año 2009 se ha seguido la 
misma metodología que en ejercicios anteriores con la incorpo-
ración del análisis de la información de mercado disponible pro-
cedente de diversas fuentes de información, que ha supuesto 
la realización de tres procesos de cálculo diferenciados:

1. Cálculo del coeficiente multiplicador del valor catastral.
2. Cálculo del valor medio para cada municipio.
3. Reajuste del coeficiente multiplicador del valor catastral.

1. Cálculo del coeficiente multiplicador del valor catastral.
El coeficiente multiplicador del valor catastral (CMVC) se 

obtiene como cociente entre el coeficiente de variación del 
mercado inmobiliario (CVMI), desde el año de aprobación de 
las ponencias de valores totales hasta el año 2008, y el pro-
ducto del coeficiente de referencia al mercado (RM) por el co-
eficiente de actualización del valor catastral (CAVC) desde el 
año de aplicación de la revisión catastral hasta el año 2009, 
aplicando la siguiente fórmula:

CMVC=      CVMI      
                 RM x CAVC

Siendo:
CMVC: Coeficiente por el que ha de multiplicarse el valor ca-

tastral actualizado para obtener el valor real del bien inmueble.
CAVC: Coeficiente de actualización del valor catastral.

RM: Coeficiente de referencia al mercado.
CVMI: Coeficiente de variación del mercado inmobiliario.
Estos coeficientes se calculan para cada municipio, de la 

siguiente manera:

a) Coeficiente de actualización del valor catastral (CAVC).
Multiplicando los coeficientes de actualización del valor 

catastral publicados por las Leyes de Presupuestos Generales 
del Estado de los ejercicios comprendidos entre el año de apli-
cación de la revisión catastral y el año 2009.

Para los municipios cuyos valores catastrales revisados 
han surtido efecto entre el año 2000 y el año 2003, ambos 
inclusive, el coeficiente de actualización del valor catastral al 
año 2009 es 1.

b) Coeficiente de referencia al mercado (RM).
Para los municipios cuyas revisiones catastrales han sur-

tido efecto en el año 1994 y siguientes, de acuerdo con la 
Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 14 de octu-
bre de 1998, sobre aprobación del módulo de valor M y del 
coeficiente RM y sobre modificación de Ponencias de valores, 
es de 0,5.

Para el resto de los municipios, de acuerdo con lo estable-
cido en la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda, de 13 
de junio de 1983, de normas sobre cuadro marco de valores 
del suelo y de las construcciones, de aplicación en la revisión 
de los valores catastrales de bienes de naturaleza urbana, el 
coeficiente de referencia al mercado, obtenido como la relación 
entre el valor catastral y el valor de mercado, es de 0,71.

c) Coeficiente de variación del mercado inmobiliario (CVMI).
Para la obtención del coeficiente de variación del mercado 

inmobiliario se utilizan las estadísticas elaboradas por los De-
partamentos de la Administración del Estado competentes en 
materia de vivienda sobre el índice general de precios y sobre 
precios de la vivienda, con datos obtenidos de las tasaciones 
hipotecarias de las compraventas formalizadas en escritura 
pública, cuya serie histórica abarca desde el primer trimestre 
de 1987.

El coeficiente de variación del mercado inmobiliario se ob-
tiene dividiendo el precio medio del metro cuadrado de las vi-
viendas o el índice general de precios de la vivienda en el año 
2008 por el del año de aprobación de la ponencia de valores.

Para ello se utilizan tanto datos trimestrales como anua-
les. En el primer caso, se comparan los valores del cuarto 
trimestre de cada año y, en el segundo, los valores medios 
anuales. Cuando no estén publicados los valores de todos los 
trimestres del último año y, por tanto, del valor medio anual, 
para obtener la variación en este año se considera la evolución 
de los cuatro últimos trimestres disponibles.

Para aquellos municipios cuyo año de aprobación de po-
nencias sea anterior a 1987, se toma como valor inicial el co-
rrespondiente al de 1987.

Los coeficientes se calculan utilizando las tablas elaboradas 
por los Departamentos de la Administración del Estado compe-
tentes en materia de vivienda para los siguientes criterios:

- Media nacional.
- Media de Andalucía.
- Según tamaño del municipio.
- Según áreas geográficas homogéneas.
- Según localización o situación geográfica.

Cada municipio se encuadra, en función de su población, 
dentro de un grupo de los posibles para cada criterio.

Para cada municipio se calculan varios valores del coefi-
ciente multiplicador del valor catastral (CMVC), atendiendo a 
los criterios de presentación de las estadísticas (media nacio-
nal, media de Andalucía, tamaño del municipio, localización y 
áreas geográficas) y, a su vez, utilizando datos medios anuales 
y trimestrales. De los valores obtenidos se considera el valor 
mínimo.
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2. Cálculo del valor medio para cada municipio.
Con el fin de analizar el efecto de la aplicación de los 

coeficientes multiplicadores del valor catastral obtenidos en 
el apartado anterior se ha calculado un valor medio de la vi-
vienda, en cada municipio, a partir de las siguientes fuentes:

a) Operaciones de compraventa elevadas a escritura pú-
blica de las que se han recibido ficha notarial en cumplimiento 
de la Orden de la Consejería de Economía y Hacienda de 22 
de marzo de 2007, por la que se regula la ficha resumen de 
los elementos básicos de las escrituras notariales a efectos del 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados.

Se han calculado dos valores a partir de esta fuente de 
información:

- Un valor medio para los municipios en los que existen 
datos.

- Un valor medio por tamaño de municipios, agrupados 
según el número de unidades urbanas de los mismos, que 
permite fijar un valor para todos los municipios.

b) Estadísticas publicadas por el Ministerio de la Vivienda 
para el tercer trimestre de 2008, para los municipios mayores 
de 25.000 habitantes, del valor medio de venta en el mismo 
de las viviendas libres.

c) Valor medio de referencia y/o de mercado utilizado por 
la Gerencia Regional del Catastro en Andalucía como repre-
sentativo de cada municipio en la coordinación de las ponen-
cias de valores totales.

d) Valor resultante de la aplicación de los coeficientes 
calculados en el apartado 1, de este anexo, al valor catastral 
medio de las viviendas en el municipio.

e) Información sobre precios de mercado disponible en 
el Sistema Unificado de Recursos (SUR) de la Consejería de 
Economía y Hacienda.

El valor medio es el resultado de la media aritmética de 
todos los valores obtenidos en las letras anteriores de cada 
municipio.

3. Reajuste del coeficiente multiplicador del valor catastral.
Se ha obtenido la relación entre el valor resultante de la 

aplicación de los coeficientes obtenidos en el apartado 1 al 
valor catastral medio de la vivienda actualizado al año 2009 
y el valor medio de cada municipio obtenido en el apartado 2, 
aplicando la siguiente fórmula:

RCM= CMVC x ValCatMedViv
      VALMed

Siendo:
RCM: La relación entre el valor resultante de la aplicación 

de los coeficientes y el valor medio de cada municipio.
CMVC: El coeficiente multiplicador del valor catastral cal-

culado en el apartado 1 por el que ha de multiplicarse el valor 
catastral

ValCatMedViv: El valor catastral medio de la vivienda en 
el municipio y actualizado al año 2009.

ValMed: Valor medio obtenido para cada municipio en el 
apartado 2.

Esta relación (RCM) entre el valor resultante y el valor me-
dio se ha calculado para cada municipio así como para el total 
de Andalucía.

Por último, se ha realizado un reajuste de los coeficientes 
multiplicadores del valor catastral obtenidos en el apartado 1, 
al alza o a la baja, de forma que se consiga que la relación 
(RCM) de cada municipio se ajuste al valor obtenido para el 
total de Andalucía.

ANEXO II

Coeficientes multiplicadores del valor catastral para estimar el 
valor real de determinados bienes inmuebles urbanos a efecto 
de los Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados y sobre Sucesiones y Donaciones de 

los hechos imponibles que se devenguen en 2009 

Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

PROVINCIA DE ALMERÍA
Abla 2005 2,60
Abrucena 2005 2,60
Adra 1996 3,90
Albánchez 2007 2,10
Alboloduy 1990 4,20
Albox 2002 3,80
Alcolea 2009 1,30
Alcóntar 2006 2,40
Alcudia de Monteagud 1989 5,70
Alhabia 1990 4,20
Alhama de Almería 2004 2,90
Alicún 1990 4,20
Almería 2008 1,30
Almócita 1990 5,00
Alsodux 1990 4,20
Antas 2008 1,90
Arboleas 2004 2,90
Armuña de Almanzora 2006 2,40
Bacares 2006 2,40
Bayárcal 1990 5,00
Bayarque 2006 2,30
Bédar 2007 2,20
Beires 1990 5,00
Benahadux 2005 2,30
Benitagla 1989 5,70
Benizalón 1989 5,70
Bentarique 1990 4,20
Berja 1996 3,90
Canjáyar 2008 1,90
Cantoria 2006 2,40
Carboneras 2002 3,60
Castro de Filabres 2009 1,60
Chercos 2007 2,00
Chirivel 2007 2,20
Cóbdar 2007 2,10
Cuevas del Almanzora 1999 4,20
Dalías 1995 3,90
Ejido (El) 2004 2,50
Enix 2009 1,70
Felix 2001 4,20
Fines 2003 3,30
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Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Fiñana 2005 2,60
Fondón 2001 4,20
Gádor 2005 2,50
Gallardos (Los) 2007 2,00
Garrucha 2009 2,00
Gérgal 2007 2,20
Huécija 1990 5,00
Huércal de Almería 2002 2,70
Huércal-Overa 1999 4,20
Illar 1990 4,20
Instinción 1990 4,20
Laroya 2006 2,40
Láujar de Andarax 2009 1,40
Líjar 2007 1,70
Lubrín 2009 1,60
Lucainena de las Torres 2009 1,30
Lúcar 2006 2,40
Macael 2000 4,00
María 1999 4,20
Mojácar 2005 1,70
Mojonera (La) 2006 1,90
Nacimiento 2005 2,60
Níjar 2000 4,30
Ohanes 2009 1,40
Olula de Castro 1989 5,70
Olula del Río 2003 3,00
Oria 2006 2,40
Padules 2009 1,40
Partaloa 2006 2,40
Paterna del Río 1990 5,00
Pechina 1997 4,20
Pulpí 2009 1,50
Purchena 2006 2,40
Rágol 1990 4,20
Rioja 2005 2,30
Roquetas de Mar 1998 4,10
Santa Cruz de Marchena 1990 4,20
Santa Fe de Mondújar 2005 2,60
Senés 1989 5,70
Serón 2006 2,40
Sierro 2006 2,40
Somontín 2006 2,40
Sorbas 2009 1,30
Suflí 2006 2,10
Tabernas 2005 2,60
Taberno 1996 3,40
Tahal 1989 5,70
Terque 2008 1,90

Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Tíjola 2006 2,30
Tres Villas (Las) 2005 2,60
Turre 1999 4,20
Turrillas 1990 5,00
Uleila del Campo 2009 1,60
Urrácal 2006 2,40
Velefique 1990 4,60
Vélez-Blanco 2007 1,70
Vélez-Rubio 1995 3,90
Vera 1995 4,10
Viator 2003 3,20
Vícar 2008 1,60
Zurgena 2006 2,40

PROVINCIA DE CÁDIZ
Alcalá de los Gazules 2005 2,20
Alcalá del Valle 2009 1,40
Algar 2006 2,20
Algeciras 2009 1,80
Algodonales 2006 2,10
Arcos de la Frontera 2000 4,30
Barbate 1994 3,20
Barrios (Los) 1994 3,40
Benalup-Casas Viejas 2004 2,50
Benaocaz 2007 1,40
Bornos 2003 3,20
Bosque (El) 2007 1,40
Cádiz 1996 3,50
Castellar de la Frontera 2008 1,50
Chiclana de la Frontera 2008 1,40
Chipiona 2007 1,40
Conil de la Frontera 2008 1,30
Espera 2006 2,10
Gastor (El) 2008 1,90
Grazalema 2009 1,20
Jerez de la Frontera 2008 1,60
Jimena de la Frontera 2007 1,50
Línea de la Concepción (La) 2001 4,30
Medina-Sidonia 2004 2,70
Olvera 2005 2,20
Paterna de Rivera 2004 2,40
Prado del Rey 2006 1,90
Puerto de Santa María (El) 1994 3,30
Puerto Real 2009 1,60
Puerto Serrano 2007 1,60
Rota 1998 4,20
San Fernando 1999 4,10
San José del Valle 2006 2,10
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Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

San Roque 1994 3,70
Sanlúcar de Barrameda 1999 4,20
Setenil de las Bodegas 2008 1,40
Tarifa 1994 3,80
Torre Alháquime 2007 1,80
Trebujena 2004 2,40
Ubrique 2006 1,80
Vejer de la Frontera 2006 1,70
Villaluenga del Rosario 2007 1,40
Villamartín 2002 3,50
Zahara 2009 1,10

PROVINCIA DE CÓRDOBA
Adamuz 2004 2,90
Aguilar de la Frontera 1999 3,60
Alcaracejos 2002 3,40
Almedinilla 1998 3,50
Almodóvar del Río 2009 1,30
Añora 2005 2,30
Baena 2005 2,30
Belalcázar 2005 2,30
Belmez 2006 2,40
Benamejí 1995 2,70
Blázquez (Los) 1996 3,00
Bujalance 2007 1,90
Cabra 2005 1,90
Cañete de las Torres 2008 1,70
Carcabuey 2001 3,60
Cardeña 2002 3,50
Carlota (La) 2004 2,50
Carpio (El) 1994 3,00
Castro del Río 1999 3,40
Conquista 2004 2,00
Córdoba 1995 4,00
Doña Mencía 2005 2,20
Dos Torres 2001 3,70
Encinas Reales 2001 4,20
Espejo 2002 3,40
Espiel 1986 4,20
Fernán-Núñez 1998 3,60
Fuente la Lancha 2008 1,70
Fuente Obejuna 2006 2,40
Fuente Palmera 1989 4,20
Fuente-Tójar 1998 3,40
Granjuela (La) 2006 1,80
Guadalcázar 2008 1,60
Guijo (El) 2006 1,90
Hinojosa del Duque 1989 4,60

Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Hornachuelos 2006 2,20
Iznájar 2001 4,20
Lucena 2000 3,80
Luque 1998 3,00
Montalbán de Córdoba 1998 3,60
Montemayor 1998 4,00
Montilla 1997 3,60
Montoro 2003 3,30
Monturque 2005 2,40
Moriles 2000 3,40
Nueva Carteya 2003 2,90
Obejo 2008 1,70
Palenciana 2001 3,40
Palma del Río 2009 1,90
Pedro Abad 2007 2,00
Pedroche 2001 4,20
Peñarroya-Pueblonuevo 2006 2,30
Posadas 2007 1,70
Pozoblanco 2004 2,40
Priego de Córdoba 1994 3,20
Puente Genil 1996 3,30
Rambla (La) 2005 2,30
Rute 2000 4,00
San Sebastián de los Balles-
teros 2008 1,60

Santa Eufemia 2002 3,40
Santaella 2004 2,80
Torrecampo 2006 2,10
Valenzuela 2004 2,50
Valsequillo 2006 2,20
Victoria (La) 2008 1,70
Villa del Río 2002 3,20
Villafranca de Córdoba 2008 1,50
Villaharta 2006 2,00
Villanueva de Córdoba 2007 2,00
Villanueva del Duque 2004 2,80
Villanueva del Rey 2006 2,40
Villaralto 2001 3,80
Villaviciosa de Córdoba 2005 2,40
Viso (El) 2002 3,10
Zuheros 2005 1,90

PROVINCIA DE GRANADA
Agrón 2009 2,00
Alamedilla 2005 2,60
Albolote 2000 3,60
Albondón 1990 5,10
Albuñán 2007 2,20
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Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Albuñol 2009 1,40
Albuñuelas 2007 2,20
Aldeire 2005 2,60
Alfacar 2003 2,90
Algarinejo 2008 1,90
Alhama de Granada 2006 1,90
Alhendín 2002 3,40
Alicún de Ortega 2007 2,20
Almegíjar 1994 4,10
Almuñécar 1997 3,80
Alpujarra de la Sierra 1994 4,40
Alquife 2007 2,20
Arenas del Rey 2009 2,00
Armilla 1999 3,80
Atarfe 1998 4,00
Baza 2009 1,90
Beas de Granada 2005 2,50
Beas de Guadix 2008 1,90
Benalúa 2004 2,90
Benalúa de las Villas 1989 4,20
Benamaurel 2007 2,20
Bérchules 1994 4,20
Bubión 1994 4,20
Busquístar 1994 4,80
Cacín 2009 1,80
Cádiar 1994 4,20
Cájar 1996 2,90
Calahorra (La) 2007 1,80
Calicasas 2005 2,60
Campotéjar 1989 4,10
Caniles 2007 2,10
Cáñar 1994 4,20
Capileira 1994 4,80
Carataunas 1994 4,60
Cástaras 1994 4,20
Castilléjar 2009 1,20
Castril 1994 4,20
Cenes de la Vega 2002 3,20
Chauchina 2000 4,20
Chimeneas 2009 2,00
Churriana de la Vega 1999 4,20
Cijuela 2004 2,50
Cogollos de Guadix 2005 2,60
Cogollos de la Vega 2005 2,60
Colomera 1989 5,00
Cortes de Baza 2008 1,90
Cortes y Graena 2007 2,50
Cuevas del Campo 2007 2,20

Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Cúllar 2006 2,40
Cúllar Vega 2004 2,10
Darro 2008 1,90
Dehesas de Guadix 2005 2,60
Deifontes 1989 4,40
Diezma 2007 2,10
Dílar 1996 3,80
Dólar 2007 2,20
Dúdar 2007 1,90
Dúrcal 1995 3,40
Escúzar 2006 2,40
Ferreira 2005 3,20
Fonelas 2007 2,20
Freila 2007 2,10
Fuente Vaqueros 2003 3,30
Gabias (Las) 2000 4,00
Galera 2009 1,50
Gobernador 2009 1,80
Gójar 2000 3,40
Gor 2007 2,10
Gorafe 2004 2,90
Granada 1997 3,70
Guadahortuna 2005 2,60
Guadix 2005 2,60
Guajares (Los) 2009 1,60
Gualchos 1986 4,90
Güéjar Sierra 2007 1,80
Güevéjar 1996 3,30
Huélago 2008 1,90
Huéneja 2007 2,20
Huéscar 1994 4,20
Huétor de Santillán 2004 2,90
Huétor Tájar 2005 2,60
Huétor Vega 2001 3,50
Illora 2007 2,10
Itrabo 2006 2,00
Iznalloz 2009 1,80
Jayena 2009 2,00
Jerez del Marquesado 2008 1,80
Jete 2006 1,90
Jun 2004 2,40
Juviles 1994 4,20
Láchar 1996 3,20
Lanjarón 2006 2,00
Lanteira 2007 2,20
Lecrín 2007 2,20
Lentegí 2006 2,40
Lobras 1994 4,20
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Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Loja 1999 4,20
Lugros 2007 2,00
Lújar 1990 4,40
Malahá (La) 2006 2,40
Maracena 1999 4,10
Marchal 2008 1,90
Moclín 2007 2,20
Molvízar 1989 4,50
Monachil 1995 3,10
Montefrío 2008 1,90
Montejícar 1990 4,40
Montillana 2009 1,90
Moraleda de Zafayona 2005 2,60
Morelábor 2009 2,00
Motril 2006 1,60
Murtas 1994 4,20
Nevada 1994 4,20
Nigüelas 2005 2,60
Nívar 2005 2,10
Ogíjares 2000 3,60
Orce 1994 4,20
Órgiva 1994 4,20
Otívar 2006 1,90
Otura 1999 3,50
Padul 2008 1,70
Pampaneira 1994 4,20
Pedro Martínez 1990 4,40
Peligros 1995 3,60
Peza (La) 2007 2,10
Pinar (El) 2008 1,90
Pinos Genil 2007 1,80
Pinos Puente 2001 4,20
Píñar 2009 1,40
Polícar 2008 1,90
Polopos 2006 1,70
Pórtugos 1994 4,20
Puebla de Don Fadrique 1994 4,20
Pulianas 1996 2,90
Purullena 2007 2,20
Quéntar 2006 2,30
Rubite 1990 5,10
Salar 2006 2,10
Salobreña 1997 3,70
Santa Cruz del Comercio 1996 3,90
Santa Fe 2000 4,10
Soportújar 1994 4,20
Sorvilán 1990 4,40
Taha (La) 1994 4,20

Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Torre-Cardela 1990 4,40
Torvizcón 1994 4,20
Trevélez 1994 4,20
Turón 1994 4,20
Ugíjar 1994 4,20
Valle (El) 2008 1,90
Valle del Zalabí 2007 2,10
Válor 1994 4,20
Vegas del Genil 1999 4,00
Vélez de Benaudalla 2007 2,00
Ventas de Huelma 2009 1,50
Villamena 2008 1,70
Villanueva de las Torres 2008 1,90
Villanueva Mesía 1996 3,10
Víznar 1995 3,60
Zafarraya 2009 2,00
Zagra 2008 1,90
Zubia (La) 2000 3,80
Zújar 2007 2,00

PROVINCIA DE HUELVA
Alájar 1990 4,20
Aljaraque 2000 3,60
Almendro (El) 1990 3,50
Almonaster la Real 1990 4,10
Almonte 1995 3,70
Alosno 2005 2,60
Aracena 2004 2,90
Aroche 1990 4,10
Arroyomolinos de León 1990 4,10
Ayamonte 1996 3,70
Beas 2007 1,90
Berrocal 1990 3,60
Bollullos Par del Condado 2001 3,70
Bonares 2002 3,40
Cabezas Rubias 1990 4,00
Cala 1990 3,90
Calañas 1989 3,80
Campillo (El) 1989 3,40
Campofrío 1990 4,10
Cañaveral de León 1990 4,10
Cartaya 1998 4,20
Castaño del Robledo 1990 4,10
Cerro de Andévalo (El) 1989 3,40
Chucena 2003 3,30
Corteconcepción 1990 4,10
Cortegana 1990 3,60
Cortelazor 2009 2,00
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Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Cumbres de Enmedio 2009 2,00
Cumbres de San Bartolomé 1990 4,10
Cumbres Mayores 1989 3,60
Encinasola 1990 4,10
Escacena del Campo 2008 1,70
Fuenteheridos 1990 4,10
Galaroza 1990 4,00
Gibraleón 2005 2,30
Granada de Río-Tinto (La) 1990 4,10
Granado (El) 1989 3,20
Higuera de la Sierra 1990 4,10
Hinojales 1990 4,10
Hinojos 1990 3,70
Huelva 2000 4,30
Isla Cristina 1997 4,20
Jabugo 2009 1,90
Lepe 1996 3,60
Linares de la Sierra 1990 4,10
Lucena del Puerto 2008 1,60
Manzanilla 1990 2,60
Marines (Los) 2009 1,80
Minas de Riotinto 2006 2,40
Moguer 2002 3,20
Nava (La) 1990 4,00
Nerva 2006 2,20
Niebla 2005 2,60
Palma del Condado (La) 2008 1,50
Palos de la Frontera 2002 3,20
Paterna del Campo 2008 1,60
Paymogo 1989 3,40
Puebla de Guzmán 1989 3,40
Puerto Moral 1990 4,00
Punta Umbría 1996 3,80
Rociana del Condado 2003 2,90
Rosal de la Frontera 1990 3,60
San Bartolomé de la Torre 2009 1,50
San Juan del Puerto 2007 1,70
San Silvestre de Guzmán 1990 4,10
Sanlúcar de Guadiana 1990 4,10
Santa Ana la Real 2009 2,00
Santa Bárbara de Casa 1989 3,40
Santa Olalla del Cala 2009 2,00
Trigueros 2004 2,50
Valdelarco 1990 4,10
Valverde del Camino 2003 2,90
Villablanca 1990 3,60
Villalba del Alcor 2007 1,90
Villanueva de las Cruces 1989 4,20

Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Villanueva de los Castillejos 1990 3,60
Villarrasa 1990 3,10
Zalamea la Real 1989 3,40
Zufre 1989 4,20

PROVINCIA DE JAÉN
Albanchez de Mágina 2003 3,30
Alcalá la Real 2009 1,50
Alcaudete 2008 1,90
Aldeaquemada 2009 1,90
Andújar 1997 3,30
Arjona 2007 1,60
Arjonilla 2006 1,90
Arquillos 2008 1,70
Arroyo del Ojanco 2009 1,90
Baeza 2000 3,90
Bailén 1995 3,00
Baños de la Encina 2009 1,60
Beas de Segura 2009 1,80
Bedmar y Garcíez 2006 2,20
Begíjar 2005 2,30
Bélmez de la Moraleda 2008 1,90
Benatae 1994 3,00
Cabra del Santo Cristo 2006 2,40
Cambil 1994 3,60
Campillo de Arenas 2009 1,60
Canena 2004 2,00
Carboneros 1994 3,40
Cárcheles 1994 3,40
Carolina (La) 1994 3,30
Castellar 2008 1,70
Castillo de Locubín 2004 2,60
Cazalilla 2007 1,90
Cazorla 2000 4,30
Chiclana de Segura 2006 2,40
Chilluévar 2008 1,90
Escañuela 2005 2,20
Espelúy 2007 1,90
Frailes 2004 2,40
Fuensanta de Martos 2005 2,50
Fuerte del Rey 2005 2,60
Génave 1994 2,70
Guardia de Jaén (La) 2009 1,40
Guarromán 2009 1,60
Higuera de Calatrava 2007 2,00
Hinojares 2008 1,90
Hornos 2008 1,90
Huelma 2006 1,80
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Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Huesa 2004 2,50
Ibros 2008 1,80
Iruela (La) 2008 1,80
Iznatoraf 2008 1,60
Jabalquinto 2006 2,00
Jaén 1997 3,30
Jamilena 2007 1,60
Jimena 2008 1,90
Jódar 2000 4,30
Lahiguera 2005 2,60
Larva 2008 1,90
Linares 2002 3,60
Lopera 2005 2,40
Lupión 2005 2,30
Mancha Real 2000 3,60
Marmolejo 1996 2,70
Martos 1996 3,20
Mengíbar 1999 3,30
Montizón 2006 2,30
Navas de San Juan 2008 1,60
Noalejo 1994 2,90
Orcera 1994 2,80
Peal de Becerro 2003 3,00
Pegalajar 1994 3,30
Porcuna 2007 1,60
Pozo Alcón 2004 2,60
Puente de Génave 1994 2,90
Puerta de Segura (La) 1994 3,00
Quesada 1994 3,40
Rus 2006 2,10
Sabiote 2005 2,40
Santa Elena 1994 3,50
Santiago de Calatrava 2007 1,90
Santiago-Pontones 2008 1,90
Santisteban del Puerto 2008 1,70
Santo Tomé 2006 2,30
Segura de la Sierra 2009 2,00
Siles 1994 3,40
Sorihuela del Guadalimar 2005 2,40
Torre del Campo 1996 3,10
Torreblascopedro 2007 2,00
Torredonjimeno 2007 1,70
Torreperogil 2008 1,60
Torres 2006 2,40
Torres de Albánchez 1994 2,70
Úbeda 2009 1,30
Valdepeñas de Jaén 1994 3,00
Vilches 2003 2,50

Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Villacarrillo 2008 1,80
Villanueva de la Reina 2004 2,30
Villanueva del Arzobispo 2005 2,40
Villardompardo 2007 2,10
Villares (Los) 2009 1,40
Villarrodrigo 1994 3,60
Villatorres 2002 3,40

PROVINCA DE MÁLAGA
Alameda 2006 1,90
Alcaucín 2000 4,30
Alfarnate 2009 1,30
Alfarnatejo 2006 2,20
Algarrobo 2003 2,60
Algatocín 2008 1,90
Alhaurín de la Torre 1996 3,90
Alhaurín el Grande 1997 4,00
Almáchar 2008 1,90
Almargen 2006 1,90
Almogía 2005 2,40
Álora 2000 4,30
Alozaina 2008 1,80
Alpandeire 2007 2,20
Antequera 2001 3,90
Árchez 2007 2,20
Archidona 2006 1,70
Ardales 2007 1,70
Arenas 2009 1,40
Arriate 2005 1,90
Atajate 2009 1,30
Benadalid 2008 1,90
Benahavís 1996 3,20
Benalauría 2008 1,80
Benalmádena 2006 1,60
Benamargosa 2009 1,20
Benamocarra 2007 1,90
Benaoján 2009 1,30
Benarrabá 2008 1,90
Borge (El) 2008 1,90
Burgo (El) 2009 1,30
Campillos 1996 3,50
Canillas de Aceituno 2007 2,20
Canillas de Albaida 2007 1,90
Cañete la Real 2007 2,10
Carratraca 2008 1,70
Cartajima 2008 1,80
Cártama 2000 4,10
Casabermeja 2005 2,20
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Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Casarabonela 2008 1,80
Casares 2006 1,70
Coín 2002 3,40
Colmenar 1998 4,20
Comares 2008 1,90
Cómpeta 2008 1,80
Cortes de la Frontera 2007 1,90
Cuevas Bajas 2000 4,00
Cuevas de San Marcos 2009 1,30
Cuevas del Becerro 2006 1,90
Cútar 2009 1,30
Estepona 2008 1,30
Faraján 2008 1,90
Frigiliana 2003 2,30
Fuengirola 2005 1,70
Fuente de Piedra 1998 4,20
Gaucín 2009 1,70
Genalguacil 2008 1,80
Guaro 2006 2,20
Humilladero 2005 2,40
Igualeja 2008 1,70
Istán 2004 2,60
Iznate 2006 1,70
Jimera de Líbar 2008 1,90
Jubrique 2009 1,30
Júzcar 2008 1,90
Macharaviaya 2008 1,90
Málaga 2009 1,80
Manilva 1997 3,70
Marbella 1988 4,60
Mijas 2004 2,00
Moclinejo 2008 1,80
Mollina 2006 1,70
Monda 2006 1,80
Montejaque 2007 1,80
Nerja 2003 2,20
Ojén 1998 3,40
Parauta 2008 1,90
Periana 2000 4,20
Pizarra 1996 3,70
Pujerra 2008 1,90
Rincón de la Victoria 1999 4,20
Riogordo 2007 1,50
Ronda 1998 4,20
Salares 2007 2,20
Sayalonga 2007 2,10
Sedella 2008 1,90
Sierra de Yeguas 2007 1,80

Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Teba 2005 2,60
Tolox 2008 1,80
Torremolinos 2002 3,20
Torrox 2000 3,60
Totalán 2009 1,40
Valle de Abdalajís 2009 1,20
Vélez-Málaga 2008 1,40
Villanueva de Algaidas 2007 1,90
Villanueva de Tapia 2005 2,10
Villanueva del Rosario 2007 1,60
Villanueva del Trabuco 2007 1,60
Viñuela 2006 1,80
Yunquera 2006 1,90

PROVINCIA DE SEVILLA
Aguadulce 2009 1,50
Alanís 2008 1,70
Albaida del Aljarafe 2006 1,80
Alcalá de Guadaira 1996 3,80
Alcalá del Río 2005 2,20
Alcolea del Río 2007 1,80
Algaba (La) 2000 3,80
Algámitas 2009 1,50
Almadén de la Plata 2008 1,90
Almensilla 1999 3,60
Arahal 1999 3,20
Aznalcázar 2006 1,80
Aznalcóllar 2006 2,10
Badolatosa 2009 1,60
Benacazón 2001 3,60
Bollullos de la Mitación 1997 2,90
Bormujos 2000 3,60
Brenes 1996 3,30
Burguillos 2004 2,10
Cabezas de San Juan (Las) 2007 1,90
Camas 2003 3,20
Campana (La) 2007 1,80
Cantillana 2006 2,00
Cañada Rosal 2008 1,50
Carmona 2001 3,80
Carrión de los Céspedes 2006 2,30
Casariche 2007 1,80
Castilblanco de los Arroyos 2008 1,60
Castilleja de Guzmán 1995 2,70
Castilleja de la Cuesta 2001 3,60
Castilleja del Campo 2006 2,40
Castillo de las Guardas (El) 2006 2,00
Cazalla de la Sierra 2008 1,40
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Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Constantina 1996 3,20
Coria del Río 1997 3,70
Coripe 2006 2,20
Coronil (El) 1995 3,20
Corrales (Los) 2009 1,60
Cuervo de Sevilla (El) 2007 1,80
Dos Hermanas 2006 1,90
Écija 2005 2,20
Espartinas 2005 1,80
Estepa 2007 1,60
Fuentes de Andalucía 2008 1,70
Garrobo (El) 2008 1,60
Gelves 2000 3,30
Gerena 2008 1,60
Gilena 2008 1,60
Gines 1999 3,20
Guadalcanal 2009 1,60
Guillena 2004 2,40
Herrera 2005 2,10
Huévar del Aljarafe 2006 1,90
Isla Mayor 2007 2,00
Lantejuela (La) 2009 1,40
Lebrija 2002 3,50
Lora de Estepa 2009 1,70
Lora del Río 2003 3,00
Luisiana (La) 2008 1,50
Madroño (El) 2006 2,40
Mairena del Alcor 2003 3,00
Mairena del Aljarafe 2001 3,70
Marchena 2005 2,40
Marinaleda 2007 2,10
Martín de la Jara 2009 1,60
Molares (Los) 1995 3,20
Montellano 2006 1,90
Morón de la Frontera 1997 3,60
Navas de la Concepción (Las) 2009 1,90
Olivares 2009 1,50
Osuna 2004 2,60
Palacios y Villafranca (Los) 1996 4,00
Palomares del Río 2002 2,40
Paradas 2007 1,70
Pedrera 2008 1,50
Pedroso (El) 2008 1,50
Peñaflor 2007 1,70
Pilas 2000 3,60
Pruna 2009 1,50
Puebla de Cazalla (La) 2007 1,90
Puebla de los Infantes (La) 2007 1,70

Municipio
Aplicación de la 
última revisión 

catastral

Valor del 
coeficiente 

Puebla del Río (La) 2005 2,50
Real de la Jara (El) 2009 1,40
Rinconada (La) 1996 3,70
Roda de Andalucía (La) 2008 1,60
Ronquillo (El) 2005 2,60
Rubio (El) 2009 1,60
Salteras 2003 2,30
San Juan de Aznalfarache 2004 2,50
San Nicolás del Puerto 2008 1,60
Sanlúcar la Mayor 2003 2,90
Santiponce 1998 3,70
Saucejo (El) 2009 1,30
Sevilla 2001 4,10
Tocina 2007 1,80
Tomares 2004 1,90
Umbrete 1997 3,00
Utrera 2002 3,30
Valencina de la Concepción 1999 2,90
Villamanrique de la Condesa 2006 2,30
Villanueva de San Juan 2009 1,30
Villanueva del Ariscal 2006 1,60
Villanueva del Río y Minas 2007 2,00
Villaverde del Río 1998 3,60
Viso del Alcor (El) 2006 2,00

 CONSEJERÍA DE MEDIO AMBIENTE

ORDEN de 23 de diciembre de 2008, por la que 
se convocan subvenciones en las áreas de influencia 
socioeconómica del Parque Nacional de Doñana y del 
Parque Nacional de Sierra Nevada para el año 2008, al 
amparo de la Orden que se cita.

El Real Decreto 1229/2005, de 13 de octubre, por el que 
se regulan las subvenciones públicas con cargo a los Presu-
puestos Generales del Estado en las áreas de influencia so-
cioeconómica de los Parques Nacionales, establece el régimen 
de las subvenciones a conceder a actividades en el interior de 
las áreas de influencia socioeconómica de los Parques Nacio-
nales. En el artículo 5 se dispone que «con carácter anual las 
Comunidades Autónomas en cuyo territorio exista algún Par-
que Nacional, convocarán la concesión de subvenciones para 
la realización de actividades contempladas en el artículo 3 de 
este Real Decreto». Asimismo, en su artículo 6 establece que 
«La tramitación, resolución y pago de las subvenciones corres-
ponderán al órgano competente de cada Comunidad Autó-
noma», para lo cual la misma norma realiza en su disposición 
transitoria única una distribución de los fondos consignados 
para este fin de los presupuestos del Organismo Autónomo 
Parques Nacionales.

El Decreto 194/2008, de 6 de mayo, por el que se es-
tablece la estructura orgánica de la Consejería de Medio Am-
biente, dispone que corresponde a la Consejería de Medio Am-
biente la preparación y ejecución de la política del Gobierno en 
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relación con las competencias de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía en materia de medio ambiente y, en particular, la 
protección, gestión y dinamización socioeconómica de la Red 
de los Espacios Naturales Protegidos de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, así como la administración y gestión de 
los Espacios Naturales de Doñana y de Sierra Nevada. 

De acuerdo con la normativa citada, la Consejería de Me-
dio Ambiente dictó la Orden de 31 de octubre de 2006, por la 
que se establecen las bases reguladoras de las subvenciones 
en las áreas de influencia socioeconómica del Parque Nacio-
nal de Doñana y del Parque Nacional de Sierra Nevada y se 
efectúa su convocatoria para el año 2006.

Esta Orden dispone en el artículo 7.1 que «El procedi-
miento ordinario de concesión de las subvenciones se iniciará 
siempre de oficio por la Consejería de Medio Ambiente me-
diante convocatoria pública y se tramitará en régimen de con-
currencia competitiva».

Por todo lo expuesto, y en uso de las facultades que tengo 
conferidas por el artículo 107 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía,

R E S U E L V O

Primero. Convocatoria.
1. Se convoca para el año 2008 la concesión de subven-

ciones en las áreas de influencia socioeconómica del Parque 
Nacional de Doñana y del Parque Nacional de Sierra Nevada, 
según las bases reguladoras establecidas por la Orden de 31 
de octubre de 2006 (BOJA núm. 222/2006, de 16 de noviem-
bre), por la que se establecen las bases reguladoras de las 
subvenciones en las áreas de influencia socioeconómica del 
Parque Nacional de Doñana y del Parque Nacional de Sierra 
Nevada y se efectúa su convocatoria para el año 2006.

2. El procedimiento ordinario de concesión de las subven-
ciones se tramitará en régimen de concurrencia competitiva.

Segundo. Financiación.
La financiación de las ayudas convocadas en la presente 

Orden se efectuará con cargo a los créditos de las aplicacio-
nes presupuestarias que figuran a continuación. En todo caso, 
la concesión de las subvenciones estará limitada por las dispo-
nibilidades presupuestarias existentes para el ejercicio 2007 
derivadas de las transferencias operadas por el Organismo Au-
tónomo Parques Nacionales de acuerdo con el artículo 86 de 
la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, 
según la distribución territorial que figura en la disposición 
transitoria única del mencionado Real Decreto.

Parques Nacionales de Doñana y de Sierra Nevada.

- Corporaciones Locales: 01.21.00.18.00.76601.44D.8.
- Empresas: 01.21.00.18.00.77601.44D.7.
- Comunidades de Regantes: 01.21.00.18.00.74601.44D.0.
- Otros: 01.21.00.18.00.78601.44D.6.

Tercero. Objeto de las subvenciones.
Es objeto de las subvenciones de la presente convocato-

ria las iniciativas que se lleven a cabo en las áreas de influen-
cia socioeconómica de los Parques Nacionales de Doñana y 
de Sierra Nevada que reúnan los requisitos establecidos en 
el artículo 5 de la Orden de bases de 31 de octubre de 2006 
citada.

Cuarto. Beneficiarios.
Podrán solicitar las subvenciones convocadas en la pre-

sente Orden las Entidades Locales, entidades empresariales, 
personas físicas, entidades de derecho público, agrupaciones 
de propietarios y comunidades de bienes que reúnan las cir-

cunstancias establecidas en el artículo 4 de la Orden de 31 de 
octubre de 2006, siempre que no incurran en ninguno de los 
supuestos de los apartados 2, 3 y 4 del mencionado artículo, 
de acuerdo con el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. 

Quinto. Órganos competentes para la instrucción y resolu-
ción del procedimiento de concesión de subvenciones.

1. Corresponde la instrucción del procedimiento a la per-
sona titular de la Dirección General de Sostenibilidad en la Red 
de Espacios Naturales, que realizará de oficio cuantas actua-
ciones estime necesarias para la determinación, conocimiento 
y comprobación de los datos en virtud de los cuales debe for-
mularse la propuesta de resolución.

2. La competencia para la resolución del procedimiento 
corresponde a la persona titular de la Consejería de Medio 
Ambiente.

Sexto. Plazo de presentación de solicitudes.
1. Las solicitudes de las subvenciones reguladas en la 

presente Orden, se presentarán en el plazo de un mes con-
tado a partir del día siguiente al de la publicación de la pre-
sente Orden de convocatoria en el Boletín Oficial de la Junta 
de Andalucía y se dirigirán a la persona titular de la Consejería 
de Medio Ambiente, debiendo ajustarse al modelo que figura 
como Anexo I (solicitud) de la Orden de 31 de octubre de 
2006, que se podrá obtener y confeccionar en la página web 
de la Consejería de Medio Ambiente (http://www.juntadeanda-
lucia.es/medioambiente). Igualmente estará a disposición de 
los interesados en los Servicios Centrales de la misma y en las 
oficinas de los Parques Nacionales (Almonte, Hinojos y Aznal-
cázar en el Parque Nacional de Doñana y Pinos Genil, Huéneja 
y Canjáyar en el Parque Nacional de Sierra Nevada).

2. Las solicitudes se presentarán preferentemente en el 
Registro de la Consejería de Medio Ambiente y en el de sus 
Delegaciones Provinciales, sin perjuicio de que también pue-
dan presentarse en los registros de los demás órganos y en 
las oficinas que correspondan, de acuerdo a lo dispuesto en 
el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común. 

3. Así mismo, podrá efectuarse la presentación de so-
licitudes por medios telemáticos a través de Internet, en los 
términos previstos en el Decreto 183/2003 de 24 de junio, 
por el que se regula la información y atención al ciudadano y 
la tramitación de los procedimientos administrativos por me-
dios electrónicos (Internet), y demás normativa de aplicación, 
mediante el acceso a la correspondiente aplicación situada en 
la dirección especificada en el apartado 1 de este artículo. A 
estos efectos se requerirá acreditar la personalidad mediante 
certificado reconocido de usuario emitido por la Fábrica Nacio-
nal de Moneda y Timbre y consignar en los modelos la firma 
electrónica reconocida.

Séptimo. Plazo de resolución y notificación.
El plazo máximo para resolver y notificar la resolución 

será de seis meses, que se computará a partir del día si-
guiente al de finalización del plazo para la presentación de so-
licitudes. El vencimiento del plazo máximo sin haberse dictado 
y notificado resolución expresa, legitima a los interesados para 
entender desestimada por silencio administrativo la solicitud 
de concesión de la subvención, de acuerdo con el artículo 31.4 
de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias, 
Administrativas y Financieras.

Octavo. Documentación que debe acompañar la solicitud.
1. Las solicitudes deberán ir acompañadas de la docu-

mentación relacionada en el artículo 8.3 de la Orden de 31 de 
octubre de 2006, en original y copia debidamente legitimada 
por notario o funcionario público, pudiendo los interesados 
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aportar conjuntamente con la misma una fotocopia para su 
cotejo y devolución sellada, de acuerdo con el artículo 38.5 de 
la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común. 

2. La solicitud por parte del interesado conllevará la au-
torización al órgano gestor para recabar las certificaciones de 
estar o no al corriente de sus obligaciones tributarias con la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, con el Estado, así como 
con la Seguridad Social. 

3. En el caso de que un mismo interesado desee solicitar 
subvención para distintas iniciativas y/o actividades desarro-
lladas en el artículo 5 de la Orden de bases, deberá presentar 
solicitudes separadas para cada una de ellas, de tal manera 
que en ningún caso pueda darse la confluencia de actividades 
encuadradas en distintas iniciativas para un mismo proyecto.

Noveno. Posibilidad de reformulación.
1. Cuando la subvención tenga por objeto la financiación 

de actividades a desarrollar por el solicitante y el importe de 
la subvención de la propuesta de resolución provisional sea 
inferior al que figura en la solicitud presentada, el beneficiario 
podrá solicitar la reformulación de su solicitud para ajustar los 
compromisos y condiciones a la subvención otorgable.

2. En cualquier caso, la reformulación de solicitudes se 
realizará en el plazo de 15 días contados desde la notificación 
al solicitante de la aceptación de la misma por el órgano ins-
tructor y deberá respetar el objeto, condiciones y finalidad de 
la subvención, así como los criterios de valoración estableci-
dos respecto de las solicitudes o peticiones.

3. La reformulación referida en los apartados anteriores 
se realizará adecuando el modelo de solicitud a las cantidades 
provisionalmente subvencionadas.

Décimo. Criterios de valoración.
1. Las solicitudes de subvención se valorarán por la Co-

misión Técnica de Evaluación prevista en el artículo 11 de la 

Orden de 31 de octubre de 2006 puntuando cada proyecto 
elegible de acuerdo con el baremo que aparece en el Anexo III 
de la citada Orden.

Undécimo. Notificación de actos a los interesados.
Dado el carácter de concurrencia de la presente convo-

catoria, los actos que deban notificarse de forma conjunta a 
todos los interesados y, en particular, el requerimiento de sub-
sanación de las solicitudes y el listado provisional y definitivo 
de beneficiarios, se publicarán en los tablones de anuncio de 
los Servicios Centrales de la Consejería de Medio Ambiente, 
de las Delegaciones Provinciales de Almería, Granada, Huelva 
y Sevilla, en las oficinas de los Parques Nacionales y en la pá-
gina web de la Consejería de Medio Ambiente en la dirección 
www.juntadeandalucia.es/medioambiente, en los términos del 
artículo 59.6.b) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, sustituyendo dicha publica-
ción a la notificación y surtiendo los mismos efectos. 

En el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía se publi-
cará un extracto del contenido del acto o resolución en que 
se indicarán los lugares donde la información íntegra se halle 
disponible.

Duodécimo. Fin de la vía administrativa.
La resolución de concesión que se dicte pondrá fin a la 

vía administrativa.

Decimotercero. Efectos.
La presente Orden surtirá efectos desde el día siguiente 

al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Anda-
lucía.

Sevilla, 23 de diciembre de 2008

CINTA CASTILLO JIMÉNEZ
Consejera de Medio Ambiente 
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5.  Anuncios

5.2.  Otros anuncios

 CONSEJERÍA DE VIVIENDA 
Y ORDENACIÓN DEL TERRITORIO

ANUNCIO de 15 de septiembre de 2008, de la 
Delegación Provincial de Córdoba, de Certificación 
del Acuerdo y Normas Urbanísticas del Plan General 
de Ordenación Urbanística en el municipio de Luque 
(Expediente P-27/06).

EXPEDIENTE DEL PLAN GENERAL DE ORDENACIÓN 
URBANÍSTICA EN EL MUNICIPIO DE LUQUE

PUBLICACIÓN DE CERTIFICACIÓN DEL ACUERDO

Certificación, emitida en los términos previstos en el 
art. 27.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, del acuerdo adoptado por la Comisión 
Provincial de Ordenación del Territorio y Urbanismo de Cór-
doba en sesión celebrada el día 14 de febrero de 2008, en 
relación con el siguiente expediente:

P-27/06

Formulado y tramitado por el Ayuntamiento de Luque, 
para la solicitud de la aprobación definitiva del Plan General 
de Ordenación Urbanística de dicho municipio, en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 31.2.B.a) de la Ley 7/2002, de 17 de 
diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía (en ade-
lante LOUA).

ANTECEDENTES DE HECHO

1. Con fecha 2 de marzo de 2006, tiene entrada en esta 
Delegación Provincial expediente administrativo de tramitación 
y tres ejemplares de la documentación técnica del presente 
Plan General de Ordenación Urbanística de Luque, para su 
aprobación definitiva por la Comisión Provincial de Ordenación 
del Territorio y Urbanismo de Córdoba (en adelante CPOT y U).

Una vez tuvo entrada el expediente en la Delegación Pro-
vincial se requirió del Ayuntamiento lo completase con diversa 
documentación, lo que fue cumplimentado con fecha 13 de 
diciembre de 2007.

2. De la documentación remitida se desprende que el 
procedimiento para la aprobación del presente instrumento 
de ordenación urbanística tiene su origen en la elaboración 
del Documento de Avance a dicho Plan General, que fue so-
metido a información pública tras su aprobación por el Pleno 
del Ayuntamiento en sesión celebrada con fecha 14 de julio 
de 2004. Formuladas un total de 13 sugerencias, que fueron 
informadas por el equipo redactor y conocidas por el Ayunta-
miento, se elabora el documento del Plan General de Ordena-
ción Urbanística de Luque.

Con fecha 28 de octubre de 2005, y previo informe téc-
nico y jurídico emitido por los servicios municipales, se pro-
cede por el Pleno del Ayuntamiento a la aprobación inicial 
del Plan General de Ordenación Urbanística del municipio de 
Luque, sometiéndose a continuación a un período de informa-
ción pública de un mes, mediante publicación de anuncio en 
el BOP núm. 190, de 9 de noviembre de 2005, en el diario 
Córdoba de 11 y 12 de noviembre de 2005 y en el tablón de 
anuncios del Ayuntamiento, cumplimentándose el trámite pre-

ceptivo de comunicación a los municipios colindantes. Dicho 
período culmina con la presentación de 12 alegaciones, que 
son informadas por el equipo redactor en el sentido de esti-
mar cuatro, en algunos casos de forma parcial, y desestimar 
ocho.

Paralelamente a lo anterior, con fecha 8 de noviembre de 
2005 se procede por el Pleno del Ayuntamiento a la aproba-
ción del Estudio de Impacto Ambiental del Plan General de 
Ordenación Urbanística de Luque, sometiéndose a continua-
ción a un período de información pública durante 30 días, me-
diante publicación de anuncio en el BOP núm. 204, de 29 de 
noviembre de 2005 y en el diario Córdoba de 3 de diciembre 
de 2005, no habiéndose presentado alegaciones.

A continuación, el Pleno del Ayuntamiento procede a 
aprobar provisionalmente el Plan General de Ordenación Ur-
banística y el Estudio de Impacto Ambiental del municipio de 
Luque en sesión celebrada con fecha 20 de enero de 2006. 
Posteriormente y en base al informe técnico de la Consejería 
de Medio Ambiente los Arquitectos autores del Plan elaboran 
un anexo al Plan General de Ordenación Urbanística que es 
aprobado, junto con los documentos del Plan General que re-
sultan modificados, por el Pleno del Ayuntamiento en sesión 
celebrada el día 5 de diciembre de 2006.

Paralelamente a lo anterior, se recibe e incorpora al ex-
pediente la Declaración Previa de Impacto Ambiental emitida 
por la Delegación Provincial en Córdoba de la Consejería de 
Medio Ambiente con fecha 3 de mayo de 2007. Como conse-
cuencia de la misma se redacta un anexo de Subsanación al 
Plan de Ordenación Urbanística que es aprobado por el Pleno 
del Ayuntamiento en sesión celebrada el 27 de junio de 2007.
También durante dicho periodo se solicitan los informes secto-
riales que resultan preceptivos.

Consta en el expediente Declaración de Impacto Ambien-
tal favorable emitida por la Delegación Provincial en Córdoba 
de la Consejería de Medio Ambiente, mediante Resolución de 
19 de noviembre de 2007. Constan igualmente, los informes 
emitidos por la Unidad de Carreteras del Ministerio de Fomento 
y por el Servicio de Carreteras de la Delegación Provincial en 
Córdoba de la Consejería de Obras Públicas y Transportes de 
fechas 22 de diciembre de 2005 y 14 de noviembre de 2007 
y el informe de la Comisión Provincial de Patrimonio Histórico 
de 1 de marzo de 2007.

3. Emitido informe por el Servicio de Urbanismo, en el 
que se contiene la descripción detallada, el análisis y valora-
ción de la documentación, tramitación, y determinaciones del 
instrumento de ordenación urbanística contenido en el expe-
diente, el mismo fue objeto de propuesta de resolución por 
la Delegación Provincial, en el sentido de aprobarlo definitiva-
mente de manera parcial, con determinadas valoraciones y 
consideraciones, y suspender dicha aprobación, respecto de 
las deficiencias señaladas en el citado informe, que, hechas 
suyas por la Comisión, después se detallarán.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. El presente instrumento de planeamiento se co-
rresponde con la formulación del Plan General de Ordenación 
Urbanística de Luque, al establecer la ordenación urbanística 
integral del municipio, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 2.2.a), 3, y 8 a 10, de la LOUA.
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Segundo. El Ayuntamiento de Luque es competente para 
la formulación e iniciación del procedimiento de oficio, al con-
currir las circunstancias previstas en el artículo 31.1.A.a) de la 
LOUA. Resultando la Comisión Provincial de Ordenación del 
Territorio y Urbanismo de Córdoba, competente para resolver 
el presente expediente, de acuerdo, con lo dispuesto en el ar-
tículo 13.2.a del Decreto 220/2006, de 19 de diciembre, por 
el que se regula las competencias de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de Ordenación 
del Territorio y Urbanismo, en relación con el artículo 31.2.B.a) 
de la LOUA, por tratarse de un municipio que no supera los 
100.00 habitantes. 

Tercero. La tramitación del presente expediente se ajusta, 
en general, a lo previsto en los artículos 32, y 39 de la LOUA, 
en cuanto a procedimiento (16.2; 29.2; 32.1.1.ª.a; 32.1.3.ª y 
4.ª; 32.4; y 33) e información pública y participación (32.1.2.ª 
párrafos 1 y 2; y 39.1 y 3). Habiéndose sometido al procedi-
miento de Evaluación de Impacto Ambiental, y contando con 
la consiguiente Declaración de Impacto Ambiental favorable de 
fecha 19 de noviembre de 2007, tal y como exige el art. 11, 
en relación con el punto 20 del Anexo, de la Ley 7/1994, de 
18 de mayo, de Protección Ambiental. Asimismo constan en el 
expediente informes favorables con observaciones, emitidos por 
los Órganos competentes en materia de carreteras: Servicio de 
Carreteras de la Delegación Provincial de Córdoba de la Conse-
jería de Obras Públicas y Transportes de fecha 14 de noviembre 
de 2007, y Unidad de Carreteras del Ministerio de Fomento de 
fecha 22 de diciembre de 2005, de conformidad con lo previsto 
en el art. 10.2 de la Ley 25/1988, de 29 de julio, de Carreteras y 
art. 35 de la Ley 8/2001 de Carreteras de Andalucía. Asimismo 
consta el informe favorable con objeciones de la Comisión Pro-
vincial de Patrimonio Histórico, de fecha 1 de marzo de 2007.

Cuarto. La documentación y determinaciones del presente 
expediente, se adecuan básicamente a lo establecido en los ar-
tículos 19.1.a), b) y c), 19.2, y 16.1 y 29.1; 3; 9; 10.1.A y 2; 
16.1 de la LOUA. Y ello, por cuanto, en el marco de los fines y 
objetivos enumerados en el artículo 3 de la LOUA, y los criterios 
y directrices de los instrumentos de Ordenación del Territorio 
vigentes y aplicables al municipio de Luque, se valora positiva-
mente el modelo urbano configurado en el presente PGOU, y las 
soluciones de ordenación en él contenidas en tanto aseguran:

- La adecuada integración del municipio en el sistema 
de ciudades y sistemas territoriales dispuestos en el Modelo 
Territorial de Andalucía, contenido en el Plan de Ordenación 
del Territorio de Andalucía, y su Norma 45.4, interpretada con-
forme a lo dispuesto en la disposición adicional segunda del 
Decreto 11/2008, de 22 de enero, por cuanto dispone un cre-
cimiento de suelo urbanizable, para usos residenciales, cuya 
capacidad no supera el 40% del suelo urbano, y el 50% de 
la población del municipio en una programación inferior a 8 
años; y ello, en consideración a las observaciones contenidas, 
más adelante, sobre la adecuación del suelo urbanizable sec-
torizado SUS-3A y SUS-3B de las Huertas del Marbella.

- La correcta funcionalidad y puesta en valor de la ciudad 
existente, atendiendo a su cualificación, y reequipamiento.

- La integración de los nuevos desarrollos urbanísticos 
con la ciudad ya consolidada, evitando su innecesaria disper-
sión y mejorando y completando su ordenación estructural, 
asegurando, por otra parte, que no se altera con ello, a suelos 
de especial protección, ni a los afectados por riesgos naturales 
o antrópicos conocidos conforme a lo regulado en el artícu-
lo 9.A.g) de la LOUA.

- La funcionalidad, economía y eficacia en las redes de 
infraestructuras para la prestación de los servicios urbanos 
de vialidad, transporte, abastecimiento de agua, evacuación 
de agua, alumbrado público, suministro de energía eléctrica y 
comunicaciones de todo tipo.

- La preservación del proceso de urbanización para el de-
sarrollo urbano de los siguientes terrenos: Los colindantes con 
el dominio público natural precisos para asegurar su integridad; 
aquéllos en los que concurran valores naturales, históricos, cultu-
rales, paisajísticos, o cualesquiera otros valores que, conforme a 
esta Ley y por razón de la ordenación urbanística, merezcan ser 
tutelados; aquellos en los que se hagan presentes riesgos natu-
rales o derivados de usos o actividades cuya actualización deba 
ser prevenida, y aquellos donde se localicen infraestructuras o 
equipamientos cuya funcionalidad deba ser asegurada.

Y lo anterior, garantizando el mantenimiento, en lo sus-
tancial, las tipologías edificatorias, las edificabilidades y las 
densidades preexistentes en la ciudad consolidada; la atención 
de las demandas de vivienda y otros usos de interés público; 
La correspondencia y proporcionalidad entre los usos lucra-
tivos y las dotaciones y los servicios públicos previstos; La 
coherencia, funcionalidad y accesibilidad de las dotaciones y 
equipamientos, así como su equilibrada distribución entre las 
distintas partes del núcleo urbano. Propiciando la mejora de 
la red de tráfico, aparcamientos y el sistema de transportes, y 
evitando los procesos innecesarios de especialización de usos 
en los nuevos desarrollos urbanísticos de la ciudad.

1.º Efectuándose, no obstante, las siguientes considera-
ciones y valoraciones:

De carácter general.
A efectos del art. 19.3 de la Ley 7/1994, de 18 de mayo, 

de Protección Ambiental, consta en el expediente la Declara-
ción de Impacto Ambiental favorable emitida por la Delegación 
Provincial de Córdoba de la Consejería de Medio Ambiente, así 
como los condicionamientos de la misma, los cuales conforme 
al art. 20.1 de la citada Ley, deben quedar incorporadas a la 
Resolución de la Consejera de Obras Públicas y Transportes.

En atención a las observaciones contenidas en los infor-
mes emitidos por los Órganos competentes en materia de 
carreteras, en función de su titularidad, los instrumentos de 
desarrollo que se formulen en ejecución de las previsiones de 
ordenación urbanística contenidas en el Plan, cuando afecten 
a sus competencias, habrán de someterse a informe del co-
rrespondiente órgano titular de la misma.

En atención a las observaciones contenidas en el informe 
emitido por la Comisión Provincial de Patrimonio Histórico, de-
berán incorporarse al documento de subsanación de deficien-
cias del PGOU de Luque aquellas prescripciones que conforme 
a la legislación vigente en el momento de su emisión tengan 
carácter vinculante, sin perjuicio de analizar para su considera-
ción, en su caso, aquellas otras que carezcan de tal condición.

2.º Por último, se valoran como deficiencias a subsanar, a 
efectos de lo previsto en el artículo 33.2.c) de la LOUA, las que 
se señalan a continuación:

En relación con los documentos integrantes del Plan Ge-
neral de Ordenación Urbanística.

La documentación técnica del presente PGOU deberá in-
tegrarse en un Texto Refundido que incorpore de modo cohe-
rente la determinaciones introducidas como consecuencia de 
las aprobaciones provisionales efectuadas por el ayuntamiento 
con fechas 20 de enero de 2006, 5 de diciembre de 2006 y 
27 de junio de 2007, relativas a la inclusión del área de reforma 
interior SUNC-8 «Camino de la Fuenseca», la división del sector 
SUS-3 «Huertas de Marbella» en dos sectores SUS-3A y SUS-
3B, o el desistimiento de la clasificación del área de suelo ur-
banizable no programado SUNS-1 «El Gallumbar», evitando de 
este modo, la innecesaria dispersión documental y la duplicidad 
contradictoria de determinaciones para estos ámbitos, todo ello, 
conforme al principio de máxima simplificación y proporcionali-
dad, exigido a los contenidos de los Planes Generales de Orde-
nación Urbanística por el artículo 8.2 la LOUA.
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En relación a la definición de la Ordenación estructural y 
pormenorizada.

Se aprecian diversas inadecuaciones en la identificación, 
en los diferentes documentos integrantes del PGOU, de las 
determinaciones pertenecientes a la ordenación estructural, 
conforme a la definición de ésta efectuada en el artículo 10.1 
de la LOUA. Las mismas responden al detalle siguiente:

- En los planos 2.a y 2.b de «Ordenación Estructural: 
Infraestructuras Territoriales. Dotaciones y Protecciones. Usos 
Globales en suelo urbano y urbanizable», se omite la identi-
ficación de los suelos pertenecientes a la categoría de SNU 
de Especial Protección por legislación especifica: Cauces y Ri-
beras; y de SNU de Especial Protección por el Planeamiento 
Urbanístico: Yacimientos Arqueológicos.

- En el plano de ordenación estructural 3 de «Clasificación 
del suelo y categorías en suelo urbano y urbanizable. Gestión» 
se omite el aprovechamiento medio de las áreas de reparto 
en suelo urbanizable; en el plano de ordenación estructural 4 
de «Usos Globales y Dotaciones Generales» de los núcleos ur-
banos, se omiten las determinaciones relativas a: Densidades 
y edificabilidades globales para las zonas de suelo urbano, y 
sectores del suelo urbanizable; y los usos incompatibles en 
suelo urbanizable no sectorizado.

- En las fichas de planeamiento de las áreas de reforma 
interior en suelo urbano no consolidado, al identificarse como 
determinaciones pertenecientes a la ordenación estructural: el 
uso, la edificabilidad y la densidad globales, que son determi-
naciones de carácter pormenorizado preceptivo. 

- En el articulado de las Normas Urbanísticas por cuanto 
se identifica la pertenencia a la ordenación estructural de ma-
terias propias de la ordenación pormenorizada, contenidas en 
los artículos siguientes: 43, 42, 44, 45, 47, y parte del 216. 

- En el mismo documento, por cuanto no se identifica 
como pertenecientes a la ordenación estructural, la regulación 
contenida en los siguientes artículos: 100, 112 y 225.

En relación a la ordenación del suelo urbano, urbanizable 
y a los Sistemas Generales. 

En relación a las alturas de la edificación establecidas en 
el planeamiento general vigente y a las existentes en la ciudad 
consolidada, resulta incoherentes, y en consecuencia carentes 
de justificación suficiente, las determinaciones de altura de la 
edificación contenidas en el plano de ordenación 10a de «Or-
denación Completa. Edificios y Conjuntos Protegidos. Alinea-
ciones y Alturas de la Edificación», para las siguientes calles 
o tramos de calles: La margen derecha de la C/ Pilar, y C/ de 
la Fuente, C/ Velesar, y C/ Tras las Paredes, y el tramo final 
de la C/ de la Fuente en su margen izquierda (propuesta de 
disminución de tres a dos plantas); calle Berrejalos (propuesta 
de elevación de dos a tres plantas).

La categoría del suelo urbano reconocida para el suelo 
ocupado por las instalaciones industriales de la Cooperativa 
Nuestra Señora del Rosario, resulta inapropiada, toda vez que 
en razón de las dimensiones y estructura parcelaria actual, así 
como por la ausencia de estructura urbana de la misma, cabe 
apreciar que la urbanización existente no comprende todos los 
servicios, infraestructuras y dotaciones públicos precisos para 
servir a la edificación que se haya de construir, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 45.2.B.a.1 de la LOUA. 

Frente a la Plaza del Pilar, y en el inicio de un viario que 
confluye a la margen derecha de la calle Pilar, se identifica 
una edificación de uso residencial, calificada en el presente 
PGOU de viario, y para la que no se establece la correspon-
diente actuación expropiatoria.

La categoría, como sectorizado, del suelo urbanizable 
identificado como SUS-3a y SUS-3b, cuya finalidad es la re-
conducción en el marco de la legalidad urbanística, del pro-
ceso de transformación urbana de las estructuras agrarias 
de las Huertas de Marbella, resulta inadecuado, al carecer 

de la necesaria justificación respecto del cumplimiento de la 
Norma 45 del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía 
relativa al Modelo de Ciudad, en relación a la generación de 
un nuevo asentamiento de población en el municipio y a la 
superación de los umbrales de crecimiento urbanos aplicables 
al mismo, y a la extensión del ámbito del suelo clasificado res-
pecto al suelo verdaderamente afectado por dichos procesos.

Resulta incoherente, la doble caracterización efectuada 
para el SGL-2 Parque Periurbano de la Ladera del Castillo, al 
referirse a dichos suelos como sistema general y como suelo 
no urbanizable de especial protección paisajística, lo que im-
plica superponer regímenes de suelo cuya finalidad de orde-
nación puede ser contradictoria; en este sentido, la regulación 
establecida, resulta incompleta al no concretar la ordenación 
compatible con la condición de sistema general de espa-
cios libres, ni con las condiciones de protección pretendidas
(arts. 249 y 250 de las NN.UU.).

En relación a las Áreas de Reforma Interior, Sectores y 
Áreas de suelo urbanizable no sectorizado.

El nivel de dotaciones prescrito para el área de reforma 
interior SUNC-2, resulta injustificadamente elevado, supe-
rando ampliamente los niveles de dotación exigibles conforme 
al artículo 17.5 de la LOUA, considerando además que incluye 
en su ámbito suelos dotaciones públicos ya obtenidos por la 
Administración Pública.

La previsión de planeamiento de desarrollo mediante Plan 
Especial en las áreas SUNC-2, 3, 4, 5 y 6 resulta innecesaria 
en consideración a los objetivos y la ordenación detallada ya 
prevista en el plano de ordenación 9 de «Ordenación completa. 
Usos y Zonificación del Suelo urbano y Urbanizable»; conside-
rando, en cambio, la necesidad de prescribir expresamente un 
Estudio de Detalle, para las actuaciones que prevean reserva 
de vivienda protegida, con el objetivo de localizar y prever los 
plazos de edificación de dichas viviendas, conforme lo previsto 
en los artículos 17.7 y 18.3.c) de la LOUA.

Las determinaciones sobre reservas de edificabilidad des-
tinadas a viviendas sometidas a algún régimen de protección 
pública contenidas en las fichas de planeamiento, deberán 
completarse con el número máximo de viviendas que quedará 
vinculado a dicha edificabilidad. 

Los sectores de suelo urbanizable sectorizado residencial 
SUS-2 y SUS-4 no cumplimentan la reserva de al menos el 30% 
de la edificabilidad destinada a vivienda protegida, exigible, al 
quedar vinculado el planeamiento de desarrollo de dichos sec-
tores por la disposición transitoria única de la Ley 13/2005 y a 
la Ley 1/2006. En este sentido, la disposición y el ajuste de las 
determinaciones de edificabilidad y densidad finalmente previs-
tas para los mismos, respetarán el aprovechamiento medio ya 
definido por el presente PGOU para el área de reparto en el que 
se inscriben, conforme a los criterios de aplicación previstos en 
el artículo 3.2.b) del Decreto 11/2008, de 22 de enero.

Las reservas de dotaciones publicas establecidas en las 
correspondientes fichas de planeamiento para los sectores del 
suelo urbanizable de uso global residencial, resultan inadecua-
das al prescribir un estándar mínimo que no se corresponde 
con el previsto en el artículo 17.1.2.ª a) y 3. 

Resultan incompletas las fichas de planeamiento de las 
actuaciones urbanísticas, tanto de áreas de reforma interior, 
como de sectores, al omitir los plazos de edificación y urba-
nización para aquellas en las que el PGOU dispone la ordena-
ción detallada sin remisión a instrumentos de planeamiento 
de desarrollo, y el plazo para la aprobación de éste, cuando 
dicha ordenación detallada queda remitida a planeamiento de 
desarrollo.

Resulta inadecuado la determinación del uso global y edi-
ficabilidad bruta del área de suelo urbanizable no sectorizado 
SUNS-2. 
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En relación con el Suelo No Urbanizable.
El régimen de fuera de ordenación establecido en el 

art. 224 supera el marco de actuación configurado para estas 
edificaciones en la disposición adicional primera de la LOUA, 
al permitir en las mismas obras de reforma o mejora.

Las condiciones de implantación de la vivienda rural re-
sultan insuficientes por cuanto omiten el establecimiento de 
unas parcelas mínimas según tipos de cultivo, y condiciones 
adicionales para apreciar la justificación de la necesidad de la 
vivienda en la explotación agraria a la que sirve, igualmente, 
carece de justificación, la limitación de superficie construida 
por cuanto puede dejar fuera de ordenación a las edificacio-
nes rurales existentes (art. 236). 

La regulación de usos considerados para las Actuaciones 
de Interés Publico resulta incompleta al omitir la inclusión y 
establecimiento de condiciones de implantación para las insta-
laciones de producción eléctrica mediante fuentes de energía 
renovable (art. 243).

Resultan inadecuadas las condiciones de implantación de 
los alojamientos rurales previstos en el art. 244 por cuanto no 
exigen el cumplimiento de las parcelas mínimas establecidas 
para la vivienda rural, cuando dichos establecimientos se im-
planten en nuevas edificaciones con tipología de vivienda. 

La regulación del informe previsto para las intervenciones 
que afecten a los yacimientos arqueológicos en los artículos 249 
y 250, no puede tener como fundamento el artículo 31 de la 
Ley 1/91 de Patrimonio Histórico de Andalucía, al no concurrir 
en dichos yacimientos las circunstancias previstas en dicha Ley 
para la emisión del referido informe.

En relación con las Normas Urbanísticas.
Resultan inadecuadas, a lo dispuesto en la vigente legis-

lación urbanística, sectorial o administrativa, los contenidos 
expresados a continuación en lo relativo a: 

La relación de actuaciones en sistemas generales e 
infraestructuras es más propia del programa de actuación del 
PGOU que de una regulación normativa (art. 38.3); la regu-
lación de supuestos en los que cabe excepcionar el destino 
a vivienda protegida de los bienes integrantes del patrimonio 
municipal de suelo, al limitar la facultad municipal de apre-
ciación otorgada por el artículo 75.1.a) de la LOUA (art. 47); 
la regulación de tipos de vivienda protegida al no ajustarse a 
la totalidad de categorías admitidas por la legislación sectorial 
(art. 49); la obligación de establecer por el PGOU o el planea-
miento de desarrollo la determinación del «tipo de vivienda 
protegida en cada actuación urbanística» (art. 50); la previsión 
de descalificación de viviendas protegidas y los supuestos en 
que puede realizarse la misma, por ser una materia regulada 
por la legislación sectorial y sometida a innovación por la legis-
lación urbanística (art. 53).

La previsión de licencia municipal de cambio de uso al no 
limitarse su concesión a los usos admisibles con la calificación 
de la parcela (art. 72); la regulación de los proyectos de actua-
ción para la implantación de Actuaciones de Interés Publico 
en el capítulo de licencias, por ser una materia normativa au-
tónoma y propia del suelo no urbanizable (art. 77); la previsión 
en el tramite de licencia de estudios de impacto ambiental dis-
tintos o adicionales a ,los exigidos por la legislación sectorial 
ambiental (art. 77); la regulación de la licencia de «instalación 
fija de casas prefabricadas o desmontables o similares» ex-
cluida de los supuestos de obras mayores (art. 78.2.D).

La utilización de la denominación «Periurbano» para la 
identificación de los Sistemas Generales de Espacios libres 1 
y 2, por cuanto atañe a una tipología de espacio protegido por 
la legislación ambiental utilizable solo en los supuestos en ella 
regulados (art. 92); la regulación contenida para las dotaciones 
privadas al no contemplarse este supuesto en la ordenación 
establecida por el PGOU (arts. 96, 97, y 98); la prohibición de 
alterar el uso de equipamiento públicos o privados, al ser con-

traria a la capacidad de innovación del planeamiento recono-
cida por la legislación urbanística (art. 105.1); las limitaciones 
de edificabilidad y densidad establecidas para el cambio de 
uso de industrial a residencial, al estar reguladas con carácter 
de máximo por la vigente legislación urbanística (art. 105.3).

La omisión de criterios de medición de la altura de la edi-
ficación en el interior de la parcela que aseguren el cumpli-
miento de las determinaciones de altura y numero de plantas 
en el interior de las parcelas (art. 160); la relación de zonas 
de ordenanza al omitir la relativa a la de «residencial aislada» 
regulada en los artículos 183 a 188 (art. 169); las condiciones 
de ajuste del planeamiento de desarrollo a la ordenación es-
tablecida por el PGOU para las actuaciones urbanísticas, por 
cuanto omiten la facultad de innovación de la ordenación por-
menorizada potestativa establecida por el PGOU, a los planes 
especiales y parciales, conforme a lo previsto en el art. 36.1 
de la LOUA (arts. 206 y 214); la remisión, para el ejercicio 
de los derechos de los propietarios del suelo, al cumplimiento 
de unos plazos para la aprobación del planeamiento de desa-
rrollo, que no han sido establecidos en las fichas de planea-
miento (art. 207). 

Se aprecian diversos errores materiales referentes a: 
la identificación en la Memoria del los Parques de la Ladera 
del Castillo, y de la Ermita de San Jorge como SGI-4 y SGI-5, 
cuando son el SGL-1 y SGL-2; la reiteración de la necesidad de 
aprobación de proyecto de urbanización como requisito para 
la ejecución del planeamiento (art. 36.b); la referencia a la 
Ley 13/1985, cuando lo es a la 16/1985 (art. 62); el estable-
cimiento como usos exclusivos de aquellos usos que debieran 
ser dominantes o compatibles en la ordenanza «residencial 
aislada» e «industrial» (arts. 184 y 196); la referencia a «Plan 
Parcial» en el ámbito de actuación de las áreas de reforma 
interior en suelo urbano no consolidado (art. 208); referencia 
a la categoría de SNU de Hábitat Rural Diseminado inexistente 
en la ordenación dispuesta en el PGOU (art. 220); referencia 
al «Polvorín de El Vacar» inexistente en el término municipal 
(art. 246).

En relación con el Catálogo.
La identificación del Conjunto Urbano señalada en el 

plano de ordenación 10.ª de Ordenación Edificios y Conjuntos 
Urbanos Protegidos. Alineaciones y Altura de la edificación, re-
sulta incompleta por cuanto carece de la delimitación precisa 
de las parcelas sometidas al régimen de protección dispuesto, 
el que por otra parte, omite directrices objetivas de actuación 
para garantizar la protección de los valores del conjunto ur-
bano (arts. 269 a 271). 

Vistos los preceptos legales citados y demás de pertinente 
aplicación se acuerda:

Aprobar definitivamente de manera parcial el Plan Gene-
ral de Ordenación Urbanística de Luque, con las valoraciones 
y consideraciones contenidas en el apartado 1.º del cuarto fun-
damento de derecho de la presente resolución, suspendiendo 
su aprobación, respecto de las deficiencias señaladas en el 
apartado 2.º del referido fundamento de derecho, conforme a 
lo dispuesto en el art. 33.2.c) de la LOUA y 132.3.b) del Re-
glamento de Planeamiento, debiendo ser subsanadas y apro-
badas por la Corporación Municipal, y elevadas de nuevo a la 
Comisión Provincial de Ordenación del Territorio y Urbanismo 
para su aprobación definitiva, si procede.

Con carácter previo a la publicación de la presente re-
solución, se procederá a realizar el depósito e inscripción del 
instrumento de planeamiento en Registro Autonómico de Ins-
trumentos de Planeamiento de la Consejería de Obras Públi-
cas y Transportes, en la Unidad Registral de esta Delegación 
Provincial, de conformidad con el art. 40 de LOUA y art. 8 del 
Decreto 2/2004, de 7 de enero, por el que se regulan los re-
gistros administrativos de instrumentos de planeamiento, con-
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venios urbanísticos y de los bienes y espacios catalogados, y 
se crea el Registro Autonómico.

La presente Resolución se publicará, junto con el conte-
nido articulado de las Normas Urbanísticas del instrumento 
de planeamiento objeto de la misma, en el Boletín Oficial de 
la Junta de Andalucía, de acuerdo con lo previsto en el art. 41 
de la LOUA, y se notificará al Ayuntamiento de Luque y a los 
demás interesados.

Contra los contenidos de la presente Resolución que hayan 
sido objeto de aprobación, y que ponen fin a la vía administra-
tiva por su condición de disposición administrativa de carácter 
general, cabe interponer recurso contencioso-administrativo, en 
el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al de 
su notificación, ante la correspondiente Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, se-
gún se prevé en el art. 14 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de 
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y con cumplimiento 
de los requisitos previstos en la misma, así como en el art. 24.3 
del Decreto 220/2006, de 19 de diciembre.

Asimismo contra los contenidos de la presente Resolución 
que hayan sido objeto de suspensión, y que no ponen fin a la 
vía administrativa, por carecer de la condición de disposición 
administrativa de carácter general, cabe interponer recurso de 
alzada, en el plazo de un mes desde su notificación, ante el 
titular de la Consejería de Obras Públicas y Transportes, se-
gún se prevé en el art. 24.2 del Decreto 220/2006, de 19 de 
diciembre, en relación a la disposición transitoria única del 
Decreto 202/2004, de 11 de mayo, por el que se establece 
la estructura orgánica de la Consejería de Obras Públicas y 
Transportes, y el artículo 115.1 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. Córdoba, 14 de febrero de 2008. Vº Bº el Vicepre-
sidente 2.º de la Comisión Provincial de Ordenación del Territo-
rio y Urbanismo de Córdoba, Fdo.: Francisco García Delgado; 
la Secretaria de la Comisión Provincial de Ordenación del Te-
rritorio y Urbanismo de Córdoba, Fdo.: María del Mar Ramón 
Muñoz.

PUBLICACIÓN DE LAS NORMAS URBANÍSTICAS

NORMAS URBANÍSTICAS

PLAN GENERAL DE ORDENACIÓN URBANÍSTICA 
TÉRMINO MUNICIPAL DE LUQUE
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TÍTULO I

NORMAS URBANÍSTICAS DE CARÁCTER GENERAL

CAPÍTULO I

Ámbito, vigencia, innovación e interpretación del Plan General

Artículo 1. Naturaleza jurídica del documento.
El presente documento constituye el instrumento de orde-

nación urbanística del territorio del municipio de Luque, y de-
fine y regula el régimen urbanístico del suelo y las condiciones 
de la edificación.

La regulación de la actividad urbanística se desarrolla en 
el marco de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordena-
ción Urbanística de Andalucía (En adelante LOUÁ 02).

Artículo 2. Alcance.
El Plan General de Ordenación Urbanística (en adelante 

PGOU) queda regulado en los artículos 8,9 y 10 LOUÁ 02 y 
por tanto tiene por objeto, en el marco de los Planes de Orde-
nación del Territorio, la ordenación urbanística y la organiza-
ción de la gestión de su ejecución.

Artículo 3. Ámbito territorial.
El presente PGOU es de aplicación a la totalidad del tér-

mino municipal de Luque.

Artículo 4. Vigencia e innovación del Plan General.
El PGOU, conforme a lo establecido en el art.35 LOUÁ 02, 

tendrá vigencia indefinida en tanto no se apruebe definitiva-
mente una innovación de su contenido de acuerdo con lo esta-
blecido en los artículos 36, 37 y 38 LOUÁ 02.
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La innovación del PGOU podrá llevarse a cabo mediante 
su revisión o modificación.

Procederá la Revisión del PGOU cuando se hayan de 
adoptar nuevos criterios que afecten a la estructura general y 
orgánica del territorio municipal o de la clasificación del suelo, 
o cuando se planteen variaciones sustanciales que afecten a 
sus elementos o determinaciones estructurales.

Procederá la Modificación del PGOU cuando se den otros 
supuestos distintos a los de la Revisión que alteren alguna de 
las determinaciones establecidas, aun cuando éstas lleven 
consigo cambios aislados en la clasificación o calificación del 
suelo.

El procedimiento para la aprobación de las innovaciones 
del PGOU queda regulado en el artículo 36.2.c. 

Artículo 5. Adecuación a los Planes de Ordenación del Te-
rritorio.

La entrada en vigor sobrevenida de Planes de Ordenación 
del Territorio de ámbito subregional comportará, de acuerdo 
con el artículo 3 LOUÁ 02 la adaptación de las determinacio-
nes del PGOU a las del Planeamiento Territorial. 

Artículo 6. Normas de interpretación.
La interpretación de las disposiciones y determinaciones 

del PGOU se efectuará en función del contenido de la totalidad 
de los documentos que las integran.

En los supuestos de discrepancia de los documentos grá-
ficos prevalecerá el de escala mayor; si la discrepancia se pro-
duce entre la documentación gráfica y la escrita, prevalecerá 
esta última; y si fuesen las contradicciones entre mediciones 
sobre planos y sobre la realidad, prevalecerán estas últimas.

Por último, y con carácter general, en cualquiera de los 
supuestos de duda, contradicción o imprecisión de las deter-
minaciones, prevalecerá aquella de la que resulte menor edi-
ficabilidad, mayores espacios públicos, mayor grado de pro-
tección y conservación del patrimonio cultural, menor impacto 
ambiental y paisajístico, menor contradicción con los usos y 
prácticas tradicionales, y mayor beneficio social y colectivo.

CAPÍTULO II

Ordenación estructural del municipio y sus núcleos urbanos

Artículo 7. Ordenación estructural del municipio y sus nú-
cleos urbanos.

De conformidad con lo regulado en el artículo 10.1 la 
LOUÁ 02, el Plan General determina en los Planos de Orde-
nación Estructural del municipio y de los núcleos de población 
que lo constituyen, y en las presentes Norma Urbanísticas, los 
aspectos concretos y el alcance de las determinaciones que 
configuran su Ordenación Estructural.

A estos efectos, son determinaciones de la Ordenación 
Estructural:

- Las relacionadas con la determinación de la clasificación 
del suelo y sus categorías.

- Las relativas al Suelo No Urbanizable de Especial Protec-
ción y del Suelo No Urbanizable del Hábitat Rural Diseminado, 
en su caso. Así como las medidas distadas para evitar la for-
mación de nuevos asentamientos.

- Las relativas a la regulación de los elementos calificados 
de Sistemas Generales.

- Las relativas a la determinación de los usos, densidades 
y edificabilidades globales de cada Zona y Sector de Suelo Ur-
bano y/o Urbanizable.

- Las referidas a las Áreas de Reparto y al Aprovecha-
miento Medio en el Suelo Urbanizable.

- Las que establezcan la regulación de los usos incompa-
tibles y las condiciones para proceder a la sectorización del 
Suelo Urbanizable No Sectorizado.

- Las relativas a garantizar el suelo suficiente para vivien-
das de protección oficial u otro régimen de protección pública.

- Las encaminadas a la preservación de los ámbitos que 
deban ser objeto de especial protección en los centros históri-
cos de interés, así como de los elementos o espacios urbanos 
que requieren especial protección por su singular valor arqui-
tectónico, histórico o cultural.

- Las que regulen el régimen de protección y servidum-
bres de los bienes de dominio público, según su legislación 
sectorial.

Artículo 8. Identificación de la ordenación estructural.
Las determinaciones propias de la Ordenación estructural 

se identifican, en lo referente a sus dimensiones físicas y es-
paciales, en los Planos de Ordenación Estructural y en la Pla-
nos de Ordenación Completa. En lo referente a su regulación 
normativa y a la definición de sus parámetros de ordenación, 
en esta Norma Urbanística y en las Fichas de Planeamiento 
y Gestión. En lo relativo a su comprensión y relaciones estra-
tégicas con el modelo de ciudad elegido en el presente Plan 
General, en los apartados correspondientes de su Memoria 
General.

Al objeto de asegurar la distinción en estas Normas Urba-
nísticas de los contenidos y determinaciones pertenecientes a 
la Ordenación Estructural, se señalarán con las siglas «(OE)» 
los artículos, párrafo o determinaciones que formen parte de 
la misma.

TÍTULO II

RÉGIMEN URBANÍSTICO DEL SUELO

CAPÍTULO I

Generalidades

Artículo 9. Delimitación del contenido urbanístico del de-
recho de la propiedad del suelo.

1. La función social de la propiedad delimita el contenido 
de las facultades urbanísticas susceptibles de adquisición y 
condiciona su ejercicio.

2. El PGOU regula el ejercicio de las facultades del dere-
cho de propiedad con arreglo a la clasificación urbanística que 
las mismas establecen para los predios.

3. La ordenación del uso de los terrenos y construccio-
nes enunciadas en estas Normas, no conferirá derechos a los 
propietarios a exigir indemnización, por implicar meras limita-
ciones y deberes que definen el contenido normal de la propie-
dad del suelo. Así pues, su utilización, y en especial su urbani-
zación y edificación, deberá producirse en la forma y con las 
limitaciones que se establezcan en el planeamiento, conforme 
a la clasificación y calificación urbanística de los predios.

El régimen urbanístico legal de la propiedad del suelo 
estará sujeto a los principios generales, derechos y deberes 
establecidos en los artículos 49, 50 y 51 LOUÁ 02.

Artículo 10. Clasificación del suelo (OE).
El presente PGOU clasifica el suelo del término municipal 

de Luque en Urbano, No Urbanizable y Urbanizable, según la 
delimitación definida en los planos de clasificación de este do-
cumento.

Esta clasificación constituye la división básica del suelo a 
efectos urbanísticos, y determina los regímenes específicos de 
aprovechamiento y gestión que les son de aplicación.

Artículo 11. Suelo Urbano (OE).
Constituyen el suelo urbano aquellos terrenos que por re-

unir las condiciones exigidas en el art.45 LOUÁ 02, han sido 
incluidos en esta clase de suelo por el PGOU, tal y como se re-
coge en los planos «Ordenación Estructural: Clasificación del 
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suelo y categorías en Suelo No Urbanizable», «Ordenación Es-
tructural: Clasificación del suelo y categorías en Suelo Urbano 
y Urbanizable. Gestión», «Ordenación Completa: Clasificación 
del suelo, categorías y zonificación en Suelo No Urbanizable», 
«Ordenación Completa: Clasificación del suelo y categorías en 
suelo urbano y urbanizable. Gestión».

Artículo 12. Suelo No Urbanizable (OE).
Está constituido por todos aquellos terrenos que encon-

trándose en alguna de las circunstancias contempladas en el 
artículo 46 LOUÁ 02 han sido incluidos en esta clase de suelo 
por el PGOU, tal y como se recoge en los planos «Ordenación 
Estructural: Clasificación del suelo y categorías en Suelo No 
Urbanizable», «Ordenación Completa: Clasificación del suelo, 
categorías y zonificación en Suelo No Urbanizable».

Artículo 13. Suelo Urbanizable (OE).
Está constituido por aquellos terrenos que no tienen la 

consideración de urbano o de no urbanizable y pueden, por 
tanto, ser objeto de transformación urbanística, tal y como se 
recoge en los planos «Ordenación Estructural: Clasificación del 
suelo y categorías en Suelo No Urbanizable», «Ordenación Es-
tructural: Clasificación del suelo y categorías en Suelo Urbano 
y Urbanizable. Gestión», «Ordenación Completa: Clasificación 
del suelo, categorías y zonificación en Suelo No Urbanizable», 
«Ordenación Completa: Clasificación del suelo y categorías en 
suelo urbano y urbanizable. Gestión».

CAPÍTULO II

Régimen del Suelo No Urbanizable

Artículo 14. Destino (OE).
Los terrenos clasificados como suelo no urbanizable, no 

podrán ser destinados a fines distintos del agrícola, forestal, 
ganadero, cinegético y, en general, de los vinculados a la utiliza-
ción racional de los recursos naturales, de conformidad con lo 
establecido en el Título VII de las presentes Normas, relativo al 
Suelo No Urbanizable. Podrán destinarse también a otros fines 
que el PGOU establece y que no estén expresamente prohibi-
dos por legislación específica o por los Planes de Ordenación 
del Territorio, con las condiciones fijadas en el artículo 52.4, 5, 
6 y 7 LOUÁ 02.

En los suelos vinculados a infraestructuras y servicios, 
dotaciones o equipamientos públicos solo se podrán realizar 
construcciones en precario, provisionales, fácilmente desmon-
tables y destinadas a usos temporales que desaparecerán 
cuando lo requiera el Ayuntamiento sin derecho a indemniza-
ción alguna, según lo prescrito en el artículo 52.3 LOUÁ 02.

En todo caso quedan prohibidas las actuaciones que com-
porten un riesgo posible y significativo, directo o indirecto, de 
inundación, erosión o degradación del suelo.

Artículo 15. Prohibiciones y autorizaciones (OE).
1. Quedan prohibidas las parcelaciones urbanísticas en 

esta clase de suelo. En las transferencias de propiedad, divi-
siones y segregaciones de terrenos en esta clase de suelo no 
podrán efectuarse fraccionamientos en contra de lo dispuesto 
en la legislación agraria, y de lo establecido en el artículo 220 
de las presentes Normas, relativo a las Normas de Parcelación 
del Suelo No Urbanizable.

2. Al margen de las limitaciones que resulten aplicables 
en virtud de la legislación sectorial, el presente PGOU esta-
blece para la regulación del suelo no urbanizable la siguiente 
mecánica:

A) Definición y características de todos y cada uno de los 
usos susceptibles de implantación en esta clase de suelo.

B) División del suelo no urbanizable en una serie de zonas 
de características homogéneas en las que, de forma particular 

para cada una de ellas, pueden ser permitidos, autorizados o 
prohibidos los usos anteriormente señalados.

C) Establecimiento de un procedimiento reglado al que 
deberán ajustarse todas las implantaciones de usos en suelo 
no urbanizable, independientemente de su categoría y de la 
zona donde se ubiquen.

Dicho procedimiento será para los usos permitidos, el pro-
pio del proceso ordinario de concesión de licencia municipal.

Para los usos autorizables se requerirá la aprobación de 
Proyecto de Actuación o Plan Especial de acuerdo con el pro-
cedimiento prescrito en los artículos 42 y 43 LOUÁ 02.

CAPÍTULO III

Régimen del Suelo Urbanizable y Urbano

Artículo 16. Suelo Urbanizable No Sectorizado (OE).
Solo podrán autorizarse las actuaciones provisionales re-

guladas en el artículo 52.3 LOUÁ 02.
Podrán autorizarse actuaciones de interés público cuando 

concurran los supuestos de utilidad pública e interés social.
Los propietarios podrán promover la transformación de 

esta clase de suelo mediante innovación del PGOU a través 
de la aprobación del correspondiente Plan de Sectorización. 
Producida esta aprobación los suelos obtienen la condición de 
Suelo Urbanizable Ordenado o Sectorizado.

Artículo 17. Suelo Urbanizable Sectorizado (OE).
Mientras no cuente con ordenación pormenorizada solo 

podrán autorizarse las actuaciones provisionales reguladas en 
el artículo 52.3 LOUÁ 02.

La aprobación de la ordenación pormenorizada le confiere 
la condición de Suelo Urbanizable Ordenado.

Artículo 18. Suelo Urbanizable Ordenado (OE).
Solo podrán implantarse los usos y edificaciones previstos 

en la ordenación pormenorizada aprobada y con posterioridad 
a la ejecución de las obras de urbanización. La realización si-
multánea de las obras de urbanización y edificación requiere el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 55.1 
LOUÁ 02.

Los propietarios podrán iniciar y promover la transforma-
ción del suelo mediante su urbanización y edificación aten-
diendo a los siguientes deberes:

- Solicitar y obtener las preceptivas licencias administra-
tivas.

- Realizar la edificación de acuerdo con la ordenación ur-
banística y en los plazos establecidos, así como conservarla.

- Ceder gratuitamente los terrenos destinados a dotaciones, 
así como el diez por ciento del aprovechamiento lucrativo.

- Proceder a la distribución equitativa de los beneficios y 
cargas derivados del planeamiento.

- Costear y en su caso ejecutar la urbanización en los pla-
zos establecidos.

Artículo 19. Suelo Urbano No Consolidado (OE).
Cuando el suelo está incluido en unidades de ejecución y 

cuente con ordenación pormenorizada no precisa instrumento 
de planeamiento de desarrollo y le es de aplicación el régimen 
del suelo urbanizable ordenado. 

Cuando estando incluido en unidades de ejecución pre-
cise de instrumento de planeamiento de desarrollo, le será de 
aplicación el régimen del suelo urbanizable sectorizado.

El suelo urbano no consolidado no incluido en unidades 
de ejecución está legalmente vinculado a la edificación y des-
tino previstos por la ordenación urbanística con las obligacio-
nes enumeradas para el suelo urbanizable ordenado.
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Artículo 20. Suelo Urbano Consolidado (OE).
Le es de aplicación el régimen prescrito en el último pá-

rrafo del artículo anterior salvo en lo relativo a las obligaciones 
de cesión de suelo y aprovechamiento urbanístico.

CAPÍTULO IV

Régimen transitorio

Artículo 21. Ámbito de aplicación.
El presente PGOU recoge e incorpora las figuras de planea-

miento y gestión vigentes de las anteriores Normas Subsidiarias 
Municipales que considera compatibles con la nueva ordenación.

El PGOU establece en este Capítulo el régimen transito-
rio a las figuras de planeamiento y gestión de las anteriores 
Normas Subsidiarias Municipales que cuentan con aprobación 
definitiva, con las modificaciones y determinaciones que en su 
caso se establecen.

Se regula en este Capítulo el régimen de las edificaciones 
con licencia otorgada o en trámite en el momento de la en-
trada en vigor del PGOU.

Sección 1. Planeamiento vigente

Artículo 22. Clasificación del suelo (OE).
La clasificación del suelo en los ámbitos de planeamiento 

aprobado a la aprobación provisional del presente PGOU y que 
se incorpora a este en régimen transitorio será:

- Los suelos incluidos en Unidades de Actuación en Suelo 
Urbano, que hayan cumplido su deberes de urbanización, ce-
sión y equidistribución, se califican como Suelo Urbano Conso-
lidado; y como Suelo Urbano No Consolidado, en los restantes 
casos.

- Los suelos incluidos en Sectores de Suelo Apto para Ur-
banizar de las anteriores Normas Subsidiarias, que se incor-
poran a este PGOU, se clasifican como Suelo Urbano si cum-
plen los requisitos del artículo 45 de la Ley 7/2002, de 17 de 
diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, y como 
Suelo Urbanizable Sectorizado en caso contrario, con indepen-
dencia su estado de gestión.

Artículo 23. Régimen urbanístico (OE).
El régimen urbanístico de los suelos con planeamiento 

aprobado que se incorpora a este PGOU será el establecido 
en la presente Sección.

Dicho régimen será aplicable con independencia de la 
clase de suelo en la que, por aplicación del artículo anterior, 
quedasen incorporados.

Artículo 24. Gestión (OE).
Cada ámbito de planeamiento de desarrollo y gestión, in-

corporado a este PGOU, constituye una única área de reparto.

Artículo 25. Ordenanzas de aplicación.
En general serán de aplicación, en sus respectivos ámbi-

tos, las determinaciones establecidas por el planeamiento que 
se incorpora, prevaleciendo estas sobre las de este PGOU, las 
cuales tendrán carácter indicativo.

Cuando el PGOU introduzca expresamente modificacio-
nes en el ámbito de un planeamiento incorporado prevalece-
rán estas modificaciones sobre las determinaciones primiti-
vas. Si bien para su efectiva aplicación deberá procederse a la 
innovación del referido planeamiento de desarrollo.

Sección 2. Licencias concedidas 

Artículo 26. Licencias concedidas con edificación finalizada.
Cuando la edificación se encuentre ejecutada a la entrada 

en vigor del presente PGOU y esta difiera de la ordenación 

de éste, se estará a lo establecido de forma general para los 
«edificios o instalaciones disconformes con el PGOU» en el Ca-
pítulo 3 del Título VI de estas normas urbanísticas.

Artículo 27. Licencias concedidas con edificación en eje-
cución o no iniciada.

1. Cuando el edificio para el que esté concedida la licen-
cia a la entrada en vigor del presente PGOU no afecte a suelos 
destinados a áreas libres, red viaria o uso dotacional público, 
tendrá efectividad conforme a la normativa con que fue otor-
gada y conferirá a sus propietarios el derecho a edificar con-
forme a los plazos establecidos en la propia licencia o, en su 
defecto, en este PGOU.

En cualquier caso, estas licencias quedarán sin efecto si en 
el plazo de tres años no se hubiese concluido la edificación.

Los plazos se computarán desde la fecha de otorgamiento 
de la licencia o, en ausencia de previsión al respecto, desde la 
entrada en vigor del PGOU.

2. Cuando el edificio proyectado afecte a suelos destina-
dos a áreas libres, viario o uso dotacional público, o contenga 
determinaciones contrarias a la ordenación establecida en 
este PGOU, el Ayuntamiento podrá:

- Si la edificación se hubiese iniciado, modificar o revocar 
la licencia indemnizando al propietario según lo dispuesto en 
el artículo 42.2 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régi-
men del Suelo y Valoraciones.

- Si la edificación no se hubiese iniciado, se entenderá 
extinguida la licencia indemnizando al propietario según lo dis-
puesto en el artículo 42.1 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, 
sobre Régimen del Suelo y Valoraciones.

TÍTULO III

DESARROLLO DEL PLAN GENERAL

CAPÍTULO I

Planeamiento de desarrollo

Artículo 28. Desarrollo de las determinaciones del planea-
miento.

El desarrollo de las determinaciones del presente Plan 
General corresponderá en el ámbito de sus competencias al 
Ayuntamiento de Luque, sin perjuicio de la participación de 
los ciudadanos que establece la LOUÁ 02 y la normativa que 
la desarrolla.

Artículo 29. Tipos de planes y proyectos.
El desarrollo del PGOU posibilita en determinadas zonas, 

y en algunos casos exige, la redacción de un instrumento de 
planeamiento de desarrollo que determine, concrete o especi-
fique la ordenación establecida, conforme a lo que sigue:

- Planes de Sectorización para transformar el suelo urba-
nizable no sectorizado en suelo urbanizable ordenado o sec-
torizado.

- Planes Parciales de Ordenación para definir la ordena-
ción pormenorizada de los sectores delimitados como suelo 
urbanizable sectorizado o urbano no consolidado cuando no 
cuente con ella en el PGOU o para su innovación en caso de 
estar definida.

- Planes Especiales en cualquier clase de suelo con las 
finalidades y objetivos previstos en el artículo 14 LOUÁ 02.

- Estudios de Detalle en suelo urbano con las finalidades y 
limitaciones fijadas en el artículo 15 LOUÁ 02.

- Proyectos de Urbanización para llevar a la práctica las 
previsiones y determinaciones de los instrumento de planea-
miento.
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Para el desarrollo del presente PGOU se establecen las 
siguientes figuras e instrumentos de planeamiento:

EN SUELO URBANO NO CONSOLIDADO

Área de Reforma Interior Residencial SUNC-1: «Prolonga-
ción C/ Algarrobo».

Área de Reforma Interior Residencial SUNC-2: «Cuartel de 
la Guardia Civil».

Área de Reforma Interior Residencial SUNC-3: «Prolonga-
ción C/ Álamos».

Área de Reforma Interior Residencial SUNC-4: «Tras las 
Paredes».

Área de Reforma Interior Residencial SUNC-5: «Camino 
de Carcabuey».

Área de Reforma Interior Industrial SUNC-6: «Camino de 
Pozo Cortés».

Los objetivos que se pretenden con cada uno de ellos, y 
las determinaciones y parámetros más importantes que han 
de tenerse en cuenta para su redacción, se señalan de forma 
particularizada para cada uno de ellos en las fichas de ordena-
ción contenidas en Capítulo 2.º del Título VII.

EN SUELO URBANIZABLE SECTORIZADO

Sector Residencial SUS-1: «Fuente La Reina».
Sector Residencial SUS-2: «El Vilarejo».
Sector Residencial SUS-3: «Huertas de Marbella».
Sector Turístico SUS-4: «Cortijo Alamillo».
Sector Industrial SUS-5: «La Salobreja».

Los objetivos que se pretenden con su formulación, así 
como las determinaciones y parámetros más importantes que 
han de tenerse en cuenta para su redacción, se señalan de 
forma particularizada en la ficha de ordenación contenida en 
Capítulo 2.º del Título VIII.

Además de los instrumentos anteriormente señalados, el 
desarrollo del presente PGOU requiere en determinadas zonas 
que se complete con las siguientes actuaciones:

ACTUACIONES SOBRE SISTEMAS

En el sistema viario:
Diversas actuaciones puntuales de regularización del via-

rio actual.
Los cambios de alineación se llevarán a cabo mediante 

proyectos ordinarios sobre la vía pública y de obras sobre las 
parcelas edificables.

Artículo 30. Planes de Sectorización.
Para su tramitación se estará a lo establecido con carácter 

general en los artículos 31, 31 y 33 LOUÁ 02, correspondiendo 
su aprobación definitiva al órgano autonómico competente.

En relación con su documentación y contenido se estará 
a lo establecido en los artículos 12.4 y 19 LOUÁ 02.

Artículo 31. Planes Parciales.
Para su tramitación se estará a lo establecido con carác-

ter general en los artículos 31, 31 y 33 LOUÁ 02, correspon-
diendo su aprobación definitiva al Ayuntamiento.

En relación con su documentación y contenido se estará 
a lo establecido en los artículos 13.3 y 19 LOUÁ 02.

Artículo 32. Planes especiales.
Podrán formularse Planes Especiales con las siguientes 

finalidades:

- Desarrollo de las infraestructuras, servicios, dotaciones 
o equipamientos, así como la implantación de Actuaciones de 
Interés Público en suelo no urbanizable.

- Protección del paisaje, del suelo, del medio urbano, rural 
o natural, y del patrimonio urbanístico, arquitectónico, histó-
rico o cultural.

- Establecer la ordenación detallada de áreas urbanas so-
metidas a reforma interior.

- Vincular terrenos o construcciones a regímenes de vi-
viendas protegidas o a otros usos sociales.

- Establecer reservas de suelo para constituir o ampliar el 
patrimonio público de suelo.

Para su tramitación se estará a lo establecido con carác-
ter general en los artículos 31, 31 y 33 LOUÁ 02, correspon-
diendo su aprobación definitiva al Ayuntamiento, salvo que 
tenga ámbito o iniciativa supramunicipal o afecten a la orde-
nación estructural del PGOU, en cuyo caso corresponderá al 
órgano autonómico competente.

 En relación con su documentación y contenido se estará 
a lo establecido en los artículos 14.4 y 19 LOUÁ 02.

Artículo 33. Estudios de detalle.
Para completar, o en su caso adaptar las determinacio-

nes establecidas en el PGOU y en los Planes Parciales, podrán 
formularse estudios de detalle.

Para su tramitación se estará a lo establecido con carác-
ter general en los artículos 31, 31 y 33 LOUÁ 02, correspon-
diendo su aprobación definitiva al Ayuntamiento.

En relación con su documentación y contenido se estará 
a lo establecido en los artículos 15 y 19 LOUÁ 02.

Artículo 34. Suelos pendientes de desarrollo.
En aquellos terrenos que para su desarrollo se requiere 

la redacción de un instrumento previo, hasta tanto no se re-
dacte éste, no se podrán realizar en ellos obras o instalacio-
nes, ni podrán destinarse a usos distintos de los que tengan 
en el momento de la aprobación definitiva de este PGOU, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el Título II de las presentes 
Normas.

CAPÍTULO II

Ejecución del Planeamiento

Artículo 35. Ejecución del Plan General.
Se llevará a cabo mediante los procedimientos esta-

blecidos en la legislación urbanística para garantizar la 
distribución equitativa de los beneficios y cargas entre los 
afectados, así como el cumplimiento de los deberes de ce-
sión de los terrenos destinados a dotaciones públicas, y en 
los que se localice el aprovechamiento correspondiente a la 
Administración.

Cuando en suelo urbano no sea posible la ejecución del 
planeamiento mediante la delimitación de unidades de ejecu-
ción, ésta podrá llevarse a cabo mediante actuaciones aisla-
das y directas.

Corresponde a las Administraciones Públicas la dirección, 
inspección y control de la actividad urbanística, así como su 
ejecución en caso de sistema de ejecución pública y cuando 
tenga por objeto la obtención de dotaciones.

Artículo 36. Requisitos para la ejecución.
La ejecución del planeamiento requiere la aprobación del 

instrumento más detallado exigible según la clase de suelo de 
que se trate, según las siguientes determinaciones:

- En suelo urbano consolidado o no consolidado, y en el 
incluido en áreas de reforma interior con ordenación pormeno-
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rizada y en sectores de suelo urbanizable ordenado será sufi-
ciente la aprobación del PGOU.

- En suelo urbano no consolidado, incluido en áreas de 
reforma interior, que no contenga su ordenación pormenori-
zada, se requiere la aprobación de Plan Especial de Reforma 
Interior.

- En los sectores de suelo urbanizable sectorizado será 
necesaria la previa aprobación del Plan Parcial e Ordenación 
correspondiente. 

- En suelo urbanizable no sectorizado se actuará mediante 
Plan de Sectorización.

b) Para el desarrollo de las unidades de ejecución será 
preciso seguir los siguientes trámites:

- Aprobación del correspondiente instrumento de planea-
miento de desarrollo, cuando no tenga establecida la ordena-
ción detallada.

- Aprobación del proyecto de urbanización y realización de 
las obras previstas en el mismo.

- Aprobación del proyecto de urbanización y realización de 
las obras previstas en el mismo.

- Edificación de las parcelas.

Artículo 37. Unidades de Ejecución.
En áreas de reforma interior en suelo urbano no consoli-

dado y en los sectores del urbanizable, podrán delimitarse uni-
dades e ejecución conforme a lo establecido en los artículos 
105 y 106 de la LOUÁ 02.

Las unidades de ejecución se desarrollarán de acuerdo 
con el sistema de actuación previsto para cada una de ellas 
por este PGOU. No obstante, dicho sistema de actuación po-
drá ser sustituido de forma motivada por la administración ac-
tuante, bien de oficio o a petición de interesados. Su cambio 
o sustitución se realizará por el procedimiento establecido en 
el artículo 107.2 LOUÁ 02 para la delimitación de unidades de 
ejecución.

Artículo 38. Ejecución de las dotaciones.
1. Obtención: Las dotaciones incluidas o adscritas a uni-

dades de ejecución se obtienen por cesión gratuita, así como 
por expropiación u ocupación directa.

Las no incluidas o adscritas a unidades de ejecución se 
obtienen mediante transferencias de aprovechamiento y en su 
defecto por expropiación u ocupación directa.

2. Ejecución: Las obras de urbanización correspon-
dientes a las dotaciones se realizarán conjuntamente con 
las restantes obras de urbanización cuando están dentro 
de una unidad de ejecución y como obra ordinaria en caso 
contrario.

3. Actuaciones previstas: Se prevé una actuación sobre 
el sistema de infraestructuras, concretamente sobre la red de 
saneamiento, consistente en la sustitución de la actual esta-
ción depuradora de aguas residuales que da servicio al núcleo 
de Luque sita en el camino de la Fuenseca y construcción de 
una nueva en el área industrial de San Bartolomé.

Para garantizar el abastecimiento de agua a las áreas in-
dustriales mencionadas se prevé la construcción de un depó-
sito de almacenamiento en las proximidades del cementerio, 
quedando los actuales depósitos de El Calvario para suminis-
tro de los núcleos de Luque y La Estación así como de las 
ampliaciones previstas en ambos.

Se prevé además la actuación sobre el sistema de áreas 
libres, en concreto la adecuación del parque periurbano de la 
Ermita de San Jorge y la adquisición y ejecución del parque 
periurbano de las Laderas del Castillo.

TÍTULO IV

INTERVENCIÓN EN EL MERCADO DEL SUELO 
Y EN EL PROCESO EDIFICATORIO

CAPÍTULO I

Generalidades

Artículo 39. Objeto.
En aplicación de lo dispuesto en la LOUÁ 02 y en con-

creto en sus artículos 3.1.e), 3.2.e) y 9C entre los fines de la 
actividad urbanística se encuentran el de garantizar la dispo-
nibilidad de suelo que posibiliten el acceso de todos los ciuda-
danos a una vivienda digna, el fomento de la construcción de 
viviendas de protección oficial u otro régimen de protección 
pública, así como atender las demandas de usos de interés 
social de acuerdo con las características del municipio.

Para ello los municipios deben formalizar una política de 
intervención en el mercado del suelo, basada fundamental-
mente en la constitución del patrimonio municipal de suelo y 
en el fomento de viviendas protegidas.

En atención a estos objetivos el presente PGOU define 
los objetivos prioritarios de la política municipal en materia de 
suelo y vivienda, así como los instrumentos urbanísticos nece-
sarios para su ejecución.

En otro orden, la administración a tenor de lo dispuesto 
en el artículo 168 de la LOUÁ 02 debe asegurar el cumpli-
miento de la legislación y ordenación urbanísticas mediante el 
ejercicio de las potestades otorgadas de prevención de actos 
de urbanización o edificación, la inspección de los actos su-
jetos a intervención preventiva, la protección de la legalidad 
urbanística, el restablecimiento del orden perturbado y la san-
ción de las infracciones urbanísticas.

Para ello debe establecer mecanismos de información del 
orden urbanístico y de vigilancia de su cumplimiento.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación vigente y de 
las autorizaciones concurrentes que fuesen preceptivas con 
arreglo a la normativa sectorial de aplicación, la información 
urbanística y la intervención en los actos de edificación y uso 
del suelo se regulará por lo establecido en el presente título.

Artículo 40. La publicidad del planeamiento.
El principio de publicidad del planeamiento establecido 

en el artículo 40 LOUÁ 02 se hace efectivo mediante el esta-
blecimiento del registro municipal de instrumentos de planea-
miento en el que constarán todos los documentos completos 
de los instrumentos de planeamiento aprobados por el Ayunta-
miento. Las copias de los documentos de los instrumentos de 
planeamiento correspondientes expedidas por el registro, una 
vez en vigor y con los debidos requisitos, acreditan a todos los 
efectos legales el contenido de los mismos.

Artículo 41. Consulta urbanística.
El Ayuntamiento dispondrá de un ejemplar de cada uno 

de los documentos que integran el planeamiento general y de 
desarrollo así como sus innovaciones, debidamente diligencia-
dos y actualizados, para su consulta por parte de los adminis-
trados. Cualquier persona podrá consultarlos en los locales y 
en el horario que a tal efecto habilite el Ayuntamiento.

La puesta a disposición del planeamiento podrá realizarse 
por medio de procedimientos informáticos y telemáticos, así 
como mediante ediciones convencionales.

Todo administrado tiene derecho a que el Ayuntamiento 
le informe por escrito del régimen urbanístico aplicable a una 
finca, unidad de ejecución o sector.

El Ayuntamiento emitirá, a petición de cualquier persona 
física o jurídica interesada, cédula urbanística acreditativa del 
régimen urbanístico y de las circunstancias urbanísticas apli-
cables a un terreno o edificio concreto.
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La información contenida en la cédula se desprende de 
los documentos integrantes del registro municipal de instru-
mentos de planeamiento.

La validez de la información urbanística facilitada, está 
temporalmente condicionada por la vigencia de las disposicio-
nes o circunstancias de hecho sobre la que se emite.

CAPÍTULO II

Patrimonio Municipal de Suelo

Artículo 42. Constitución del Patrimonio Municipal de 
Suelo (OE).

El Ayuntamiento, en el plazo de un año de vigencia del 
presente PGOU, constituirá el Patrimonio Municipal de Suelo a 
fin de lograr los siguientes objetivos:

- Crear reservas de suelo para actuaciones públicas.
- Facilitar la ejecución del presente PGOU y de su planea-

miento de desarrollo.
- Incidir en la formación de los precios del suelo y la edi-

ficación mediante el control de parte del suelo ofertado para 
todos los usos previstos.

- En especial, disponer de suelo suficiente que garantice 
la construcción de viviendas protegidas en proporción a la de-
manda local.

Artículo 43. Naturaleza y Registro del Patrimonio Munici-
pal de Suelo (OE).

De acuerdo con lo establecido en el artículo 70 de la 
LOUÁ 02 el Patrimonio Municipal de Suelo debe ser indepen-
diente y separado a todos los efectos del restante patrimonio 
municipal.

Así mismo, el Ayuntamiento debe llevar un registro del 
patrimonio municipal de suelo que tendrá carácter público y 
contendrá los bienes inmuebles, los depósitos en metálico, las 
enajenaciones o cesiones de bienes y el destino final de los 
estos.

Artículo 44. Gestión de Patrimonio Municipal de Suelo (OE).
La gestión del Patrimonio Municipal de Suelo comprende 

todas las facultades precisas para dar cumplimiento a las fina-
lidades previstas en el presente capítulo, siendo de aplicación 
a lo bienes que lo integran el régimen de los bienes patrimo-
niales municipales en todo lo no previsto expresamente en la 
LOUÁ 02.

Para la constitución, ampliación y gestión del Patrimonio 
Municipal de Suelo el Ayuntamiento podrá recurrir al crédito 
incluso con garantía hipotecaria sobre los bienes integrantes 
de este. Los ingresos procedente de la enajenación o explota-
ción del Patrimonio Municipal de Suelo deberán destinarse a 
su conservación y ampliación.

La gestión del Patrimonio Municipal de Suelo solo po-
drá ser ejercida por el propio Ayuntamiento o entidad perte-
neciente al mismo y cuyo capital social sea exclusivamente 
municipal.

Cuando en el municipio existiesen bienes integrantes de 
patrimonios públicos de suelo distinto al municipal, se estable-
cerán mecanismos de colaboración entre las administraciones 
titulares a fin de optimizar el logro de los objetivos previstos en 
el presente Capítulo.

Artículo 45. Bienes y recursos integrantes del Patrimonio 
Municipal de Suelo (OE).

El Patrimonio Municipal de Suelo estará integrado por:

- Los bienes patrimoniales incorporados por decisión mu-
nicipal con las limitaciones temporales y condiciones concre-
tas que se establezcan.

- Los terrenos y construcciones obtenidos como cesión 
correspondiente del municipio en el aprovechamiento urba-
nístico por aplicación de la ley o en desarrollo de convenio 
urbanístico.

- Los adquiridos con los ingresos derivados de la sustitu-
ción de tales cesiones por pagos en metálico.

- Los ingresos obtenidos por la prestación compensa-
toria en suelo no urbanizable, de las multas impuestas por 
infracción urbanística y cualquier otro ingreso expresamente 
previsto en la LOUÁ 02.

- Los terrenos y construcciones adquiridas por el Ayunta-
miento con objeto de su incorporación al Patrimonio Municipal 
de Suelo y, en todo caso, los provenientes del ejercicio de tan-
teo y retracto previstos en la LOUÁ 02.

- Los recursos derivados de la gestión de los bienes inte-
grantes del Patrimonio Municipal de Suelo y los bienes adquiri-
dos con la aplicación de estos recursos.

Artículo 46. Reservas de terrenos.
El presente PGOU no establece reservas de suelo para 

su posible adquisición para la constitución o ampliación del 
Patrimonio Municipal de Suelo, no obstante el Ayuntamiento 
podrá proceder a su delimitación en cualquier clase de suelo 
por el procedimiento previsto para la delimitación de unidades 
de ejecución. 

Así mismo, la Junta de Andalucía a través de la Conse-
jería responsable en materia de urbanismo podrá delimitar 
reservas de terrenos en suelo urbanizable mediante el procedi-
miento previsto para la delimitación de unidades de ejecución 
y en suelo no urbanizable mediante la aprobación de un Plan 
Especial redactado a este efecto.

La delimitación de reservas de terrenos comporta la aplica-
ción a los mismos de las condiciones establecidas en el artícu-
lo 73.2 de la LOUÁ 02.

El Ayuntamiento podrá acordar con la Junta de Andalucía 
la gestión concertada de las reservas de suelo, pudiendo ad-
quirirse bienes en reserva delimitadas por cualquiera de estas 
administraciones.

La incorporación al proceso urbanizador de los terrenos de
reserva se realizará según los procedimientos del artículo 74 
de la LOUÁ 02.

Artículo 47. Destino de los bienes integrantes del Patrimo-
nio Municipal de Suelo. (OE)

Los terrenos y construcciones integrantes del Patrimonio 
Municipal de Suelo se destinarán según su calificación urba-
nística.

En suelo residencial, a la construcción de viviendas de 
protección oficial u otro régimen de protección pública. Ex-
cepcionalmente el Ayuntamiento podrá enajenar estos bienes 
para la construcción de otros tipos de viviendas siempre que 
ello redunde en una mejor gestión del Patrimonio Municipal de 
Suelo y se de alguna de las siguientes circunstancias:

- El uso previsto sea el de segunda residencia o residencia 
turística.

- El planeamiento prevé usos distintos al residencial en 
proporción superior al 25% de la edificabilidad total.

- De las determinaciones del planeamiento se derive una 
superficie construida media por vivienda superior en un 20% 
a la superficie máxima permitida para las viviendas sujetas a 
algún régimen de protección pública.

- El precio final medio de la edificación residencial en la 
zona donde se ubiquen superen en un 30% el precio máximo 
de venta de la vivienda protegida.

A usos declarados de interés público por disposición nor-
mativa previa o aplicación de planeamiento o por decisión del 
Ayuntamiento.
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A cualquier otro uso permitido por este PGOU o planea-
miento que lo desarrolle, cuando sea conveniente para su 
ejecución, comporte una mejor gestión de los bienes y pre-
via declaración motivada de su interés público o social por el 
Ayuntamiento.

Los ingresos obtenidos por la enajenación y gestión del 
Patrimonio Municipal de Suelo se destinarán con carácter 
preferente a la adquisición de suelo destinado a viviendas de 
protección oficial u otro régimen de protección pública, a la 
promoción de este tipo de viviendas, la conservación, mejora, 
ampliación, urbanización y gestión de los propios bienes inte-
grados en el mismo y la ejecución de actuaciones públicas o 
fomento de actuaciones privadas, previstas en este PGOU y 
su planeamiento de desarrollo, para la mejora, conservación, 
y rehabilitación de zonas degradadas o de edificaciones en la 
ciudad consolidada.

Artículo 48. Derecho de Superficie y Derechos de Tanteo 
y Retracto.

Según lo dispuesto en el artículo 77 de la LOUÁ 02 y con 
las condiciones previstas en el mismo, el Ayuntamiento podrá 
constituir derecho de superficie en bienes de su propiedad o 
integrantes del Patrimonio Municipal de Suelo con destino a 
cualquiera de los usos permitidos por el presente PGOU y su 
planeamiento de desarrollo.

Así mismo, el Ayuntamiento podrá delimitar áreas en 
las que las transmisiones onerosas de terrenos y edificacio-
nes queden sujetas al ejercicio de los derechos de tanteo y 
retracto por el mismo. 

La delimitación estará sujeta al contenido del artículo 78 
de la LOUÁ 02, realizándose según el procedimiento estable-
cido en el artículo 79 de este mismo texto legal.

El ejercicio de los derechos de tanteo y retracto se realizará 
según lo establecido en los artículos 80 a 84 de la LOUÁ 02.

CAPÍTULO III

Suelo para viviendas de protección pública

Artículo 49. Conceptos generales (OE).
Entre las determinaciones que deben integrar el PGOU se 

encuentran las disposiciones que garanticen el suelo suficiente 
para la promoción de viviendas de protección pública (artículo 
10.1.A.b LOUÁ 02).

Para ello el presente Plan establece, de forma directa y a tra-
vés del planeamiento de desarrollo, la calificación de suelo para 
la construcción de viviendas de protección oficial u otro régimen 
de protección pública, que podrán ser de los siguientes tipos:

Viviendas de Protección Oficial.
Aquellas que obtengan esta calificación por la Administra-

ción Autonómica, en virtud de legislación autonómica o estatal 
y que soportan restricciones en su promoción como limitación 
de superficie útil, regulación de precio de venta, obligación de 
uso permanente y limitación de los ingresos de los adquiren-
tes. Según las disposiciones vigentes estas viviendas podrán 
ser de tres clases:

- Viviendas de Protección Oficial de Régimen General.
- Viviendas de Protección Oficial de Régimen Especial.
- Viviendas de Protección Oficial de Promoción Pública.

Viviendas de Protección Local.
Aquellas que el Ayuntamiento califique como tales en vir-

tud de legislación en materia de vivienda y que comporte limi-
taciones en los mismos aspectos que las anteriores.

Las disposiciones relativas a los coeficientes de uso y 
tipología que afectan a las viviendas protegidas tienen por ob-
jeto la equidistribución de las cargas derivadas de esta califi-
cación en las distintas áreas de desarrollo.

Artículo 50. Calificación para viviendas protegidas (OE).
Para el suelo urbano no consolidado con ordenación 

pormenorizada y el suelo urbanizable ordenado el PGOU es-
tablece el número de viviendas (expresado en porcentaje o en 
valor absoluto), la edificabilidad, ubicación y tipo de vivienda 
protegida que debe albergar cada área.

El PGOU determina para el suelo urbano no consolidado 
sin ordenación pormenorizada y el suelo urbanizable sectori-
zado el número de viviendas (expresado en porcentaje o en 
valor absoluto) y la edificabilidad que los instrumentos de 
desarrollo al establecer la ordenación pormenorizada deben 
calificar para viviendas protegidas. Según los objetivos perse-
guidos para cada área el PGOU fija el tipo y clase de vivienda 
protegida o remite al planeamiento de desarrollo para su de-
terminación.

Los planes de sectorización que califiquen global o por-
menorizadamente suelo residencial deberán contener deter-
minaciones que garanticen suelo suficiente para viviendas 
protegidas.

Los planes parciales o planes especiales que desarrollen 
el presente PGOU y los planes parciales que desarrollen pla-
nes de sectorización, cuyas determinaciones contienen califi-
cación de suelo para viviendas protegidas, deberán establecer 
la calificación pormenorizada del mismo, indicando las parce-
las afectadas y el tipo y clase de vivienda protegida a que se 
adscribe.

Artículo 51. Coeficientes de uso y tipología para viviendas 
protegidas (OE).

La determinación y aplicación de coeficientes de uso y 
tipología asignados a la calificación de vivienda protegida en 
este PGOU y su planeamiento de desarrollo pretende la equi-
distribución en todo el área de reparto de las cargas que esta 
calificación comporta.

La calificación de vivienda protegida llevará asociada la 
aplicación de coeficientes de uso y tipología específicos, que 
no podrán entrar en conflicto con los establecidos en el pla-
neamiento jerárquicamente superior pero sí adaptarlos en fun-
ción de las características concretas de las tipologías utiliza-
das, la ubicación espacial de los tipos y clases de protección, 
la evolución de los precios de la edificación y el suelo, etc.

Artículo 52. Vinculación de la calificación de vivienda pro-
tegida.

La concesión de licencia de edificación para parcelas con 
calificación de vivienda protegida requerirá la calificación pro-
visional del proyecto presentado conforme a la normativa que 
le sea de aplicación.

La concesión de la licencia de primera ocupación para 
edificios ubicados en parcelas con calificación de vivienda pro-
tegida requerirá la calificación definitiva de la edificación reali-
zada conforme a la normativa que le sea de aplicación.

Artículo 53. Descalificación del suelo de vivienda protegida.
El cambio de la calificación de vivienda protegida solo po-

drá llevarse a cabo en los siguientes supuestos:

- Cuando dentro del mismo sector en que se integre se es-
tablezcan medidas compensatorias que garanticen la puesta 
en carga de la misma cantidad de viviendas protegidas.

- Mediante innovación del PGOU o Plan de Sectorización 
que lo hubiese ordenado cuando se establezcan medidas com-
pensatorias que garanticen la puesta en carga de la misma 
cantidad de viviendas protegidas dentro del mismo área de 
reparto.

- Cuando la calificación de vivienda protegida fuese propia 
del planeamiento de desarrollo y no por imposición del planea-
miento de rango superior.
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El Ayuntamiento podrá denegar el cambio de calificación 
en función de su política de vivienda o del grado de desarrollo 
del PGOU.

La desclasificación de suelo de vivienda protegida llevará 
asociada la modificación del Proyecto de Reparcelación co-
rrespondiente, a fin de ajustar la equidistribución a los nuevos 
usos y tipologías.

Disuelta la Junta de Compensación o efectuada la liquida-
ción final en el sistema de Cooperación, no podrá alterarse la 
calificación de vivienda protegida.

Estando construidas las viviendas protegidas y no pu-
diendo obtener la calificación definitiva por causas imputables 
al promotor de las mismas, el Ayuntamiento podrá acordar 
su expropiación o venta forzosa por declaración de incumpli-
miento de las obligaciones urbanísticas.

CAPÍTULO IV

Registro municipal de solares y edificaciones ruinosas

Artículo 54. Registro municipal de solares y edificaciones 
ruinosas.

El Ayuntamiento creará un registro de solares y edifica-
ciones ruinosas en el plazo de un año contado a partir de la 
entrada en vigor del reglamento de la LOUÁ 02 que lo regule, 
excepto que este fijara un plazo inferior.

El registro municipal de solares y edificaciones ruinosas 
tiene por finalidad, además de las que se pudieran determinar 
reglamentariamente, lo siguiente:

- Impedir la retención injustificada o especulativa de sola-
res o edificaciones ruinosas ubicadas en el suelo urbano con-
solidado.

- Preservar las condiciones de ornato público de los espa-
cios pertenecientes al suelo urbano consolidado.

La no iniciación, en el plazo fijado al efecto, de las obras 
de edificación de parcelas y solares, incluidos los que cuenten 
con edificación deficiente o inadecuada, comporta la inclusión 
del inmueble en el registro municipal de solares y edificacio-
nes ruinosas y habilitará al Ayuntamiento para requerir de los 
propietarios el cumplimiento del deber de edificación en el 
plazo de un año como máximo, requerimiento que habrá de 
hacerse constar en el registro.

El mero transcurso del referido plazo sin que el propietario 
haya comunicado al Ayuntamiento el comienzo de las obras o 
acredite ante él las causas de la imposibilidad de la obtención 
de la correspondiente licencia, determinará la colocación del 
inmueble en situación de venta forzosa para su ejecución por 
sustitución.

La situación de ejecución por sustitución habilitará al 
Ayuntamiento, salvo acuerdo de expropiación, para convocar 
y resolver, de oficio o a solicitud de cualquier persona, el con-
curso para la sustitución del propietario incumplidor.

CAPÍTULO V

La intervencion en la edificacion y uso del suelo

Artículo 55. Ámbito.
La intervención en la edificación y usos del suelo se lle-

vará a efecto mediante:
1. Licencia urbanística.
2. Ordenes de ejecución.
3. Declaración de ruina.
4. Legalidad urbanística.

Sección 1. Las licencias urbanísticas

Artículo 56. Actos sujetos a licencia.
Estarán sujetas a previa licencia urbanística cualquiera 

de los actos de uso del suelo y subsuelo previstos en las pre-
sentes Normas. Se exceptúan únicamente las obras que sean 
objeto de orden de ejecución y los actos promovidos por las 
Administraciones públicas que comporten la ejecución, rea-
lización o desarrollo de las siguientes obras, instalaciones y 
usos:

- Obras públicas ordinarias que se realicen al amparo de 
lo establecido en el artículo 143 de la LOUÁ 02 y las de im-
plantación de infraestructuras y servicios, cuando la legisla-
ción sectorial establezca un procedimiento especial de armoni-
zación o compatibilización con la ordenación urbanística.

- Las amparadas y definidas en Planes Especiales, cuyo 
ámbito comprenda más de un municipio.

Se exceptúan, así mismo, los actos promovidos por las 
Administraciones Públicas en los que concurra un excepcio-
nal o urgente interés público. La Administración promotora 
deberá, para legitimarla, tramitarla de acuerdo con lo estable-
cido en el artículo 170.3 de la LOUÁ 02.

Artículo 57. Procedimiento y contenido del acto de otorga-
miento de licencia.

1. El procedimiento de concesión de licencias se ajustará 
a lo dispuesto en las legislaciones reguladoras del Régimen 
local y del Procedimiento Administrativo Común, sin perjuicio 
de otras especificaciones previstas en estas Normas, debién-
dose recabar los informes técnicos y jurídicos realizados por 
los servicios técnicos municipales, o en su defecto comarcales 
o provinciales, así como las autorizaciones que resulten proce-
dentes a tenor de la legislación sectorial.

2. Salvo en los casos expresamente previstos en la 
LOUÁ 02, compete al Ayuntamiento de Luque el otorgamiento 
de licencias cuya resolución deberá ser motivada y notificarse 
a los interesados, que abonarán las tasas y los derechos mu-
nicipales.

3. El contenido mínimo de la licencia especificará:

- Las obras o actividades para las que se otorga.
- Plazo de inicio de obras y caducidad de la licencia.
- Condiciones y compromisos, en su caso, a que está su-

jeto el promotor.

Artículo 58. Clases de licencias urbanísticas.
Las licencias urbanísticas pueden ser:
1. De parcelación.
2. De agregación y segregación.
3. De movimiento de tierras.
4. De obras de urbanización.
5. De obras.
6. De modificación de usos.
7. De demolición.
8. De apertura.
9. De ocupación.
10. Usos en suelo no urbanizable.
11. Otras actuaciones urbanísticas.

Artículo 59. Solicitud de licencias.
1. Las solicitudes se formularán en el impreso oficial co-

rrespondiente a cada caso si existiera, dirigidas al Alcalde, y 
suscritas por el interesado o por la persona que legalmente le 
represente, con las siguientes indicaciones:

A) Nombre, apellidos, domicilio, y demás circunstancias 
personales del interesado, cuando se trate de personas físi-
cas; razón social, domicilio, datos de la inscripción en el co-
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rrespondiente registro público y número de identificación fiscal 
cuando el solicitante actúe en representación de una persona 
jurídica.

B) Situación y tipo de la obra o instalación a realizar.
C) Plazos de ejecución de las obras.
D) Directores técnicos de las obras, en su caso.
E) Autorizaciones o informes que la legislación aplicable 

exija con carácter previo a la licencia
F) Cuando el acto suponga la ocupación o utilización del 

dominio público, se aportará la autorización o concesión de la 
Administración titular de este.

G) Cuando los actos se pretendan realizar en suelo no 
urbanizable y requieran la previa aprobación de Plan Especial 
o Proyecto de Actuación, la licencia deberá solicitarse dentro 
del plazo de un año desde dicha aprobación.

H) Condiciones y compromisos, en su caso, del solici-
tante.

2. Las solicitudes de licencia se presentarán ante el Ayun-
tamiento acompañadas de los documentos que según el tipo 
de licencia se establece en los artículos siguientes.

Artículo 60. Licencia condicionada a completar la urba-
nización.

Podrán concederse licencias en parcelas edificables que 
no tengan la condición de solar cuando se asegure la ejecu-
ción simultánea de la urbanización y edificación en la forma 
y con los requisitos previstos en los artículos 39, 40 y 41 del 
Reglamento de Gestión o los que derivados del artículo 149.2 
de la LOUÁ 02 pudieran establecerse reglamentariamente. 

Artículo 61. Caducidad y prórroga de las licencias.
- Quedarán caducadas, previa audiencia al interesado, las 

licencias en los siguientes supuestos:

A) Cuando no se iniciasen las obras o actividades auto-
rizadas a los seis meses (6) de notificación de la licencia de 
peticionario.

B) Cuando transcurridos más de tres años desde la noti-
ficación de la concesión de licencia, no estuvieran terminadas 
las obras.

C) Si no se respetan las condiciones que, en su caso, se 
establecieron en la licencia.

- Se podrá solicitar únicamente una prórroga del plazo de 
iniciación y una del plazo de ejecución. En caso contrario ten-
drá el carácter de solicitud de nueva licencia.

Artículo 62. Licencias y hallazgos de interés arqueológico.
Cuando se produzcan hallazgos de interés histórico, artís-

tico, geológico o paleontológico susceptibles de ser estudiados 
con metodología arqueológica deberán ser interrumpidas las 
obras en el mismo momento en que aparezcan indicios rela-
cionados con el posible hallazgo. En tales casos, para la re-
anudación de las obras será precisa una autorización expresa 
del Ayuntamiento, que se otorgará previo los asesoramientos 
pertinentes.

En todo caso, cuando se tenga conocimiento de la posibi-
lidad de existencia de un yacimiento se estará a lo establecido 
a tal efecto por la Ley 13/1985 de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español, y por la ley 1/1991, de Patrimonio Histó-
rico de Andalucía, ejercitando la Administración municipal las 
funciones auxiliares que dicha normativa establece en relación 
los organismos competentes.

Artículo 63. Modificación, inspección y terminación de las 
obras.

No se permite ninguna modificación sobre las obras o 
actividades autorizadas sin la aprobación previa del Ayunta-
miento.

La realización de cualquier actividad sujeta a licencia 
podrá ser inspeccionada por los servicios técnicos del Ayun-
tamiento para comprobar el cumplimiento de las condiciones 
exigidas en aplicación de lo dispuesto en los artículos 179 y 
180 de la LOUÁ 02.

El titular de la licencia deberá comunicar al Ayuntamiento 
por escrito la finalización de las obras, acompañada en su 
caso del certificado de la Dirección Técnica, y solicitar la licen-
cia de primera ocupación o de apertura, sin la cual no podrá 
utilizarse ninguna edificación o parte de ella.

APARTADO 1. LICENCIAS DE PARCELACIÓN

Artículo 64. Parcelación urbanística.
Se entiende por parcelación urbanística según lo dis-

puesto en el artículo 66.1 de la LOUÁ 02:

- En terreno en que sea de aplicación el régimen propio 
del suelo urbano o urbanizable, toda división simultánea o su-
cesiva de terrenos, fincas, parcelas o solares.

- En terrenos que tengan el régimen del suelo no urba-
nizable, la división simultánea o sucesiva de terrenos, fincas 
o parcelas en dos o mas lotes que, con independencia de lo 
establecido en la legislación agraria o forestal pueda inducir la 
formación de nuevos asentamientos.

No podrá efectuarse ninguna parcelación urbanística en 
el suelo clasificado como no urbanizable.

Igualmente no podrá realizarse ninguna parcelación ur-
banística en suelo urbano o urbanizable sin que previamente 
haya sido aprobado el planeamiento urbanístico según la clase 
de suelo con inclusión de ordenación pormenorizada, así 
como del proyecto de reparcelación pertinente. Se exceptúan 
de este condicionante las segregaciones necesarias para la in-
corporación de terrenos al desarrollo urbanístico de unidades 
de ejecución.

La licencia de parcelación autoriza a deslindar y amojonar 
la parcela o parcelas resultantes.

Toda división material de los terrenos que se efectúe sin 
la preceptiva licencia de parcelación o con infracción de la 
misma, dará lugar a la adopción de las medidas oportunas de 
protección de la legalidad urbanística.

Artículo 65. Documentación necesaria.
Con la solicitud de licencia de parcelación se acompaña-

rán los siguientes documentos:

A) Memoria justificativa de las razones de la parcelación 
y de sus características. En ella se describirá cada finca origi-
nal existente y cada una de las nuevas parcelas, debiéndose 
hacer constar que éstas resultan adecuadas para el uso que 
el planeamiento les asigna y que, en su caso, son aptas para 
la edificación.

B) Certificado de dominio y estado de cargas, expedido 
por el Registro de la Propiedad. Si la finca o fincas no cons-
tasen matriculadas se indicará tal circunstancia, y se acom-
pañará del título que acredite el dominio y se señalará su 
descripción técnica con indicación de su naturaleza, situación, 
linderos y extensión. 

C) Planos del estado actual, a escala 1:1.000 como mí-
nimo, donde se señalen las fincas originales registrales repre-
sentadas en el parcelario oficial, las edificaciones y arbolado 
existentes y los usos de los terrenos.

D) Planos de parcelación, a escala 1:500 como mínimo, 
en los que aparezca perfectamente identificada cada una de 
las parcelas resultantes y pueda comprobarse su adecuación 
a las determinaciones del planeamiento.
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APARTADO 2:  LICENCIA DE AGREGACIÓN Y SEGREGACIÓN 
DE PARCELAS. DESLINDE Y REAJUSTE DE SUS 
LÍMITES

Artículo 66. Documentación necesaria.
Cualquier acto de agregación o segregación de parcelas 

requerirá licencia municipal.
La solicitud inicial deberá ir acompañada de los siguien-

tes documentos:

A) Plano de situación de las parcelas originales, con sus 
dimensiones acotadas y con indicación de sus superficies.

B) Planos que indiquen el resultado final de la operación 
que se pretende realizar.

APARTADO 3. LICENCIA DE MOVIMIENTO DE TIERRAS

Artículo 67. Documentación necesaria.
Con la solicitud de licencia para movimientos de tierras, 

se acompañarán los siguientes documentos:

A) Plano de emplazamiento a escala 1:2.000.
B) Plano topográfico de la parcela o parcelas a que se 

refiere la solicitud a escala no menor de 1:500, en el que se 
indiquen las cotas de planimetría, la edificación y arbolado 
existente, y la posición en planta y altura, de las fincas o cons-
trucciones vecinas que puedan ser afectadas por el desmonte 
o terraplén.

C) Plano de alineaciones oficiales si las hubiera y de los 
perfiles que se consideren necesarios para apreciar el volumen 
y características de la obra a realizar así como los de detalles 
precisos que indiquen las precauciones a adoptar en relación 
a la propia obra, vía pública y fincas o construcciones vecinas 
que puedan ser afectadas por el desmonte o terraplén.

D) Memoria técnica complementaria referida a la docu-
mentación prevista en los apartados anteriores explicativa de 
las características, programa y coordinación de los trabajos, 
así como las medidas de protección del paisaje y presupuesto 
de las obras e instalaciones.

E) Comunicación de la aceptación de los facultativos de-
signados como director de las obras, visado por el correspon-
diente colegio oficial.

APARTADO 4. LICENCIAS DE OBRAS DE URBANIZACIÓN

Artículo 68. Documentación necesaria.
Con la solicitud de licencia de obras de urbanización, que 

se entenderá otorgada con la aprobación definitiva del pro-
yecto, se acompañarán los siguientes documentos:

A) Proyecto de urbanización, por cuadruplicado, con defi-
nición de las características técnicas de las obras de vialidad, 
saneamiento, instalación y funcionamiento de los servicios 
públicos y de ajardinamiento, arbolado y amueblamiento de 
parques y jardines. El proyecto de urbanización, que no po-
drá contener determinaciones sobre ordenación ni régimen del 
suelo o de la edificación, contendrá una memoria informativa, 
descriptiva y justificativa de las características de las obras, 
planos que definan con la precisión y escalas adecuadas para 
su correcta interpretación los contenidos técnicos de las obras, 
mediciones, cuadro de precios descompuestos, presupuesto y 
pliego de condiciones de las obras y servicios.

B) Comunicación de los técnicos que han de intervenir 
en la obra.

APARTADO 5. LICENCIAS DE OBRAS

Artículo 69. Definición.
La licencia de obra otorga el derecho a edificar, y es el 

instrumento que autoriza a iniciar las obras de edificación 

solicitadas, y acredita la comprobación administrativa de que 
la obra autorizada se sujeta a las condiciones urbanísticas y 
técnicas establecidas por las correspondientes Ordenanzas 
Municipales.

Cuando la licencia de obra autorice la urbanización y edi-
ficación simultáneas, la adquisición definitiva de los derechos 
al aprovechamiento urbanístico y a edificar, quedará subordi-
nada al cumplimiento del deber de urbanizar.

Artículo 70. Documentación necesaria.
Con la solicitud de licencia de obras de nueva planta, 

conservación, ampliación o reforma de edificios existentes, se 
acompañarán los siguientes documentos:

A) Proyecto técnico por triplicado y comunicación de los 
técnicos que han de efectuar la dirección de las obras. Dicho 
proyecto contendrá los datos precisos para que con su exa-
men se pueda comprobar si las obras cuya licencia se solicita 
se ajustan a la reglamentación vigente sobre uso y edificación 
del suelo.

B) Si las obras para las cuales se solicita licencia, com-
portan la ejecución de derribos, excavaciones, terraplenes, 
desmontes o rebajes de tierras, deberán presentarse los docu-
mentos necesarios para efectuar dichos trabajos conforme a 
lo expresado en estas Normas.

Artículo 71. Peculiaridades de la licencia de obras menores.
Tendrán la consideración de obras menores, aquéllas que 

no afecten a la estructura de los edificios, incluida su fachada, 
ni a su distribución, tales como:

- Construcción, reparación o supresión de vados de ac-
ceso de vehículos.

- Ocupación provisional de la vía pública para la construc-
ción, no amparada en licencia de obras mayores.

- Construcción de quioscos para la exposición y venta.
- Colocación de rótulos, banderas o anuncios luminosos.
- Colocación de anuncios, excepto los situados sobre la 

cubierta de los edificios que están sujetos a licencia de obra 
mayor.

- Colocación de postes.
- Colocación de toldos en las plantas bajas con fachada a 

vía pública.
- Instalación de marquesinas.
- Ejecución de obras interiores en locales no destinados a 

vivienda que no modifiquen su estructura.
- Reparación de cubiertas y azoteas.
- Pintura, estuco y reparación de fachadas de edificios.
- Colocación de puertas y persianas en aberturas.
- Colocación de rejas.
- Construcción, reparación o sustitución de tuberías de 

instalaciones, desagües y albañales.
- Construcción de fosas sépticas y pozos.
- Colocación de elementos de instalaciones en terrazas o 

azoteas que no estén amparadas por licencia de obra mayor.

En todos los casos se deberán presentar planos y descrip-
ción de las obras objeto de la petición, justificación de que como 
consecuencia de las obras no se altera el contenido básico de 
las ordenanzas de edificación y presupuesto aproximado.

En su caso, se notificará los técnicos que han de hacerse 
cargo de la dirección de obra.

APARTADO 6. LICENCIA DE MODIFICACIÓN DE USO

Artículo 72. Documentación necesaria.
1. Con la solicitud de licencia para la modificación ob-

jetiva del uso del edificio o parte de él, siempre que ésta no 
requiera la realización de obras de ampliación o reforma, se 
acompañarán los siguientes documentos:
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A) Memoria justificativa, con indicación de si el nuevo uso 
se halla autorizado por el Planeamiento vigente.

B) Plano de emplazamiento a escala 1:500, en el que se 
exprese claramente la situación de la finca con referencia a las 
vías públicas, y la situación del edificio dentro de la parcela.

C) Planos de plantas y secciones necesarios para su com-
pleta comprensión.

D) Certificación expedida por facultativo competente acre-
ditativa de que el edificio es apto para el nuevo uso, con espe-
cial referencia al cumplimiento de las condiciones de estabili-
dad, aislamiento térmico y acústico y prevención de incendios, 
precisas para el uso pretendido.

2. Cuando la solicitud de licencia para modificar objetiva-
mente el uso de un edificio lleve aparejado la realización de obras 
de ampliación o reforma, deberán cumplirse además las pres-
cripciones establecidas para la clase de obras de que se trate.

APARTADO 7. LICENCIA DE DEMOLICIÓN

Artículo 73. Documentación necesaria.
La solicitud de licencia para demolición o derribo de cons-

trucciones se presentará acompañada de los siguientes docu-
mentos:

a) Proyecto y aceptación del técnico designado para la direc-
ción de las obras, visadas por el correspondiente colegio oficial.

b) Fotografías interiores y exteriores del edificio a derribar.

APARTADO 8. LICENCIA DE APERTURA

Artículo 74. Actividades.
1. Se consideran inocuas y por tanto no calificadas las 

actividades en las que no cabe presumir que vayan a producir 
molestias, alterar las condiciones normales de salubridad e hi-
giene del medio ambiente, ocasionar daños a bienes públicos 
o privados sin extrañar riesgos para las personas.

2. Cuando un edificio o instalación se vaya a destinar a los 
usos específicos sujetos al Reglamento de Actividades Clasifica-
das o al Reglamento General de Espectáculos Públicos y Activida-
des recreativas, requerirá con carácter previo la correspondiente 
licencia de apertura. En cualquier caso se dará cumplimiento al 
contenido de la ley 7/1994 de Protección Ambiental.

Artículo 75. Documentación necesaria.
1. Para la actividades inocuas se precisará:

A) Plano de situación del local dentro de la planta general 
del edificio.

B) Fotocopia de la licencia de obra del edificio. Si ésta no 
pudiera aportarse se presentará plano de situación del edificio 
a escala 1:2.000.

C) Croquis o proyecto del local, dependiendo de la impor-
tancia de la obra, con la expresa indicación de los aparatos 
proyectados y las instalaciones necesarias, suscritos por téc-
nico competente y visado por su Colegio Profesional.

2. Para las actividades calificadas, además de los do-
cumentos señalados en los apartados A y B anteriormente 
señalados, se precisará proyecto técnico por duplicado, con 
planos de situación, de proyecto y memoria suficientes para 
el completo entendimiento del mismo, tanto en sus aspectos 
urbanísticos, como industriales/sanitarios.

APARTADO 9. LICENCIA DE OCUPACIÓN

Artículo 76. Licencia de ocupación.
1. La licencia de ocupación es el instrumento administra-

tivo que autoriza a usar lo construido y acredita la conformi-
dad de lo edificado con lo exigido en la licencia de obra.

2. Están sujetas a licencia de ocupación: La primera utili-
zación de las edificaciones resultantes de obras de nueva edi-
ficación, así como las de reforma general y parcial, y las de 
aquellos locales resultantes de obras en los edificios en que 
sea necesario por haberse producido cambios en la configura-
ción de los locales, alteración de los usos a que se destinan, o 
modificaciones en la intensidad de dichos usos.

3. La concesión de licencia de ocupación requiere acredi-
tar el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Certificado final de obras cuando la naturaleza de la 
intervención hubiese requerido dirección técnico-facultativa.

b) Licencias y permisos de apertura o supervisión de las 
instalaciones a cargo de otras administraciones públicas com-
petentes por razón del uso o actividad de que se trate.

c) Otras autorizaciones administrativas sectoriales que 
procedan a causa de servidumbres legales, concesiones admi-
nistrativas o regímenes de protección aplicables a los edificios 
o actividades, cuando no constasen previamente.

d) Terminación y recepción provisional de las obras de ur-
banización que se hubiesen acometido simultáneamente con 
la edificación.

4. La licencia de ocupación se solicitará al Ayuntamiento 
por los promotores o propietarios.

5. La licencia es requisito necesario para la contratación 
de energía eléctrica, agua y telefonía, bajo responsabilidad de 
las empresas respectivas.

6. La puesta en uso de un edificio carente de licencia de 
ocupación preceptiva, constituye infracción urbanística grave, 
sin perjuicio, en su caso, de las órdenes de ejecución o sus-
pensión precisas para el restablecimiento de la ordenación 
urbanística.

APARTADO 10.  LICENCIA PARA USOS AUTORIZABLES EN 
SUELO NO URBANIZABLE

Artículo 77. Documentación necesaria.
Previo a la solicitud de licencia municipal, cuando se trate 

de actos que tengan por objeto la construcción de vivienda 
unifamiliar aislada o actuaciones de interés público, será ne-
cesaria la aprobación del correspondiente Proyecto de Actua-
ción por el procedimiento prescrito en los artículos 42 y 43 
LOUÁ 02 o Plan Especial en el caso de actuaciones de interés 
público en que se produzca alguna de las circunstancias enu-
meradas en el artículo 42.4 LOUÁ 02.

Según establece el artículo 42.5 LOUÁ 02, el Plan Espe-
cial o el Proyecto de Actuación contendrán, al menos, las si-
guientes determinaciones:

A) Administración pública, entidad o persona, promotora 
de la actividad, con precisión de los datos necesarios para su 
plena identificación.

B) Descripción detallada de la actividad, incluyendo:
- Situación, emplazamiento y delimitación de los suelos 

afectados.
- Caracterización física y jurídica de los suelos.
- Características de las edificaciones, construcciones, obras 

e instalaciones que integre, con inclusión de las exteriores ne-
cesarias para la adecucada funcionalidad de la actividad y las 
construcciones, infraestructuras y servicios públicos existentes 
en su ámbito territorial de incidencia.

- Plazos de inicio y terminación de las obras, con determi-
nación, en su caso, de las fases de ejecución.

C) Justificación de los siguientes extremos:
- Utilidad pública o interés social de su objeto.
- Viabilidad económica y financiera y plazo de duración de 

la cualificación urbanística de los terrenos, legitimadora de la 
actividad.
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- Compatibilidad con el régimen urbanístico del suelo 
donde se ubica.

- No inducción de nuevos asentamientos. 

D) Obligaciones asumidas por el promotor de la actividad, 
constituidas al menos por:

- Las correspondientes a los deberes legales derivados 
del régimen del suelo.

- Pago de la prestación compensatoria en suelo no urbani-
zable y constitución de garantía, en su caso, de acuerdo con el 
artículo 52.4 y 5 LOUÁ 02.

- Solicitud urbanística municipal en el plazo máximo de 
un año a partir de la aprobación del Plan Especial o Proyecto 
de Actuación, salvo en los casos que esta ley exceptúa de la 
obtención de licencia.

E) Cualesquiera otras determinaciones que completen la 
caracterización de la actividad y permitan una adecuada valo-
ración de los requisitos exigidos.

Aprobado el Plan Especial o Proyecto de Actuación, se 
solicitará licencia acompañando al menos la siguiente docu-
mentación:

A) Instancia suscrita por la persona solicitante de la licen-
cia, con expresión de nombre y domicilio.

B) Estudios complementarios de impacto ambiental que 
puedan derivarse en su caso de las construcciones o de la 
actividad que en ellas se pretende realizar, con expresión de 
movimientos de tierras, deforestaciones, variación o afección 
en cursos o masas de aguas, impactos visuales próximos y 
lejanos, con estudios de perspectivas y fotografías que reflejen 
el área de influencia de la zona y cualquier otro impacto que 
sea susceptible de producirse.

C) Proyecto con el grado de definición suficiente, visado 
por el Colegio Profesional correspondiente.

D) Autorizaciones, en su caso, de las administraciones ti-
tulares de bienes públicos afectados (áreas de servidumbre o 
afección de carreteras, cauces fluviales, etc.).

El contenido de la documentación citada se adecuará, en 
todo caso, a las características de la edificación o uso que se 
pretenda realizar.

APARTADO 11.  LICENCIA PARA OTRAS ACTUACIONES URBA-
NÍSTICAS

Artículo 78. Definiciones de otras actuaciones urbanísticas.
A los efectos de estas Normas, se entiende por otras ac-

tuaciones urbanísticas aquellas construcciones, ocupaciones, 
actos y formas de afección del suelo o del subsuelo, que no 
estén incluidas en las secciones anteriores o que se acometan 
con independencia de los proyectos que en ellas se contem-
plan.

Estas actuaciones urbanísticas se integran en los siguien-
tes subgrupos:

1. Obras Civiles singulares: Entendiendo por tales las de 
construcción o instalación de piezas de arquitectura o inge-
niería civil, o de esculturas ornamentales, puentes pasarelas, 
muros, monumentos, fuentes y otros elementos urbanos simi-
lares, siempre que no formen parte de proyectos de urbaniza-
ción o de edificación.

2. Actuaciones estables: Cuando su instalación haya de 
tener carácter permanente o duración indeterminada. Com-
prende este subgrupo, a título enunciativo, los conceptos si-
guientes:

A) La tala de árboles y la plantación de masas arbóreas.
B) Movimientos de tierra tales como la construcción de 

piscinas y aperturas de pozos.

C) Nuevos cerramientos exteriores de terrenos o modifi-
cación de los existentes.

D) Implantación fija de casas prefabricadas o desmonta-
bles y similares.

E) Instalaciones ligeras de carácter fijo propias de los ser-
vicios públicos o actividades mercantiles en la vía pública, ta-
les como cabinas, quioscos, puntos de parada de transporte, 
postes, etc.

F) Recintos y otras instalaciones fijas de actividades al 
aire libre recreativas, deportivas, de acampada, etc., sin perjui-
cio de los proyectos complementarios de edificación o urbani-
zación que, en su caso, requieran.

G) Soportes publicitarios exteriores, incluidos todos lo que 
estén en locales cerrados.

H) Instalaciones exteriores de las actividades extractivas, 
industriales o de servicios, no incorporadas a proyectos de edi-
ficación.

I) Instalaciones de depósito o almacenamiento al aire li-
bre, incluidos los depósitos de agua y de combustibles líquidos 
y gaseosos, y los parques de combustibles sólidos, de material 
y de maquinaria.

J) Instalaciones o construcciones subterráneas de cual-
quier clase no comprendidas en proyectos de urbanización o 
de edificación.

K) Usos o instalaciones que afecten al vuelo de las cons-
trucciones, del viario o de los espacios libres, tales como ten-
didos aéreos de cables y conducciones, antenas u otros mon-
tajes sobre los edificios ajenos al servicio normal de estos y no 
previstos en los proyectos originarios.

3. Actuaciones provisionales: Entendiéndose por tales las 
que se acometan o establezcan por tiempo limitado, y particu-
larmente las siguientes:

a) Vallado de solares.
b) Sondeos de terrenos.
c) Aperturas de zanjas y calas.
d) Instalaciones de maquinaria, andamiajes y apeos.
e) Ocupación de terrenos por feriales, espectáculos u 

otros actos comunitarios al aire libre. 

Artículo 79. Condiciones de los proyectos de otras actua-
ciones urbanísticas.

Los proyectos a que se refiere esta sección se atendrán 
a las especificaciones requeridas por las reglamentaciones 
técnicas de la actividad de que se trate, a los contenidos de 
estas Normas, y a las que se dispongan en las Ordenanzas 
Municipales. 

Como mínimo contendrán memoria descriptiva y justifica-
tiva, plano de emplazamiento, croquis suficientemente explica-
tivo de las instalaciones y presupuesto.

Sección 2. El deber de conservación

Artículo 80. El deber de conservación.
Los propietarios de urbanizaciones, edificaciones, terre-

nos e instalaciones deberán conservarlas en buen estado de 
seguridad, salubridad y ornato público conforme a los artícu-
los 153 y 155 LOUÁ 02. También están obligados a conservar-
los conforme a su significación cultural y a su utilidad pública.

Artículo 81. Condiciones mínimas de seguridad, salubri-
dad y ornato.

A los efectos previstos en el apartado anterior se enten-
derá como condiciones mínimas:

A) En urbanización. 
El propietario de cada parcela es responsable del mante-

nimiento de las acometidas de redes de servicio en correcto 
estado de funcionamiento.



Sevilla, 31 de diciembre 2008 BOJA núm. 259 Página núm. 57

En urbanizaciones no recibidas, correrá a cuenta de sus 
propietarios la conservación de aceras, calzadas, redes de dis-
tribución y servicio, del alumbrado y de los restantes elemen-
tos que configuran la urbanización.

Una vez recibidas compete al municipio o a los propieta-
rios agrupados en entidad urbanística, en su caso, la conser-
vación de las obras de urbanización, incluyendo el manteni-
miento de las dotaciones y los servicios públicos.

B) En construcciones:
B.1. Condiciones de seguridad: Las edificaciones deberán 

mantener sus cerramientos y cubiertas estancas al paso del 
agua, contar con protección de su estructura a la acción del 
fuego y mantener en buen estado los elementos de protección 
contra caídas. La cimentación y estructura deberán de conser-
varse de modo que garantice el cumplimiento de su misión re-
sistente. Deberán conservarse los materiales de revestimiento 
de fachadas, cobertura y cerramientos de modo que no ofrez-
can riesgo a las personas y a los bienes.

B.2. Condiciones de salubridad: Deberá mantenerse el 
buen estado de las redes de servicio, instalaciones sanitarias, 
condiciones de ventilación e iluminación de modo que se ga-
rantice su aptitud para el uso al que estén destinadas y su 
régimen de utilización.

Mantendrán tanto el edificio como sus espacios libres con 
un grado de limpieza que impida que pueda ser causa de in-
fección o peligro para las personas.

B.3. Condiciones de ornato: Las fachadas exteriores e inte-
riores, medianeras, vallas y cerramientos de las construcciones 
deberán mantenerse adecentadas, mediante la limpieza, pintura, 
reparación o reposición de los materiales de revestimiento.

Artículo 82. Órdenes de ejecución por motivos turísticos 
o culturales.

El Ayuntamiento y los órganos competentes, en cumpli-
miento del artículo 158 LOUÁ 02, deberán dictar las órdenes 
de ejecución de obras de reparación, conservación y rehabi-
litación de edificios y construcciones deteriorados, en condi-
ciones deficientes para su uso efectivo legítimo, o cuando se 
pretenda la restitución de su aspecto originario.

Podrá dictarse orden de ejecución, además, en los si-
guientes casos:

- Fachadas visibles desde la vía pública, ya sea por su mal 
estado de conservación, por haberse transformado en espacio 
libre su predio colindante o por quedar la edificación por encima 
de la altura máxima y resultar medianeras al descubierto.

- Jardines o espacios libres particulares visibles desde la 
vía pública.

Las obras se ejecutarán a costa de los propietarios si 
estuvieran contenidos en el límite del deber de conservación 
que les corresponde, o supusieran un incremento del valor del 
inmueble y hasta donde éste alcance, y se complementarán o 
se sustituirán económicamente con cargo a fondos de la Enti-
dad que lo ordene. 

El incumplimiento de la orden de ejecución dictada habi-
litará a la administración actuante a adoptar cualquiera de las 
medidas contempladas en el artículo 158.2 LOUÁ 02.

Sección 3. Declaración de ruina

Artículo 83. Supuestos de ruina.
La declaración de la situación legal de ruina urbanística 

de una edificación o construcción, procederá en los siguientes 
supuestos:

a) Cuando el coste de las obras necesarias para devolver 
las condiciones adecuadas de estabilidad, seguridad, estan-
queidad y consolidación estructurales sea superior al 50% del 

valor de una construcción de nueva planta con similares ca-
racterísticas e igual superficie útil (artículo 157.1.a LOUÁ 02).

b) Cuando, habiéndose dado cumplimiento a las recomen-
daciones de los informes derivados de al menos las dos últi-
mas inspecciones periódicas, el coste de los trabajos y obras 
realizados como consecuencia de estas dos inspecciones, su-
mado al de las que deben ejecutarse a los efectos señalados 
en el apartado anterior, supere el mismo límite anterior (ar-
tículo 157.1.b LOUÁ 02).

Se produce la situación de ruina física inminente de una 
edificación o construcción, cuando exista amenaza de de-
rruirse de modo inminente, con peligro para al seguridad pú-
blica o la integridad del patrimonio protegido por la legislación 
específica o por este PGOU.

En este supuesto, el Alcalde estará habilitado para dispo-
ner las medidas que sean precisa, incluido el apuntalamiento 
de la construcción o edificación y su desalojo, sin que ello 
presuponga ni implique la declaración de la situación legal de 
ruina urbanística.

Artículo 84. Declaración del estado ruinoso.
Corresponde al Ayuntamiento la declaración de la situa-

ción legal de ruina urbanística, previa audiencia al propietario 
y demás titulares de derechos afectados.

La declaración de la situación legal de ruina urbanística 
comportará las exigencias para la administración y el propie-
tario establecidas en el artículo 157.3 LOUÁ 02, así como la 
inclusión de la construcción o edificación en el Registro Muni-
cipal de Solares y Edificaciones Ruinosas.

La inclusión en este registro otorgará al propietario el 
plazo de un año para proceder, en su caso, a las obras de 
restauración. El incumplimiento de este plazo conllevará la co-
locación del inmueble en situación de venta forzosa para su 
ejecución por sustitución.

Sección 4. Protección de la legalidad urbanística

Artículo 85. Competencias.
Con independencia de lo establecido en los artículos 181 

a 190 LOUÁ 02, la inspección urbanística se ejercerá por los 
órganos de la Administración autonómica y local, dentro de 
sus respectivas competencias, y de acuerdo con la legislación 
vigente.

El Alcalde ejercerá la inspección de las parcelaciones ur-
banas, obras e instalaciones del término municipal para com-
probar el cumplimiento de las condiciones exigibles.

Artículo 86. Las infracciones urbanísticas.
Son infracciones urbanísticas las acciones u omisiones que 

estén tipificadas y sancionadas como tales en el artículo 207 
LOUÁ 02.

La producción de una infracción dará lugar a las medidas 
siguientes:

- Las necesarias para la protección de la legalidad urba-
nística y el restablecimiento del orden perturbado.

- Las que procedan para la exigencia de responsabilida-
des sancionadoras y disciplina administrativas o penal.

- Las encaminadas al resarcimiento de los daños y la in-
demnización de los perjuicios a cargo de los responsables.

En todo caso se adoptarán las medidas para la reposición 
de la realidad física alterada a su estado primitivo.

Artículo 87. Personas responsables.
En los actos que se ejecutasen sin licencia o sin los pre-

supuestos legales para su legitimidad:
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- Los propietarios, promotores, constructores y cuantas 
personas tengan facultades decisorias sobre la ejecución o el 
desarrollo de los actos, así como los técnicos directores de 
los mismos y los redactores de los proyectos cuando en estos 
concurra dolo, culpa o negligencia grave.

- Los titulares o miembros de los órganos administrativos 
y los funcionarios públicos que, por acción u omisión, hayan 
contribuido directamente a la producción de la infracción.

En los actos ejecutados al amparo de licencia o acto ad-
ministrativo que constituyan o legitimen una infracción urba-
nística:

- El titular del órgano administrativo unipersonal o los 
miembros de los órganos colectivos que hayan otorgado 
la licencia o aprobaciones sin los preceptivos informes o en 
contra de informe desfavorable por razón de la infracción y 
el Secretario que no haya advertido en su informe la omisión 
de alguno de los informes técnicos y jurídicos, así como los 
funcionarios facultativos que hayan informado favorablemente 
las licencias o aprobaciones.

- Los miembros o miembros de los órganos administrati-
vos y los funcionarios públicos que, por acción u omisión, ha-
yan contribuido directamente a la producción de la infracción.

Artículo 88. Sanciones.
Se estará a lo establecido en los artículos 208 y 209 

LOUÁ 02.

TÍTULO V

LAS DOTACIONES

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 89. Clases de Dotaciones (OE).
Las dotaciones están constituidas por el suelo, las edifica-

ciones y las instalaciones públicas o privadas que el PGOU o sus 
instrumentos de desarrollo califiquen para alguno de los usos 
globales o pormenorizados que tengan carácter dotacional.

Las dotaciones pueden ser de las siguientes clases:

- Sistemas Generales.
- Sistemas Locales.
- Dotaciones Privadas.

Artículo 90. Condiciones de uso y edificación.
Los elementos dotacionales cumplirán las condiciones 

generales y particulares de uso y edificación reguladas en las 
presentes Normas que le sean de aplicación.

Las edificaciones e instalaciones dotacionales se ajus-
tarán a las condiciones particulares de la zona en la que se 
ubiquen, o de sus colindantes, sin perjuicio de lo dispuesto en 
este Título.

Artículo 91. Programación y ejecución material.
La ejecución de las obras e instalaciones en los suelos 

dotacionales deberá llevarse a cabo de acuerdo con los plazos 
previstos y exigirá la efectiva coordinación de las actuaciones 
e inversiones públicas y privadas, según los casos, en conso-
nancia con las previsiones que en este sentido establece el 
PGOU.

La ejecución material de las obras e instalaciones de las 
dotaciones será acometida con arreglo a las previsiones del 
PGOU y a cargo de:

- La Administración Pública de acuerdo con sus compe-
tencias, para aquellos sistemas generales o lacales estableci-
dos en suelo urbano.

- Los particulares en caso de ser adjudicatarios de conce-
siones administrativas en la prestación de servicios públicos a 
implantar como sistemas generales o locales en los casos en 
que esta modalidad de gestión sea compatible con el servicio 
a implantar.

- Los particulares para el caso de dotaciones privadas.

Cuando las obras de urbanización de un sistema gene-
ral fuese de interés supramunicipal por formar parte de redes 
funcionales y de servicios cuya planificación, programación, 
proyecto, construcción y gestión tienen ámbito comarcal, pro-
vincial, autonómico o estatal, la adquisición del suelo necesa-
rio, la ejecución y la gestión del servicio corresponde a la Ad-
ministración que tenga asignada la competencia, sin perjuicio 
de los acuerdos o Convenios Interadministrativos de Colabora-
ción que esta pueda suscribir con el Ayuntamiento.

CAPÍTULO II

Sistemas generales y locales

Artículo 92. Definición e identificación de los sistemas ge-
nerales (OE).

Constituyen los Sistemas Generales, a los efectos de apli-
cación del presente PGOU, los terrenos, construcciones, edi-
ficaciones e instalaciones que conforman la dotación pública 
y que se señalan en este PGOU por constituir la estructura 
general y orgánica de la ordenación del mismo conforme al 
modelo territorial y urbano desarrollado.

Los sistemas generales definidos y/o desarrollados en 
este PGOU se delimitan sin perjuicio de la clasificación del 
suelo en el plano correspondiente.

Se especifican los sistemas generales, identificando cada 
uno de sus elementos y estableciendo las siguientes clases:

- Sistemas Generales de Comunicaciones, tanto urbanas 
como interurbanas.

- Sistemas Generales de Vías Pecuarias.
- Sistemas Generales de Espacios Libres.
- Sistemas Generales de Equipamientos Comunitarios, 

comprensivos de los centros públicos al servicio de la pobla-
ción destinados a usos administrativos, culturales, docentes, 
deportivos, sanitarios, asistenciales, religiosos, cementerios y 
otros servicios de interés social.

- Sistemas Generales de Infraestructuras, como centros 
productores, transformadores o de almacenamiento energé-
tico, embalses, líneas de conducción y distribución y otras 
análogas.

El PGOU define las siguientes actuaciones sobre sistemas 
generales:

- SGI-1. Depósito de agua en Fuente de Luque.
- SGI-2. Estación depuradora de aguas residuales en San 

Bartolomé.
- SGI-3. Mejoras en la estación depuradora de aguas resi-

duales en Camino de la Fuenseca.
- SGL-1.Parque periurbano de la Ermita de San Jorge.
- SGL-2.Parque periurbano de la Ladera del Castillo.

Artículo 93. Definición e identificación de los sistemas lo-
cales.

Son Sistemas Locales los equipamientos, espacios libres 
y viales cuyo ámbito funcional se limita principalmente a una 
determinada y concreta área, complementando, desde esta 
perspectiva local, la articulación territorial y urbana definida 
por los sistemas generales.

Los Sistemas Locales en el suelo urbano consolidado, 
suelo urbano no consolidado con ordenación pormenorizada 
y suelo urbanizable ordenado se identifican en el plano corres-
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pondiente a calificación del suelo del presente PGOU. Corres-
ponderá a los instrumentos de desarrollo del suelo urbano no 
consolidado sin ordenación pormenorizada y del suelo urbani-
zable sectorizado la definición espacial y específica de los siste-
mas locales en atención a complementar los servicios ofrecidos 
por los sistemas generales, potenciándolos y protegiéndolos, así 
como a facilitar el acceso de los ciudadanos a su uso.

Artículo 94. Titularidad y régimen urbanístico (OE).
Los Sistemas Generales y Locales son de titularidad y 

gestión pública. Una vez obtenidos, se afectarán al uso público 
o se adscribirán a un servicio público u otros usos de interés 
social, de conformidad con el planeamiento urbanístico.

Los terrenos afectados por Sistemas Generales o Locales 
que a la entrada en vigor del presente PGOU sean de titulari-
dad privada deberán transmitirse al Ayuntamiento, quien los 
incorporará a su dominio por cualquiera de los medios que 
se regulan en este Plan, de conformidad con la legislación 
urbanística. Hasta que no se produzca su obtención estarán 
sometidos al régimen de calificación de fuera de ordenación 
regulado en estas normas.

Los terrenos de titularidad pública no municipal, que ten-
gan un uso coincidente con lo previsto en este PGOU, manten-
drán su titularidad.

Los terrenos de titularidad pública no municipal, que tengan 
un uso no coincidente con lo previsto en este PGOU, deberán 
adaptarse al uso propuesto, o en su caso, transmitirse al Ayun-
tamiento o Administración titular del servicio, siendo posible su 
inmediata ocupación para la ejecución del uso previsto.

Artículo 95. Obtención del suelo de los Sistemas Genera-
les y Locales.

El suelo necesario para la ejecución de los sistemas gene-
rales incluidos o adscritos por el PGOU a sectores o unidades 
de ejecución se obtiene mediante cesión obligatoria y gratuita 
y por los procedimientos previstos para el desarrollo de la ac-
tividad de ejecución, así como por expropiación u ocupación 
directa.

En los demás supuestos, mediante transferencias de apro-
vechamiento en virtud del correspondiente acuerdo de cesión, 
venta o distribución cuando así esté previsto en el instrumento 
de planeamiento y, en su defecto, mediante expropiación u ocu-
pación directa.

Artículo 96. Implantación efectiva del uso dotacional. (OE)
Cuando el Ayuntamiento así lo estime, en atención a las 

necesidades de cada zona, podrán implantarse equipamientos 
sociales en suelos calificados como docentes o deportivos y 
viceversa, sin necesidad de innovación del PGOU.

Los suelos de sistemas generales y locales calificados 
como equipamiento comunitario, podrán concederse derechos 
de superficie conforme a lo dispuesto en el artículo 77 de la 
LOUÁ 02, con objeto de garantizar la prestación del servicio 
público previsto, siempre que dicho equipamiento no haya 
sido implantado, ni esté prevista su implantación a corto o me-
dio plazo por ningún organismo público.

CAPÍTULO III

Dotaciones privadas

Artículo 97. Definición e identificación de las dotaciones 
privadas.

Se denominan dotaciones privadas los suelos, edificacio-
nes e instalaciones de propiedad o gestión privada calificados 
para uso dotacional.

Dicha calificación excluye la posibilidad de cualquier otro 
uso lucrativo, salvo que esté expresamente previsto en el pre-
sente PGOU.

Artículo 98. Régimen de las dotaciones privadas.
Los suelos correspondientes a dotaciones privadas que 

se encuentren incluidos en una unidad de ejecución contribui-
rán a las cargas de cesión y urbanización en proporción a su 
aprovechamiento lucrativo.

A dichos efectos el planeamiento de desarrollo valorará 
el uso dotacional de dichos suelos para establecer los corres-
pondientes coeficientes de ponderación que sirva de base al 
cálculo del aprovechamiento lucrativo que le corresponda.

La urbanización y edificación de las dotaciones privadas 
no incluidas en unidades de ejecución corresponderá a la ini-
ciativa privada.

Artículo 99. Cese de la actividad dotacional.
El cese de la actividad propia de la dotación privada no 

justifica, por si sola, la alteración en la calificación del suelo 
afectado, ni autoriza a destinar el suelo ni la edificación a nin-
guna otra actividad, salvo a otro uso dotacional. 

TÍTULO VI

NORMAS GENERALES DEL SUELO URBANO Y URBANIZABLE

CAPÍTULO I

Regulación de usos

Artículo 100. Usos globales y categorías.
El presente PGOU determina los siguientes usos globa-

les: Residencial, Industrial, Terciario. La regulación estructural 
y pormenorizada de los mismos se contiene en el presente 
Título de las normas urbanísticas.

En Suelo Urbano y Urbanizable se consideran los siguien-
tes subcategorías respecto a los usos globales:

1. Residencial.
2. Industrial.
3. Terciario:
 3.1. Comercial.
 3.2. Administrativo.
 3.3. De relación.
 3.4. Residencial público.

Por otra parte, se regula el uso dotacional como uso com-
plementario y compatible con los usos globales anteriores.

4. Dotaciones:
 4.1. Equipamiento:
    4.1.1 Educativo.
    4.1.2. Deportivo.
    4.1.3. Servicios de Interés Público y Social:
     4.1.3.1. Cultural.
     4.1.3.2. Religioso.
     4.1.3.3. Sanitario.
     4.1.3.4. Cementerio.
 4.2. Areas libres.
 4.3. Viario.
 4.4. Infraestructuras.
 4.5. Cochera-aparcamiento.

A cualquier otro uso no contenido en la anterior relación 
se le aplicarán las normas que regulen el uso de análogo con-
tenido.

Artículo 101. Simultaneidad de usos.
Cuando una actividad comprenda varios de los usos seña-

lados en el artículo anterior y siempre que fuesen compatibles 
entre sí, cada uno de los mismos deberá cumplir además, las 
condiciones que se determinen en las ordenanzas específicas 
de la zona.
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Artículo 102. Ámbitos de aplicación.
Las normas que se fijan en los artículos siguientes son de 

aplicación a las obras de nueva planta, de ampliación, y a las 
obras de reforma sustancial de la edificación existente.

Artículo 103. Obras en edificios existentes.
Sólo se permiten obras de reforma y ampliación en fincas 

y locales determinados, cuando estén dedicados o se destinen 
a usos permitidos por la ordenación correspondiente.

Artículo 104. Clases de usos.
Por su situación jurídica se dividen en exclusivos, domi-

nantes, compatibles y prohibidos:

a) Exclusivo: Aquel cuya implantación ocupa la totalidad 
del suelo y/o edificación de la parcela.

b) Dominante: Aquel de implantación mayoritaria en la to-
talidad del suelo y/o edificación de la parcela, pudiendo llegar 
a ser exclusivo o coexistir con otro uso dominante.

c) Compatible: Es aquel que debe coexistir con el uso domi-
nante dentro de una parcela, sin perder ninguna de sus carac-
terísticas propias. En una misma parcela la superficie de usos 
compatibles no podrá superar a la de los usos dominantes.

d) Prohibido: Es aquel expresamente prohibido en el ám-
bito que se señale.

Artículo 105. Cambios de uso.
1. Se prohíbe el cambio de uso en todas aquellas parcelas 

que en los planos de ordenación estructural y/u Ordenación 
Completa aparezcan calificadas con el uso de Equipamiento, 
sean de dominio público o privado, salvo que dicho cambio 
suponga el mantenimiento de su carácter de equipamiento.

2. Los cambios de uso del suelo y edificación están some-
tidos a licencia municipal, la cual se otorgará cumpliendo las 
determinaciones de las presentes Normas y reglamentación 
vigente de aplicación.

3. Las parcelas catastrales calificadas en las presentes 
Normas como «Zona Industrial» incluidas en áreas fundamental-
mente residenciales, podrán cambiar el uso industrial por el resi-
dencial. Para ello se deberán cumplir las siguientes condiciones:

- El propietario solicitará al Ayuntamiento el cambio de 
uso, especificando razonada y justificadamente si se trata de 
una liquidación de la actividad industrial o de un traslado a 
nuevas instalaciones. 

- El cambio de uso deberá tramitarse como expediente de 
«Modificación del PGOU» según se estipula en los artículos 36 
y 38 LOUÁ 02. Los terrenos en cuestión pasarán a estar cali-
ficados como «Residenciales» con la categoría del ámbito ur-
bano donde se ubiquen.

- El Ayuntamiento en pleno considerará la petición y, en 
su caso, aprobará inicialmente la modificación del PGOU para 
cambio de uso, estimando y ponderando las razones argu-
mentadas por la propiedad.

- Aprobado el cambio de uso, el propietario redactará un 
Plan Especial de Reforma Interior que ordene el ámbito de la 
Unidad de Ejecución.

- Dentro de la Unidad de Ejecución así delimitada se esta-
blecerán las reservas de suelo para equipamiento y dotaciones 
adecuadas a las necesidades de la población. Las superficies 
de estas reservas respetarán los mínimos establecidos en el 
artículo 17 LOUÁ 02.

- Con carácter excepcional, justificado por las necesida-
des específicas de la zona, el Ayuntamiento podrá acordar la 
agregación de las superficies de cesión destinadas a dos o 
más sistemas distintos en uno cualquiera de ellos.

- Para las Unidades de Ejecución se fija una densidad 
máxima de viviendas de 50 viv/ha, una altura de edificación 
cuyo número de plantas no supere a las permitidas en el en-
torno y una edificabilidad máxima de 1 m²/m².

Sección 1. Uso Global Residencial

Artículo 106. Definición (OE).
Comprende este uso los espacios y dependencias desti-

nados al alojamiento humano de forma permanente.

Artículo 107. Clasificación.
Se establece las siguientes categorías:
R.1. Vivienda unifamiliar: Es la situada en parcela inde-

pendiente, en edificio aislado o agrupado, y con acceso exclu-
sivo desde la vía pública.

R.2. Vivienda bifamiliar: Es un caso particular de la uni-
familiar que se obtiene por obra nueva, o por adaptación de 
una unifamiliar preexistente, para servir de vivienda a varios 
miembros de una misma familia.

El carácter mancomunado y no segregable de la parcela 
habrá de hacerse constar en escritura pública.

R.3. Edificación plurifamiliar: El que alberga tres o más 
viviendas compartiendo elementos comunes de acceso, distri-
bución, instalaciones, etc., en régimen de división horizontal.

Artículo 108. Condiciones.
A) Condiciones de distribución de las dependencias.
La distribución de las distintas piezas integrantes de una 

vivienda deberán cumplir las siguientes condiciones:

- Cada vivienda dispondrá obligatoriamente de una depen-
dencia de baño cuyo acceso no podrá hacerse a través de los 
dormitorios ni de la cocina.

- En las viviendas de más de un baño podrá accederse a 
estos desde los dormitorios, debiendo al menos uno de ellos 
cumplir las condiciones de acceso independiente regulado en 
el párrafo anterior.

- En las viviendas de un solo dormitorio el acceso al baño 
podrá hacerse directamente desde el dormitorio o la estancia 
comedor.

- En las viviendas de igual número de baños y dormitorios 
se podrá acceder desde éstos a todos los baños.

B) Dimensiones mínimas de las dependencias.
Las diversas dependencias de las viviendas habrán de 

cumplir las siguientes condiciones mínimas de superficie útil:

- Estar: 10 m².
- Estar-cocina: En su caso 14 m².
- Cocina: 5 m².
- Dormitorios: 6 m² para dormitorios simples.
 8 m² para dormitorios dobles.
- Cuarto de aseo: 1,5 m².
- Pasillos: Su anchura nunca será inferior a 0,80 m.

C) Condiciones mínimas de habitabilidad.
No se permitirán viviendas interiores, entendiendo por ta-

les aquellas que no tengan al menos dos habitaciones (o una 
sola con superficie superior o igual a 16 m² y frente mínimo de 
4 m), excluidos los baños, con huecos abiertos a espacio pú-
blico o a patio interior de superficie igual o superior a 70 m², y 
cuyo lado sea como mínimo de 7 m.

El número de viviendas recayentes al patio interior no po-
drá superar al número de viviendas recayentes a vía pública, 
salvo que el patio constituya una «plaza interior» según se de-
fine más adelante.

D) Vivienda bajo rasante.
No se permitirán viviendas en semisótano, entendiendo 

por tales aquéllas que tengan su pavimento a nivel inferior de 
la calle o espacio libre a que recaiga su fachada, tomado en 
cualquier punto de la rasante de calle o espacio libre.

E) Iluminación y ventilación.
Toda estancia tendrá iluminación y ventilación mediante 

huecos de superficie no menor que un octavo de la superficie 
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en planta de la estancia. Los cuartos de aseo y baño podrán 
disponer de conducto de ventilación.

F) Escaleras.
Las escaleras se regularán por las siguientes condiciones:

- Las que den acceso a viviendas en edificios plurifamilia-
res tendrán hueco de al menos 1 m² por planta para la ilumi-
nación y ventilación a través de patio. Así mismo podrán ilumi-
narse y ventilarse de forma cenital siempre que se proyecten 
con un lucernario de superficie mínima de 1/3 de la superficie 
de la caja de escalera, y exista un hueco coincidente en pro-
yección horizontal en el que pueda inscribirse un círculo de 
diámetro igual a 0,30 m por el número de plantas del edificio.

- Su anchura no podrá ser nunca inferior a 0,80 m.

Sección 2. Uso Global Industrial

Artículo 109. Definición y clases (OE).
Comprende este uso los espacios destinados a la elabora-

ción de productos y a la transformación y preparación de ma-
terias primas o semielaboradas, así como a su conservación, 
almacenamiento, guarda y distribución al por mayor.

A los efectos de aplicación de estas ordenanzas se distin-
guen las siguientes clases:

I.1. Generación, distribución y suministro de la energía y 
productos energéticos.

I.2. Obtención, reparación, mantenimiento, transforma-
ción o reutilización de productos de toda índole, el envasado 
y embalaje; así como el aprovechamiento, recuperación y eli-
minación de residuos o subproductos, cualquiera que sea la 
naturaleza de los recursos y procesos técnicos utilizados.

I.3. Fabricación, elaboración, reparación y/o tratamiento 
de productos de consumo doméstico. Estos usos pueden in-
cluir la venta al público.

I.4. Fabricación, elaboración, reparación y/o tratamiento 
de materiales para la construcción.

I.5. Talleres de carpintería metálica o de madera.
I.6. Transporte e industria auxiliar del automóvil (cocheras, 

talleres, concesionarios, etc.).
I.7. Almacenamiento y/o distribución de productos no pe-

ligrosos.
I.8. Almacenamiento y/o distribución de productos peli-

grosos.

I.8.a. Productos de peligrosidad alta:
- Líquidos con punto de inflamación inferior a + 23 ºC.
- Materiales criogénicos.
- Materiales que puedan formar mezclas explosivas en el aire.
- Líquidos o gases licuados del petróleo.
- Materiales de combustión espontánea en su exposición 

al aire.
- Sólidos capaces de inflamación por debajo de 100 ºC.

I.8.b. Productos de peligrosidad media:
- Líquidos con punto de inflamación entre 23 y 61 ºC.
- Sólidos inflamables entre 100 y 200 ºC.
- Sólidos y semisólidos que emiten gases inflamables.

I.8.c. Productos de peligrosidad baja:
- Líquidos con punto de inflamación por encima de 61 ºC.

Artículo 110. Clasificación.
Se establecen las siguientes categorías:

1. Primera Categoría. 
Industrias compatibles con la zonificación residencial, por 

no ofrecer riesgos ni causan molestias a las viviendas.
Corresponden a las clases I.3, I.5, I.6 e I.7 del artículo 39, 

con las siguientes limitaciones:

- No producirán residuos que deban ser retirados por em-
presa autorizada al efecto (excepto aceites de locomoción y 
productos utilizados en aparatos de consumo).

- El desarrollo de la actividad no producirá humos, vahos, 
polvos, gases u olores molestos o peligrosos para las perso-
nas y bienes.

- El desarrollo de la actividad no precisará sistema de de-
puración de aguas residuales previa al vertido en la red muni-
cipal de saneamiento.

- No producirá contaminación por radiaciones térmicas, 
ionizantes u otras fuentes de energía.

- La actividad debe desarrollarse en recinto cerrado y 
acondicionado acústicamente según las disposiciones legales 
de aplicación.

- La actividad se desarrollará íntegramente en horario 
diurno.

Entre estas actividades se encuentran, siempre que se 
cumpla con las limitaciones establecidas: Talleres de carpin-
tería metálica, cerrajería y madera. Talleres de reparación de 
vehículos a motor y de maquinaria en general. Lavado y en-
grase de vehículos a motor. Talleres de reparación eléctrica. 
Emisoras de radio, etc.

2. Segunda Categoría. 
Industrias que pudiendo causar ciertas molestias, pueden 

llegar a ser compatibles con la zonificación residencial me-
diante la aplicación de medidas correctoras.

Corresponden a las clases I.3, I.5, I.6, I.7.e y I.8.c. del ar-
tículo 39, con las siguientes limitaciones:

- No producirán residuos que deban ser retirados por em-
presa autorizada al efecto (excepto aceites de locomoción y 
productos utilizados en aparatos de consumo).

- El desarrollo de la actividad no producirá humos, vahos, 
polvos, gases u olores molestos o peligrosos para las perso-
nas y bienes.

- No producirá contaminación por radiaciones térmicas, 
ionizantes u otras fuentes de energía.

- La actividad debe desarrollarse en recinto cerrado y 
acondicionado acústicamente según las disposiciones legales 
de aplicación

Entre estas actividades se encuentran, siempre que se 
cumpla con las limitaciones establecidas: Talleres textiles y de 
punto. Instalaciones de tratamiento de pieles, cueros y tripas. 
Imprentas y artes gráficas. Estudios de rodaje y grabación. Al-
macenes de abonos y piensos. Carpinterías y ebanisterías, etc.

3. Tercera Categoría.
Industrias que requieren zonificación industrial específica 

por su incompatibilidad con el uso residencial corresponden a 
las no incluidas en las categorías primera y segunda, con las 
siguientes excepciones:

- Industrias de clase I.8.a.
- Que las características técnicas de la actividad no acon-

sejen, por su potencial peligrosidad para las personas o bie-
nes, su implantación en zonas próximas a áreas urbanas.

4. Cuarta categoría.
Industrias que deben ubicarse alejadas de las áreas urbanas 

por su potencial peligrosidad para las personas o los bienes.
Las actividades industriales de Clase I.8.a y las contem-

pladas en el Anexo I de la Ley 7/1994, de Protección Ambien-
tal serán consideradas como pertenecientes a esta categoría.

Artículo 111. Condiciones.
A) De implantación:

- Las industrias de Primera Categoría deberán situarse en 
planta baja o sótano cuando se sitúen en edificios destinados 
a otros usos.
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- Las industrias de Segunda Categoría deberán situarse 
necesariamente en edificios dedicados exclusivamente a este 
uso, pudiendo ubicarse éstos en áreas industriales.

- Las industrias de Tercera Categoría deberán necesaria-
mente situarse en suelos expresamente calificados para este fin.

- Las industrias de Cuarta Categoría se ubicarán alejadas 
de las áreas urbanas.

B) El uso industrial estará regulado por la Ley 7/1994, de 
Protección Ambiental.

C) Vertidos Industriales. Las aguas residuales proceden-
tes de procesos de fabricación serán tratadas por la propia 
industria hasta obtener un estado asimilable a las aguas resi-
duales domésticas antes de su vertido a la red municipal de 
alcantarillado.

Sección 3. Uso Global Terciario

Artículo 112. Definición y clases.
Comprende este uso los espacios destinados a la presta-

ción de servicios comerciales al por menor, de relación, resi-
dencial público y administrativo, en los que la población satis-
face sus necesidades de adquisición de productos elaborados 
o servicios privados de toda índole.

A los efectos de aplicación de estas ordenanzas se distin-
guen las siguientes clases: comercial, de relación, residencial 
público y administrativo.

3.1. USO COMERCIAL

Artículo 113. Definición y clases.
Comprende este uso la compraventa o permuta de mer-

cancías al pormenor, elaboración de artesanía destinada a la 
venta en el mismo local y reparación de la misma.

Se entenderán incluidos en este uso, además de las an-
teriores, las lavanderías, salones de peluquería, gimnasios y 
similares.

A los efectos de aplicación de estas ordenanzas se distin-
guen las siguientes clases:

T.C.1. Comercio tradicional. Cuando la superficie ocupada 
por la totalidad de sus instalaciones (áreas de venta, almace-
naje y elaboración) sea inferior a 1.000 m².

T.C.2. Gran superficie comercial o centro comercial. Es el 
comercio o agrupación de comercios instalados en un mismo 
edificio cuando la superficie ocupada por la totalidad de sus 
instalaciones (áreas de venta, almacenaje y elaboración) sea 
igual o superior a 1.000 m².

Artículo 114. Condiciones de implantación.
Los de la clase C.1 podrán ubicarse en la planta baja y 

sótano de edificios destinados principalmente a otros usos.
Los de clase C.2 ocuparan edificio destinado exclusiva-

mente a usos terciarios.

3.2. USO DE RELACIÓN

Artículo 115. Definición.
Comprende este uso los espacios y locales destinados al 

desarrollo de la vida social de la población, tales como cafés, 
bares, restaurantes, discotecas, centros de asociación y agru-
paciones cívicas, y otros usos de similares características.

Artículo 116. Condiciones de implantación.
Deberán situarse en planta baja y/o sótano, (siempre que 

no entre en contradicción con el artículo 160.3) cuando estén 
formando parte de un edificio con otro uso. 

3.3. RESIDENCIAL PÚBLICO

Artículo 117. Definición.
Comprende este uso los espacios y locales destinados al 

alojamiento temporal de personas, con servicios y gestión co-
munes, tales como hoteles, pensiones, residencias, etc., todos 
ellos con sus dependencias complementarias.

Artículo 118. Condiciones de implantación.
Cuando formen parte de un edificio con uso residencial, 

se dispondrán accesos independientes para ambos usos.

3.4. USO ADMINISTRATIVO

Artículo 119. Definición.
Comprende este uso los espacios y locales destinados 

a cualquier tipo de actividad, pública o privada, de carácter 
administrativo, burocrático o financiero, o que sirva de aloja-
miento a despachos profesionales.

Artículo 120. Condiciones de implantación.
Deberán situarse en planta baja cuando estén formando 

parte de un edificio con otro uso, salvo que se trate de oficinas 
profesionales anexas a las viviendas o compatibles con ellas.

Sección 4. Uso dotacional

4.1. EQUIPAMIENTOS

Artículo 121. Compatibilidad de usos.
Cualquier compatibilidad de uso que pueda establecerse en 

alguna de las zonas de ordenanzas deberá respetar el carácter 
de cada uso, no pudiendo producirse ninguna simultaneidad que 
suponga una merma de las funciones incluidas en la definición.

4.1.1. Equipamiento educativo

Artículo 122. Definición.
Comprende este uso los espacios y locales destinados a 

actividades de formación en cualquiera de sus niveles, tales 
como centros escolares, guarderías, academias, etc.

Artículo 123. Condiciones.
En los edificios donde exista uso residencial o residencial 

público, solo podrá ubicarse en planta baja, no pudiendo utili-
zar los accesos de aquellos salvo en casos de emergencia.

Este uso queda eximido de la exigencia general de reserva 
de plazas de aparcamiento.

4.1.2. Equipamiento deportivo

Artículo 124. Definición.
Comprende este uso los espacios y locales destinados a la 

práctica y enseñanza de ejercicios de cultura física y deporte, o 
cualquier otra actividad inmediatamente ligada con ellos.

Artículo 125. Condiciones.
En los edificios con uso residencial o residencial público, 

solo podrá ubicarse en planta baja o inferior, (siempre que no 
entre en contradicción con el artículo 160.3) no pudiendo utili-
zar los accesos de aquellos salvo en casos de emergencia.

Este uso queda eximido de la exigencia general de reserva 
de plazas de aparcamiento.

4.1.3. Equipamientos de los sistemas de interés públicos y social

4.1.3.1. Uso cultural.

Artículo 126. Definición.
Comprende este uso los espacios y locales destinados a 

la conservación, transmisión y génesis de los conocimientos, 
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tales como bibliotecas, archivos, museos, cines, teatros, cen-
tros de investigación, etc.

Artículo 127. Condiciones.
En los edificios donde exista uso residencial o residencial 

público, solo podrá ubicarse en planta baja o inferior, (siempre 
que no entre en contradicción con el art. 87.3) no pudiendo 
utilizar los accesos de aquellos salvo en casos de emergencia.

Este uso queda eximido de la exigencia general de reserva 
de plazas de aparcamiento.

4.1.3.2. Uso religioso.

Artículo 128. Definición. 
Comprende este uso los espacios y locales destinados 

al culto público o privado, tales como templos, centros parro-
quiales, etc.

Artículo 129. Condiciones.
En los edificios donde exista uso residencial o residencial 

público, solo podrá ubicarse en planta baja o inferior (siempre 
que no entre en contradicción con el art. 87.3) no pudiendo 
utilizar los accesos de aquellos salvo en casos de emergencia.

Este uso queda eximido de la exigencia general de reserva 
de plazas de aparcamiento.

4.1.3.3. Uso sanitario.

Artículo 130. Definición.
Comprende este uso los espacios y locales destinados a 

consulta, tratamiento y alojamiento de enfermos.

Artículo 131. Condiciones.
En los edificios donde exista uso residencial o residencial 

público, solo podrá ubicarse en planta baja, no pudiendo utili-
zar los accesos de aquellos salvo en casos de emergencia.

Este uso queda eximido de la exigencia general de reserva 
de plazas de aparcamiento.

4.1.3.4. Cementerio.

Artículo 132. Definición.
Comprende este uso los terrenos o instalaciones destina-

dos al depósito y guarda de cadáveres.

Artículo 133. Condiciones.
Deberán necesariamente situarse en suelos expresa-

mente calificados para este fin.
Este uso queda eximido de la exigencia general de reserva 

de plazas de aparcamiento.

4.2. ÁREAS LIBRES

Artículo 134. Definición
Comprende este uso aquellos espacios no edificados 

de uso público o comunitario, destinados al esparcimiento o 
recreo de la población, tales como parques, jardines y zonas 
destinadas al juego de niños.

Este uso se permite en cualquiera de las zonas definidas.

Artículo 135. Condiciones.
A) Los terrenos destinados a este uso deberán cumplir las 

condiciones técnicas especificadas en las Normas de urbani-
zación que le sean aplicables.

B) Cualquier compatibilidad de uso que pueda estable-
cerse deberá respetar el carácter de este uso, no pudiendo 
producirse ninguna simultaneidad que suponga una merma 
de las funciones incluidas en la definición.

La ocupación de suelo por el conjunto de estos usos no so-
brepasará el 10% de la superficie total del área libre, no pudiendo 

ser la edificabilidad de los mismos mayor de 0,1 m²t/m²s de la 
superficie total.

En todo caso, el suelo ocupado por tales usos mantendrá 
la titularidad pública.

4.3. USO VIARIO

Artículo 136. Definición.
Comprende este uso los espacios destinados a la comu-

nicación y transporte de personas y mercancías, así como los 
complementarios que faciliten su buen funcionamiento. Este 
uso se permite en cualquiera de las zonas definidas.

Artículo 137. Condiciones.
Las zonas destinadas a este uso deberán cumplir las con-

diciones especificadas en las normas de urbanización y demás 
que le sean aplicables.

Sólo se permitirán usos temporales, tales como vallados 
o instalaciones al servicio de las infraestructuras, o activida-
des de temporada que se acomoden a las exigencias estéticas 
y ambientales del ámbito, garantizando la comodidad, seguri-
dad y rapidez del tránsito peatonal.

4.4. INFRAESTRUCTURAS

Artículo 138. Definición.
Comprende este uso los terrenos destinados a instalacio-

nes de centros o redes de los servicios de abastecimiento de 
agua, energía eléctrica, gas, teléfono, saneamiento y vertido 
de basura.

Artículo 139. Condiciones.
Cada uno de los centros de instalaciones deberá cumplir 

la normativa específica vigente que le sea aplicable, así como 
las condiciones técnicas y de cálculo contenidas en este do-
cumento.

En caso de que la implantación de este uso pueda pro-
vocar servidumbre sobre otros usos, será exigible las obras o 
medidas que reduzcan las afecciones al mínimo posible.

4.5. COCHERA-APARCAMIENTO

Artículo 140. Definición.
Se define como cochera-aparcamiento el espacio, en el 

interior de las parcelas, destinado específicamente a esta-
cionamiento de vehículos. Se fija una dimensión mínima de 
2,20 x 4,50 m para cada una de las plazas y un ancho mínimo 
de 4,50 metros para los espacios de distribución que den ac-
ceso directo a alguna de las plazas de aparcamiento. 

Artículo 141. Condiciones.
Podrán ocupar espacios libres de edificación específica-

mente destinados a este fin, en cuyo caso serán descubiertos. 
Podrán situarse en espacios cubiertos en plantas sobre rasante 
o subterráneas.

Cuando este uso no sea exclusivo deberá ubicarse en 
planta baja o en plantas de sótano.

Podrá autorizarse la implantación de edificios con uso ex-
clusivo de cochera-aparcamiento previa petición justificada que 
analice el déficit de oferta en la zona, su incidencia en el tráfico, 
efectos sobre las condiciones ambientales y régimen de explo-
tación. En este tipo de edificios podrán ajustarse los parámetros 
definidores de la ordenanza de zona en lo referente a número de 
plantas que serán consecuencia de la altura máxima permitida 
y de la altura libre de plantas necesarias para este uso.

Los accesos de vehículos al interior del edificio se dotarán 
de puerta en línea de fachada, de modo que se evite su visión 
desde el exterior, y dispondrán de una meta junto a la vía pú-
blica de 3,00 metros de fondo cuya pendiente no podrá ser 
superior al 5%.
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CAPÍTULO II

Normas Generales de Urbanización

Sección 1. Consideraciones generales

Artículo 142. Ámbito de aplicación.
Estas Normas serán de aplicación a todas las obras de 

nueva implantación, reforma o mejora de los espacios urba-
nos que se ejecuten, cualquiera que sea el proyecto que las 
recoja y las personas o las entidades que las ejecuten.

Artículo 143. Contenido de los proyectos de urbanización.
1. El Ayuntamiento podrá exigir en cada caso unas carac-

terísticas de los materiales a emplear en los acabados de la 
urbanización, justificando su procedencia en la armonización 
con el entorno o en las necesidades técnicas derivadas de las 
características de cada actuación. Asimismo podrá determinar 
el tipo de instalaciones a ubicar en las áreas libres.

2. Deberán respetarse los contenidos establecidos en el 
presente capítulo relativos al espacio viario, las áreas libres, 
abastecimiento de agua, saneamiento, energía eléctrica y alum-
brado público. En todo caso, deberá resolverse el enlace de los 
servicios urbanísticos con los generales del núcleo de población 
y acreditar que tienen capacidad suficiente para atenderlos.

3. En relación con la documentación y tramitación, se es-
tará a lo establecido en los arts. 98 y 99 LOUÁ 02. 

Artículo 144. Conservación de la urbanización.
El mantenimiento y conservación de las obras de urbaniza-

ción corresponderá a los promotores hasta su cesión definitiva al 
Ayuntamiento. Producida la recepción definitiva de tales obras co-
rresponderá al Ayuntamiento su conservación y mantenimiento, 
salvo que estos deberes correspondan a los propietarios de la 
unidad por haberse establecido una Entidad de Conservación. En 
este supuesto será preceptiva la constitución de una Entidad de 
conservación, de conformidad con lo previsto en el Reglamento 
de Gestión, siendo obligatoria la pertenencia a la misma de todos 
los propietarios comprendidos en su ámbito territorial.

El contenido del deber de conservación se extenderá a to-
das aquellas obras, infraestructuras, instalaciones, mobiliario 
y ajardinamiento que contemple el proyecto de urbanización 
correspondiente.

Sección 2. El espacio viario

Artículo 145. Concepto y clasificación.
Constituyen el espacio viario aquellos espacios exteriores 

accesibles, dedicados a la circulación y estancia de personas y 
vehículos. Se clasifican en:

A) Según su jerarquía:
a) Vías interurbanas: conectan distintos núcleos de pobla-

ción, produciendo el tránsito de vehículos cuyo origen y des-
tino no coinciden con el núcleo afectado. 

b) Vías estructurantes: las que configuran la estructura 
de la ciudad.

c) Vías primarias: las que configuran la estructura de los 
sectores integrantes de la ciudad.

d) Vías secundarias: aquéllas cuya función principal es do-
tar de acceso a las diferentes áreas.

B) Según su uso:
a) Vías de tráfico rodado.
b) Vías peatonales.

Artículo 146. Determinaciones referentes a las vías.
1. Las calles destinadas al tráfico rodado deberán contar 

con un ancho mínimo de 6,50 metros, distribuidos en 4,00 m 
de calzada y dos acerados de 1,25 m de ancho mínimo, sepa-
rados por bordillos con altura máxima de 14 cm. 

Caso de ser de doble dirección tendrá un ancho mínimo 
de calzada de 6 metros y dos áreas peatonales análogas a las 
anteriores.

2. Con carácter general las vías estructurantes serán de 
doble sentido de circulación.

3. Cuando existan aparcamientos, el espacio por vehículo 
será de 2,20 x 4,50 m, pudiendo adoptarse la disposición que 
se estime conveniente.

4. La pavimentación en las vías de tráfico rodado será 
preferentemente adoquinada o empedrada, evitando aquellos 
pavimentos que inviten a la velocidad. Las rondas de circunva-
lación y viario de zonas industriales podrán ser asfaltados.

Los bordillos serán de piedra natural, y los acerados de 
piedra o solería hidráulica antideslizantes. En las rondas de 
circunvalación y viario de zonas industriales podrán utilizarse 
bordillos de hormigón.

5. El proyecto de urbanización distinguirá entre calzada 
estricta y áreas de estacionamiento, no siendo necesaria esta 
distinción cuando se trate de un viario de carácter secundario. 

6. Para vías de tráfico peatonal que sirvan de acceso a 
parcelas, la anchura mínima será de 6,00 m; en caso contra-
rio la anchura mínima será de 4,00 m. En todo caso, la pen-
diente longitudinal máxima será del 12% en tramos menores 
de 3 m y del 8% para el resto.

Caso de disponer de escaleras, éstas serán preferente-
mente de directriz recta, completándose en cualquier caso 
con una rampa; no se permitirán en ellas las mesetas en án-
gulos, partidas o compensadas. En los tramos de escaleras se 
introducirán, como mínimo cada 16 peldaños, descansillos in-
termedios de 1,20 m de longitud mínima. Quedan prohibidos 
los desniveles que se salven con un único escalón.

Sección 3. Las áreas libres

Artículo 147. Ordenación.
La ordenación se acomodará a la topografía existente del 

terreno, alterando lo menos posible la configuración interna 
del subsuelo.

En los parques la pavimentación será predominantemente 
terriza (albero, engravillado o similar), pudiendo incluirse pe-
queñas zonas con pavimentación de barro, chinos o piedra.

En las plazas predominarán con carácter general los pa-
vimentos duros a base de piedra o solería hidráulica antides-
lizantes.

Respecto a la jardinería y mobiliario urbano, deberán man-
tenerse y potenciarse los elementos tradicionales y especies 
autóctonas y se estará con carácter general a lo establecido 
al respecto en el apartado 5.7 de la Documentación Comple-
mentaria de las Normas Subsidiarias Provinciales.

En particular, las zonas verdes dispuestas en terrenos 
de pendiente acusada deberán ordenarse mediante rebajes 
y abancalamientos que permitan su utilización como áreas 
de estancia y paseo, debidamente integradas a través de los 
elementos de articulación: itinerarios peatonales, escaleras, 
líneas de arbolado…

Artículo 148. Instalación de estructuras móviles y otros 
usos provisionales.

El proyecto de urbanización determinará las áreas expre-
samente dedicadas a la instalación de estructuras móviles, 
edificación provisional, tendidos de infraestructuras, instala-
ciones de servicios o dotaciones públicas compatibles con el 
carácter de área libre.

Sección 4. Las infraestructuras básicas

Artículo 149. Trazado de las redes.
El proyecto de urbanización deberá estudiar la concen-

tración de los trazados de instalaciones y servicios básicos 
configurando una reserva o faja de suelo que a ser posible dis-



Sevilla, 31 de diciembre 2008 BOJA núm. 259 Página núm. 65

currirá por espacios públicos no edificables ni rodados, prefe-
rentemente por las aceras. Toda nueva urbanización dispondrá 
de canalizaciones subterráneas para los servicios de energía 
eléctrica, abastecimiento de agua, saneamiento y telefonía.

Artículo 150. Dimensionamiento de las redes.
Para el dimensionado de las canalizaciones y para la eje-

cución de la red, se utilizarán los criterios de las NTE, salvo 
que el proyecto, redactado por técnico competente, justifique 
distintos criterios.

Los proyectos de Urbanización recogerán la obligatorie-
dad establecida por esta normativa, de que las redes de sa-
neamiento y abastecimiento internas se dimensionen teniendo 
en cuenta la afección de las restantes áreas urbanizables exis-
tentes o programadas que puedan influir de forma acumula-
tiva en los caudales a evacuar, o en la presión y caudales de 
la red de abastecimiento y distribución. Todo ello, con el fin de 
prever la progresiva sobresaturación de las redes, y los incon-
venientes ocasionados por modificaciones no consideradas en 
las escorrentías.

Artículo 151. Red de abastecimiento de agua.
1. Caudales.
Áreas residenciales: En cada sector, núcleo o zona po-

blada se garantizará el consumo interno de agua potable con 
un mínimo de 945 litros por vivienda y día y 0,035 litros/vi-
vienda/segundo de caudal punta.

Áreas industriales: En caso de no existir datos concretos 
sobre el tipo de industrias a implantar y por consiguiente de la 
demanda de agua, se considerará un caudal punta de cálculo 
de 1,5 litros por segundo y hectárea.

Otros usos: El caudal necesario para usos distinto al de 
vivienda se establece por equivalencia de viviendas según la 
siguiente tabla:

Elemento núm. viviendas.
Boca de incendios 240
Hotel (100 plazas) 215
Hospital (100 plazas) 130
Oficina (100 m²) 3
Comercio (100 m²) 3
Colegio (100 plazas) 17
Jardines (1000 m²) 1

2. Con el fin de garantizar el adecuado suministro de la 
zona o áreas servidas, se dispondrán redes malladas que discu-
rrirán por encima de la red de alcantarillado al menos 50 cm, o 
30 cm cuando se trate de cualquier otra red.

3. Se preverá la instalación de hidrantes de incendio.
4. A efectos de normalización de secciones, materiales, 

calidades y piezas especiales a utilizar, se establece un diá-
metro mínimo de 80 mm en la red general de distribución o 
125 mm cuando soporte hidrantes de incendio, una velocidad 
comprendida entre 0,5 y 1,5 m/seg, y una presión mínima de 
servicio de 10 m.c.a.

Artículo 152. Red de saneamiento.
1. El sistema podrá ser unitario o separativo.
2. La evacuación de aguas pluviales se realizará por tube-

rías; el drenaje superficial se producirá mediante imbornales o 
drenajes tradicionales, conectándose el imbornal con la tubería 
a través de pozos de registro. En todos los puntos bajos de la 
red viaria se situarán puntos de recogida de aguas pluviales.

3. La profundidad mínima será de 1,20 m cuando discu-
rra bajo áreas peatonales, protegiéndose con solera de hormi-
gón cuando discurra bajo zonas de tráfico rodado.

4. Se colocarán:

- Sumideros para agua de lluvia y riego por cada 600 m² y 
con una separación máxima de 50 m que acometerán a pozos.

- Pozos de registro en cada acometida a la red, cambio de 
pendiente o dirección, y en los principios de todos los colecto-
res. La distancia máxima entre estos pozos de registro será 
de 50 m.

- Pozos de resalto en cambios de cota superiores a 80 cm.

5. Los diámetros mínimos a emplear en la red serán de 
30 cm en la exterior y de 20 cm en las acometidas domiciliarias.

6. Para pendiente inferior al 5 por mil y en diámetros infe-
riores a 40 cm, queda prohibido el uso de hormigón. La veloci-
dad en todo caso estará comprendida entre 0,6 y 3,5 m/seg. 
Fuera de estos límites la solución deberá ser debidamente 
razonada.

Artículo 153. Red de alumbrado exterior.
1. Los componentes visibles del alumbrado público armo-

nizarán con las características urbanas de la zona y contribui-
rán a la ambientación y ornato del lugar.

2. La red deberá ser subterránea, con sus conductores 
situados a una profundidad mínima de 0,40 m, y con una sec-
ción nunca inferior a 6 mm².

3. Las luminarias podrán ir sobre báculos o adosadas a 
fachada. En el caso de calles se recomienda la utilización de 
brazos murales, restringiéndose el uso de báculos o postes 
para aquellas que cuenten con anchos de aceras superiores 
a un metro. Sobre la disposición de las luminarias y el nivel 
medio de iluminación, se estará a lo establecido al efecto en 
el apartado 5.5 de la Documentación Complementaria de las 
Normas Subsidiarias Provinciales.

Artículo 154. Red de energía eléctrica.
La red deberá ser subterránea, con sus conductores ins-

talados en el interior de conductos enterrados, y con registros 
suficientes y convenientemente establecidos, de modo que su 
sustitución, reposición o ampliación pueda efectuarse fácil-
mente. Estos conductos deberán ir situados a una profundi-
dad mínima de 0,60 m.

Cuando se construya un local, edificio o agrupación de 
éstos, cuya previsión de carga exceda de 50 kVA, la propiedad 
del inmueble deberá reservar, cuando lo exija la Empresa Su-
ministradora, un local destinado a la instalación de un centro 
de transformación que deberá cumplir las condiciones impues-
tas por el Reglamento Electrotécnico para Alta Tensión.

El grado de electrificación de las viviendas será el que, de 
acuerdo con su utilización, determine el propietario. En todo 
caso, deberán cumplirse las condiciones mínimas que, en fun-
ción de su superficie, se establecen en el apartado 5.4 de la 
Documentación Complementaria de las Normas Subsidiarias 
Provinciales.

Artículo 155. Los proyectos de Obra Ordinaria.
Las obras de nueva implantación, reparación o mejora de 

los espacios urbanos básicos, se realizarán a través de los co-
rrespondientes Proyectos de Obra Ordinaria, redactados por 
técnicos competentes.

CAPÍTULO III

Normas generales de edificación

Artículo 156. Alcance.
Estas Normas de Ordenación establecen las condiciones 

reguladoras de la parcelación y de la edificación, así como el 
aprovechamiento urbanístico asignado a cada parcela de suelo 
urbano.

Artículo 157. Unidad de Intervención Edificatoria.
Las Normas Urbanísticas están orientadas hacia la per-

manencia o control de la división catastral existente como 
condición indispensable para conseguir la conservación del le-



Página núm. 66 BOJA núm. 259 Sevilla, 31 de diciembre 2008

gado histórico y orientar adecuadamente las actuaciones que 
tienden a modificarlo.

La unidad de intervención a efectos edificatorios es la 
parcela catastral, con todas las afecciones reales o jurídicas 
que le sean propias.

Se entiende por parcela toda porción de suelo delimitada 
con el fin de hacer posible la ejecución de la edificación y de la 
urbanización, conferir autonomía a la edificación por unidades 
de construcción y servir de referencia a la intensidad de la edi-
ficación y al número de viviendas, y asegurar la unidad mínima 
de edificación.

Toda solicitud de licencia de edificación tendrá que venir 
referida a una parcela catastral existente, o a una que sea re-
sultado de una segregación, agregación o parcelación urbanís-
tica con licencia municipal.

Ninguna parcela catastral existente en el momento de 
aprobación definitiva del presente PGOU se considera no edi-
ficable por razones de su forma y dimensiones, si bien éstas 
deberán ser tales que permitan la implantación del tipo edifi-
catorio que se pretenda construir.

Asimismo deberá contar con todos los servicios urbanís-
ticos, o quedar asegurada la ejecución simultánea de la ur-
banización y de la edificación, y deberá tener señaladas sus 
alineaciones y rasantes.

Artículo 158. Alineaciones y rasantes. 
Se entiende por alineación oficial el límite entre la parcela 

y el espacio público al que dé frente. Esta alineación deberá 
respetarse en todas las plantas del edificio.

Se define como rasante oficial el nivel del espacio público 
en la alineación oficial, y como rasante del terreno el nivel na-
tural de éste.

Tendrán el carácter de alineaciones y rasantes oficiales 
las determinadas por el PGOU en los planos correspondientes 
de Ordenación Completa o por los planes que lo desarrollen. 
Las alineaciones y las rasantes actuales, si el PGOU no señala 
otras y en tanto no se redacten figuras de planeamiento que 
las modifiquen, tendrán el carácter de alineaciones y rasantes 
oficiales.

Artículo 159. Tipos edificatorios.
Las obras de edificación en esta clase de suelo se clasifi-

can en los tipos que a continuación se enumeran, siéndoles de 
aplicación, además de estas Normas Generales, las determi-
naciones específicas de la zona donde se implanten.

1. Edificación entre medianeras: Edificación unitaria con 
fachada coincidente con la alineación oficial, y adosada a los 
linderos laterales de la parcela.

2. Edificación con jardín delantero: Edificación unitaria 
adosada a linderos laterales, y separada 4,00 m de la alinea-
ción oficial.

3. Edificación pareada: Edificación unitaria adosada o sus-
ceptible de ser adosada, en uno de sus linderos laterales a la 
edificación de una parcela contigua y separada al menos 3,00 m 
del resto de los linderos y 4,00 m de la alineación oficial.

4. Edificación aislada: Edificación unitaria separada como 
mínimo 3,00 m de todos sus linderos con otras parcelas y 
4,00 m de la alineación oficial.

Artículo 160. Altura de la edificación (OE).
1. Generalidades: El número máximo de plantas que pue-

den alcanzar las edificaciones se establece según su Califica-
ción y la documentación gráfica. 

En parcelas cuyo número de plantas permitido sea tres se 
permite construir una planta menos de las autorizadas.

La solería de planta baja podrá elevarse desde esta ra-
sante hasta un máximo 1,50 metro, no pudiéndose situar por 
debajo de ella en ningún punto de la fachada cuando se des-
tine a uso residencial.

La altura desde cualquier punto de la rasante de la calle 
a la cota inferior del forjado que cubra a la planta baja, estará 
comprendida entre 3,00 y 4,50 metros, salvo en los casos en 
que se indique expresamente en las Normas de Zona. La al-
tura libre de la planta baja será igual o superior a 2,70 m.

Los pisos superiores tendrán una altura comprendida en-
tre 3,00 m y 3,50 m, medidas de suelo a suelo. 

La altura total de la edificación habrá de fijarse dentro del 
margen que conceden las anteriores condiciones, en función 
de la altura de las edificaciones colindantes y del entorno cir-
cundante, debiendo justificarse en la documentación gráfica 
del proyecto la solución adoptada. Los límites absolutos de 
altura medidos en el centro de las fachadas son 7,00 metros 
y 10,00 metros para edificios de dos y tres plantas respecti-
vamente.

El Ayuntamiento denegará la licencia si la altura de la edi-
ficación, aun cumpliendo las limitaciones anteriores, perjudica 
el carácter general del conjunto urbano.

Será de cuenta del propietario de la casa más elevada el 
tratamiento adecuado de las medianeras vistas. 

2. Casos especiales: En caso de edificaciones con fa-
chada a calles opuestas y que por poseer diferente calificación 
les sea permitida distinto número de plantas, la edificación 
con fachada a la calle de mayor altura se retranqueará de la 
fachada opuesta un mínimo de 3 m, no superando en ningún 
caso la mitad geométrica entre fachadas y deberá tratar como 
fachada el paramento resultante. 

3. Sótanos y semisótano: Podrá autorizarse la construc-
ción de una planta de sótano o semisótano cuya cota de so-
lería estará deprimida como máximo 3 metros respecto de la 
rasante de la calle, para uso de garajes, almacenes, servicios 
generales de viviendas, trasteros, etc., excluyéndose expre-
samente el uso residencial y residencial público. Cuando se 
destinen a uso de aparcamiento, no se limita el número de 
plantas de sótano

4. Construcciones por encima de la altura máxima: Por 
encima de la altura máxima solo se permitirá la construcción 
de los elementos necesarios para el acceso a la azotea, las 
instalaciones que deban situarse a esta altura y los elementos 
constructivos constituyentes de la cubierta (tejados, pretiles, 
etc.), con las siguientes condiciones:

- La altura máxima de cualquiera de estos elementos no 
superará 2,50 m.

- Los cuerpos edificados (casetones, sala de máquinas, 
etc.) no se situarán a menos de 4,00 metros de la línea de 
fachada.

Artículo 161. Edificabilidad (OE).
A) Se entiende por edificabilidad la suma de las superfi-

cies cubiertas de todas las plantas que, de conformidad con 
estas Normas, tengan la consideración de bajas o superiores.

El cálculo de esta superficie será el resultado de la apli-
cación del número de plantas y ocupación recogidos para 
cada zona, salvo que se disponga otra cosa en las ordenanzas 
particulares de cada zona. En dicho cálculo se computarán 
íntegramente las superficies correspondientes a las edificacio-
nes o cuerpos de edificaciones auxiliares y a las edificaciones 
existentes que se mantengan, así como la proyección de las 
escaleras por cada planta.

La superficie de los vuelos abiertos, los pasajes públicos 
y los porches cubiertos, computarán a efectos de estos cálcu-
los un cincuenta por ciento.

La superficie construida en sótanos, semisótanos y «ocu-
pación total de parcela en planta baja para uso comercial», 
cuando sea permitido en desarrollo de las presentes Normas, 
no se computarán a efectos de edificabilidad máxima permi-
tida definida en el presente artículo.

Las obras de nueva planta, sustitución, renovación o 
ampliación, tendrán como límite de edificabilidad el deducido 
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de la aplicación de las presentes Normas. Sin embargo, los 
edificios existentes para los que se solicite obras de reforma 
parcial, redistribución, modernización, adecentamiento o con-
solidación, que no supongan una modificación estructural bá-
sica, podrán tener como límite de edificabilidad la superficie 
construida existente.

B) Se entiende por edificabilidad bruta o de zona, el límite 
máximo de edificabilidad, expresado en m²t/m²s. (metros cua-
drados de techo por metro cuadrado de suelo) aplicado a toda 
la superficie de cada zona o sector.

C) Se entiende por edificabilidad neta el límite máximo 
de edificabilidad, expresado en m²t/m²s (metros cuadrados de 
techo por metro cuadrado de suelo) aplicable a cada parcela.

Artículo 162. Ocupación de la parcela. (OE)
Es la superficie resultante de la proyección ortogonal so-

bre un plano horizontal, de la totalidad de volumen de la edifi-
cación incluidos los vuelos.

En las ordenanzas de edificación correspondientes a cada 
zona se fija la ocupación máxima de cada parcela.

El resto de la superficie resultante de aplicar la regla de 
ocupación máxima, se destinará a patios o zonas ajardinadas.

Las parcelas calificadas como de equipamiento de uso 
público y titularidad pública están exentas de la obligación de 
dejar el espacio libre fijado en el presente artículo, pudiendo 
ocupar libremente la parcela catastral que ocupan. 

Excepcionalmente, la ocupación de una parcela catastral 
podrá autorizarse hasta el 100% en planta baja (salvo los es-
pacios destinados a retranqueos obligatorios de la edificación) 
cuando dicha planta se destine a uso no residencial: comercial, 
almacén, equipamiento, aparcamientos, etc., no admitiéndose 
en esta planta más que el portal de acceso a las viviendas de 
plantas superiores.

Artículo 163. Patios.
1. La superficie y las características de los patios serán 

las resultantes de la aplicación de las condiciones fijadas para 
la edificación.

2. Estarán separados de las líneas de fachada al menos 
cuatro metros. Excepcionalmente, cuando la geometría de la 
parcela impida esta ubicación, la distancia a fachada podrá 
disminuirse, formalizando en todo caso el plano de fachada.

3. Sólo podrán cubrirse a la altura del último forjado con 
los elementos tradicionales de cubrición, es decir, monteras 
de cristal y claraboyas no transitables, toldos, etc.

4. La superficie mínima exigida de los patios no podrá es-
tar ocupada por aparcamientos, ni por las rampas de acceso 
al sótano o al semisótano si los hubiere.

Todos los patios deberán tener forma y dimensiones tales 
que pueda inscribirse en ellos un círculo de diámetro superior 
a 1/3 de la altura del paramento más alto que lo encuadre, 
con un mínimo de 3 m. 

5. Plaza interior: En aquellas parcelas con características 
dimensionales adecuadas podrá proyectarse «plaza interior» 
destinada a uso privado comunitario cumpliendo las siguien-
tes características:

- Su dimensión permitirá la inscripción de un circulo de 10 
metros de diámetro y una superficie mínima de 120 m².

- La edificación situada entre la calle y la «plaza interior» 
tendrá un fondo edificado máximo de 14 m.

- La edificación con fachada a la «plaza interior» tendrá 
un fondo máximo de 10 metros y dos plantas de altura.

- La «plaza interior» dispondrá de acceso directo desde 
la calle o desde otra «plaza interior» mediante un pasaje cuyo 
ancho no será inferior a 1/3 del fondo edificado y como mí-
nimo de 3,00 m.

Artículo 164. Medianeras.
Todas las medianerías que hubieran de quedar vistas por 

encima de otras edificaciones, o recayentes a espacios libres 
de otras parcelas, deberán recibir tratamiento de fachada.

No se permitirán medianerías recayentes a suelo no ur-
banizable. Las edificaciones colindantes con este suelo, si no 
pueden presentar fachada a él, deberán retranquearse 3 me-
tros y tratar como fachada el paramento resultante.

Artículo 165. Salientes y vuelos.
1. Salientes: Las jambas de portadas y de huecos, podrán 

sobresalir de la alineación oficial en la forma que a continua-
ción se determina:

a) En calles cuya acera sea inferior a un metro, el saliente 
no podrá exceder de 5 cm.

b) En calles cuya acera sea superior a un metro, el sa-
liente no podrá exceder de 10 cm.

A tales efectos, en calles sin tránsito rodado se conside-
rará como acera la mitad del ancho de la calle.

c) Las rejas voladas y cornisas se autorizarán hasta un 
vuelo máximo de 30 cm siempre que se sitúen a una altura 
superior a 3,25 metros de la rasante de la calle. Por debajo 
de dicha altura los salientes cumplirán las limitaciones ante-
riores.

Iguales condiciones regirán para los elementos decora-
tivos de tiendas (muestras, vitrinas, escaparates, etc.), pero 
siempre referidos a la alineación oficial.

2. Vuelos: Los vuelos sobre espacios públicos que se 
autorizan son exclusivamente balcones (acristalados o no), 
marquesinas, viseras, anuncios y toldos, y deberán cumplir las 
siguientes condiciones:

a) Estarán a una altura superior a 3,25 metros medidos 
desde la cota superior de la rasante oficial en el frente de fa-
chada.

b) El vuelo máximo permitido será con relación a la alinea-
ción de 0,40 metros en calles de menos de 9 m de anchura, y 
de 0,60 metros en calles de más de 9 m de anchura.

c) Deberán separarse al menos 60 centímetros de las me-
dianeras.

d) No se autorizan balcones que tengan elementos de fá-
brica en el frente o laterales.

e) No se permiten balcones corridos. La longitud total acu-
mulada de balcones y terrazas no podrá ser superior a la 2/3 
de la longitud de fachada, ni cada uno separadamente superará 
los 2,5 metros.

f) No se autorizan vuelos ni balcones en calles de anchura 
inferior a 3,00 metros.

g) Iguales condiciones regirán para los salientes y vuelos 
en espacios libres y patios interiores de parcela.

Artículo 166. Reserva de plazas de aparcamiento.
En el supuesto de uso residencial, se reservará una plaza 

de aparcamiento, dentro del propio terreno, por cada vivienda 
o apartamento proyectado.

Para los usos restantes, deberá reservarse una plaza de 
aparcamiento por cada 100 m² o fracción cuando se proyecten 
en edificios de nueva planta, debiendo justificarse la reserva 
de suelo destinada a este uso en el interior de la parcela.

Cuando los aparcamientos se sitúen en planta sótano o 
semisótano, el inicio de las rampas de garaje se separará un 
mínimo de 3 metros respecto a la línea de fachada; su puerta 
deberá situarse en línea de fachada de forma que impida la 
visión de la rampa desde la calle.

Quedarán excluidos de la obligatoriedad de reserva de 
plazas de aparcamiento, los siguientes casos:
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a) Edificios de nueva planta con fachada exclusiva a calles 
peatonales, o cuya anchura sea inferior a 3,50 m en toda la 
longitud de la fachada del edificio proyectado.

b) Edificios en parcelas con superficie inferior a 150 m².
c) Construcciones destinadas a equipamiento de uso y 

titularidad pública.

Artículo 167. Condiciones arquitectónicas.
1. Las construcciones en lugares inmediatos a edificacio-

nes protegidas, que puedan alterar las relaciones de los edificios 
protegidos con su entorno, tales como la modificación de las 
perspectivas tradicionales, tendrán que adecuar su ordenación 
a dichas edificaciones, especialmente en lo referente a alturas, 
disposición volumétrica y de medianeras, tratamiento de cubier-
tas y relación compositiva de sus elementos de fachada.

En estos casos, para la solicitud de licencia o información 
urbanística, deberán presentarse planos conjuntos con la tota-
lidad de los edificios protegidos colindantes, de forma que se 
justifique la actuación.

A efectos del apartado anterior, se considerarán «cons-
trucciones inmediatas a edificaciones protegidas», en todo 
caso, las edificaciones colindantes o medianeras con ellas; y 
con carácter más general, las edificaciones que se encuentren 
en un radio de acción de 25 m a su alrededor.

2. Los anuncios comerciales instalados en fachadas 
adecuarán su diseño y disposición a la edificación, formando 
parte de la composición arquitectónica del mismo, y deberán 
cumplir las siguientes condiciones:

- Los situados en antepechos de huecos de pisos, baran-
dillas o pretiles tendrán de altura máxima 90 cm.

- No podrán ocupar ni envolver, ni siquiera parcialmente, 
huecos de fachada.

Artículo 168. Edificios o instalaciones disconformes con 
el PGOU.

1. Los edificios o instalaciones construidos con anteriori-
dad a la aprobación definitiva del PGOU y que resulten discon-
formes con estas Normas de Edificación, quedan calificados 
como «fuera de ordenación».

2. Los edificios e instalaciones que resulten disconformes 
con la Ordenación, la calificación o los usos del suelo quedan 
sujetos al régimen previsto en la disposición adicional 1.ª 3 de 
la LOUÁ 02.

3. En los edificios e instalaciones que, siendo conformes 
con la ordenación, calificación y usos del suelo previstos por 
las Normas, fueran disconformes con las ordenanzas, y no 
esté programada su expropiación ni sea necesaria para la eje-
cución de ninguna de las determinaciones del PGOU, podrán 
realizarse, previa licencia municipal, obras de reforma, consoli-
dación y mantenimiento siempre que:

a) La edificación no se encuentre en situación legal de 
ruina.

b) Las obras no aumenten el volumen edificado.
c) Que las obras a realizar comporten una mejora en su 

adecuación a la normativa.
d) Que no hayan sido erigidas con infracción de la norma-

tiva urbanística vigente.

TÍTULO VII

NORMAS PARTICULARES DEL SUELO URBANO

CAPÍTULO I

Ordenanzas de Zonas

Artículo 169. División en Zonas.
A los efectos de la aplicación de las condiciones de orde-

nación establecidas en el presente Título, se establecen las 
siguientes zonas o calificaciones:

Zona de Casco Histórico.
Zona de Ensanche.
Zona de Edificación Suburbana.
Zona Industrial.
Zona para Equipamiento Publico.

Todas estas zonas quedan grafiadas en el plano «Ordena-
ción Completa: Usos y Zonificación del Suelo Urbano y Urba-
nizable» junto con los terrenos calificados como áreas libres 
y viario.

Para cada zona de suelo urbano se establece una norma-
tiva específica que se recoge en los capítulos siguientes, y que 
desarrolla la normativa general del presente capítulo.

Hay que señalar que para todas las zonas es de aplica-
ción la normativa recogida en el Título IX sobre Normas de 
Protección del Patrimonio Histórico, Cultural y Natural, que se 
refiere a edificios protegidos y a las normas de adaptación de 
los edificios al ambiente urbano tradicional e histórico.

Sección I. Ordenanzas de la Zona de Casco Histórico 

Artículo 170. Definición.
Corresponde a las zonas históricas y tradicionales del 

casco y las expansiones históricas del mismo caracterizadas 
por edificación en línea de fachada, con ocupación completa 
del frente de la parcela y adosadas directamente a las edifica-
ciones colindantes.

El ámbito de la Zona de «Casco Histórico» queda delimi-
tado en el plano «Ordenación Completa: Usos y Zonificación 
del Suelo Urbano y Urbanizable».

Artículo 171. Tipología autorizada.
Edificación entre medianeras.

Artículo 172. Usos autorizados.
Dominante: Residencial en todas sus categorías.
 Residencial Público.
 Educativo.
 Cultural.
 Sanitario.
 Religioso.
Compatibles: Industria de 1.ª y 2.ª categoría.
 Comercial.
 Administrativo.
 De relación.
 Deportivo.
 Cochera-aparcamiento.
Prohibidos: Todos los demás.

Mantenimiento del uso industrial. 
Las Normas establecen el criterio general de manteni-

miento de las actividades industriales, siempre que éstas sean 
compatibles con el uso residencial de las parcelas del entorno.

Por lo tanto en las parcelas que sustenten actividades 
industriales podrán realizarse cuantas obras de reforma, 
ampliación o consolidación sean necesarias para el manteni-
miento, desenvolvimiento normal o potenciación de la activi-
dad industrial, sin más limitaciones que las establecidas en la 
Ley 7/1994, de Protección Ambiental, así como las Normas 
de Protección del Patrimonio Edificado y Conjuntos de interés 
recogidos en las presentes Ordenanzas.

Artículo 173. Agregaciones y segregaciones.
1. Estas Normas Urbanísticas consideran esencial para 

el mantenimiento de las condiciones tipológicas, morfológicas 
y arquitectónicas de la edificación y del conjunto urbano, la 
permanencia de la división catastral, de ahí las limitaciones 
establecidas a los procesos de modificación. Ninguna parcela 
catastral se considerará inedificable por razones de su forma 
o dimensiones.



Sevilla, 31 de diciembre 2008 BOJA núm. 259 Página núm. 69

2. Las agregaciones de parcelas catastrales a fin de agru-
parse en una sola unidad, serán autorizadas por el Excmo. 
Ayuntamiento, previa solicitud, siempre que se cumplan todas 
las condiciones siguientes: 

Que el número de parcelas agregadas sea dos.
3. La segregación de una parcela catastral en varias será 

autorizada por el Excmo. Ayuntamiento, previa solicitud de li-
cencia de parcelación, siempre que todas y cada una de las 
parcelas resultantes cumplan las siguientes condiciones:

a) Longitud de fachada mínima: 5,50 m.
b) Superficie mínima de parcela: 60,00 m².
c) El Ayuntamiento podrá denegar la licencia de segrega-

ción cuando la forma de las parcelas resultantes no garanticen 
la implantación de las tipologías permitidas.

Artículo 174. Aprovechamiento edificatorio.
A los efectos de la determinación de la edificabilidad 

máxima de una parcela catastral, se establecen las siguientes 
normas:

- Número máximo de plantas: Dos (2), o tres (3) según 
documentación gráfica.

- Número mínimo de plantas: Dos (2). 
- Ocupación máxima de parcela: 

Las plantas bajas donde no se proyecten usos residencia-
les podrán ocupar la totalidad de la parcela.

La segunda planta, en caso de permitirse, tendrá un 
fondo edificable máximo de 15,00 metros.

Edificio unifamiliar: no se limita la ocupación de parcela y 
fondo edificable en las plantas baja y primera. Además de los 
patios de luces necesarios se dispondrá un patio, a nivel de 
planta baja, cuya superficie no será inferior al 20% de la super-
ficie de la parcela. La superficie de este patio podrá limitarse a 
30 m² cuando por el cálculo anterior resultase una superficie 
superior, así mismo podrá eliminarse si el resultado de dicho 
cálculo fuese inferior a 10 m².

Edificio plurifamiliar: Las plantas baja y primera tendrán 
un fondo edificable máximo de 20,00 metros.

Artículo 175. Alineaciones, rasantes y vuelos.
1. Alineaciones: La edificación habrá de situarse sobre la 

alineación de fachada establecida y ocupando todo el frente 
de la parcela en cada una de sus plantas.

No se autorizan espacios libres o patios abiertos a fachada. 
2. Salientes y vuelos: Será de aplicación las condiciones 

generales de las presentes Normas.

Artículo 176. Otras condiciones.
1. Composición de fachada: El proyecto debe contener el 

tratamiento de la totalidad de la fachada, incluso de las plan-
tas bajas destinadas a locales comerciales.

Los huecos, en los que debe predominar su dimensión 
vertical sobre la horizontal, se agruparán siguiendo ejes ver-
ticales y la suma de sus superficies no superará el 40% de la 
de fachada.

Los edificios colindantes con los incluidos en el Catálogo 
de este PGOU deberán armonizar las alturas de sus plantas se 
con las de estos, pudiendo exceder los máximos permitidos si 
fuese necesario.

2. Tratamiento de fachadas: Quedan prohibidos en fa-
chada todos los elementos de instalaciones que por razones 
técnicas no tengan que ubicarse necesariamente en la misma, 
tales como contadores de agua o electricidad, aparatos de aire 
acondicionado, cajas de persianas enrollables, etc. Aquellos 
elementos que se sitúen en ella deberán colocarse de modo 
que no alteren la composición arquitectónica.

El acabado de fachada será de revoco pintado o encalado 
de color claro, pudiendo utilizarse otros colores para acusar 

zócalos, impostas y cornisas, prohibiéndose expresamente el 
uso de materiales de tipo vitrificado o piedra artificial de cual-
quier calidad o forma. Los zócalos no podrán tener una altura 
superior a 1,50 m respecto del nivel del acerado y serán de 
revoco pintado, ladrillo de tejar pintado o a cara vista o piedra 
natural sin abrillantar. 

 Las cornisas y balcones tendrán un canto máximo de 
15 cm.

Los cuerpos volados acristalados se realizarán en hierro 
pintado, madera o materiales de semejante aspecto.

3. Cubiertas: Se utilizarán las cubiertas con faldón de teja 
cerámica curva de color castaño claro con pendiente no ma-
yor del 35%.

Se admiten cubiertas planas transitables con superficie 
no mayor al 30% de la de la planta de cubierta. 

Se prohíbe expresamente el uso de cubiertas ligeras me-
tálicas o de fibrocemento. 

4. Quedan prohibidas las vallas publicitarias en todo el 
ámbito de la zona de «Casco Histórico»; excepcionalmente se 
permitirá la colocación de este tipo de anuncios sobre las va-
llas de solares o en edificios de nueva planta en construcción, 
quedando prohibida su colocación sobre edificios terminados, 
aún en el caso de que éstos se encuentren en ruina, deshabi-
tados, con licencia de obra de derribo en tramitación o conce-
dida, o en el que se estén realizando obras de reforma.

Sección II. Ordenanzas de la Zona de Ensanche 

Artículo 177. Definición.
Corresponde a los ensanches del casco fundamental-

mente del último siglo realizados con trazados de alineaciones 
dotados de cierta regularidad pero sin planificación urbanística 
completa, caracterizadas por edificación en línea de fachada, 
con ocupación completa del frente de la parcela y adosadas 
directamente a las edificaciones colindantes.

El ámbito de la «Zona de Ensanche» queda delimitado en 
el plano «Ordenación Completa: Usos y Zonificación del Suelo 
Urbano y Urbanizable».

Artículo 178. Usos autorizados.
Dominante: Residencial en todas sus categorías.
 Industrial de 1.ª categoría.
 Comercial.
 Administrativo.
 De relación.
 Residencial Público.
 Educativo.
 Cultural.
 Sanitario.
 Religioso.
 Cochera-aparcamiento
Compatibles: Industria de 2.ª categoría.
 Deportivo.
Prohibidos: Todos los demás

Mantenimiento del uso industrial. 
En las parcelas que sustenten actividades industriales 

podrán realizarse cuantas obras de reforma, ampliación o con-
solidación sean necesarias para el mantenimiento, desenvol-
vimiento normal o potenciación de la actividad industrial, sin 
más limitaciones que las establecidas en la Ley 7/1994, de 
Protección Ambiental, así como las Normas de Protección del 
Patrimonio Edificado y Conjuntos de interés recogidos en las 
presentes Ordenanzas.

Artículo 179. Agregaciones y segregaciones.
1. Estas Normas Urbanísticas consideran esencial para el 

mantenimiento de las condiciones tipológicas, morfológicas y 
arquitectónicas de la edificación y del conjunto urbano, la perma-
nencia de la división catastral, de ahí las limitaciones estableci-
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das a los procesos de modificación. Ninguna parcela catastral se 
considerará inedificable por razones de su forma o dimensiones.

2. Las agregaciones de parcelas catastrales a fin de agru-
parse en una sola unidad, serán autorizadas por el Excmo. 
Ayuntamiento, previa solicitud, siempre que se cumplan todas 
las condiciones siguientes: 

Que el número de parcelas agregadas sea dos.
3. La segregación de una parcela catastral en varias será 

autorizada por el Excmo. Ayuntamiento, previa solicitud de li-
cencia de parcelación, siempre que todas y cada una de las 
parcelas resultantes cumplan las siguientes condiciones:

a) Longitud de fachada mínima: 6,00 m.
b) Superficie mínima de parcela: 80,00 m².
c) El Ayuntamiento podrá denegar la licencia de segrega-

ción cuando la forma de las parcelas resultantes no garanticen 
la implantación de las tipologías permitidas.

Artículo 180. Aprovechamiento edificatorio.
A los efectos de la determinación de la edificabilidad 

máxima de una parcela catastral, se establecen las siguientes 
normas:

- Número máximo de plantas: Dos (2) o tres (3) según 
documentación gráfica.

- Número mínimo de plantas: Dos (2). 
- Ocupación máxima de parcela: 

En planta baja se establece un fondo edificable máximo 
de 20 metros, salvo que se excluya el uso residencial en cuyo 
caso se podrá ocupar la totalidad de la parcela.

Las plantas altas tendrán un fondo edificable máximo de 
15 metros.

Artículo 181. Alineaciones, rasantes y vuelos.
1. Alineaciones: La edificación habrá de situarse sobre la 

alineación de fachada establecida y ocupando todo el frente 
de la parcela en cada una de sus plantas.

No se autorizan espacios libres o patios abiertos a fa-
chada.

2. Salientes y vuelos: Será de aplicación las condiciones 
generales de las presentes Normas.

Artículo 182. Otras condiciones.
1. Composición de fachada: El proyecto debe contener el 

tratamiento de la totalidad de la fachada, incluso de las plan-
tas bajas destinadas a locales comerciales.

Los huecos, en los que debe predominar su dimensión verti-
cal sobre la horizontal, se agruparán siguiendo ejes verticales y la 
suma de sus superficies no superará el 50% de la de fachada.

Los edificios colindantes con los incluidos en el Catálogo 
de este PGOU deberán armonizar las alturas de sus plantas se 
con las de estos, pudiendo exceder los máximos permitidos si 
fuese necesario.

2. Tratamiento de fachadas: Quedan prohibidos en fa-
chada todos los elementos de instalaciones que por razones 
técnicas no tengan que ubicarse necesariamente en la misma, 
tales como contadores de agua o electricidad, aparatos de aire 
acondicionado, cajas de persianas enrollables, etc. Aquellos 
elementos que se sitúen en ella deberán colocarse de modo 
que no alteren la composición arquitectónica.

El acabado de fachada será de revoco pintado o encalado 
de color claro, pudiendo utilizarse otros colores para acusar 
zócalos, impostas y cornisas, prohibiéndose expresamente el 
uso de materiales de tipo vitrificado o piedra artificial de cual-
quier calidad o forma. Los zócalos no podrán tener una altura 
superior a 1,50 m respecto del nivel del acerado y serán de 
revoco pintado, ladrillo de tejar pintado o a cara vista o piedra 
natural sin abrillantar. 

Las cornisas y balcones tendrán un canto máximo de 15 cm.
Los cuerpos volados acristalados se realizarán en hierro 

pintado, madera o materiales de semejante aspecto.

3. Cubiertas: Se utilizarán las cubiertas con faldón de teja 
cerámica curva de color castaño claro con pendiente no ma-
yor del 35% o cubiertas planas transitables.

Se prohíbe expresamente el uso de cubiertas ligeras me-
tálicas o de fibrocemento. 

4. Quedan prohibidas las vallas publicitarias en todo el 
ámbito de la zona de «Ensanche»; excepcionalmente se per-
mitirá la colocación de este tipo de anuncios sobre las vallas 
de solares o en edificios de nueva planta en construcción, que-
dando prohibida su colocación sobre edificios terminados, aún 
en el caso de que éstos se encuentren en ruina, deshabitados, 
con licencia de obra de derribo en tramitación o concedida. 

Sección III. Ordenanzas de la Zona de Residencial Aislada 

Artículo 183. Definición.
Corresponde a implantaciones de viviendas unifamiliares 

aisladas periféricas al casco sucedidas en las últimas décadas 
sin planificación urbanística y carentes, por tanto, de una es-
tructura urbana coherente, por lo que es necesaria una inter-
vención mediante planeamiento de desarrollo que resuelva las 
carencias actuales. 

El ámbito de la «Zona de Residencial Aislada» queda deli-
mitado en el plano «Ordenación Completa: Usos y Zonificación 
del Suelo Urbano y Urbanizable».

Artículo 184. Usos autorizados.
Exclusivo: Educativo.
 Cultural.
 Sanitario.
 Religioso.
Dominante: Residencial en categorías R1 y R2.
Compatibles: Comercial.
 Administrativo.
 De relación.
 Deportivo.
 Cochera-aparcamiento.
Prohibidos: Todos los demás.

Artículo 185. Agregaciones y segregaciones.
1. Las agregaciones de parcelas catastrales a fin de agru-

parse en una sola unidad, serán autorizadas por el Excmo. 
Ayuntamiento, previa solicitud. 

2. La segregación de una parcela catastral en varias será 
autorizada por el Excmo. Ayuntamiento, previa solicitud de li-
cencia de parcelación, siempre que todas y cada una de las 
parcelas resultantes cumplan las siguientes condiciones:

a) Diámetro mínimo inscribible en la parcela: 15,00 m.
b) Superficie mínima de parcela: 400,00 m².
c) El Ayuntamiento podrá denegar la licencia de segrega-

ción cuando la forma de las parcelas resultantes no garanticen 
la implantación de las tipologías permitidas.

Artículo 186. Aprovechamiento edificatorio.
La edificabilidad máxima de una parcela se fija en 0,50 m²t/

m²s, con las siguientes limitaciones: 

- Número máximo de plantas: Dos (2) 
- Ocupación máxima de parcela:  35% de la superficie neta 

de la misma.
 - Separación a linderos:  3,00 metros a linderos con otras 

parcelas.
  4,00 metros a linderos con es-

pacios públicos.

Artículo 187. Alineaciones, rasantes y vuelos.
1. Alineaciones: Las definidas en el artículo anterior.
2. Salientes y vuelos: Será de aplicación las condiciones 

generales de las presentes Normas.
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Artículo 188. Otras condiciones.
1. Composición de fachada: El proyecto debe contener el 

tratamiento de la totalidad de la fachada, incluso de las plan-
tas bajas destinadas a locales comerciales.

2. Cubiertas: Se utilizarán las cubiertas con faldón de teja 
cerámica curva de color castaño claro con pendiente no ma-
yor del 35% o cubiertas planas transitables.

Se prohíbe expresamente el uso de cubiertas ligeras me-
tálicas o de fibrocemento. 

4. Quedan prohibidas las vallas publicitarias en todo el 
ámbito de esta zona ; excepcionalmente se permitirá la colo-
cación de este tipo de anuncios sobre las vallas de solares o 
en edificios de nueva planta en construcción, quedando prohi-
bida su colocación sobre edificios terminados, aún en el caso 
de que éstos se encuentren en ruina, deshabitados, con licen-
cia de obra de derribo en tramitación o concedida.

Sección IV. Ordenanzas para la Zona de Edificacion Suburbana

Artículo 189. Definición.
Corresponde al área urbana de La Estación que presenta 

un crecimiento urbano inconexo en las proximidades de la es-
tación de ferrocarril y la carretera N-432 a tres kilómetros del 
núcleo principal y con peculiaridades que aconsejan un trata-
miento diferenciado de la casuística del núcleo de Luque.

El ámbito de la «Zona de Edificación Suburbana» queda 
delimitado en el «Ordenación Completa: Usos y Zonificación 
del Suelo Urbano y Urbanizable».

Artículo 190. Usos autorizados.
Dominante: Residencial en todas sus categorías.
 Industrial de 1.ª categoría. 
 Comercial.
 Residencial Público.
 Educativo.
 Cultural.
 Sanitario.
 Religioso.
Compatibles: Industria de 2.ª categoría.
 Administrativo.
 De relación.
 Deportivo.
 Cochera-aparcamiento.
Prohibidos: Todos los demás.

Mantenimiento del uso industrial. 
En las parcelas que sustenten actividades industriales 

podrán realizarse cuantas obras de reforma, ampliación o con-
solidación sean necesarias para el mantenimiento, desenvol-
vimiento normal o potenciación de la actividad industrial, sin 
más limitaciones que las establecidas en la Ley 7/1994, de 
Protección Ambiental, así como las Normas de Protección del 
Patrimonio Edificado y Conjuntos de interés recogidos en las 
presentes Ordenanzas.

Artículo 191. Agregaciones y segregaciones.
1. Las agregaciones de varias parcelas catastrales a fin 

de agruparse en una sola unidad, serán autorizadas por el Ex-
cmo. Ayuntamiento, previa solicitud, siempre que se cumplan 
todas las condiciones siguientes: 

Que el número de parcelas agregadas sea dos.
3. La segregación de una parcela catastral en varias será 

autorizada por el Excmo. Ayuntamiento, previa solicitud de li-
cencia de parcelación, siempre que todas y cada una de las 
parcelas resultantes cumplan las siguientes condiciones:

a) Longitud de fachada mínima: 5,50 m.
b) Superficie mínima de parcela: 50,00 m².

Artículo 192. Aprovechamiento edificatorio.
A los efectos de la determinación de la edificabilidad 

máxima de una parcela catastral, se establecen las siguientes 
normas:

- Número máximo de plantas: Dos (2).
- Número mínimo de plantas: Una (1).
- Ocupación máxima de parcela: 

En planta baja se establece un fondo edificable máximo 
de 20 metros, salvo que se excluya el uso residencial en cuyo 
caso se podrá ocupar la totalidad de la parcela.

La planta alta tendrá un fondo edificable máximo de 15 
metros.

Artículo 193. Alineaciones, rasantes y vuelos.
1. Alineaciones: La edificación habrá de situarse sobre la 

alineación de fachada establecida y ocupando todo el frente 
de la parcela en cada una de sus plantas.

No se autorizan espacios libres o patios abiertos a fa-
chada. 

2. Salientes y vuelos: Será de aplicación las condiciones 
generales de las presentes Normas.

Artículo 194. Otras condiciones.
1. Composición de fachada: El proyecto debe contener el 

tratamiento de la totalidad de la fachada, incluso de las plan-
tas bajas destinadas a locales comerciales.

2. Tratamiento de fachadas: Quedan prohibidos en fa-
chada todos los elementos de instalaciones que por razones 
técnicas no tengan que ubicarse necesariamente en la misma, 
tales como contadores de agua o electricidad, aparatos de aire 
acondicionado, cajas de persianas enrollables, etc. Aquellos 
elementos que se sitúen en ella deberán colocarse de modo 
que no alteren la composición arquitectónica.

3. Cubiertas: Se utilizarán las cubiertas con faldón de teja 
cerámica curva de color castaño claro con pendiente no ma-
yor del 35% o cubiertas planas transitables.

Se prohíbe expresamente el uso de cubiertas ligeras me-
tálicas o de fibrocemento. 

4. Quedan prohibidas las vallas publicitarias en todo el 
ámbito de la zona de «Ensanche»; excepcionalmente se per-
mitirá la colocación de este tipo de anuncios sobre las vallas 
de solares o en edificios de nueva planta en construcción, que-
dando prohibida su colocación sobre edificios terminados, aún 
en el caso de que éstos se encuentren en ruina, deshabitados, 
con licencia de obra de derribo en tramitación o concedida.

Sección V. Ordenanzas para la Zona Industrial

Artículo 195. Definición. 
Corresponde a las zonas urbanas sobre las que se pro-

pone un uso global industrial. 
El ámbito de la Zona Industrial queda delimitado en el 

«Ordenación Completa: Usos y Zonificación del Suelo Urbano 
y Urbanizable».

En los siguientes artículos se establecen las condiciones de 
edificación, uso y aprovechamiento de las áreas industriales. 

Artículo 196. Usos autorizados. 
Exclusivo: Industrial en 4.ª categoría.
 De relación.
 Deportivo.
 Cultural.
 Religioso.
 Sanitario.
Dominante: Industrial en 1.ª, 2.ª y 3.ª categoría.
 Comercial.
Compatibles: Administrativo.
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Residencial en 1.ª categoría, con las siguientes limitaciones:
- Superficie construida máxima de uso residencial: 150 m².
- Superficie mínima de parcela: 1.000 m².
-  La vivienda estará al servicio de la actividad industrial, 
extremo que deberá justificarse suficientemente.

Prohibidos: Todos los demás.

Artículo 197. Agregación y segregación de parcelas.
Se permite la agregación de varias parcelas sin límite al-

guno.
Se permitirá la segregación de una parcela original en 

parcelas menores de uso igualmente industrial, compatibles 
con el residencial de las áreas colindantes. Las parcelas así 
originadas tendrán las siguientes limitaciones:

- Superficie mínima de parcela: 500 m².
- Frente mínimo de fachada: 10 m.

Artículo 198. Aprovechamiento edificatorio.
El número máximo de plantas de la edificación será de 

dos plantas, con una altura máxima de arranque de cubierta 
de 7 metros. Esta altura podrá elevarse puntualmente hasta 
12 metros si se justifica motivadamente por el solicitante de la 
licencia en razón de la actividad industrial y del respeto a las 
condiciones estéticas del entorno urbano circundante.

La edificabilidad referida a la superficie neta de la parcela 
no será superior a 1,00 m² techo/m² suelo, estableciéndose el 
límite superior del 80% para la ocupación.

Artículo 199. Alineaciones, rasantes y vuelos.
1. Alineaciones: La edificación se retranqueará una dis-

tancia de 5,00 metros de la alineación oficial.
2. Salientes y vuelos: 
Salientes: Será de aplicación las condiciones generales 

de las presentes Normas.
Vuelos: El vuelo de viseras y marquesinas no será supe-

rior a 2,00 metros, separándose de las parcelas colindantes 
una distancia no menor de una vez y media la del vuelo.

Artículo 200. Otras condiciones.
1. Quedan prohibidas las vallas publicitarias en todo el 

ámbito de la zona «Industrial»; excepcionalmente se permitirá 
la colocación de este tipo de anuncios sobre las vallas de sola-
res o en edificios de nueva planta en construcción, quedando 
prohibida su colocación sobre edificios terminados, aún en el 
caso de que éstos se encuentren en ruina, deshabitados, con 
licencia de obra de derribo en tramitación o concedida, o en el 
que se estén realizando obras de reforma.

2. Cubiertas: Se prohíbe el uso de materiales que produz-
can brillo con la luz solar, como chapa metálica sin pintura.

Sección VI. Ordenanzas para la Zona de Equipamiento Público

Artículo 201. Definición.
Corresponde a aquellas zonas o parcelas calificadas 

como equipamiento público (deportivo, social, administrativo, 
sanitario, asistencial, docente, cultural, etc.), de uso público y 
titularidad pública o privada.

El ámbito de esta zona se recoge en el plano «Ordenación 
Completa: Usos y Zonificación del Suelo Urbano y Urbanizable».

Artículo 202. Normativa de aplicación.
El uso permitido será el genérico de equipamiento público 

en sus múltiples variedades. Solo se permitirá el cambio de uso 
si se mantiene el carácter de equipamiento de uso público.

El aprovechamiento edificatorio no se limita, debiendo 
atenerse a la normativa sectorial y específica que regule el 
equipamiento en cuestión. En todo caso se mantendrá una 
altura de la edificación que no sea discordante con el contexto 
urbano circundante.

Igualmente las características estéticas y formales del 
edificio se adaptarán al ambiente urbano, debiendo de man-
tener las alineaciones y el parcelario histórico existente en la 
medida de lo posible.

Sección VI. Ordenanzas para las Áreas con Planeamiento 
de Desarrollo Aprobado

Artículo 203. Definición.
Comprende los suelos calificados como Suelo Urbano Con-

solidado cuya ordenación deriva de un instrumento de planea-
miento de desarrollo del planeamiento general que precede al 
que nos ocupa (Normas Subsidiarias de Planeamiento Munici-
pal) y que cumplen las condiciones exigidas en el artículo 45.1 
LOUÁ 02.

El ámbito de esta zona se recoge en el plano «Ordenación 
Completa: Usos y Zonificación del Suelo Urbano y Urbanizable».

Artículo 204. Normativa de aplicación.
En estas áreas serán de aplicación las ordenanzas de uso 

y edificación contenidas en el planeamiento de desarrollo del 
que derivan.

Capítulo II. Normas especificas para el Suelo Urbano
No Consolidado

Artículo 205. Alcance (OE).
Comprende aquellos suelos calificados como Suelo Ur-

bano No Consolidado, cuyo desarrollo se prevé mediante Plan 
Parcial, Plan Especial de Reforma Interior, Estudio de Detalle, 
Proyecto de Urbanización o Proyecto de Obra Ordinaria.

El ámbito de estas zonas queda delimitado en los planos 
«Ordenación Estructural: Clasificación del suelo y categorías 
en Suelo Urbano y Urbanizable. Gestión» y «Ordenación Com-
pleta: Clasificación del suelo, categorías y calificación en Suelo 
Urbano y Urbanizable. Gestión».

Artículo 206. Adecuación al planeamiento de rango su-
perior.

El planeamiento de desarrollo deberá respetar, sin poder 
modificarlas, cuantas determinaciones y directrices establece 
el PGOU.

No obstante, previa justificación, podrán modificarse las 
determinaciones que figuran como orientativas o preferentes 
en estas Normas, así como las superficies indicadas, como 
consecuencia de una medición mas precisa del terreno, siendo 
necesario en este último caso, que el reajuste de los aprove-
chamientos que se produzca sea proporcional a las nuevas 
superficies establecidas.

Artículo 207. Plazos.
El ejercicio de los derechos inherentes a esta categoría de 

suelo (artículo 50.E LOUÁ 02) requerirá, en su caso, la apro-
bación y ejecución del correspondiente planeamiento de de-
sarrollo en los plazos establecidos en las fichas adjuntas, así 
como el cumplimiento de los deberes urbanísticos derivados 
de su categoría (artículo 51.C LOUÁ 02). 

Artículo 208. Alcance del planeamiento de desarrollo.
1. Cuando el suelo cuente con ordenación pormenorizada 

en el presente PGOU solo será necesaria la tramitación del 
correspondiente Proyecto de Urbanización para su desarrollo.

2. Mediante Estudio de Detalle podrán reajustarse, jus-
tificadamente, las alineaciones establecidas en el PGOU así 
como las rasantes y volúmenes, siempre que no se alteren las 
determinaciones de este.

3. Cuando el suelo carezca de ordenación pormenorizada 
o se pretenda la alteración sustancial de esta, será necesaria 
la tramitación de Plan Parcial. 
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Artículo 209. Delimitación de áreas de reparto y aprove-
chamiento medio. 

Se establecen dos áreas de reparto en el suelo Urbano No 
Consolidado, de conformidad con lo establecido en el artícu-
lo 10.2.A.b LOUÁ 02.

- Área de reparto 1.1: Integrada por las Áreas de Reforma 
Interior SUNC-1, SUNC-2, SUNC-3, SUNC-4, SUNC-5 y SUNC-6, 
con uso global residencial.

- Área de reparto 1.2: Integrada por la Área de Reforma 
Interior SUNC-7 y SUNC-8, con uso global industrial.

De acuerdo con el artículo 60.b LOUÁ 02 se determina 
el aprovechamiento medio de cada una de las áreas de re-
parto establecidas expresado en superficie construible de uso 
y tipología característicos.

- Área de reparto 1.1: Aprovechamiento medio = 0,60 m² 
techo/m² suelo.

- Área de reparto 1.2: Aprovechamiento medio = 0,70 m² 
techo/m² suelo.

AREA DE 
REPARTO USO COEFICIENTE DE 

PONDERACIÓN

1.1

RESIDENCIAL ADOSADO LIBRE (RAL) 1,00

RESIDENCIAL ADOSADO PROTEGIDO (RAP) 0,50

RESIDENCIAL AISLADO (RAI) 1,50

1.2 INDUSTRIAL (I) 1,00

(*) En negrita el uso y tipología característico de cada área de reparto.

 Aplicando estos coeficientes y los parámetros fijados para 
cada sector se obtienen las tablas siguientes en las que se re-
lacionan, en cada área de reparto, las unidades de aprovecha-
miento medio correspondientes a cada sector, las unidades 
asignadas por su ficha de planeamiento y la diferencia entre 
ambos. 

ÁREA DE REPARTO 1.1 USO Y TIPOLOGÍA CARACTERÍSTICO: 
RESIDENCIAL ADOSADO LIBRE APROVECHAMIENTO MEDIO: 0,60

ÁREA DE REFORMA 
INTERIOR USO COEFICIENTE

 DE PONDERACIÓN
EDIFICAB. 

BRUTA
SUPERFICIE 
SECTOR (m²)

UNIDADES APROV. 
PONDERADO

UNIDADES 
APROV. MEDIO

EXCESO/
DEFECTO APROV.

UNC-1
RAL
RAP
RAI

1,00
0,50
1,50

0,30
0,15
0,15

40.700,00 24.420,00 24.420,00 0,00

UNC-2 RAL 1,00 0,60 6.590,00 3.954,00 3.954,00 0,00
UNC-3 RAL 1,00 0,60 4.830,00 2.898,00 2.898,00 0,00

UNC-4 RAL
RAP

1,00
0,50

0,40
0,40 6.490,00 3.894,00 3.894,00 0,00

UNC-5 RAI 1,50 0,40 15.910,00 9.546,00 9.546,00 0,00

UNC-6 RAL
RAP

1,00
0,50

0,40
0,40 4.360,00 2.616,00 2.616,00 0,00

SUMAS 78.880,00 47.328,00 47.328,00 0,00

AREA DE REPARTO 1.2 USO Y TIPOLOGÍA CARACTERÍSTICO: INDUSTRIAL APROVECHAMIENTO MEDIO: 0,85

ÁREA DE REFORMA 
INTERIOR USO COEFICIENTE DE 

PONDERACIÓN
EDIFICAB. 

BRUTA
SUPERFICIE 
SECTOR (m²)

UNIDADES APROV. 
PONDERADO

UNIDADES 
APROV. MEDIO

EXCESO/
DEFECTO APROV.

UNC-7 I 1,00 0,70 14.670,00 10.269,00 10.269,00 0,00
UNC-8 I 1,00 0,70 8.920,00 6.244,00 6.244,00 0,00

SUMAS 23.590,00 16.513,00 16.513,00 0,00

Artículo 210. Fichas de ordenación.
Se exponen a continuación las fichas de ordenación esta-

blecidas para cada una de las áreas de reforma interior previs-

tas, donde de forma particularizada para cada una de ellas, se 
recogen, junto con los objetivos, los parámetros urbanísticos 
fundamentales que han de regir su ordenación. 

Para expresar el aprovechamiento urbanístico con refe-
rencia al uso y tipología característico de cada área de reparto 
se establecen, en consonancia con el artículo 61 LOUÁ 02, los 
coeficientes de ponderación que se reflejan en las siguientes 
tablas: 
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TÍTULO VIII

NORMAS PARTICULARES PARA EL SUELO URBANIZABLE

CAPÍTULO I

Generalidades

Artículo 211. Alcance (OE).
Comprende aquellos suelos incluidos en los ámbitos del 

suelo urbanizable. El presente PGOU solo establece Suelo 
Urbanizable Sectorizado cuyo desarrollo se prevé mediante la 
redacción del correspondiente Plan Parcial y Suelo Urbaniza-
ble No Sectorizado cuya incorporación al proceso urbanizador 
requerirá de la aprobación de un Plan de Sectorización.

Los suelos incluidos en sectores con planeamiento de de-
sarrollo aprobado al amparo del planeamiento general prece-
dente (Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal) pero 
que no cumplan todos los requisitos del artículo 45.1 LOUÁ 02 
se clasifican como Suelo Urbanizable Sectorizado en Régimen 
Transitorio.

La ordenación que se plasma en los planos de ordenación 
es únicamente indicativa, siendo atribución del Plan Parcial el 
establecimiento de la ordenación pormenorizada dentro de los 
límites impuestos por la ordenación estructural establecida en 
el PGOU.

El ámbito de estas zonas queda delimitado en los planos 
«Ordenación Estructural: Clasificación del suelo y categorías 
en Suelo Urbano y Urbanizable. Gestión» y «Ordenación Com-
pleta: Clasificación del suelo, categorías y calificación en Suelo 
Urbano y Urbanizable. Gestión».

Artículo 212. Delimitación del ámbito de los Planes Parcia-
les (OE).

Para cada sector del suelo urbanizable se redactará un 
único Plan Parcial, no pudiéndose reajustar la delimitación de 
los ámbitos señalados por las presentes Normas.

Caso de que fuera necesario proceder a la modificación 
de dichos ámbitos, deberá seguirse el procedimiento de inno-
vación mediante modificación del PGOU establecido en el ar-
tículo 38 LOUÁ 02.

Artículo 213. Delimitación del ámbito de los Planes de 
Sectorización (OE).

Igualmente, para cada área de suelo urbanizable no sec-
torizado se redactará un único Plan de Sectorización que defi-
nirá uno o varios Sectores.

Artículo 214. Adecuación al planeamiento de rango superior.
Los planes parciales y los de sectorización deberán respe-

tar, sin poder modificarlas, cuantas determinaciones y directri-
ces establece el PGOU. En particular todo lo relativo a usos y 
a su ponderación, a la tipología y a los aprovechamientos, así 
como al viario establecido como «Estructurante». 

No obstante, previa justificación, podrán modificarse las 
determinaciones que figuran como orientativas o preferentes 
en estas Normas, así como reajustar las superficies indica-
das, siendo necesario en este último caso, que el reajuste de 
los aprovechamientos que se produzca sea proporcional a las 
nuevas superficies establecidas.

CAPÍTULO II

Normas específicas para el Suelo Urbanizable Sectorizado

Artículo 215. Delimitación de Áreas de Reparto y aprove-
chamiento medio (OE).

Los sectores de Suelo Urbanizable Sectorizado en Régi-
men Transitorio constituyen áreas de reparto independientes. 
Estos son:

- PA-AUR-2.
- PA-AUR-3.
- PA-AUR-4.
- PA-SAN BARTOLOMÉ III.
- PA-LAS NIEVES.

En el suelo urbanizable sectorizado proyectado se esta-
blecen tres áreas de reparto, de conformidad con lo estable-
cido en el artículo 10.1.A.f. LOUÁ 02.

- Área de reparto 0.1: Integrada por los Sectores SUS-1, 
SUS-2, SUS-3A, SUS-3B y SUS-4, con uso global residencial.

- Área de reparto 0.2: Integrada por los Sectores SUS-5, 
con uso global industrial.

De acuerdo con el artículo 60.b LOUÁ 02 se determina 
el aprovechamiento medio de cada una de las áreas de re-
parto establecidas expresado en superficie construible de uso 
y tipología característicos.

- Área de reparto 0.1: Aprovechamiento medio = 0,525 m² 
techo/m² suelo.

- Área de reparto 0.2: Aprovechamiento medio = 0,70 m² 
techo/m² suelo.

Para expresar el aprovechamiento urbanístico con refe-
rencia al uso y tipología característico de cada área de reparto 
se establecen, en consonancia con el artículo 61 LOUÁ 02, los 
coeficientes de ponderación que se reflejan en las siguientes 
tablas 

ÁREA DE 
REPARTO USO COEFICIENTE DE 

PONDERACIÓN

0.1

RESIDENCIAL ADOSADO LIBRE (RAL) 1,00

RESIDENCIAL ADOSADO PROTEGIDO (RAP) 0,70

RESIDENCIAL AISLADO (RAI) 2,10

RESIDENCIAL LIBRE (RL) 2,10

TERCIARIO/EQUIPAMIENTO PRIVADO (TE) 2,10

0.2 INDUSTRIAL (I) 1,00

(*) En negrita el uso y tipología característico de cada área de reparto.

Aplicando estos coeficientes y los parámetros fijados para 
cada sector se obtienen las tablas siguientes en las que se re-
lacionan, en cada área de reparto, las unidades de aprovecha-
miento medio correspondientes a cada sector, las unidades 
asignadas por su ficha de planeamiento y la diferencia entre 
ambos. 

ÁREA DE REPARTO 1.1 USO Y TIPOLOGÍA CARACTERÍSTICO: 
RESIDENCIAL ADOSADO LIBRE APROVECHAMIENTO MEDIO: 0,525

SECTOR USO COEFICIENTE
 DE PONDERACIÓN

EDIFICAB. 
BRUTA

SUPERFICIE 
SECTOR (m²)

UNIDADES APROV. 
PONDERADO

UNIDADES APROV. 
MEDIO

EXCESO/
DEFECTO APROV.

US-1 RAL 1,00
0,70

0,35
0,25 51.900,00 27.247,50 27.247,50 0,00
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ÁREA DE REPARTO 1.1 USO Y TIPOLOGÍA CARACTERÍSTICO: 
RESIDENCIAL ADOSADO LIBRE APROVECHAMIENTO MEDIO: 0,525

US-2 RAP 2,10 0,25 73.800,00 38.745,00 38.745,00 0,00
US-3A RAI 2,10 0,25 115.200,00 60.480,00 60.480,00 0,00
US-3B RAI 2,10 0,25 184.800,00 97.020,00 97.020,00 0,00

US-4 RL
TE 2,10 0,20

0,05 228.000,00 119.700,00 119.700,00 0,00

SUMA 653.700,00 343.192,50 343.192,50 0,00

ÁREA DE REPARTO 0.2 USO Y TIPOLOGÍA CARACTERÍSTICO: INDUSTRIAL APROVECHAMIENTO MEDIO: 0,70

SECTOR USO COEFICIENTE
 DE PONDERACIÓN

EDIFICAB. 
BRUTA

SUPERFICIE 
SECTOR (m²)

UNIDADES APROV. 
PONDERADO

UNIDADES APROV. 
MEDIO

EXCESO/
DEFECTO APROV.

US-5 I 1,00 0,70 339.900,00 237.930,00 237.930,00 0,00

SUMAS 339.900,00 237.930,00 237.930,00 0,00

Artículo 216. Características y determinaciones de los 
sectores (OE).

A) Objetivos y directrices de Ordenación:

- Los objetivos y directrices específicos que se pretenden 
para los sectores delimitados, serán los que de forma particu-
larizada se señalan en su ficha de ordenación.

- En todo caso, con carácter general, la ordenación de los 
Planes Parciales deberá resolver de forma adecuada las co-
nexiones con las zonas urbanas adyacentes, y con los bordes 
de la población.

B) Aprovechamiento urbanístico: Será el señalado en sus 
fichas de ordenación, donde además se recogen todos los pa-

rámetros urbanísticos que habrán de tenerse en cuenta para 
su cálculo en cada sector.

C) Ordenanzas: Serán de aplicación para cada sector, en 
todo lo que no se oponga a lo recogido en sus fichas de orde-
nación, las ordenanzas generales y particulares de los usos 
fijados para cada zona.

Artículo 217. Fichas de Ordenación.
Se exponen a continuación las fichas de ordenación esta-

blecidas en estas Normas para cada uno de los sectores pre-
vistos, donde de forma particularizada para cada uno de ellos, 
se recogen junto con los objetivos, los parámetros urbanísticos 
fundamentales que han de regir su ordenación. 



Página núm. 84 BOJA núm. 259 Sevilla, 31 de diciembre 2008

  

D
EN

O
M

IN
A

C
IÓ

N
: F

U
EN

TE
 D

E 
LA

 R
EI

N
A

C
O

D
IG

O
: S

U
S-

1 

D
ET

ER
M

IN
A

C
IO

N
ES

 D
E 

LA
 O

R
D

EN
A

C
IÓ

N
 E

ST
R

U
C

TU
R

A
L

C
la

se
 d

e 
su

el
o:

U
R

B
AN

IZ
AB

LE
 S

EC
TO

R
IZ

AD
O

U
so

 g
lo

ba
l:

R
ES

ID
EN

C
IA

L 
A

re
a 

D
e 

re
pa

rto
:

0.
1

D
en

si
da

d 
vi

vi
en

da
s/

H
a:

45

S
up

er
fic

ie
 b

ru
ta

 m
²:

51
.9

00
E

di
fic

ab
ili

da
d 

br
ut

a 
m

²t/
m

²s
:

0,
60

A
pr

ov
ec

ha
m

ie
nt

o 
M

ed
io

:
0,

52
5

R
es

er
va

 m
ín

im
a 

pa
ra

 V
.P

.O
 m

²t/
m

²s
:

0,
25

D
ET

ER
M

IN
A

C
IO

N
ES

 D
E 

O
R

D
EN

A
C

IÓ
N

 D
E 

C
A

R
Á

C
TE

R
 P

O
R

M
EN

O
R

IZ
A

D
O

 

D
O

TA
C

IO
N

E
S

 P
U

B
LI

C
A

S
 

E
S

P
A

C
IO

S
 L

IB
R

E
S

 
E

Q
U

IP
A

M
IE

N
TO

S
 

Po
rc

en
ta

je
 s

ob
re

 s
up

er
fic

ie
 b

ru
ta

 
10

%
 

4%
 

U
SO

S 
PO

R
M

EN
O

R
IZ

AD
O

S 
Y 

TI
PO

LO
G

IA
S 

Ed
ifi

ca
bi

lid
ad

 m
²t/

m
²s

 

R
.A

.L
.- 

R
E

S
ID

E
N

C
IA

L 
A

D
O

S
A

D
A

 L
IB

R
E

 

R
.A

.P
.- 

R
E

S
ID

E
N

C
IA

L 
A

D
O

S
A

D
A

 P
R

O
TE

G
ID

A
 

0,
35

0,
25

Si
st

em
a 

de
 A

ct
ua

ci
ón

: 
In

st
ru

m
en

to
 d

e 
Pl

an
ea

m
ie

nt
o:

 
In

ic
ia

tiv
a 

de
 P

la
ne

am
ie

nt
o:

C
om

pe
ns

ac
ió

n
Pl

an
 P

ar
ci

al
 

Pr
iv

ad
a

Pr
io

rid
ad

:
M

ed
ia

O
B

JE
TI

VO
S 

Y 
C

R
IT

ER
IO

S 
D

E 
O

R
D

EN
AC

IÓ
N

: 

Am
pl

ia
ci

ón
 d

el
 á

re
a 

re
si

de
nc

ia
l  

P
ol

íg
on

o 
de

l P
ar

qu
e 

(A
U

R
-1

) d
e 

re
ci

en
te

 c
re

ac
ió

n.
 

La
 g

ra
n 

ac
ep

ta
ci

ón
 q

ue
 h

a 
te

ni
do

 la
 p

ue
st

a 
en

 c
ar

ga
 d

el
 s

ec
to

r A
U

R
-1

 d
e 

la
s 

ac
tu

al
es

 N
or

m
as

 S
ub

si
di

ar
ia

s,
 q

ue
 

es
ta

bl
ec

e 
us

os
 re

si
de

nc
ia

le
s 

en
 ti

po
lo

gí
a 

de
 e

di
fic

ac
ió

n 
ad

os
ad

a 
co

n 
de

ns
id

ad
 m

ed
ia

 d
e 

vi
vi

en
da

, a
co

ns
ej

a 
la

 
co

nt
in

ua
ci

ón
 d

el
 m

is
m

o 
pa

ra
 d

ar
 re

sp
ue

st
a 

a 
la

 d
em

an
da

 e
xi

st
en

te
. 

O
TR

O
S 

C
R

IT
ER

IO
S 

D
E 

O
R

D
EN

A
C

IÓ
N

: 

S
e 

co
ns

id
er

ar
án

 d
et

er
m

in
ac

io
ne

s 
vi

nc
ul

an
te

s 
de

 la
 o

rd
en

ac
ió

n 
fís

ic
a 

de
l á

m
bi

to
 d

e 
pl

an
ea

m
ie

nt
o 

la
s 

si
gu

ie
nt

es
: 

El
 tr

az
ad

o 
vi

ar
io

 d
eb

e 
ga

ra
nt

iz
ar

 la
 c

on
tin

ui
da

d 
de

 la
 tr

am
a 

ge
ne

ra
da

 e
n 

el
 P

ol
íg

on
o 

de
l P

ar
qu

e,
 d

e 
m

od
o 

qu
e 

am
ba

s 
ár

ea
s 

se
 p

er
ci

ba
n 

co
m

o 
un

a 
so

la
 u

ni
da

d.



Sevilla, 31 de diciembre 2008 BOJA núm. 259 Página núm. 85

  

D
EN

O
M

IN
A

C
IÓ

N
: E

L 
VI

LA
R

EJ
O

C
O

D
IG

O
: S

U
S-

2 

D
ET

ER
M

IN
A

C
IO

N
ES

 D
E 

LA
 O

R
D

EN
A

C
IÓ

N
 E

ST
R

U
C

TU
R

A
L

C
la

se
 d

e 
su

el
o:

U
R

B
AN

IZ
AB

LE
 S

EC
TO

R
IZ

AD
O

U
so

 g
lo

ba
l:

R
ES

ID
EN

C
IA

L 
A

re
a 

D
e 

re
pa

rto
:

0.
1

D
en

si
da

d 
vi

vi
en

da
s/

H
a:

12

S
up

er
fic

ie
 b

ru
ta

 m
²:

73
.8

00
E

di
fic

ab
ili

da
d 

br
ut

a 
m

²t/
m

²s
:

0,
25

A
pr

ov
ec

ha
m

ie
nt

o 
M

ed
io

:
0,

52
5

R
es

er
va

 m
ín

im
a 

pa
ra

 V
.P

.O
 m

²t/
m

²s
:

0

D
ET

ER
M

IN
A

C
IO

N
ES

 D
E 

O
R

D
EN

A
C

IÓ
N

 D
E 

C
A

R
Á

C
TE

R
 P

O
R

M
EN

O
R

IZ
A

D
O

 

D
O

TA
C

IO
N

E
S

 P
U

B
LI

C
A

S
 

E
S

P
A

C
IO

S
 L

IB
R

E
S

 
E

Q
U

IP
A

M
IE

N
TO

S
 

Po
rc

en
ta

je
 s

ob
re

 s
up

er
fic

ie
 b

ru
ta

 
10

%
 

4%
 

U
SO

S 
PO

R
M

EN
O

R
IZ

AD
O

S 
Y 

TI
PO

LO
G

IA
S 

Ed
ifi

ca
bi

lid
ad

 m
²t/

m
²s

 

R
.A

.- 
R

E
S

ID
E

N
C

IA
L 

A
IS

LA
D

A
 

0,
25

 

Si
st

em
a 

de
 A

ct
ua

ci
ón

: 
In

st
ru

m
en

to
 d

e 
Pl

an
ea

m
ie

nt
o:

 
In

ic
ia

tiv
a 

de
 P

la
ne

am
ie

nt
o:

C
om

pe
ns

ac
ió

n
Pl

an
 P

ar
ci

al
 

Pr
iv

ad
a

Pr
io

rid
ad

: 
M

ed
ia

O
B

JE
TI

VO
S 

Y 
C

R
IT

ER
IO

S 
D

E 
O

R
D

EN
AC

IÓ
N

: 

C
re

ac
ió

n 
de

 u
n 

ár
ea

 re
si

de
nc

ia
l e

n 
tip

ol
og

ía
 d

e 
ed

ifi
ca

ci
ón

 a
is

la
da

 a
l s

ur
es

te
 d

el
 n

úc
le

o 
de

 L
uq

ue
. 

La
 e

sp
ec

ia
liz

ac
ió

n 
ca

si
 c

om
pl

et
a 

de
l n

úc
le

o 
de

 L
uq

ue
 c

om
o 

ár
ea

 re
si

de
nc

ia
l s

e 
co

m
pl

et
a 

co
n 

la
 o

fe
rta

 
de

 s
ue

lo
 e

n 
es

ta
 ti

po
lo

gí
a,

 d
e 

pe
qu

eñ
a 

pr
es

en
ci

a 
en

 e
l a

ct
ua

l p
la

ne
am

ie
nt

o 
m

un
ic

ip
al

 y
 d

e 
cr

ec
ie

nt
e 

de
m

an
da

 e
nt

re
 lo

s 
ci

ud
ad

an
os

.

E
l t

ra
za

do
 v

ia
rio

 re
sp

et
ar

á 
lo

s 
ca

m
in

os
 ru

ra
le

s 
ex

is
te

nt
es

. 

O
TR

O
S 

C
R

IT
ER

IO
S 

D
E 

O
R

D
EN

AC
IÓ

N
:



Página núm. 86 BOJA núm. 259 Sevilla, 31 de diciembre 2008

  

D
EN

O
M

IN
A

C
IÓ

N
: H

U
ER

TA
S 

D
E 

M
A

R
B

EL
LA

C
O

D
IG

O
: S

U
S-

3A
 

D
ET

ER
M

IN
A

C
IO

N
ES

 D
E 

LA
 O

R
D

EN
A

C
IÓ

N
 E

ST
R

U
C

TU
R

A
L

C
la

se
 d

e 
su

el
o:

U
R

B
AN

IZ
AB

LE
 S

EC
TO

R
IZ

AD
O

U
so

 g
lo

ba
l:

R
ES

ID
EN

C
IA

L 
A

re
a 

D
e 

re
pa

rto
:

0.
1

D
en

si
da

d 
vi

vi
en

da
s/

H
a:

6

S
up

er
fic

ie
 b

ru
ta

 m
²:

11
5.

20
0

E
di

fic
ab

ili
da

d 
br

ut
a 

m
²t/

m
²s

:
0,

25
A

pr
ov

ec
ha

m
ie

nt
o 

M
ed

io
:

0,
52

5
R

es
er

va
 m

ín
im

a 
pa

ra
 V

.P
.O

 m
²t/

m
²s

:
0

D
ET

ER
M

IN
A

C
IO

N
ES

 D
E 

O
R

D
EN

A
C

IÓ
N

 D
E 

C
A

R
Á

C
TE

R
 P

O
R

M
EN

O
R

IZ
A

D
O

 

D
O

TA
C

IO
N

E
S

 P
U

B
LI

C
A

S
 

E
S

P
A

C
IO

S
 L

IB
R

E
S

 
E

Q
U

IP
A

M
IE

N
TO

S
 

Po
rc

en
ta

je
 s

ob
re

 s
up

er
fic

ie
 b

ru
ta

 
10

%
 

4%
 

U
SO

S 
PO

R
M

EN
O

R
IZ

AD
O

S 
Y 

TI
PO

LO
G

IA
S 

Ed
ifi

ca
bi

lid
ad

 m
²t/

m
²s

 

R
.A

.- 
R

E
S

ID
E

N
C

IA
L 

A
IS

LA
D

A
 

0,
25

 

Si
st

em
a 

de
 A

ct
ua

ci
ón

: 
In

st
ru

m
en

to
 d

e 
Pl

an
ea

m
ie

nt
o:

 
In

ic
ia

tiv
a 

de
 P

la
ne

am
ie

nt
o:

C
om

pe
ns

ac
ió

n
Pl

an
 P

ar
ci

al
 

Pr
iv

ad
a

Pr
io

rid
ad

:
M

ed
ia

O
B

JE
TI

VO
S 

Y 
C

R
IT

ER
IO

S 
D

E 
O

R
D

EN
AC

IÓ
N

: 

Se
 p

re
te

nd
e 

la
 re

co
nd

uc
ci

ón
 d

el
 p

ro
ce

so
 e

di
fic

at
or

io
 a

l q
ue

 h
a 

si
do

 s
om

et
id

o 
el

 p
ar

aj
e 

de
 la

s 
H

ue
rta

s 
de

l M
ar

be
lla

, 
m

ed
ia

nt
e 

la
 im

pl
an

ta
ci

ón
 d

e 
us

os
 re

si
de

nc
ia

le
s 

en
 ti

po
lo

gí
a 

de
 e

di
fic

ac
ió

n 
ai

sl
ad

a 
de

 b
aj

a 
de

ns
id

ad
. 

La
 tr

am
a 

vi
ar

ia
 e

st
ar

á 
co

ns
tit

ui
da

 fu
nd

am
en

ta
lm

en
te

 p
or

 lo
s 

ca
m

in
os

 ru
ra

le
s 

ac
tu

al
es

, m
ej

or
ad

os
 e

n 
su

 tr
az

ad
o 

y 
se

cc
ió

n 
y 

co
m

pl
em

en
ta

do
s 

po
r l

as
 v

ía
s 

ne
ce

sa
ria

s 
pa

ra
 g

ar
an

tiz
ar

 u
n 

ad
ec

ua
do

 re
gi

st
ro

 d
el

 á
re

a 
or

de
na

da
. 

S
e 

ga
ra

nt
iz

ar
á 

un
 a

de
cu

ad
o 

ac
ce

so
 d

es
de

 la
 c

ar
re

te
ra

 C
-3

27
, a

sí
 c

om
o 

el
 s

um
in

is
tro

 d
e 

ag
ua

 p
ot

ab
le

 y
 e

le
ct

ric
id

ad
 

y 
la

 d
ep

ur
ac

ió
n 

de
 la

s 
ag

ua
s 

re
si

du
al

es
. 

P
ar

a 
fa

ci
lit

ar
 la

 g
es

tió
n 

se
 d

iv
id

e 
el

 á
re

a 
af

ec
ta

da
 e

n 
do

s 
se

ct
or

es
. 

O
TR

O
S 

C
R

IT
ER

IO
S 

D
E 

O
R

D
EN

A
C

IÓ
N

: 



Sevilla, 31 de diciembre 2008 BOJA núm. 259 Página núm. 87

  

D
EN

O
M

IN
A

C
IÓ

N
: H

U
ER

TA
S 

D
E 

M
A

R
B

EL
LA

C
O

D
IG

O
: S

U
S-

3B
 

D
ET

ER
M

IN
A

C
IO

N
ES

 D
E 

LA
 O

R
D

EN
A

C
IÓ

N
 E

ST
R

U
C

TU
R

A
L

C
la

se
 d

e 
su

el
o:

U
R

B
AN

IZ
AB

LE
 S

EC
TO

R
IZ

AD
O

U
so

 g
lo

ba
l:

R
ES

ID
EN

C
IA

L 
A

re
a 

D
e 

re
pa

rto
:

0.
1

D
en

si
da

d 
vi

vi
en

da
s/

H
a:

6

S
up

er
fic

ie
 b

ru
ta

 m
²:

18
4.

80
0

E
di

fic
ab

ili
da

d 
br

ut
a 

m
²t/

m
²s

:
0,

25
A

pr
ov

ec
ha

m
ie

nt
o 

M
ed

io
:

0,
52

5
R

es
er

va
 m

ín
im

a 
pa

ra
 V

.P
.O

 m
²t/

m
²s

:
0

D
ET

ER
M

IN
A

C
IO

N
ES

 D
E 

O
R

D
EN

A
C

IÓ
N

 D
E 

C
A

R
Á

C
TE

R
 P

O
R

M
EN

O
R

IZ
A

D
O

 

D
O

TA
C

IO
N

E
S

 P
U

B
LI

C
A

S
 

E
S

P
A

C
IO

S
 L

IB
R

E
S

 
E

Q
U

IP
A

M
IE

N
TO

S
 

Po
rc

en
ta

je
 s

ob
re

 s
up

er
fic

ie
 b

ru
ta

 
10

%
 

4%
 

U
SO

S 
PO

R
M

EN
O

R
IZ

AD
O

S 
Y 

TI
PO

LO
G

IA
S 

Ed
ifi

ca
bi

lid
ad

 m
²t/

m
²s

 

R
.A

.- 
R

E
S

ID
E

N
C

IA
L 

A
IS

LA
D

A
 

0,
25

 

Si
st

em
a 

de
 A

ct
ua

ci
ón

: 
In

st
ru

m
en

to
 d

e 
Pl

an
ea

m
ie

nt
o:

 
In

ic
ia

tiv
a 

de
 P

la
ne

am
ie

nt
o:

C
om

pe
ns

ac
ió

n
Pl

an
 P

ar
ci

al
 

Pr
iv

ad
a

Pr
io

rid
ad

:
M

ed
ia

O
B

JE
TI

VO
S 

Y 
C

R
IT

ER
IO

S 
D

E 
O

R
D

EN
AC

IÓ
N

: 

Se
 p

re
te

nd
e 

la
 re

co
nd

uc
ci

ón
 d

el
 p

ro
ce

so
 e

di
fic

at
or

io
 a

l q
ue

 h
a 

si
do

 s
om

et
id

o 
el

 p
ar

aj
e 

de
 la

s 
H

ue
rta

s 
de

l M
ar

be
lla

, 
m

ed
ia

nt
e 

la
 im

pl
an

ta
ci

ón
 d

e 
us

os
 re

si
de

nc
ia

le
s 

en
 ti

po
lo

gí
a 

de
 e

di
fic

ac
ió

n 
ai

sl
ad

a 
de

 b
aj

a 
de

ns
id

ad
. 

La
 tr

am
a 

vi
ar

ia
 e

st
ar

á 
co

ns
tit

ui
da

 fu
nd

am
en

ta
lm

en
te

 p
or

 lo
s 

ca
m

in
os

 ru
ra

le
s 

ac
tu

al
es

, m
ej

or
ad

os
 e

n 
su

 tr
az

ad
o 

y 
se

cc
ió

n 
y 

co
m

pl
em

en
ta

do
s 

po
r l

as
 v

ía
s 

ne
ce

sa
ria

s 
pa

ra
 g

ar
an

tiz
ar

 u
n 

ad
ec

ua
do

 re
gi

st
ro

 d
el

 á
re

a 
or

de
na

da
. 

S
e 

ga
ra

nt
iz

ar
á 

un
 a

de
cu

ad
o 

ac
ce

so
 d

es
de

 la
 c

ar
re

te
ra

 C
-3

27
, a

sí
 c

om
o 

el
 s

um
in

is
tro

 d
e 

ag
ua

 p
ot

ab
le

 y
 e

le
ct

ric
id

ad
 

y 
la

 d
ep

ur
ac

ió
n 

de
 la

s 
ag

ua
s 

re
si

du
al

es
. 

P
ar

a 
fa

ci
lit

ar
 la

 g
es

tió
n 

se
 d

iv
id

e 
el

 á
re

a 
af

ec
ta

da
 e

n 
do

s 
se

ct
or

es
. 

O
TR

O
S 

C
R

IT
ER

IO
S 

D
E 

O
R

D
EN

A
C

IÓ
N

: 



Página núm. 88 BOJA núm. 259 Sevilla, 31 de diciembre 2008

  

D
EN

O
M

IN
A

C
IÓ

N
: C

O
R

TI
JO

 A
LA

M
IL

LO
C

O
D

IG
O

: S
U

S-
4 

D
ET

ER
M

IN
A

C
IO

N
ES

 D
E 

LA
 O

R
D

EN
A

C
IÓ

N
 E

ST
R

U
C

TU
R

A
L

C
la

se
 d

e 
su

el
o:

U
R

B
AN

IZ
AB

LE
 S

EC
TO

R
IZ

AD
O

U
so

 g
lo

ba
l:

R
ES

ID
EN

C
IA

L 
A

re
a 

D
e 

re
pa

rto
:

0.
1

D
en

si
da

d 
vi

vi
en

da
s/

H
a:

12

S
up

er
fic

ie
 b

ru
ta

 m
²:

22
8.

00
0

E
di

fic
ab

ili
da

d 
br

ut
a 

m
²t/

m
²s

:
0,

25
A

pr
ov

ec
ha

m
ie

nt
o 

M
ed

io
:

0,
52

5
R

es
er

va
 m

ín
im

a 
pa

ra
 V

.P
.O

 m
²t/

m
²s

:
0

D
ET

ER
M

IN
A

C
IO

N
ES

 D
E 

O
R

D
EN

A
C

IÓ
N

 D
E 

C
A

R
Á

C
TE

R
 P

O
R

M
EN

O
R

IZ
A

D
O

 

D
O

TA
C

IO
N

E
S

 P
U

B
LI

C
A

S
 

E
S

P
A

C
IO

S
 L

IB
R

E
S

 
E

Q
U

IP
A

M
IE

N
TO

S
 

Po
rc

en
ta

je
 s

ob
re

 s
up

er
fic

ie
 b

ru
ta

 
15

%
 

5%
 

U
SO

S 
PO

R
M

EN
O

R
IZ

AD
O

S 
Y 

TI
PO

LO
G

IA
S 

Ed
ifi

ca
bi

lid
ad

 m
²t/

m
²s

 

R
.- 

R
E

S
ID

E
N

C
IA

L 
(A

is
la

da
, p

ar
ea

da
, a

do
sa

da
). 

O
.- 

TE
R

C
IA

R
IO

, E
Q

U
IP

A
M

IE
N

TO
S

 P
R

IV
A

D
O

S
   

0,
20

0,
05

Si
st

em
a 

de
 A

ct
ua

ci
ón

: 
In

st
ru

m
en

to
 d

e 
Pl

an
ea

m
ie

nt
o:

 
In

ic
ia

tiv
a 

de
 P

la
ne

am
ie

nt
o:

C
om

pe
ns

ac
ió

n
Pl

an
 P

ar
ci

al
 

Pr
iv

ad
a

Pr
io

rid
ad

:
M

ed
ia

O
B

JE
TI

VO
S 

Y 
C

R
IT

ER
IO

S 
D

E 
O

R
D

EN
AC

IÓ
N

: 

Im
pl

an
ta

ci
ón

 d
e 

us
os

 re
si

de
nc

ia
le

s 
en

 b
aj

a 
de

ns
id

ad
 (p

od
rá

n 
al

te
rn

ar
se

 v
iv

ie
nd

as
 u

ni
fa

m
ila

re
s 

ai
sl

ad
as

, p
ar

ea
da

s 
y 

pe
qu

eñ
os

 g
ru

po
s 

de
 a

do
sa

da
s 

en
 to

rn
o 

a 
el

em
en

to
s 

co
m

un
es

) y
 o

tro
s 

co
m

pa
tib

le
s 

co
m

o 
te

rc
ia

rio
 (r

es
id

en
ci

al
 p

úb
lic

o,
 

co
m

er
ci

al
, d

e 
re

la
ci

ón
) y

 e
qu

ip
am

ie
nt

os
 p

riv
ad

os
 (d

ep
or

tiv
os

) e
n 

la
s 

pr
ox

im
id

ad
es

  d
el

 P
ar

qu
e 

N
at

ur
al

 d
e 

la
 S

ub
bé

tic
a,

 
co

n 
ac

ce
so

 d
es

de
 la

 c
ar

re
te

ra
 N

-3
31

 y
 a

po
ya

do
 e

n 
la

 V
ía

 V
er

de
 q

ue
 d

is
cu

rre
 p

or
 e

l a
nt

ig
uo

 fe
rro

ca
rri

l. 

La
 o

rd
en

ac
ió

n 
de

be
 g

ar
an

tiz
ar

 la
 a

de
cu

ac
ió

n 
a 

la
 to

po
gr

af
ía

 n
at

ur
al

 e
l t

er
re

no
, a

sí
 c

om
o 

la
 in

te
gr

ac
ió

n 
en

 e
l p

ai
sa

je
 

do
m

in
ad

o 
po

r l
os

 c
ul

tiv
os

 d
e 

ol
iv

ar
. 

O
TR

O
S 

C
R

IT
ER

IO
S 

D
E 

O
R

D
EN

A
C

IÓ
N

: 

A
 fi

n 
de

 fa
ci

lit
ar

 la
 g

es
tió

n 
el

 P
la

n 
P

ar
ci

al
 q

ue
 lo

 d
es

ar
ro

lle
 p

od
rá

 d
el

im
ita

r u
ni

da
de

s 
de

 e
je

cu
ci

ón
, g

ar
an

tiz
an

do
, e

n 
to

do
 c

as
o,

 la
 v

ia
bi

lid
ad

 d
e 

ca
da

 u
na

 d
e 

el
la

s 
co

n 
in

de
pe

nd
en

ci
a 

de
 la

s 
ot

ra
s.

 



Sevilla, 31 de diciembre 2008 BOJA núm. 259 Página núm. 89

  

D
EN

O
M

IN
A

C
IÓ

N
: C

O
R

TI
JO

 L
A

 S
A

LO
B

R
EJ

A
C

O
D

IG
O

: S
U

S-
5 

D
ET

ER
M

IN
A

C
IO

N
ES

 D
E 

LA
 O

R
D

EN
A

C
IÓ

N
 E

ST
R

U
C

TU
R

A
L

C
la

se
 d

e 
su

el
o:

U
R

B
AN

IZ
AB

LE
 S

EC
TO

R
IZ

AD
O

U
so

 g
lo

ba
l:

IN
D

U
ST

R
IA

L 
A

re
a 

D
e 

re
pa

rto
:

0.
2

D
en

si
da

d 
vi

vi
en

da
s/

H
a:

--

S
up

er
fic

ie
 b

ru
ta

 m
²:

33
9.

90
0

E
di

fic
ab

ili
da

d 
br

ut
a 

m
²t/

m
²s

:
0,

70
A

pr
ov

ec
ha

m
ie

nt
o 

M
ed

io
:

0,
70

R
es

er
va

 m
ín

im
a 

pa
ra

 V
.P

.O
 m

²t/
m

²s
:

--

D
ET

ER
M

IN
A

C
IO

N
ES

 D
E 

O
R

D
EN

A
C

IÓ
N

 D
E 

C
A

R
Á

C
TE

R
 P

O
R

M
EN

O
R

IZ
A

D
O

 

D
O

TA
C

IO
N

E
S

 P
U

B
LI

C
A

S
 

E
S

P
A

C
IO

S
 L

IB
R

E
S

 
E

Q
U

IP
A

M
IE

N
TO

S
 

Po
rc

en
ta

je
 s

ob
re

 s
up

er
fic

ie
 b

ru
ta

 
10

%
 

4%
 

U
SO

S 
PO

R
M

EN
O

R
IZ

AD
O

S 
Y 

TI
PO

LO
G

IA
S 

Ed
ifi

ca
bi

lid
ad

 m
²t/

m
²s

 

I.-
 IN

D
U

S
TR

IA
L 

0,
70

Si
st

em
a 

de
 A

ct
ua

ci
ón

: 
In

st
ru

m
en

to
 d

e 
Pl

an
ea

m
ie

nt
o:

 
In

ic
ia

tiv
a 

de
 P

la
ne

am
ie

nt
o:

C
om

pe
ns

ac
ió

n
Pl

an
 P

ar
ci

al
 

Pr
iv

ad
a

Pr
io

rid
ad

:
M

ed
ia

O
B

JE
TI

VO
S 

Y 
C

R
IT

ER
IO

S 
D

E 
O

R
D

EN
AC

IÓ
N

: 

La
 g

ra
n 

ac
ep

ta
ci

ón
 q

ue
 h

a 
te

ni
do

 la
 p

ue
st

a 
en

 c
ar

ga
 d

e 
lo

s 
se

ct
or

es
 A

U
R

-3
, S

an
 B

ar
to

lo
m

é 
2 

y 
Sa

n 
Ba

rto
lo

m
é 

3 
de

 la
s 

ac
tu

al
es

 N
or

m
as

 S
ub

si
di

ar
ia

s,
 q

ue
 e

st
ab

le
ce

 u
so

s 
in

du
st

ria
le

s 
en

 t
ip

ol
og

ía
 d

e 
ed

ifi
ca

ci
ón

 a
do

sa
da

, 
ac

on
se

ja
 l

a 
co

nt
in

ua
ci

ón
 d

el
 m

is
m

o 
pa

ra
 d

ar
 re

sp
ue

st
a 

a 
la

 d
em

an
da

 e
xi

st
en

te
. 

La
 u

bi
ca

ci
ón

 e
n 

la
 m

ar
ge

n 
de

re
ch

a 
de

 la
 c

ar
re

te
ra

 N
-4

32
, a

de
m

ás
 d

e 
po

si
bi

lit
ar

 la
 c

on
ex

ió
n 

co
n 

el
 s

ue
lo

 in
du

st
ria

l 
ex

is
te

nt
e,

 p
er

m
iti

rá
 la

 c
on

ex
ió

n 
de

l c
on

ju
nt

o 
co

n 
es

ta
 c

ar
re

te
ra

 y
 c

on
 la

 C
-3

27
 a

 tr
av

és
 d

el
 n

ud
o 

d 
co

ne
xi

ón
 d

e 
am

ba
s,

 a
 la

 v
ez

 q
ue

 fa
ci

lit
a 

el
 a

cc
es

o 
de

sd
e 

Lu
qu

e.
 

O
TR

O
S 

C
R

IT
ER

IO
S 

D
E 

O
R

D
EN

A
C

IÓ
N

: 



Página núm. 90 BOJA núm. 259 Sevilla, 31 de diciembre 2008

  

D
EN

O
M

IN
A

C
IÓ

N
: L

LA
N

O
 D

E 
LA

 F
U

EN
TE

C
O

D
IG

O
: S

U
N

S-
2 

D
ET

ER
M

IN
A

C
IO

N
ES

 D
E 

LA
 O

R
D

EN
A

C
IÓ

N
 E

ST
R

U
C

TU
R

A
L

C
la

se
 d

e 
su

el
o:

U
R

B
AN

IZ
AB

LE
 N

O
 S

EC
TO

R
IZ

AD
O

U
so

 g
lo

ba
l:

IN
D

U
ST

R
IA

L
S

up
er

fic
ie

 b
ru

ta
 m

²:
33

5.
00

0
E

di
fic

ab
ili

da
d 

br
ut

a 
m

²t/
m

²s
:

0,
70

D
ET

ER
M

IN
A

C
IO

N
ES

 D
E 

O
R

D
EN

A
C

IÓ
N

 D
E 

C
A

R
Á

C
TE

R
 P

O
R

M
EN

O
R

IZ
A

D
O

 

U
SO

S 
PO

R
M

EN
O

R
IZ

AD
O

S 
Y 

TI
PO

LO
G

IA
S 

I.-
 In

du
st

ria
l 

In
st

ru
m

en
to

 d
e 

Pl
an

ea
m

ie
nt

o:
 

In
ic

ia
tiv

a 
de

 P
la

ne
am

ie
nt

o:
Pl

an
 d

e 
Se

ct
or

iz
ac

ió
n 

Pr
iv

ad
a

O
B

JE
TI

VO
S 

Y 
C

R
IT

ER
IO

S 
D

E 
O

R
D

EN
AC

IÓ
N

: 

E
n 

la
 m

ar
ge

n 
iz

qu
ie

rd
a 

de
 la

 c
ar

re
te

ra
 N

-4
32

, y
 o

cu
pa

nd
o 

to
do

 e
l f

re
nt

e 
de

 lo
s 

su
el

os
 in

du
st

ria
le

s 
ac

tu
al

es
 y

 
pr

ev
is

to
s 

co
m

o 
su

el
o 

ur
ba

ni
za

bl
e 

se
ct

or
iz

ad
o,

 s
e 

de
lim

ita
 e

st
a 

ár
ea

 q
ue

 d
eb

e 
da

r r
es

pu
es

ta
 a

 la
s 

fu
tu

ra
s 

de
m

an
da

s 
de

 s
ue

lo
 in

du
st

ria
l c

ua
nd

o 
se

 a
go

te
n 

lo
s 

su
el

os
 s

ec
to

riz
ad

os
. 

C
A

PI
TU

LO
 

III
: 

N
O

R
M

A
S 

ES
PE

C
IF

IC
IA

S 
PA

R
A

 
EL

 
SU

EL
O

 
U

R
B

A
N

IZ
A

B
LE

 
N

O
 

SE
C

TO
R

IZ
A

D
O

.

A
rt

íc
ul

o 
21

8.
  F

ic
ha

s 
de

 O
rd

en
ac

ió
n.

S
e 

ex
po

ne
n 

a 
co

nt
in

ua
ci

ón
 la

s 
fic

ha
s 

de
 o

rd
en

ac
ió

n 
es

ta
bl

ec
id

as
 e

n 
es

ta
s 

N
or

m
as

 p
ar

a 
ca

da
 u

no
 d

e 
la

s 
ár

ea
s 

pr
ev

is
ta

s,
 d

on
de

 d
e 

fo
rm

a 
pa

rti
cu

la
riz

ad
a 

pa
ra

 c
ad

a 
un

a 
de

 e
lla

s,
 s

e 
re

co
ge

n 
ju

nt
o 

co
n 

lo
s 

ob
je

tiv
os

, 
lo

s 
pa

rá
m

et
ro

s 
ur

ba
ní

st
ic

os
 fu

nd
am

en
ta

le
s 

qu
e 

ha
n 

de
 re

gi
r s

u 
or

de
na

ci
ón

. 

 



Sevilla, 31 de diciembre 2008 BOJA núm. 259 Página núm. 91

CAPÍTULO III

Normas específicas para el Suelo Urbanizable No Sectorizado

Artículo 218. Fichas de Ordenación.
Se exponen a continuación las fichas de ordenación esta-

blecidas en estas Normas para cada uno de las áreas previs-
tas, donde de forma particularizada para cada una de ellas, se 
recogen junto con los objetivos, los parámetros urbanísticos 
fundamentales que han de regir su ordenación.

TÍTULO IX

NORMAS DEL SUELO NO URBANIZABLE

CAPÍTULO I

Generalidades

Artículo 219. Alcance.
La utilización y explotación agrícola, ganadera, forestal, 

cinegética o análoga a que están destinados estos suelos con-
forme a su naturaleza y que no comporten la transformación 
de dicho destino ni las características de la explotación, están 
sujetos exclusivamente a las limitaciones impuestas por la le-
gislación civil y administrativa sectorial de aplicación.

Estas Normas tienen por objeto, en el Suelo No Urbaniza-
ble, la regulación de los actos de segregación, obra y construc-
ción o edificación e instalación y desarrollo de usos distintos 
de los citados. 

Para una mejor adecuación de los usos del suelo no ur-
banizable al destino definido en este PGOU, y sin alterar las 
determinaciones pertenecientes a la ordenación estructural, 
podrán redactarse Planes Especiales con las finalidades esta-
blecidas en el artículo 14.1.a), e), f), g) y h) LOUÁ 02.

Artículo 220. Normas relativas a la Parcelación de Suelo y 
Formación de Nuevos Asentamientos (OE).

Parcelación urbanística.
1. Se prohiben en el suelo no urbanizable las parcelacio-

nes con cualquier finalidad urbanística.
2. Se entiende por parcelación urbanística toda división 

simultánea o sucesiva de terrenos en dos o más lotes, cuando 
pueda inducir la formación de nuevos asentamientos. Así 
mismo se consideran actos reveladores de una posible parce-
lación urbanística aquellos en los que, mediante la interposi-
ción de sociedades, divisiones horizontales o asignaciones de 
uso o cuotas en pro indiviso de un terreno o de una acción o 
participación social, puedan existir diversos titulares a los que 
corresponda el uso individualizado de una parte del terreno 
que en la práctica conduzcan a la situación descrita antes (ar-
tículo 66.1 LOUÁ 02)

3. Igualmente se considerará que una parcelación tiene 
carácter urbanístico cuando presente alguna de las siguientes 
características:

a) Tener una distribución, forma parcelaria y tipología edi-
ficatoria impropia para fines rústicos, y en pugna con las pau-
tas tradicionales para usos agropecuarios dados en las zonas 
en que se encuentre.

b) Disponer de accesos, servicios y/o instalaciones comu-
nes de carácter exclusivo.

c) Tener construidas o en proyecto edificaciones aptas 
para ser utilizadas.

4. En el suelo no urbanizable sólo podrán realizarse par-
celaciones rústicas. Dichas parcelaciones se ajustarán a lo dis-
puesto en la legislación agraria y, en cualquier caso, no podrán 
dar lugar a parcelas de dimensiones inferiores a aquellas que 

racional o justificadamente puedan albergar una explotación 
agropecuaria viable.

Nuevos asentamientos.
1. Se entiende que constituyen un nuevo asentamiento el 

conjunto de edificaciones que pueda generar necesidades de 
infraestructura y servicios urbanos, represente la implantación 
de actividades específicas del medio urbano en detrimento de 
las propias del medio rural, o haga perder el carácter rural al 
paisaje de su entorno.

2. Se entiende que las áreas delimitadas como Suelo No 
Urbanizable del Hábitat Rural Diseminado no inducen nuevo 
asentamiento, según su régimen particular, si bien a efectos 
de las condiciones de implantación de otras edificaciones 
fuera de sus límites, se tomarán éstos como límites a otras 
edificaciones.

Esta misma condición regirá en la reutilización de edifi-
cios preexistentes que respondan a las tipologías tradicionales 
del medio rural en que se establecen.

3. Se considera que una edificación no induce nuevo 
asentamiento cuando, además de no generar infraestructuras 
ni servicios comunes, cumpla las condiciones de densidad si-
guientes: 

a) Se vincula a la misma una superficie de terreno no me-
nor a la señalada como mínima para su uso. Este extremo 
deberá quedar recogido mediante inscripción marginal en el 
registro de la propiedad, agotando las posibilidades construc-
tivas de la parcela.

b) No existe edificación en un radio de 100 metros o bien 
un número inferior a tres en un radio de 200 metros.

c) Las edificaciones situadas a una distancia inferior a 
200 metros del límite del suelo urbano o apto para urbanizar 
se considerarán inductoras de nuevo asentamiento indepen-
dientemente del tamaño de su parcela. No obstante serán 
autorizables aquellas edificaciones que por la naturaleza y 
características de la actividad evidencien la no inducción de 
nuevo asentamiento y demanden suelos cuyos condicionantes 
geográficos y de infraestructuras así lo aconsejen.

4. Se adoptarán las siguientes medidas para evitar la in-
ducción de nuevos asentamientos:

- Se extremará la vigilancia sobre la apertura, mejora o 
reparación de caminos no integrados en proyectos de explota-
ción o transformación agraria o minera debidamente autoriza-
dos por la Administración competente.

- Se instará a los Notarios y Registradores de la Propiedad 
a no inscribir parcelas resultantes de segregaciones de fincas, 
cuya superficie sea inferior a la unidad mínima de cultivo o 
aquellas en las que se den las circunstancias contenidas en 
el artículo 66.1.b LOUÁ 02, salvo que previamente se aporte 
licencia urbanística aprobatoria de la actuación.

Artículo 221. Normas Relativas a la edificación.
1. Condiciones de adaptación al paisaje.
Las construcciones e instalaciones que se realicen en 

suelo no urbanizable deberán adaptarse al ambiente en que 
estuvieran situadas, no teniendo características urbanas. 

Su tipología, materiales y acabados serán los tradiciona-
les, excepto en aquellas instalaciones que por su función ha-
yan de utilizar otras tipologías, materiales o acabados.

La implantación mantendrá las lindes naturales y las es-
pecies vegetales singulares con incidencia en la percepción 
paisajística.

2. Condición aislada de la edificación.
La edificación se separará en todo caso una distancia mí-

nima de vez y media su altura de los linderos de la finca y de 
otras edificaciones.
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La separación de carreteras, ferrocarriles y cauces públi-
cos se atendrá a lo dispuesto en la legislación específica.

Los linderos sólo podrán cerrarse, previa licencia munici-
pal, mediante alambradas, empalizadas o setos de arbustos.

3. Altura.
La altura máxima de la edificación será de dos plantas o 

7 metros.
Esta altura sólo podrá superarse en aquellas construccio-

nes que por su función exijan necesariamente una altura ma-
yor, debiendo quedar justificada esta necesidad.

Artículo 222. Normas Relativas a la Infraestructura.
1. Acceso.
Las edificaciones deberán apoyarse en la red viaria pú-

blica existente, ya sea directamente o a través de un vial de 
acceso que acometa al existente y dé servicio a una sola edi-
ficación.

2. Abastecimiento de agua.
Sólo podrán autorizarse edificaciones con asentamiento 

humano previa garantía de contar con el caudal mínimo de 
agua sanitariamente potable.

3. Evacuación de residuales.
Para la concesión de licencia se justificará el tratamiento 

que vaya a darse a los vertidos, para evitar la contaminación 
de aguas superficiales o subterráneas.

Las aguas residuales se conducirán a pozos absorbentes 
previa depuración por el medio adecuado a las características 
del vertido, no pudiendo verterse en ningún caso aguas no depu-
radas, y prohibiéndose, en todo caso, el uso de pozos negros.

Tanto para la captación de aguas como para los vertidos 
de las residuales asimilables a urbanas se cumplirá lo dis-
puesto en el Plan Hidrológico del Guadalquivir.

Artículo 223. Normas Relativas a la Protección de las ca-
racterísticas naturales del Suelo.

Sólo podrán autorizarse los movimientos de tierra necesa-
rios para la edificación, prohibiéndose los que alteren la topo-
grafía natural del terreno.

En aquellas obras que conlleven la realización de mo-
vimientos de tierra en pendientes superiores al 15%, que 
afecten a una superficie mayor de 2.500 m² ó a un volumen 
mayor de 5.000 m³, deberá aportarse conjuntamente con la 
solicitud de licencia municipal, estudio que garantice la ausen-
cia de impacto negativo sobre la estabilidad o erosionabilidad 
del suelo.

En suelos con pendiente superior al 20% quedan prohi-
bidos los movimientos de tierras que los dejen sin cubierta 
vegetal que afecten a superficies superiores a 1 ha.

Quedan, así mismo, prohibidas las obras o instalaciones 
que puedan comporta previsiblemente riesgos de inundabili-
dad. Para ello el Ayuntamiento podrá exigir, cuando exista 
sospecha razonable de este riesgo, un informe preceptivo al 
órgano competente en materia de prevención de este riesgo, 
en la tramitación de autorización urbanística o de la licencia 
municipal.

Artículo 224. Edificios o Instalaciones disconformes con 
las Normas.

Los edificios o instalaciones construidos con anterioridad 
a estas Normas que resultasen disconformes con las mismas, 
serán calificados como «Fuera de Ordenación Especial» mien-
tras subsistan. 

No obstante, podrán autorizarse en los mismos obras de 
consolidación, reforma o mejora, siempre que éstas no tengan 
por finalidad, ni se prevea, cambio de la actividad principal de 
la edificación o de la instalación existente, y se cumplan las 
siguientes condiciones:

A) Que no estén en ruina.
B) Que no contravengan el Plan Especial de Protección 

del Medio Físico y la normativa sectorial aplicable.
C) Que hayan contado con la debida licencia municipal, 

y en su caso, con la preceptiva autorización previa de la Co-
misión Provincial de Ordenación del Territorio y Urbanismo, o 
bien pueda considerarse legalizada su situación anterior.

D) Que a juicio del Organo competente la edificación o 
instalación en cuestión no suponga un deterioro del entorno 
y que dichas obras representen una mejora en su adecuación 
al medio.

Al erradicarse esta actividad los nuevos usos que hayan 
de implantarse se atendrán al cumplimiento de la normativa 
de suelo no urbanizable de las presentes Normas.

Artículo 225. División en zonas.
A los efectos de la aplicación de las condiciones de orde-

nación establecidas en el presente Título, se establecen las 
siguientes zonas y subzonas:

• Suelo No Urbanizable de Especial Protección por Legis-
lación Específica:

- Parque Natural de las Sierras Subbéticas.
-  Zona Húmeda catalogada en el Plan Especial de Protec-
ción de Medio Físico de la Provincia de Córdoba: Laguna 
del Conde.

- Embalse: Vadomojón.
-  Zonas Arqueológicas: Yacimientos arqueológicos decla-
rados Bien de Interés Cultural o inscritos con carácter 
específico o general en el Catálogo del Patrimonio His-
tórico Andaluz.

- Vías Pecuarias: Según Proyecto de Clasificación. 
- Cauces Fluviales.
- Infraestructuras Territoriales.

• Suelo No Urbanizable de Especial Protección por Plani-
ficación Urbanística:

-  Zonas Arqueológicas: Inventario de la Consejería de Cultura.
- Área de Interés Paisajístico.
- Viario público.

• Suelo No Urbanizable de Carácter Rural

CAPÍTULO II

Regulación de Usos

Artículo 226. Alcance.
1. Estas Normas tienen por objeto regular los usos y cons-

trucciones que en virtud del ejercicio de los derechos urbanís-
ticos inherentes a la propiedad del suelo quedan regulados en 
el artículo 50 LOUÁ 02.

2. Las determinaciones de protección contenidas en los 
capítulos siguientes, referentes a distintas zonas en Suelo No 
Urbanizable, prevalecerán a las del presente Capítulo.

Artículo 227. Obras e instalaciones autorizadas.
No se podrán autorizar otras edificaciones, construccio-

nes, obras e instalaciones que las destinadas a:

1. La explotación agrícola, ganadera, forestal, cinegética 
o análogas que guarden relación con la naturaleza, extensión 
y utilización de la finca, y que se ajusten en su caso a los 
planes o normas de los órganos competentes en materia de 
agricultura.

2. Conservación, rehabilitación o reforma de edificacio-
nes, construcciones o instalaciones existentes.

3. Ejecución y mantenimiento de las infraestructuras y los 
servicios, dotaciones y equipamientos públicos.
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De modo excepcional y previa aprobación del correspon-
diente Plan Especial o Proyecto de Actuación y dando cumpli-
miento a las limitaciones y al procedimiento previsto en los 
artículos 42 y 43 LOUÁ 02.

4. Vivienda unifamiliar aislada que justificadamente acre-
dite la necesidad de su vinculación a la explotación agrícola, 
forestal o ganadero de la finca en la que se ubica.

5. Actuaciones de Interés Público, reguladas en los artícu-
los 42 y 43 LOUÁ 02.

Artículo 228. Clases de usos.
A los efectos del presente título los usos del suelo pueden ser:

A) Usos permitidos: Son aquellos que, previa licencia 
municipal, pueden implantarse en esta clase de suelo por ser 
acordes con las características naturales del mismo.

B) Usos autorizables: Son aquellos que pueden implan-
tarse, previa aprobación del correspondiente Plan Especial o 
Proyecto de Actuación según el procedimiento establecido en 
el artículo 43 LOUÁ 02.

C) Usos prohibidos: son aquellos cuya implantación está 
expresamente prohibida.

Sección 1. Actividades agrícolas, ganaderas y forestales

Artículo 229. Definición.
Comprenden las actividades relacionadas directamente 

con la explotación de los recursos agrícolas, ganaderos, fores-
tales, cinegéticos o análogos.

Sus construcciones e instalaciones deberán estar ligadas 
al servicio de la explotación de la finca, debiendo además es-
tar justificada la proporción existente entre la superficie de la 
construcción y la de la explotación. 

Artículo 230. Categorías.
Dentro de estas actividades, se establecen las siguientes 

categorías:
1.1. Edificaciones destinadas a almacenamiento de cose-

chas, abonos, piensos, maquinarias o aperos, al servicio de 
una única explotación.

1.2. Instalaciones de estabulación para menos de 250 ca-
bezas de ganado bovino, 500 de porcino o 1.000 de caprino 
y ovino.

1.3. Granjas para menos de 2.000 conejos ó 10.000 aves.
Las instalaciones ganaderas que excedan estos límites 

necesitarán ser declaradas de «Utilidad Pública» y su tramita-
ción se hará de acuerdo con lo prescrito para las actuaciones 
así declaradas.

1.4. Caseta de aperos, con las siguientes limitaciones:

- Superficie construida máxima: 0,50% de la superficie de 
parcela con una limitación máxima de 30 m².

- Una planta de altura, con cota de arranque de la cu-
bierta no mayor de 4,00 m.

- Planta rectangular.
- Cubierta de teja árabe a dos aguas, con pendiente 

máxima del 35%.
- Acabado de fachada mediante enlucido y pintura blanca.
- La implantación no alterará una superficie de suelo su-

perior a 60 m², ni serán precisos desmontes o terraplenes su-
periores a 1,00 m.

- Carecerá con conexión a redes generales de 
infraestructuras.

Cuando la caseta de aperos no cumpla alguna de estas 
características se adscribirá a la «Categoría 1.1». 

Artículo 231. Parcela mínima.
La parcela mínima necesaria para autorizar construccio-

nes de las categorías 1.1, 1.2 y 1.3 será de 35.000 m² en 
fincas de secano y de 10.000 m² en fincas de regadío.

Para la implantación de edificación de categoría 1.4 no se 
limita el tamaño de parcela.

Artículo 232. Condiciones de la edificación.
La ocupación máxima de parcela será del 2%, salvo para 

las edificaciones de la categoría 1.4.
Serán de aplicación las normas generales relativas a la 

edificación, infraestructura y protección del suelo recogidas en 
el Capítulo Primero del presente Título.

Artículo 233. Otras condiciones.
La regulación de estas actividades y explotaciones se su-

jetará a los planes y normas del 
Ministerio de Agricultura o de la Junta de Andalucía, y a 

su legislación específica.

Sección 2. Vivienda rural 

Artículo 234. Definición.
Vivienda unifamiliar aislada vinculada a la explotación 

agrícola, ganadera o forestal de la finca en que se ubica.
Para su implantación y autorización urbanística deberá 

quedar acreditada la necesidad de la vivienda para el man-
tenimiento y la mejora de la actividad de la explotación a que 
se vincula.

Artículo 235. Categorías:
 Se establece una sola categoría: 
- Vivienda rural

Artículo 236. Parcela mínima y condiciones de la edificación.
Dada la necesaria vinculación a la explotación agrícola, 

ganadera o forestal de la finca, la superficie mínima de par-
cela y condiciones de la edificación serán las exigibles para el 
uso al que se vincula.

La vivienda tendrá una superficie construida máxima de 
120 m².

Artículo 237. Otras condiciones.
Además de la preceptiva licencia municipal, el estable-

cimiento de la vivienda rural aquí definida estará sujeto, de 
acuerdo con el contenido del artículo 52.1.B LOUÁ 02, a la 
aprobación del correspondiente Proyecto de Actuación por el 
procedimiento prescrito en los artículos 42 y 43 LOUÁ 02.

Sección 3. Actividades vinculadas a las obras 
y equipamientos públicos 

Artículo 238. Definición.
Edificaciones, construcciones, obras o instalaciones 

necesarias para la ejecución y el mantenimiento de las 
infraestructuras y los servicios, dotaciones y equipamientos 
públicos.

Artículo 239. Categorías.
Dentro de estas actividades, se establecen las siguientes 

categorías:

3.1. Construcciones o instalaciones vinculadas a la ejecu-
ción: las de carácter temporal cuyo período de existencia no 
rebase al de la construcción a la que se vincula.

3.2. Construcciones o instalaciones vinculadas al entre-
tenimiento de las obras públicas: centros operativos, parques, 
viveros, garajes y talleres.



Página núm. 94 BOJA núm. 259 Sevilla, 31 de diciembre 2008

Artículo 240. Parcela mínima.
No se fija parcela mínima.

Artículo 241. Condiciones de la edificación.
No se limita la ocupación máxima de parcela.
Distancia mínima de la edificación a núcleos urbanos: 

500 m.

Sección 4. Actuaciones de interés público

Artículo 242. Definición.
Edificaciones, construcciones, obras e instalaciones para 

la implantación de infraestructuras, servicios, dotaciones o 
equipamientos, así como para usos industriales, mineros, tu-
rísticos y análogos.

Artículo 243. Categorías.
Dentro de estas actividades, se establecen las siguientes 

categorías:

4.1. Implantación de infraestructuras territoriales, así 
como las construcciones o instalaciones vinculadas al servicio 
de las mismas, como aparcamientos, zonas de descanso, pa-
radas, básculas de pesaje, puestos de socorro, estaciones de 
servicio y similares.

No se considerarán vinculadas a las infraestructuras te-
rritoriales las construcciones o instalaciones que por su ubi-
cación pueda entenderse que están al servicio de un núcleo 
de población.

4.2. Servicios, dotaciones y equipamientos públicos:

4.2.1. Ordinarias: Instalaciones recreativas, deportivas, 
educativas, asistenciales, religiosas y análogas.

4.2.2. Especiales: Cárceles, mataderos, cementerios, plan-
tas de tratamiento y/o transferencia de residuos sólidos urbanos 
y/o inertes, otras análogas.

4.3. Grandes instalaciones ganaderas:
- Instalaciones de estabulación para más de 250 cabezas 

de ganado bovino, 500 de porcino ó 1.000 de caprino y ovino.
- Granjas para más de 2.000 conejos ó 10.000 aves.

4.4. Actividades extractivas.
4.5. Actividades industriales y de almacenaje vinculadas 

al medio rural:

- Edificaciones destinadas a almacenamiento de cosechas 
abonos, piensos o aperos cuya superficie de ocupación supere 
el 2% de la de la explotación.

- Instalaciones de transformación y almacenaje de pro-
ductos agropecuarios (industrias lácteas, serrerías, lagares, 
almazaras…).

4.6. Actividades industriales especiales:

- Grandes industrias. Aquellas con una extensión superior 
a 10.000 m² de superficie construida o 15.000 m² de superfi-
cie transformada.

- Industrias molestas y/o peligrosas. Las que por su pe-
ligrosidad intrínseca son incompatibles con el medio urbano 
(las definidas como «4.ª Categoría» en el Capítulo I del Títu-
lo IV Sobre regulación de usos en suelo urbano y urbanizable).

4.7. Instalaciones de apoyo a la actividad turística:

4.7.1. Alojamientos turísticos rurales. Los que cumplan 
con las características y requisitos exigidos en el Título II «Tu-
rismo en el Medio Rural», Capítulo I «Alojamiento Turístico en 
el Medio Rural» del Decreto 20/2002, de 29 de enero, de Tu-
rismo en el Medio Rural y Turismo Activo.

4.7.2. Campamentos de turismo. Los que cumplan el De-
creto 154/1987, de 3 de junio, sobre Ordenación y Clasifica-
ción de los Campamentos de Turismo en Andalucía.

4.7.3. Campamentos juveniles y áreas de acampada. Los 
que den cumplimiento al Decreto 45/2000, de 31 de enero, 
sobre Organización de Acampadas y Campamentos Juveniles 
en Andalucía, y la Orden de 11 de enero que lo desarrolla.

4.7.4. Establecimientos turísticos de restauración en el 
medio rural. Los que además de cumplir con las caracterís-
ticas y requisitos exigidos en el Título II «Turismo en el Medio 
Rural», Capítulo II «La Restauración en el Medio Rural», del 
Decreto 20/2002, de 29 de enero, de Turismo en el Medio 
Rural y Turismo Activo, formen parte de un establecimiento de 
alojamiento turístico rural y estén ligados a su servicio.

Artículo 244. Parcela mínima y condiciones de la edificación.
La parcela mínima y la ocupación de parcela por la edifi-

cación serán respectivamente las siguientes según la catego-
ría del uso a implantar:

Categorías 4.1 y 4.4. No se fijan mínimos para la parcela 
y su ocupación.

Categorías 4.2.1 y 4.6. Parcela mínima 10.000 m². Ocu-
pación máxima 35%.

Categoría 4.2.2. Parcela mínima 25.000 m². Ocupación 
máxima 35%.

Categorías 4.3 y 4.5. Parcela mínima 10.000 m². Ocupa-
ción máxima 50%.

Categoría 4.7. Parcela mínima 10.000 m². Ocupación 
máxima 10%.

Artículo 245. Otras condiciones.
Además de la preceptiva licencia municipal, el estableci-

miento de los usos aquí definidos estará sujeto, de acuerdo 
con el contenido del artículo 52.1.C LOUÁ 02, a la aprobación 
del correspondiente Plan Especial o Proyecto de Actuación por 
el procedimiento prescrito en los artículos 42 y 43 LOUÁ 02.

CAPÍTULO III

Normas particulares de Ordenación del Suelo No Urbanizable 
de Especial Protección por legislación específica

Artículo 246. Definición (OE).
Se incluyen en esta categoría aquellos espacios que son 

objeto de regulación por legislación específica que determina 
su inclusión en esta categoría de suelo no urbanizable. 

Se distinguen las siguientes zonas:

Parque Natural de las Sierras Subbéticas.
Zona Húmeda catalogada en el Plan Especial de Protec-

ción de Medio Físico de la Provincia de Córdoba: Laguna del 
Conde.

Embalses: Vadomojón.
Zona Militar: Polvorín de El Vacar.
Yacimientos Arqueológicos: Yacimientos arqueológicos 

declarados Bien de Interés Cultural o inscritos con carácter 
específico o general en el Catálogo del Patrimonio Histórico 
Andaluz.

Vías Pecuarias: Las definidas en el Proyecto de Clasifica-
ción correspondiente.

Cauces Públicos: Los así definidos por la Ley de Aguas.
Sistema de comunicaciones: Viario Interprovincial e Inter-

comarcal. Red de ferrocarril.
Sistema Técnico General: Redes de las infraestructuras 

de abastecimiento de agua, alcantarillado, energía eléctrica, 
telefonía, gas, hidrocarburos, otras similares.

Su delimitación coincide con la establecida en la legis-
lación específica que los define, según se grafía en el plano 
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«Ordenación Completa: Clasificación del suelo y categorías en 
Suelo No Urbanizable. Zonificación».

Artículo 247. Condiciones de uso e implantación (OE).
Las condiciones de uso e implantación vienen dictadas 

desde las normas reguladoras contenidas en la legislación 
sectorial vigente que les sea de aplicación.

Así mismo se dará cumplimiento a la Ley 7/1994, de 18 
de mayo, de Protección Ambiental y a los reglamentos que la 
desarrollan.

No se permite ninguna actividad constructiva ni cualquier 
utilización que implique merma o transformación de los va-
lores protegidos. Unicamente se autorizarán aquellos usos o 
actividades que estén expresamente encaminados a la con-
secución de los objetivos previstos por la legislación sectorial 
que les sea de aplicación.

CAPÍTULO IV

Normas particulares de Ordenación del Suelo No Urbanizable 
de Especial Protección por planificacion urbanística

Artículo 248. Definición (OE).
Se incluyen en esta categoría tres zonas:

Área de Interés Pisajístico, constituida por la ladera orien-
tal del núcleo de Luque que se ubica al pie del castillo y que 
por presentan una alta cualificación paisajística merece reci-
bir, desde el planeamiento urbanístico, una protección espe-
cial, que garantice su permanencia.

Yacimientos Arqueológicos, incluidos en el inventario reali-
zado por la Delegación de Córdoba de la Consejería de Cultura.

Viario público no incluido en otras categorías (carreteras 
y caminos locales).

La delimitación de esta zona se ha recogido en el plano 
«Ordenación Completa: Clasificación del suelo y categorías en 
Suelo No Urbanizable. Zonificación».

Artículo 249. Usos permitidos (OE).
Área de Interés Paisajístico: Ninguno.
Yacimientos Arqueológicos: Los que sean compatibles 

con la protección de los valores del yacimiento conforme a 
los permitidos en la zona del suelo no urbanizable en la que el 
mismo se inscriba. A estos efectos en la tramitación de licen-
cias se emitirá el informe previsto en el artículo 31 de la Ley 
del Patrimonio Histórico de Andalucía.

Viario público: 3.1 de los definidos en el Capítulo II del 
presente título.

Artículo 250. Usos autorizables (OE).
Área de Interés Paisajístico: Ninguno.
Yacimientos Arqueológicos: Los que sean compatibles 

con la protección de los valores del yacimiento conforme a 
los autorizables en la zona del suelo no urbanizable en la que 
el mismo se inscriba, a excepción de los industriales. A estos 
efectos en la tramitación de Proyectos de Actuación o Planes 
Especiales se emitirá el informe previsto en el artículo 31 de la 
Ley del Patrimonio Histórico de Andalucía.

Viario público: Ninguno.

Artículo 251. Usos prohibidos (OE).
Todos los demás.
Se prohíbe expresamente la alteración de la vegetación 

existente, salvo la expresamente amparada por planes de fo-
restación o regeneración de la cubierta vegetal.

CAPÍTULO V

Normas particulares de Ordenación del Suelo No Urbanizable 
de carácter rural

Artículo 252. Definición.
Comprende todos aquellos terrenos que presentan culti-

vos, cubierta forestal o natural, que resultando de un menor 
valor intrínseco que los declarados de especial protección por 
el PGOU, resultan imprescindibles para el mantenimiento de 
las actividades agrarias y forestales garantes de la conserva-
ción del paisaje rural, por lo que requieren su identificación y 
delimitación como una categoría específica el Suelo No Urba-
nizable.

Comprende los terrenos incluidos en el suelo de carácter 
rural recogido en el plano «Ordenación Completa: Clasificación 
del suelo y categorías en Suelo No Urbanizable. Zonificación».

Artículo 253. Usos permitidos.
Los del Grupo 1 definido en el Capítulo II del presente 

título.

Artículo 254. Usos autorizables.
Los de los Grupos 2, 3 y 4 definidos en el Capítulo II del 

presente título.

Artículo 255. Usos prohibidos.
Todos los demás.

TÍTULO X

NORMAS DE PROTECCION DEL PATRIMONIO HISTÓRICO, 
CULTURAL Y NATURAL

CAPÍTULO I

Generalidades

Artículo 256. Objeto.
El contenido del presente Título tiene por objeto el esta-

blecimiento de medidas de protección que garanticen la con-
servación del patrimonio histórico, cultural y natural.

La sociedad a través de sus instituciones públicas y pri-
vadas y de la participación ciudadana tiene la obligación de 
garantizar la conservación, protección, fomento y transmisión 
a las generaciones futuras del patrimonio histórico, cultural, 
artístico, arquitectónico y natural que le ha sido legado para 
su administración.

Artículo 257. Ámbito de aplicación.
El articulado del presente Título será de aplicación a las 

parcelas, edificios, parajes y elementos naturales singulares 
que en los planos de ordenación estructural y completa y en el 
Catálogo de Bienes y Espacios Protegidos se identifican como 
protegidos en alguna de sus categorías, con independencia de 
la aplicación de las Normas Generales de Uso y Edificación y 
las particulares de cada zona.

La inclusión de algún elemento en el conjunto constitutivo 
del patrimonio histórico, cultural y natural, o el cambio de ca-
tegoría de alguno de ellos, podrá realizarse a instancia de cual-
quier persona física o jurídica y se tramitará de acuerdo con el 
procedimiento establecido para la modificación del PGOU.

Artículo 258. Instrumentos para la protección del Patri-
monio.

Para la protección del patrimonio Histórico, Cultural y Na-
tural el presente PGOU establece diversos instrumentos:

- Las presentes Normas de Protección.
- El Catálogo de Bienes y Espacios Protegidos.
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- Las ordenanzas de uso y edificación en las distintas zo-
nas urbanas tendentes al mantenimiento de sus valores tipo-
lógicos, alineaciones, integridad parcelaria, condiciones forma-
les, volúmen, número y altura de las plantas, etc.

- Las ordenanzas de uso y edificación en las distintas 
zonas del suelo no urbanizable que pretenden fomentar los 
usos, tipologías y condiciones formales tradicionales, el man-
tenimiento de lindes y especies naturales, la conservación del 
patrimonio arqueológico y limitar la implantación de usos aje-
nos al medio rural.

Además de los instrumentos propios del PGOU, es de apli-
cación la Legislación Estatal y Autonómica de Patrimonio His-
tórico (Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico 
Español. Ley 1/1991, de 3 de julio, del Patrimonio Histórico 
Andaluz) y Natural, así como los catálogos de bienes de interés 
cultural o natural que se elaboren al amparo de la misma.

CAPÍTULO II

Protección del Patrimonio en el ámbito urbano

Artículo 259. Alcance.
El articulado del presente Capítulo establece las medidas 

de protección tendentes a la conservación y puesta en valor 
del patrimonio histórico, cultural, arquitectónico, urbanístico y 
artístico de las áreas urbanas del municipio. Con tal fin, se 
prohibe en los elementos protegidos la alteración total o par-
cial de las partes protegidas, y las obras que alteren el carác-
ter intrínseco del elemento.

La regulación de las intervenciones en los mismos, así 
como su enjuiciamiento, se habrán de basar en criterios de 
valoración arquitectónicos no puramente estilísticos, como los 
que se relacionan a continuación:

1. Alineaciones históricas.
2. Parcelario anterior a la nueva edificación.
3. Condiciones formales:

- Tipología
- Volumen.
- Número de plantas.
- Altura entre plantas.

4. Condiciones ambientales:

- Tratamiento y materiales de cubiertas.
- Altura de cornisas
- Relación con edificios colindantes
- Composición de huecos.
- Materiales, colores y textura. 
- Vuelos y salientes de fachada.
- Tratamiento de planta baja, cuyo diseño de fachada y 

zonas comunes deberá estar determinado en proyecto.
- Diseño y composición de fachada y de los elementos que 

la componen: huecos, balcones, terrazas, cornisas, recercados, 
adornos, herrajes, zócalos, pretiles, proporción de los huecos, 
relación hueco-macizo, etc.

La mayor o menor importancia de estos valores será va-
riable en función del entorno, la memoria histórica del edificio 
y, en su caso, el nivel de protección.

Sobre cada uno de los edificios protegidos, se establece 
el nivel de protección y se regulan las clases de obras y grado 
de intervención.

Artículo 260. Construcciones inmediatas a edificios prote-
gidos incluidos en el Catálogo.

Las construcciones en lugares inmediatos a aquellas 
protegidas, que puedan alterar las relaciones de los edificios 
catalogados con su entorno (modificación de perspectivas 
tradicionales, etc.), tendrán que adecuar su ordenación a las 

edificaciones protegidas, especialmente en lo que se refiere a 
altura, disposición de volúmenes y medianeras, tratamiento de 
cubiertas, composición de fachadas, etc.

En estos casos, cualquier solicitud de licencia o infor-
mación urbanística deberá aportar planos conjuntos con los 
edificios protegidos colindantes o afectados, de forma que se 
justifique gráficamente la actuación solicitada.

Se considerarán construcciones inmediatas a edificios 
protegidos en todo caso las edificaciones colindantes o media-
neras a las protegidas, y en líneas generales las edificaciones 
que afecten a las perspectivas de los edificios inventariados, y 
en todo caso aquéllas que se encuentren incluidas en un radio 
de 25 metros a partir del edificio protegido.

Artículo 261. Edificios protegidos y grados de protección.
Los edificios y conjuntos de interés arquitectónico, histó-

rico o tradicional existentes en el medio urbano, han sido in-
cluidos en un «Catálogo» que se adjunta en la documentación 
complementaria del presente PGOU.

Los edificios y conjuntos incluidos en el Catálogo se con-
sideran a los efectos de las presentes normas como «Edificios 
y Conjuntos Protegidos», subdividiéndose en las siguientes Ca-
tegorías o Grados de Protección:

- Categoría A: Protección Integral (OE)
- Categoría B: Protección Arquitectónica
- Categoría C: Protección Ambiental

Los edificios protegidos se dividen en razón de su interés 
en las distintas categorías antes señaladas. Los conjuntos prote-
gidos se consideran como Categoría C, Protección Ambiental.

Las distintas Categorías de Edificios y Conjuntos Protegi-
dos se definen en los siguientes artículos, sañalándose para 
cada una de ellas las obras autorizadas y el nivel máximo de 
intervención arquitectónica que se admite, todo ello con el pro-
pósito de conservar y potenciar los elementos de interés de los 
edificios inventariados.

Artículo 262. Clases de obras.
Con el objetivo de clarificar las posibilidades de interven-

ción en el patrimonio edificado del municipio, se establecen 
las siguientes clases de obras:

A) Obras de mejora: Consolidación, restauración y adap-
tación: Tienen como objeto mantener, reponer o recuperar las 
características originales del edificio, o adecuar la organiza-
ción del edificio a nuevos usos y necesidades, sin modificar o 
alterar su estructura funcional y arquitectónica, ni ninguno de 
sus elementos.

B) Obras de reforma: Son aquellas que mantienen el edifi-
cio existente pero modifican algunos elementos del mismo.

Se establecen los siguientes grados:

- Redistribución: Tienen por objeto modificar la organiza-
ción general del edificio en cuanto a número y disposición de 
las unidades habitables que contiene, sin modificar su estruc-
tura arquitectónica ni aumentar la superficie construida.

- Ampliación: Tienen por objeto aumentar la superficie 
construida del edificio, bien por incremento de la ocupación de 
la parcela o del volumen del edificio.

D) Obras de sustitución: Son aquellas obras que tienen 
por objeto la demolición del edificio existente y la edificación 
de otro en su lugar.

Se establecen los siguientes grados:

- Reedificación: Fiel reconstrucción de la edificación de-
molida.

- Reimplantación tipológica: Construcción del edificio 
manteniendo la tipología original de la edificación demolida, el 
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número y la superficie de sus espacios libres, la organización 
de accesos y sistema de distribución interior, y la jerarquía de 
los cuerpos edificados.

- Total: Construcción de un edificio completamente nuevo 
en lugar del edificio demolido.

Sección I. Proteccion Integral

Artículo 263. Definición (OE).
Edificios que por su carácter singular, simbólico y monu-

mental deberán ser conservados íntegramente, con el objeto 
de preservar sus características arquitectónicas.

Artículo 264. Relación de edificios protegidos (OE).
La relación de edificios de Categoría «A» se incluyen en el 

Catálogo del presente PGOU, en base a una ficha normalizada 
donde se define el edificio, así como su situación, elementos o 
partes de interés y fotografía exterior.

Artículo 265. Obras autorizadas (OE).
- Mejora.
- En los edificios declarados o que se declaren como Bienes 

de Interés Cultural, o en aquellos en los que se incoe el proce-
dimiento para tal declaración, les será de aplicación lo regulado 
por la legislación específica (Ley 16/1985, de 25 de junio, del 
Patrimonio Histórico Español, Ley 1/1991, de 3 de julio, de Pa-
trimonio Histórico de Andalucía y Real Decreto 111/1986, de 10 
de enero, de desarrollo parcial de la Ley 16/85).

Sección II. Protección Arquitectónica

Artículo 266. Definición. 
Edificios que por sus condiciones arquitectónicas, princi-

palmente por su implantación tipológica, son representativos 
de un patrimonio edificado que difícilmente pueda volver a 
producirse.

Artículo 267. Relación de edificios protegidos
La relación de edificios de Categoría «B» se incluyen en el 

Catálogo del presente PGOU, en base a una ficha normalizada 
donde se define la situación del edificio, elementos o partes de 
interés y fotografía exterior.

Artículo 268. Obras autorizadas
Mejora.
Reforma:
- Redistribución.
- Ampliación por incremento de ocupación en la parcela, 

garantizando la integración del conjunto.

Sustitución: Reedificación y Reimplantación tipológica, 
previa declaración de la edificación en situación legal de ruina 
por resolución definitiva y firme.

Sección III. Protección ambiental

Artículo 269. Definición.
Edificios que sin revestir en sí mismo un excepcional valor 

histórico o artístico, integran un Conjunto Urbano de Interés.

Artículo 270. Edificios protegidos.
Se incluyen en esta protección todos los edificios que pre-

sentan fachada a los Conjuntos Urbanos de Interés.

Artículo 271. Obras autorizadas.
Sobre los edificios incluidos en esta protección se po-

drán en principio autorizar todo tipo de obras, siempre que 
se justifique adecuadamente la adaptación al ambiente de la 
propuesta arquitectónica para la que se solicita licencia, todo 

ello en base al respeto de los valores de la edificación objeto 
de protección.

Para justificar la adecuación al ambiente urbano, la do-
cumentación técnica de los proyectos de obras deberán con-
tener los alzados de las fincas colindantes, así como el plano 
catastral de la manzana de edificación donde se incluye el edi-
ficio protegido, con indicación de las edificaciones existentes 
en la misma.

Los proyectos de demolición incluidos en los Conjuntos 
Urbanos de Interés deberán tramitarse conjuntamente con la 
licencia de nueva planta del edificio que lo sustituya. La licen-
cia, concedida simultáneamente garantizará la correcta ade-
cuación del nuevo edificio al entorno.

La declaración de un conjunto como Bien de Interés Cul-
tural determinará la obligación de redactar un Plan Especial de 
Protección del área afectada.

Hasta la aprobación de dicho Plan, el otorgamiento de 
licencias precisará resolución favorable de la administración 
competente. En ningún caso se permitirán alineaciones nue-
vas, alteraciones en la edificabilidad, parcelaciones ni agrega-
ciones.

CAPÍTULO III

Protección del Patrimonio en el ámbito natural

Artículo 272. Alcance.
El articulado del presente Capítulo establece las medidas 

de protección tendentes a la conservación y puesta en valor 
del patrimonio histórico, cultural, natural y paisajístico de las 
áreas naturales del territorio municipal. Con tal fin, se prohibe 
en los elementos protegidos la alteración total o parcial de las 
partes protegidas, y las obras que alteren el carácter intrín-
seco del elemento.

La regulación de las intervenciones en los mismos, así 
como su enjuiciamiento, se habrán de basar en criterios de valo-
ración intrínseca, como los que se relacionan a continuación:

Cuando se trate de elementos construidos:

- Tipología
- Volumen.
- Número de plantas.
- Altura entre plantas.
- Tratamiento y materiales de cubiertas.
- Altura de cornisas
- Relación con edificios colindantes
- Composición de huecos.
- Materiales, colores y textura. 
- Vuelos y salientes de fachada.
- Ubicación en el territorio.
Para los elementos naturales:
- Singularidad del elemento.
- Contribución a la percepción del paisaje.

Artículo 273. Elementos protegidos y grados de protección.
Los elementos de interés que se identifican en el medio 

natural, han sido incluidos en un «Catálogo» que se adjunta en 
la documentación complementaria del presente PGOU, y se 
dividen en las siguientes categorías y grados de protección:

- Interés Histórico o Cultural:
 De Interés Estructural
 De Interés Arquitectónico 
 De Interés Arqueológico

- Interés Natural o Paisajístico:
 Flora Singular
 Elemento Geológico Singular
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Las distintas Categorías se definen en los siguientes ar-
tículos, sañalándose para cada una de ellas las obras autori-
zadas y el nivel máximo de intervención que se admite, todo 
ello con el propósito de conservar y potenciar el interés de los 
elementos catalogados.

Sección I. Interés Histórico o Cultural

Artículo 274. Definición.
Edificios o restos edificatorios que por su carácter singu-

lar, simbólico y monumental deberán ser conservados, con el 
objeto de preservar sus características.

Los elementos de Interés Estructural corresponden a 
inmuebles que cuentan con declaración o con expediente 
incoado para su declaración como Bien de Interés Cultural. 
Tiene, por tanto, un interés supramunicipal su conservación.

Los elementos de Interés Arquitectónico presentan un 
interés municipal en cuanto a sus valores arquitectónicos o 
etnológicos.

Los elementos de Interés Arqueológico corresponden a 
los yacimientos arqueológicos catalogados por la Consejería 
de Cultura de la Junta de Andalucía, residiendo su interés en 
el valor intrínseco de los mismos.

Artículo 275. Relación de elementos protegidos y grados 
de protección.

La relación de elementos con Interés Histórico o Cultural 
se incluyen en el Catálogo del presente PGOU, en base a una 
ficha normalizada donde se define el elemento, así como su 
situación, elementos o partes de interés y fotografías.

Los elementos incluidos en el Catálogo se consideran a 
los efectos de las presentes normas como «Elementos Prote-
gidos», subdividiéndose en las siguientes Categorías o Grados 
de Protección:

- Interés Estructural.
- Interés Arquitectónico.
- Interés Arqueológico.

Las distintas Categorías de Edificios y Conjuntos Protegi-
dos se definen en los siguientes artículos, sañalándose para 
cada una de ellas las obras autorizadas y el nivel máximo de 
intervención arquitectónica que se admite, todo ello con el pro-
pósito de conservar y potenciar los elementos de interés de los 
edificios inventariados.

 Artículo 276. Clases de obras.
La clasificación de obras autorizables en los elementos 

de interés histórico o cultural en el ámbito natural coincide 
con la establecida para el ámbito urbano en el Capítulo II del 
presente Título.

I.1: INTERÉS ESTRUCTURAL

Artículo 277. Definición (OE).
Edificios que por su carácter singular, simbólico y monu-

mental deberán ser conservados íntegramente, con el objeto 
de preservar sus características arquitectónicas y cuyo interés 
excede el ámbito municipal.

Artículo 278. Relación de edificios protegidos. (OE) 
La relación de edificios de «Interés Estructural» se inclu-

yen en el Catálogo del presente PGOU, en base a una ficha 
normalizada donde se define el edificio, así como su situación, 
elementos o partes de interés y fotografía exterior.

Artículo 279. Obras autorizadas (OE).
- Mejora.
- En los edificios declarados o que se declaren como Bie-

nes de Interés Cultural, o en aquellos en los que se incoe el 
procedimiento para tal declaración, les será de aplicación lo 
regulado por la legislación específica (Ley 16/1985, de 25 
de junio, del Patrimonio Histórico Español, Ley 1/1991, de 3 
de julio, de Patrimonio Histórico de Andalucía y Real Decreto 
111/1986, de 10 de enero, de desarrollo parcial de la Ley 
16/85).

I.2: INTERÉS ARQUITECTÓNICO

Artículo 280. Definición. 
Edificios que por sus condiciones arquitectónicas, prin-

cipalmente por su implantación tipológica, son representati-
vos de un patrimonio edificado que difícilmente pueda volver 
a producirse.

Artículo 281. Relación de edificios protegidos
La relación de edificios de «Interés Arquitectónico» se 

incluyen en el Catálogo del presente PGOU, en base a una 
ficha normalizada donde se define la situación del edificio, 
elementos o partes de interés y fotografía exterior.

Artículo 282. Obras autorizadas
Mejora.
Reforma: 
- Redistribución.
- Ampliación por incremento de ocupación en la parcela, 

garantizando la integración del conjunto.

Sustitución: Sólo reedificación, previa declaración de la 
edificación en situación legal de ruina por resolución defini-
tiva y firme.

I.3: INTERÉS ARQUEOLÓGICO

Artículo 283. Definición.
Restos arqueológicos que deben ser objeto de una 

regulación específica que los preserve de los procesos de 
destrucción y expoliación, actividades y usos que supongan 
riesgos irreversibles a la pervivencia de los yacimientos. 

Artículo 284. Elementos protegidos.
Se incluyen en esta categoría todos los yacimientos ar-

queológicos inventariados por la Consejería de Cultura de la 
Junta de Andalucía. Así mismo se incluirán también aquellos 
yacimientos que pudieran detectarse e inventariarse en el 
futuro.

Artículo 285. Obras autorizadas.
- Mejora.
- Las Zonas Arqueológicas y Zonas de Servidumbre Ar-

queológicas que a tenor de lo dispuesto en la Ley 1/1991, 
de 3 de julio, de Patrimonio Histórico de Andalucía y Real 
Decreto 111/1986, de 10 de enero, de desarrollo parcial de 
la Ley 16/85, quedasen inscritas en el Catálogo General del 
Patrimonio Andaluz se someterán a las limitaciones de ac-
tuación y procedimientos contemplados en esta legislación.

Sección II. Interés natural o paisajístico

Artículo 286. Definición.
Elementos vegetales y geológicos que por su carácter 

singular, simbólico o contribución a la percepción del paisaje 
deberán ser conservados, con el objeto de preservar sus ca-
racterísticas.
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La Flora Singular corresponde a especies o ejemplares 
vegetales relevantes. 

Los Elementos Geológicos Singulares corresponden a 
formaciones geológicas relevantes.

Artículo 287. Relación de elementos protegidos y grados 
de protección.

La relación de elementos con Interés Natural o Paisajís-
tico se incluye en el Catálogo del presente PGOU, en base a 
una ficha normalizada donde se define el elemento, así como 
su situación, elementos o partes de interés y fotografías.

Artículo 288. Obras autorizadas.
- Se prohíbe la realización de cualquier obra que suponga 

alteración del elemento protegido o de su entorno próximo y su 
percepción en el conjunto del paisaje natural en que se ubica.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA

Quedan derogadas cuantas disposiciones, normas y orde-
nanzas se opongan a las contenidas en las presentes Normas 
Urbanísticas.

Específicamente, el presente PGOU deroga y sustituye 
íntegramente, en lo que se refiere al término municipal de Lu-
que, a las Normas Subsidiarias Municipales que fueron apro-
badas definitivamente con suspensiones el 12 de noviembre 
de 1992, y a las modificaciones de elementos de estas mis-
mas normas subsidiarias aprobadas definitivamente con pos-
terioridad.

Córdoba, 15 de septiembre de 2008.- El Delegado, 
Francisco García Delgado 

(Continúa en el fascículo 2 de 2)
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PUBLICACIONES

Textos legales n.º 27

LEY
DE DEFENSA Y PROTECCION DE

LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS 
DE ANDALUCIA

         Textos Legales nº 27

Ley de defensa  y protección de los
consumidores y usuarios de Andalucía

Título:

Edita e imprime: Servicio de Publicaciones y BOJA
                           Secretaría General Técnica
                           Consejería de la Presidencia
Año de edición: 2005
Distribuye: Servicio de Publicaciones y BOJA
Pedidos: Servicio de Publicaciones y BOJA
              Apartado Oficial Sucursal núm. 11. 41014-SEVILLA
              También está a la venta en librerías colaboradoras
Forma de pago: El pago se realizará de conformidad con la liquidación
                          que se practique por el Servicio de Publicaciones y BOJA
                          al aceptar el pedido, lo que se comunicará a vuelta de correo
P.V.P.: 3,43 € (IVA incluido)
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PUBLICACIONES

Textos legales n.º 31

LEY DE DECLARACION DE
VOLUNTAD VITAL ANTICIPADA

               Textos Legales nº 31

Ley de Declaración de Voluntad Vital AnticipadaTítulo:

Edita e imprime: Servicio de Publicaciones y BOJA
                           Secretaría General Técnica
                           Consejería de la Presidencia
Año de edición: 2005
Distribuye: Servicio de Publicaciones y BOJA
Pedidos: Servicio de Publicaciones y BOJA
              Apartado Oficial Sucursal núm. 11. 41014-SEVILLA
              También está a la venta en librerías colaboradoras
Forma de pago: El pago se realizará de conformidad con la liquidación
                          que se practique por el Servicio de Publicaciones y BOJA
                          al aceptar el pedido, lo que se comunicará a vuelta de correo
P.V.P.: 1,46 € (IVA incluido)
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PUBLICACIONES

Textos legales n.º 37

LEY DE SOCIEDADES
COOPERATIVAS ANDALUZAS

          Textos Legales nº 37

Ley de Sociedades Cooperativas AndaluzasTítulo:

Edita e imprime: Servicio de Publicaciones y BOJA
                           Secretaría General Técnica
                           Consejería de la Presidencia
Año de edición: 2006
Distribuye: Servicio de Publicaciones y BOJA
Pedidos: Servicio de Publicaciones y BOJA
              Apartado Oficial Sucursal núm. 11. 41014-SEVILLA
              También está a la venta en librerías colaboradoras
Forma de pago: El pago se realizará de conformidad con la liquidación
                          que se practique por el Servicio de Publicaciones y BOJA
                          al aceptar el pedido, lo que se comunicará a vuelta de correo
P.V.P.: 5,64 € (IVA incluido)
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PUBLICACIONES

Textos legales n.º 38

LEY DE REGULACION DE
LAS CONSULTAS POPULARES

LOCALES EN ANDALUCIA

Textos Legales nº 38

Ley de Regulación de las consultas
populares locales en Andalucía

Título:

Edita e imprime: Servicio de Publicaciones y BOJA
                           Secretaría General Técnica
                           Consejería de la Presidencia
Año de edición: 2006
Distribuye: Servicio de Publicaciones y BOJA
Pedidos: Servicio de Publicaciones y BOJA
               Apartado Oficial Sucursal núm. 11. 41014-SEVILLA
               También está a la venta en librerías colaboradoras
Forma de pago: El pago se realizará de conformidad con la liquidación
                          que se practique por el Servicio de Publicaciones y BOJA
                          al aceptar el pedido, lo que se comunicará a vuelta de correo
P.V.P.: 1,59 € (IVA incluido)
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